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Breve introducción


Es el objetivo de estas Notas de Derecho Internacional Público que tan amablemente me encargo el Rector de la UNICIT del Dr. Luis E. Lacayo, el de acercar esta materia a los estudiantes que aspiran a ser Licenciados en Derecho y que en su formación no puede falta una materia tan particular, tan diferente a las otras del Derecho como es el Derecho Internacional Público.



Como decía Miaja de la Muela el Derecho Internacional Público tiene un carácter diferencial en cuanto que lo comparamos con los otros campos del estudio del Derecho, pues su “interestatalidad” lo hace, por sí mismo, particular.



Los Estados se yuxtaponen en su interrelación, crean normas que a ellos van destinados, pero sin una autoridad supraestatal, de carácter universal que pueda controlar este ordenamiento jurídico internacional.



El hecho de que el Derecho Internacional no tenga esa autoridad universal que lo haga parecido al Derecho Interno, no lo hace menos eficaz o lo convierte en un subproducto.  Bien es verdad que esto hace que su tratamiento, su estudio sea distinto y que a todo jurista se le transforme en un desafío frente al “sencillo” Derecho Interno” que es autoritario, que está jerarquizado.



En todo caso, hoy el Derecho Internacional se encuentra en una situación en la que sus normas comienzan a tener un valor imperativo en mucho campos del desarrollo normativo internacional que obliga a que los sujetos a él subordinados se encuentre, cada vez mas, una estructura jurídica de subordinación y no [sólo] de cooperación.  La necesidad de una imperatividad de carácter general en las normas internacionales se ven ya en al Convención de Viena sobre los Tratados, en cuanto a sus artículos sobre ius cogens internacional. 



El medio social en el que se desarrolla el Derecho Internacional son las Relaciones Internacionales, así los Estados y las Organizaciones Internacionales son los sujetos estrellas, pero sin olvidar los movimientos de liberación nacional, el Vaticano, ONG,s, las empresas multinacionales y, sin duda, el hombre en su dimensión colectiva e individual.



Las Relaciones Internacionales son de tres tipos:

· de dominación o la ley del poder.  El veto en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, donde el concepto abstracto de justicia del Derecho Internacional cede paso a los conceptos reales de seguridad y paz internacionales con prioridad para ser garantizados

· de reciprocidad y de cooperación o la ley del acuerdo.  Los Estados voluntariamente limitan su soberanía en benéfico común.  El acuerdo es la clave para una relación de reciprocidad, manifestado en la inmunidad diplomática, transportes aéreos y marítimos, etc.

· de cooperación o la ley de la solidaridad.  Acciones del Derecho Internacional en cuanto los Derechos Humanos, el Derecho Internacional Humanitario (Derecho de la Guerra o Derecho de los Conflictos Armados).  Es una solidaridad con carácter de cooperación.



En cuanto a juridicidad o no del Derecho Internacional muchas son las valoraciones en contra, pero también a favor.  Soy de la opinión que el Derecho Internacional podría haber sido un conjunto de normas morales entre sus sujetos o un comitas gentium, entendido este como una práctica social sin vinculum juris, que lo haría, entonces, imperfecto.  Sin embargo, su necesidad imperiosa para las Relaciones Internacionales lo hace real y tangible jurídicamente, es un realidad que no puede ignorarse o subestimarse.  Sin bien, no podemos dejar de admitir que es lo dicho por Miaja de la Muela un “derecho diferente”, particular que tiene en el relativismo,  en las ius cogens exponentes destacados y, a veces, contrapuestos.



En todo caso, sirva para el alumno de la UNICIT esta introducción como espoleo de su inquietud por este ordenamiento jurídico peculiar que es el Derecho Internacional.

Andrés Muñoz Mosquera

Rivas Vaciamadrid – Madrid – España

Mayo-Agosto 2005
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Muchos han sido los materiales impresos utilizados en estos apuntes, como numerosos también los materiales de Internet, principalmente las páginas oficiales de la República de Nicaragua.  Por esta razón, se ruega al lector que preste atención a todas las referencias que se hacen a pie de página a cada paso de estos Apuntes de Derecho Internacional Público para la UNICIT.

UNIDAD III

Reconocimiento de Estado y gobierno
La enseñanza socrática estaba dirigida a estimular en los demás el interés por la búsqueda, haciéndole reconocer al interlocutor la propia ignorancia, la “ironía”,  y señalando acto seguido, a través del dialogo en común, la “mayéutica”, el camino para el saber válido.

Objetivos:

1. Definir el concepto y naturaleza del reconocimiento de Estados y determinar sus características.

Diferenciar el reconocimiento de Estado del Reconocimiento de Gobierno.

2. Determinar cuáles son las competencias del Estado en su territorio, los criterios para el establecimiento de fronteras y distinguir la ocupación, la prescripción adquisitiva, la cesión y la adjudicación.
1.- EL RECONOCIMIENTO DE ESTADOS

1.1. CONCEPTO Y NATURALEZA

El Reconocimiento es sin duda un elemento que afecta al Sujeto Internacional
 desde el momento mismo de su constitución.  Así la cosas, un Estado Reconocido nada tiene que ver con un Estado No Reconocido.  Sin embargo, un Estado puede existir sin su reconocimiento alguno, pues sus factores constituyentes son de carácter sociológico, cultural e histórico.  

Pero el Reconocimiento sí sería el acto que da la Personalidad Internacional al Estado, pues sin él, la existencia tiene un único carácter, el interno.  La Personalidad Internacional del Estado permite a éste encontrarse con los demás Estados en la Comunidad Internacional
.

Anzilotti en su Curso de Derecho Internacional de 1936 dice que el Reconocimiento deja al Estado sometido a una norma internacional, pues el Reconocimiento es un acto sometido al principio de “pacta sunt servanda”.  Para otros internacionalistas el Reconocimiento da al Estado una capacidad de ejercicio, sería un sujeto con capacidad plena en lugar de “capitis diminutio”.

En cuanto al concepto y, en todo caso, parece ser que nos encontramos en el Reconocimiento de Estados ante un acto libre y discrecional por el que uno o varios Estados constatan la existencia sobre un territorio determinado de una sociedad humana políticamente organizada, independiente de otro Estado o Estados existentes y capaz de observar prescripciones del Derecho Internacional y de manifestar su voluntad de ser considerado miembro de la Comunidad Internacional.

La naturaleza del Reconocimiento es mixta, es decir, jurídica y política.  Así, los hechos políticos se imponen, en el Reconocimiento de Estados, en cuanto al hecho histórico, a intereses, etc. y, por otro lado, el hecho jurídico en cuanto a la inclusión del Estado en las relaciones internacionales.

En todo caso, el Reconocimiento de un Estado produce importantes efectos jurídicos erga omnes
, como son el respeto de la integridad territorial e independencia política.

1.2. CARACTERISTICAS

1.2.1. CONTINUIDAD E IDENTIDAD DEL ESTADO

El Estado no es una entidad estática, pues está sometido a distintas modificaciones en sus elementos constitutivos, id est, Territorio, Población y Gobierno.  Esto es lo que ha venido en llamarse TRANSFORMACIONES DEL ESTADO.

La garantía de la Seguridad Jurídica de las relaciones internacionales queda resuelta por el Derecho Internacional con los principios de Continuidad e Identidad del Estado, que suponen que las transformaciones no afectan a la obligaciones internacionales de ese Estado frente a terceros sujetos del Derecho Internacional.  En la Continuidad los tres elementos constitutivos
, aunque alterados, permiten que el Estado permanezca, mientras que la Identidad permite, por una ficción jurídica identificar un Estado desaparecido con el que comparte los elementos constitutivos.

La Federación Rusa se ha considerado como el Estado Continuador  de la personalidad jurídica de la URSS.

La Continuidad se rompe con la Extinción del Estado por:

1. Dereclitio (abandono) del territorio por la población.

2. Debellatio (conquista militar en tiempo de guerra)

3. Disolución o Desmembración, que da lugar a la Sucesión de Estados.

4. Uniones y Fusiones, de Estados independientes en otro distinto, o bien supuestos de incorporación o reincorporación de un Estado en otro.

5. Reunión de Estados sin perder su capacidad Internacional, pero dando lugar a otro nuevo.

6. Acción Extintiva por decisión colectiva.

1.2.2. FORMAS DEL RECONOCIMIENTO DE ESTADOS

Son muchas las formas de reconocimiento y podrían enumerarse de la siguiente manera:

1. Individual, de Estado a Estado

2. Colectivo, acuerdo o concertación de varios Estados miembros de una Organización Internacional, por ejemplo, la OEA.

3. Concertado, cuando varios Estados establecen unas directrices para reconocer nuevos Estados (como hizo la Unión Europea con los nuevos Estados nacidos de la escisión de la URSS)

4. Expreso, por un acto unilateral de un Estado o por un Tratado de Reconocimiento entre las partes.

5. Implícito, con el establecimiento de relaciones diplomáticas

6. Conclusión de Tratados Bilaterales
.

7. Participación del Estado en una Organización Internacional, Tratado Multilateral o Conferencia Internacional
.

No obstante lo anterior no podemos olvidar que existen condiciones de legalidad en el ejercicio de la competencia de reconocer, a pesar del principio de discrecionalidad del Estado en este ejercicio.  El límite afecta principalmente al Reconocimiento de Gobiernos, pero tiene que ver con el hecho de que ciertos Estados surjan vulnerando el ius cogens
.  Ejemplos de esto son la República Turca de Chipre, Rodhesia...

Reconocimiento Prematuro y Tardío. Tampoco podemos dejar de mencionar las condiciones de validez del acto del Reconocimiento que tienen que ver con el problema temporal.  Así tenemos que ver la determinación del momento en el que el Reconocimiento puede intervenir y considerarse válido y a partir del cual, debe intervenir:

1. Prematuro: supone el Reconocimiento otorgado cuando aún no se da la existencia efectiva de los elementos del Estado. Se considera Ilícito, pues es una Intervención en los Asuntos Internos del Estado.  (Estados Unidos-Panamá, Alemania-Eslovenia y Croacia).

Es parecido el Reconocimiento de Estados Ficticios, que son Estado que carecen de alguno de los elementos constitutivos del Estado (Estado Palestino)

2. Tardío:  Se produce una vez que el Estado reconocido reúne de forma efectiva las condiciones (de acuerdo con el Derecho Internacional) los elementos constitutivos del Estado.  Ya que el reconocimiento se rige por el principio de la discrecionalidad y no hay obligación, el Reconocimiento Tardío es un acto Político y no jurídico, sin crear obligaciones internacionales el reconocimiento o no reconocimiento tardío.

1.3. RECONOCIMIENTO DE GOBIERNOS
El Reconocimiento de Gobiernos, según la doctrina clásica, tiene unos presupuesto subjetivos basados en una administración estable y dominadora, mientras que los presupuestos subjetivos giran sobre la legitimidad y la voluntad de cumplir los compromisos internacionales.  Añade el profeso Aguilar Navarro que, además, existe un indudable presupuesto para el Reconocimiento de Gobiernos
, es el de que todo Gobierno para ser reconocido debería asegurar el respeto de los Derecho Humanos.  Si este particular presupuesto no aparece en los distintos textos es por el simple hecho de que debe entenderse anclado en la misma Ley Natural.

En materia de Reconocimiento de Gobiernos las doctrinas hispanoamericanas han girado más bien que por el exclusivo estímulo de la Democracia
, por el deseo de obtener la libertad de los Estados frente a intervenciones extranjeras.

La evolución jurídico-positiva del mundo hispanoamericano se muestra en la posición del Instituto Americano de Derecho Internacional y de la Conferencias Panamericanas, pues están en contra de la utilización del Reconocimiento como posible arma intervencionista.  Esto no contradice lo dicho anteriormente, simplemente intenta demostrar que la democracia sólo puede defenderse como métodos democráticos.  Las intervenciones, a las que se podían llegar para defender la democracia, eran, precisamente, la negación de la democracia misma en su plano internacional.

Como continuación, queda por mencionar el Reconocimiento de facto o de iure de los Gobiernos.  Así podríamos decir que el Reconocimiento de iure es definitivo y pleno, mientras que el Reconocimiento de facto es provisional y limitado a ciertas relaciones jurídicas.

El Reconocimiento de gobiernos de facto se dirigen a una facción revolucionaria o beligerante que ejerce el control efectivo sobre una parte del Estado.

1.4. DIFERENCIA ENTRE RECONOCIMIENTO DE ESTADO Y RECONOCIMIENTO DE GOBIERNO

Debe tenerse en cuenta que no cabe pensar en un Reconocimiento de Gobierno que no suponga el del Estado.  No debemos olvidar que un Estado no puede constituirse si carece de una forma de gobierno, de una titularidad política, si afirmamos que una cosa es la necesidad permanente de tener un Gobierno, y otra, que un Estado pueda subsistir inalterado, pero modificando sus formas de gobierno.  

Así que la diferencia es clara pues a) El Reconocimiento de un Estado es un acto libre y discrecional por el que uno o varios Estados constatan la existencia sobre un territorio determinado de una sociedad humana políticamente organizada, independiente de otro Estado o Estados existentes y capaz de observar prescripciones del Derecho Internacional y de manifestar su voluntad de ser considerado miembro de la Comunidad Internacional, mientras que b) El Reconocimiento de Gobiernos tiene como objeto, únicamente al gobierno como órgano del Estado, es decir, como una autoridad que ejerce, dentro del Territorio, un poder efectivo sin cuestionar la Personalidad Jurídica Internacional del Estado, pues los cambios en el Gobierno no afectan a la Continuidad e Identidad del Estado.
ARANTZAZU MENDI (1939)

Probate, Divorce and Admiralty División, Setencia del Juez Bucknill.

Tras la ocupación de Bilbao en España durante la Guerra Civil de 1936 a 1939 por el gobierno nacionalista del General Franco, el Gobierno de la República ordena por un decreto de 28 de junio de 1937 que, entre otros, se requise el buque “Arantzazu Mendi”, de la compañía Sota y Aznar, cuando se encontraba atracado en el puerto de Londres. 

Por su parte el Gobierno nacionalista dictó otra medida siminlar el 5 de abril de 1938, siendo comunicada esta orden al capitán del buque.  Así las cosas, el Gobierno de la República reclama la posesión del buque ante los Tribunales ingleses.

1. El Gobierno nacionalista plantea la cuestión como un asunto entre Estados soberanos, por lo que no cabe la intervención de los Tribunales ingleses, pues no es su jurisdicción la que tiene que ver la disputa.  El Duque de Alba representante ante el Reino Unido del Gobierno nacionalista presenta certificación de que éste el gobierno que ejerce funciones gubernamentales y de control administrativo, entre otras, en las provincias vascas de España y, más concretamente en Bilbao desde el 19 de junio de 1937, y que no era gobierno subordinado a ningún otro. 

2. Se plantearon dos cuestiones, una si el Gobierno Nacionalista de España es un Estado soberano extranjero, cuestión jurídica, y si éste ha sido reconocido como un Estado soberano extranjero, cuestión de hecho. El Foreing Office contesta: El Gobierno de su Majestad reconoce a España como Estado extranjero soberano y al Gobierno de la República, con sede en Barcelona,  como el único Gobierno de iure de España. Pero también reconoce al gobierno nacionalista como el que ejerce el control administrativo de facto
.

No es el Derecho Internacional  Quien regula los procesos de creación, modificación o extinción de los Estados.  La atribución de la condición de sujeto de DI es más bien post factum, una vez que se haya constituido un poder sólidamente asentado sobre un territorio, capaz de ejercer un control efectivo sobre una comunidad humana que reconoce a esta organización política como propia. La noción de Estado en el sentido del DI añade a la idea de poder políticamente independiente y soberano, la capacidad de mantener relaciones exteriores con otros Estados; concertar acuerdos, mantener relaciones diplomáticas, responsabilizarse frente a otros Estados u Organizaciones. Internacionales por los actos ilícitos de los órganos que actúan en nombre de ese Estado.

Hacer un Análisis del Caso, estructurado de la siguiente manera:

A. ANTECEDENTES.  Un breve resumen de los hechos.

B. ALEGACIONES.  De ambas partes si la hubiera o de una parte si la otra no ha hecho ninguna.

C. JURISPRUDENCIA. Si la hubiera, tanto internacional como nacional de las partes.

D. CUESTIONES A RESOLVER.

E. CONCLUSIÓN.

F. APRECIACIONES DEL ALUMNO.  Comentarios o dudas que se le han planteado en el análisis.

2.- COMPETENCIAS ESTATALES

2.1.- COMPETENCIAS DEL ESTADO SOBRE SU TERRITORIO

El Territorio.  Como hemos visto el territorio es uno de los factores constituyentes del Estado, así que por lo que se refiere al Derecho Internacional el territorio de una importancia sobresaliente.  El territorio es el ámbito espacial físico y geográfico donde el Estado ejerce sus competencias, de ahí la gran importancia de la integridad territorial de los Estados como principio estructural del Derecho Internacional.  “El territorio es la Fuente de Subsistencia del poder estatal”.

El Territorio es un elemento característico del Estado como sujeto del Derecho Internacional y como referencia a otros sujetos [Organizaciones Internacionales] que carezcan de territorio.

El Territorio se vincula exactamente al de los espacios físicos que se encuentran bajo la soberanía estatal y que comprende
:

· Espacio territorial propiamente dicho, incluyendo ríos, lagos y canales nacionales,

· Mar territorial adyacente al territorio del Estado y

· Espacio aéreo supraadyacente a los espacios anteriores.

El territorio está delimitado por las fronteras, que establecen el límite de las competencias estatales, los poderes y generalmente el comienzo de Soberanía distinta
.

Excepcionalmente los Estados administran Territorios que no están sometidos a su soberanía:

· Condominios: Ejercicio concurrente de soberanías diferentes (hasta recientemente, Andorra)

· Espacios Internacionales: Espacios sometidos a un régimen convencional que evita la consolidación de ciertas reivindicaciones territoriales de los Estados (Antártica, fondos marinos).

· Territorios Autónomos: (en extinción) Son territorios bajo régimen de Administración, por ejemplo, Mandatos del sistema de la Sociedad de Naciones, Protectorados, Administración Fiduciaria en las Naciones Unidas)

La Competencia Territorial.  Como hemos visto ésta se proyecta sobre el territorio, pero existen ciertas competencias que se proyectan sobre espacios no sometidos a su soberanía territorial, es lo que conocemos como Competencia extra-territorial (barcos, aeronaves, misiones diplomáticas, etc.)

La competencia territorial jurídica tienes los siguientes caracteres:

a) Principio de exclusividad

b) Plenitud

c) Objetividad

a) La competencia territorial presupone la exclusividad en el ejercicio de las funciones estatales dentro del territorio del Estado.

Este Principio de Exclusividad supone el derecho del Estado a Determinar y Regular de forma exclusiva sus poderes Legislativo, Judicial y Ejecutivo sobre personas y bienes que se encuentren en su territorio e impone a los otros Estados el deber de respetar su:

· Integridad Territorial,

· Independencia Política y

· El deber de no injerencia en los asuntos que son de jurisdicción interna del mismo.

La exclusividad de la competencia territorial genera deberes para el Estado titular.  Según Hubber en el asunto “Isla de Palma”:

“La obligación de proteger dentro de su territorio los derechos de otros Estados y sus nacionales”


Así la cosas, el principio de exclusividad de la competencia territorial puede llevar a la Responsabilidad Internacional, pues el Estado será responsable de los actos que se realizan en su territorio en dos supuestos:

· Los actos de sus órganos o entidades con poder público que supongan un ilícito internacional, así como de los actos de los particulares o movimientos insurreccionales, si no garantiza la seguridad e integridad necesarias de los derecho de terceros Estados que le impone el Derecho Internacional sobre los territorios sometidos a su control efectivo.

· Los actos en el interior del su territorio y que producen efectos perjudiciales en el territorio de otro Estado.

La exclusividad queda relativizada/limitada por

i) Las Modificaciones de su ejercicio, que se basa en el consentimiento manifestado en Convenios (son dos modificaciones del contenido de la competencia territorial): 

· Derecho de Tránsito otorgado a los Estados sin litoral, en virtud del cual se les reconoce el acceso al mar, a través del territorio y del mar territorial de los Estados ribereños vecinos, así como de la utilización de instalaciones portuarias..

· Bases Militares dentro del marco de la Cooperación para la Defensa.  Son dos los regímenes en cuanto al Estatuto de los Cuarteles Generales o Bases y en cuanto a Estatuto de la fuerza y el elemento civil que la acompaña.

ii) Sede de una Organización Internacional con competencias operacionales y de intervención administrativa.  Así, queda limitada funcionalmente la soberanía territorial.

iii) Por las actividades políticas, administrativa, etc. de los Agentes diplomáticos y consulares en virtud de normas Consuetudinarias y Convencionales.

b) Existe la Plenitud de funciones que un Estado ejerce en su territorio, si bien existen, también limitaciones aceptadas voluntariamente como son las del ejercicio de funciones jurisdicciones por la inmunidad de Estados extranjeros y sus órganos y por las inmunidades especiales (diplomáticos, militares y extranjeros).  Otra limitación es la ejercida sobre el poder legislativo y el ejecutivo por el alcance general y obligatoriedad de ciertas normas del Derecho Internacional.(paso inocente, ius cogens...)

c) El carácter Objetivo es erga omnes, es decir, oponible frente a los sujetos del Derecho Internacional y presupone que las competencias del Estado se ejercen conforme al Derecho Internacional
. 

La Competencia Territorial Económica.  El territorio no tiene una dimensión jurídica únicamente, sino que su dimensión económica es inherente
.

Esta competencia económica existe por el territorio.  Así la Carta de Derechos y Deberes Económicos de los Estados establece:

 “El Derecho de todos los Estados, Territorios y Pueblos sometidos a ocupación extranjera, administración foránea o colonial o al apartheid a la restitución de sus recursos naturales y a las indemnizaciones por agotamiento o deterioro de sus recursos naturales y todos los demás recursos de ese territorio o pueblo”.

Ejemplos: a) Nauru (fosfatos) Nauru contra Australia y b) Timor Oriental (Plataforma Continental) Portugal contra Australia.

2.2. ADQUISICIÓN DE LA SOBERANIA TERRITORIAL

La distinción clásica superada distinguía en la adquisición del territorio entre terra nullius
 y territorio propiedad de otro Estado.  Los internacionalistas modernos se orientan hacia el modo derivativo bien por una situación de hecho (ocupación, contigüidad, accesión, conquista, etc.) o por un título jurídico (cesión
, actos internacionales, etc.).  También encontramos otra categorización: a) originarios (terra nullius): ocupación, accesión, y b) derivativos (pertenecientes a alguien): cesión, conquista.

El valor del título jurídico de adquisición de la soberanía territorial es definitivo cuando se da cuando en el momento del hecho físico de la ocupación se da una condición previa que se completará posteriormente.

La jurisprudencia internacional exige que esa condición previa sea la de que el territorio en cuestión sea terra nullius, que no exista soberanía sobre le territorio en cuestión
, en el acto que se considerase constitutivo de la ocupación
.  Posteriormente llega la doble condición y ésta no es otra que el animus ocupandi, la voluntad
,  sobre el territorio y, además, que la ocupación sea efectiva.  Esto es la llamada efectividad de la ocupación.  Así, la simple ocupación física, sin el elemento psicológico de sometimiento del territorio a la soberanía del Estado ocupante, sólo concede un título jurídico temporal e incompleto.

La fecha crítica y el tratado crítico de fronteras. La fecha crítica es crucial su determinación cuando existen varios títulos opuestos entre sí.  Esta debe entenderse como una construcción meramente judicial para determinar el momento en el que el comportamiento de los Estados en litigio no pueden afectar al litigio.  En el asunto de las isla de Palmas surgió el “periodo crítico”, de nuevo una noción jurídica que completaba la fecha crítica, pues permita valorara el ejercicio de las funciones de Estado sobre el territorio en litigio, para determinar qué Estado era el verdaderamente soberano.

 Sin embargo, en los contenciosos de delimitación de fronteras se utiliza el tratado crítico de fronteras, esto ocurre cuando las fronteras entre dos Estados se establecen por varios tratados sucesivos.  El objetivo es identificar el tratado crítico donde las partes en litigio cristalizaron su voluntad.

2.3. FRONTERAS TERRESTRES

Las fronteras delimitan el territorio sobre el cual el Estado ejerce sus competencias.  Las fronteras incluyen, como ya hemos visto más arriba, el territorio terrestre, los espacios marítimos y los espacios aéreos supraadyacentes, separando al Estado de otros o espacios internacionales limítrofes.

La frontera tiene un consideración de línea de separación fundamentalmente, pero también lo es en cuanto a zona de tránsito y relación entre pueblos vecinos.

Las fases de la fijación de fronteras es un procedimiento complejo y de vital importancia en el Derecho Internacional, éstas son de delimitación y de demarcación:

a) Fase de delimitación
.  Es un trámite jurídico-político por el que los Estados implicados fijan con ciertos criterios sus espacios territoriales, normalmente mediante tratados.  Los criterios son:
· Límites naturales (picos montañosos, rios, etc.)

· Elementos técnicos (puntos geográficos permanentes que se unen por una línea (se usa en zonas desérticas preferentemente, o paralelos geográficos – 38 Corea, 17 Vietnam)

· Límites preexistentes como antiguas divisiones administrativas de colonias, acuerdos fronterizos hechos por las potencias coloniales, etc.

· Principio uti possidetis iuris
. Es la aceptación de los límites existentes antes de la independencia como fronteras de un Estado (provienen de situaciones coloniales
 y de desmembraciones federales
).  Estas fronteras se convierten automáticamente en fronteras internacionales.

· Principio de estabilidad
.  Se consagra en el Derecho Internacional que la determinación de una frontera no es causa de terminación de los Tratados, ni tampoco pueden ser afectadas por la sucesión de Estados.  Las fronteras sólo pueden ser afectadas por el consentimiento mutuo o común acuerdo.

b) Fase de demarcación.  Esta es una tarea técnica que consiste en ejecutar lo acordado, para lo que se establece una comisión de demarcación.

Relaciones de vecindad y regímenes fronterizos
.  La contigüidad lleva a las relaciones de vecindad y, por lo tanto, a la cooperación transfronteriza en ámbitos como la cooperación aduanera, vías de comunicación, asistencia mutua y gestión de servicios públicos, uso y aprovechamiento de espacios fronterizos, protección del medio ambiente, cooperación cultural, educativa y de investigación, y desarrollo regional.

[image: image1.wmf]
Plan Estratégico de Acción para la Gestión Integrada de los Recursos Hídricos y el Desarrollo Sostenible de la Cuenca del Río San Juan y su Zona Costera

2.4. COMPETENCIAS ESTATALES SOBRE ESPACIOS MARÍTIMOS.

Este tema se tratará en profundidad en la unidad IV en cuanto al “Régimen jurídico de las aguas”, lo que más generalmente se conoce como Derecho del Mar o Montego Bay.

2.5. COMPETENCIA DEL ESTADO EN CUANTO A LAS PERSONAS

El concepto de nacionalidad es del que deriva la competencia personal de los Estados que se caracteriza por la exclusividad, pero que el Derecho Internacional relativiza, especialmente en cuanto a los derechos de la persona (Derechos Humanos).

Los supuestos de la competencia personal son cuatro:

· Personas físicas: Adquisición y pérdida de la nacionalidad
 y doble nacionalidad.

· Personal Jurídicas.

· Objetos: Buques, aeronaves, objetos lanzados al espacio.

· Derecho de Extranjería
: Refugiados
 y exilados. Apátridas. Inmigración ilegal
.

La comunidad nacional es el conjunto de personas unidas al Estado por el vínculo jurídico y político de la nacionalidad; el grupo humano diferenciado que se agrupa en cada sociedad estatal.

La jurisprudencia internacional entiende la nacionalidad, no como término neutro de vinculación con el Estado, sino como un vínculo jurídico basado en un hecho social de conexión en una afectividad solidaria de existencia de intereses y sentimientos unido a una reciprocidad de derechos y deberes
.

La nacionalidad permite el ejercicio, por el Estado, de una competencia que se basa en personal físicas y jurídicas y determinados objetos vinculados al Estado, que ya hemos mencionado más arriba, y que se ejerce de ordinario, esta Competencia Personal, sobre el territorio del Estado en cuestión.

El primer supuesto de la Competencia Personal son las Personas Físicas.  Así la nacionalidad se adquiere o se pierde.  La adquisición se produce de forma común por nacimiento, pero con los siguientes criterios:

· Ius sanguinis, por la nacionalidad de los padres

· Ius soli, por el lugar de nacimiento

· Naturalización, por opción o por recuperación en casos de adopción o matrimonio.

La pérdida se hace por renuncia, sustitución o sanción gubernativa o judicial.

La figura del apátrida se ha intentado evitar por el Derecho Internacional:  Convenio de las Naciones Unidas para reducir los casos de apátridas de Nueva York 1961 y el artículo 15 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos “[...] a nadie se le obligará a abandonar su nacionalidad ni se prohibirá su cambio”

En Nicaragua la Ley No. 149 - Ley de Nacionalidad de 30 de Junio 1992 en su artículo 16 establece “Ningún nacional de Nicaragua podrá ser privado. de su nacionalidad por una causa distinta de la mencionada en el artículo anterior
”

Otra figura en la cuestión de la nacionalidad es la doble nacionalidad, fruto de Tratados de doble nacionalidad por vínculos históricos y culturales.  Debemos diferenciar claramente, la doble nacionalidad con el hecho de la pluralidad de nacionalidades.  Esta última conlleva la posible existencia de conflictos, en el ámbito de, por ejemplo, el servicio militar, también en cuanto a lo que respecta la protección diplomática. 

Las Personas Jurídicas, son el segundo supuesto de competencia personal, y obtienen su nacionalidad en el acto constitutivo de ellas o por la de los asociados o ante el origen del capital.  Esta última es la llamada Teoría del Control que considera que detrás del velo de las personas jurídicas se encuentra una realidad de sus componentes y dirigentes.

La  jurisprudencia en el caso de Barcelona Traction, señaló que el derecho a ejercer la protección diplomática de una Sociedad corresponde al Estado bajo cuyas leyes se constituye y tiene la sede, es decir su domicilio social.

La relevancia de los Objetos viene dada por el sometimiento a la jurisdicción nacional de elementos que estén fuera del territorio, es la extraterritorialidad en materia de Competencia Personal, así nos encontramos:

· Aeronaves:  “Convenio de Aviación Civil de Chicago 1944”.  Este establece que las aeronaves tienen la nacionalidad del Estado en el que están matriculados (art. 17) y toda aeronave empleada en la navegación aérea llevará sus marcas de nacionalidad y matrícula (art. 20).

La matriculación o transferencia de matrículas de aeronaves se hará según las leyes y reglamentos del Estado en cuestión, prohibiéndose las matriculaciones múltiples. La ley general de aeronáutica civil nicaragüense de junio de 2004 establece en su artículo 61 segundo párrafo que “Ninguna aeronave podrá estar válidamente matriculada en más de un Estado. Las aeronaves matriculadas en otro Estado podrán adquirir la matrícula nicaragüense, previa cancelación de la matrícula anterior”. 

También la ley general de aeronáutica civil nicaragüense de junio de 2004 establece en su artículo 61 que "La inscripción de una aeronave en el Registro Aeronáutico Nacional de Nicaragua, le confiere nacionalidad nicaragüense”.

· Objetos lanzados al espacio.  En materia de Espacio Ultraterrestre los objetos lanzados al espacio no tienen nacionalidad, a diferencia de los buques y aeronaves, pero el “Tratado de principios jurídicos que deben regir las actividades de los Estados en la exploración y utilización del espacio ultraterrestre, incluida la luna y cuerpos celestes de 1967”, también conocido como el “Tratado General del Espacio de 1967” dice: 

“El Estado en cuyo registro figure el objeto lanzado, retendrá su jurisdicción y control sobre tal objeto”.

En virtud del “Convenio sobre registro de los objetos lanzados al espacio ultraterrestre de 1975”, el Estado de lanzamiento debe inscribir aquel objeto lanzado en un registro apropiado y si son varios los Estados, en el que se convenga, existiendo obligación de comunicar, un mínimo de datos al Secretario General de la ONU para inscribirlos en un registro central.

· Buques.  

Art. 5 “Convenio de Ginebra de 1958. Alta Mar

“Los buques poseen la nacionalidad del Estado cuya bandera estén autorizados a enarbolar”

Art. 91 “Convenio sobre el Derecho del Mar de 1982 (Monego-Bay)

“Los buques poseerán la nacionalidad del Estado cuyo pabellón estén autorizados a enarbolar y corresponde a cada Estado establecer los requisitos necesarios para conceder su nacionalidad a los buques para su inscripción en un registro en su territorio y para tener el derecho a enarbolar su pabellón”.

Sobre este particular se suscita una problemática y es el conocida como “Pabellones de conveniencia o complacencia”, ésta se refiere a buques que no tienen criterios objetivos de conexión y dependencia con el Estado del pabellón que enarbola (Panamá, Liberia).

Para evitarlo el citado artículo de la Convención de Ginebra establece que “ha de existir una relación auténtica entre el Estado y el buque, en particular el Estado ha de ejercer efectivamente su jurisdicción y su autoridad sobre los buques que enarbolen su pabellón en los aspectos administrativo, técnico y social”, cuestión que quedó reforzada por la Convenio del Derecho del Mar de 1982 cuando en el mismo artículo 91 dice que “ha de existir una relación auténtica entre el Estado y el buque” 
.

2.6. LOS NACIONALES Y EL TRATO A LOS EXTRANJEROS.

En el apartado anterior hemos visto como los nacionales de los distintos Estados son parte de su competencia personal.  Pero no lo son menos los extranjeros, así se configura el llamado Derecho de Extranjería, integrado por un conjunto de normas que obligan al Estado a conceder cierto trato a lo extranjeros que se encuentren en su territorio respecto a su persona, bienes, actos y relaciones jurídica.  Así como la resto de normas que regulan su entrada, permanencia, salida, expulsión, etc. en su territorio
.

El Derecho de Extranjería es de competencia interna del Estado su régimen se regula por el Derecho Internacional privado, no obstante existe una importante reglamentación internacional de la extranjería que se manifiesta doblemente:

· Régimen General Internacional.

Es el llamado “Estándar Mínimo de Trato a Extranjeros” formado por los principios generales del Derecho Internacional y normas Consuetudinarias admitidas por las Jurisprudencia Internacional y los Tratados Internacionales. 

Según Díez de Velasco los derechos mínimos son:

1. Protección de su vida.  Interés contra las acciones de violencia colectiva organizada en contra de los extranjeros.

2. Derecho a no ser detenido arbitrariamente y a que se proceda a una investigación, en tiempo razonable, dando al interesado posibilidad de ser oído.

3. Derecho a no ser torturado y no ser sometido a tratamiento inhumanos.

4. Tener asegurado el libre acceso a los tribunales y a no ser discriminado ante ellos por razón de nacionalidad.

5. Derecho a poder ejercitar derechos civiles básicos como relaciones paterno-filiales o derechos de la familia.

· El Tratado
Nada contempla explícitamente la Constitución de Nicaragua en cuanto a la garantía de las libertades públicas en los términos que establezcan Tardados Internacionales, pero sí las Leyes, así en su artículo 27 establece que: 

“[...] Los extranjeros tienen los mismos deberes y derechos que los nicaragüenses, con la excepción de los derechos políticos y los que establezcan las leyes; no pueden intervenir en los asuntos políticos del país”.
NOTA: En cuanto al Derecho de Asilo y Protección de los Refugiados serán temas que se verán en la unidad VII.

ASUNTO NOTTEBOHM

( Sentencia del TIJ del 6 de Abril 1955)

F. Nottebhom nació en Hamburgo y a los 24 años emigró a Guatemala donde residió durante más de 30 años conservando su nacionalidad alemana.

En 1939 solicita la nacionalidad de Liechtenstein donde era requisito para la obtención la posesión por tres años de un domicilio en el país. Requisito que se podía dispensar en casos especiales, la obtiene en Octubre y en Diciembre el consulado de Guatemala le concede un visado con el que regresa o su antigua residencia.

Un año después se declara la guerra entre Guatemala y Alemania: Nottebohm es detenido y llevado a EEUU, sus propiedades embargadas. En 1946 es puesto en libertad pero Guatemala no le permite entrar en el país, por lo que volvió a Liechtenstein.

En 1949 Guatemala confisca definitivamente las propiedades de todo el que tuviera nacionalidad de un Estado con el que Guatemala estuviera en guerra, o que estuviera en posesión de la nacionalidad de ese estado en 1938 aunque la hubiera después cambiado.

Liechtenstein presenta demanda solicitando la devolución de las propiedades y la reparación de daños.

Guatemala exceptúa la falta de legitimación de Liechtenstein para formular reclamación a favor de Nottebohm, ya que la nacionalidad concedida no era oponible a Guatemala dadas las circunstancias en que se había concedido.

FALLO:

La cuestión sometida a la Corte es saber si la nacionalidad otorgada a Nottebohm puede ser invocada frente a Guatemala. Liechtenstein argumenta que Guatemala ha reconocido con anterioridad aquello que ahora niega (Estoppel) y que no puede permitírsele adoptar ante el tribunal una actitud en contradicción con su conducta anterior. Y que al igual que a todo Estado soberano, pertenece a Liechtenstein regular a través de su legislación, la adquisición de su nacionalidad. 

El Tribunal opina que es cierto que corresponda a Liechtenstein regular la adquisición de su nacionalidad pero lo que no le corresponde es determinar si tiene D. a ejercer su protección en el caso concreto, ya que éste ejercicio se coloca en el plano del D.I. y es el D.I. quien determina si un Estado está legitimado para ejercer la protección y acudir al Tribunal. Por otro lado, hay infinidad de actos realizados por un Estado en el ejercicio de su competencia nacional que no producen efecto pleno en el plano internacional.

El Tribunal hace prevalecer la nacionalidad efectiva, la que concuerda con la situación de hecho, la que conecta al interesado y a uno de los Estados, para lo cual se toman en consideración elementos como el domicilio del interesado, la localización de sus intereses, sus vínculos familiares, su participación en la vida pública, la vinculación que él ha manifestado hacia el país y la que le ha inculcado a sus hijos, etc.

Elementos todos que prueban, de un lado, la ausencia de toda conexión entre Nottebohm y Liechtenstein, de otro, la inexistencia de un vínculo antiguo y estrecho de arraigo entre él y Guatemala, lazo que su naturalización en nada debilitó. Naturalización que fue concedida en condiciones excepcionales de rapidez y benevolencia por lo que carece de la sinceridad que debe esperarse de un acto tan importante para que imponga el respeto de un Estado en la situación de Guatemala.

Por lo tanto, Guatemala no está obligada a reconocer la nacionalidad así conferida. En consecuencia,

Liechtenstein no tiene base para extender su protección a Nottebohm respecto de Guatemala.

OBSERVACIONES

1) La estructura argumentativa del fallo 

El Tribunal efectúa una disociación entre la concesión de la nacionalidad y el Derecho de protección, y hace objeto de su decisión no el hecho del otorgamiento sino las exigencias que según él impone el orden jurídico internacional al ejercicio de esa protección por parte de los Estados.

La protección de Liechtenstein podía estar fundada tan sólo en un reconocimiento previo de las autoridades guatemaltecas o en que la concesión de la nacionalidad hubieran sido hechas en condiciones tales de conformidad con el D.I. que Guatemala estuviera obligada a reconocerla. Por lo que respecta al primer punto, los actos de reconocimiento fueron realizados por funcionarios, todos ordinarios del régimen de extranjería entre el Estado y un particular, no eran actos de Gobierno a Gobierno. Por lo que no hay lugar a apreciar el estoppel.

2) Disociación entre la concesión de la nacionalidad y el Derecho de protección

El D.I. reconoce a los Estados una competencia básica y fundamental para establecer por sí mismo los criterios que determinan la adquisición y perdida de sus respectivas nacionalidades. Por lo que, si el otorgamiento ha sido perfectamente regular, según el D. de ese Estado, éste producirá efectos plenos en el plano internacional.

Sin embargo, es esta posición tradicional la que la sentencia Nottebohm puso en tela de juicio mediante la disociación de ambos momentos: el de la adquisición, por supuesto regular, de la nacionalidad y el del ejercicio del D. de protección. El Tribunal no juzga la regularidad de la concesión según el D. De Liechtenstein ni la conformidad de esas leyes con el D.I.

3) El criterio de la efectividad

No basta, pues, la sola nacionalidad conseguida según las leyes de un Estado determinado para que éste pueda ejercer su protección diplomática. Preciso es que dicha nacionalidad esté caracterizada por la nota de la efectividad.

El criterio de la efectividad se había utilizado anteriormente para dirimir entre dos nacionalidades de dos Estados diferentes. La doctrina Nottebohm introduce una modificación: da al principio de la efectividad un valor absoluto, puesto que hace perder la legitimación inicial del Estado de la nacionalidad para ejercer la protección cuando dicha nacionalidad no es efectiva.

4) Competencia unilateral de los Estados y reconocimiento internacional de los efectos derivados del ejercicio de esa competencia.

La concesión de la nacionalidad es expresión de la soberanía de un Estado, que establece la relación de dependencia entre él y un particular. Dicha nacionalidad va encaminada a producir efectos primariamente dentro de ese sistema jurídico, pero no esta excluido que los tenga también en otros sistemas. No obstante, aclara el Tribunal que: No corresponde a Liechtenstein determinar si este Estado tiene D. a ejercer protección o dirigirse al Tribunal, ya que esto es situarse en el plano del DI..

· Nacionalidad y protección diplomática. Prueba de la nacionalidad. Derecho aplicable a esta prueba:  Libertad de prueba en los tribunales internacionales.

· Relación entre el principio de libertad de juicio en el juez internacional, el de igualdad procesal de las partes y el de la competencia de la instancia internacional.

· Aplicación del Derecho interno estatal por los Tribunales Internacionales. 

· Competencia exclusiva de los Estados en materia de nacionalidad. Facultades de los Tribunales internacionales.

· Principio de efectividad: teoría de la nacionalidad efectiva. 

· Nacionalidad de las personas objeto de protección y competencia de un Tribunal Internacional. 

Hacer un Análisis del Caso, estructurado de la siguiente manera:

G. ANTECEDENTES.  Un breve resumen de los hechos.

H. ALEGACIONES.  De ambas partes si la hubiera o de una parte si la otra no ha hecho ninguna.

I. JURISPRUDENCIA. Si la hubiera, tanto internacional como nacional de las partes.

J. CUESTIONES A RESOLVER.

K. CONCLUSIÓN.

L. APRECIACIONES DEL ALUMNO.  Comentarios o dudas que se le han planteado en el análisis.

UNIDAD IV

Aguas territoriales, espacio aéreo y ultraterrestre
La enseñanza socrática estaba dirigida a estimular en los demás el interés por la búsqueda, haciéndole reconocer al interlocutor la propia ignorancia, la “ironía”,  y señalando acto seguido, a través del dialogo en común, la “mayéutica”, el camino para el saber válido.

Objetivos:

1. Explicar el régimen jurídico de las aguas interiores, mar territorial, zona económica y plataforma continental y su situación actual.

2. Explicar el régimen del espacio aéreo y espacio ultraterrestre.

El Medio Marino es una unidad física formada por:

· Suelo y subsuelo del mar

· Columna de agua suprayacente.

Y se utiliza como vías de comunicación y recursos naturales.  Tiene también intereses Políticos y Estratégicos y Económicos.

El Plano Jurídico de la unidad física del medio marino se divide en las siguientes categorías, según el grado del ejercicio del a soberanía estatal según los Estados sean:

Estados ribereños: La soberanía va disminuyendo a medida que nos alejamos de la costa.

1) Aguas Interiores (soberanía absoluta del Estado, tal y como se aplica al territorio nacional, a los ríos que atraviesan el territorio y a los lagos).

2) Mar Territorial (soberanía del Estado, permitiendo el paso inocente de embarcaciones de terceros Estados).

3) Zona Contigua (jurisdicción del Estado para prevenir infracciones de sus leyes, reglamentos aduaneros, fiscales, de inmigración o sanitarios).

4) Zona Económica Exclusiva (jurisdicción del Estado de 200 millas a partir de la costa, donde el Estado puede explotar y explorar los recursos pesqueros allí existentes).

5) Plataforma Continental (lecho y subsuelo marino hasta una distancia de 200 millas a partir de la costa, donde el Estado ribereño puede explotar de manera exclusiva los recursos allí existentes). 

Más allá de la jurisdicción nacional: No existen poderes soberanos, son espacios comunes a todos los Estados (con  o sin litoral) y son  patrimonio o bien común de la humanidad:

6) Alta mar (zona fuera de la jurisdicción de los Estados, donde existe libertad de pesca, investigación científica, etc., con fines pacíficos).

7) Zona Internacional de Fondos Marinos y Oceánicos (ZIFMO) (patrimonio común de la humanidad donde ningún Estado puede ejercer soberanía ni reivindicarse derechos).

Para comprender el actual Régimen Jurídico del Mar, es necesario tener claridad sobre estas categorías de espacios marinos y el papel que el Estado y la Comunidad Internacional juegan dentro del Derecho del Mar, a la luz de la III Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 1982, o Montego Bay. 

Los antecedentes históricos comienza, como no puede ser de otra manera con la Costumbre desde la época de la civilización mesopotámica
, pasando por Asia y expresado en los imperios Chino, Hindú y Egipcio, y en el Mediterráneo por Grecia y Roma.

En esta etapa, el Derecho del Mar se forjó en el uso y la costumbre marítima de todos los pueblos, tanto en tiempos de paz como en tiempos de guerra. No existió norma escrita o codificación alguna que reglamentara la conducta de los Estados en sus aspiraciones marítimas, o en su movilización a través de los océanos. 

En Roma, el Derecho del Mar tiene su origen en el propio ius Gentium, o Derecho de Gentes.

La anchura del mar territorial del Estado no se definió en esta etapa, de formas manera clara, en razón a que para algunos Estados estaba representada en la capacidad de defensa de sus costas
.   En todo caso esta situación dura hasta la finalización de la Segunda Guerra Mundial. Con la declaración Truman de 1945
 termina la etapa consuetudinaria del Derecho del Mar y comienza la convencional con la I  Convención de Ginebra de 1958 que adopta cuatro convenios básicos: a) Mar Territorial y Zona Contigua; b)Alta Mar; c) Pesca y Conservación de los Recursos Vivos del Alta Mar; y d) Plataforma Continental.  Estos convenios dejaron sin resolver:

· Anchura del Mar Territorial

· Demarcación de Zona Exclusiva de Pesca.

La II Convención de Ginebra sobre Derecho de Mar tuvo lugar en 1960 fracasó.  La propuesta de los Estados Unidos y Canadá proponía una anchura de seis millas para el Mar Territorial y otras seis millas para la Zona Exclusiva de Pesca.  Sin embargo, hubo otra propuesta presentada por los países en vías de desarrollo que aumentaba las distancias a las 12 millas.

La III Convención de Ginebra sobre Derecho de Mar comienza en 1973, en Caracas, Venezuela y finalizó con el texto del Derecho del Mar que acoge algunos conceptos de las cuatro Convenciones de Ginebra de 1958.  El Convenio se adoptó por 130 votos a favor, 4 en contra y 17 abstenciones el 10 de diciembre de 1982 y entró en vigor el 16 de noviembre de 1994 transcurridos 12 meses desde el depósito del sesenta instrumento de ratificación.  Nicaragua ratificó el Convenio en el año 2001 y realiza su desarrollo normativo en el año 2002
.

El Convenio ha necesitado dos convenios interpretativos:

· Convenio de Aplicación parte 11 del Convenio de Montego Bay sobre el ZIFMO, 1994.

· Convenio especies transzonales y stocks de especiales altamente migratorias, 1995.
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1.1. AGUAS INTERIORES

Concepto según el artículo 5.1 del Convenio de Ginebra de 1958 y del artículo 8.1 Derecho del  Mar de Montego Bay de 1982:

“Parte del medio marino situado en el interior de la línea de base del Mar Territorial”, se excluyen otras aguas como son los lagos y los ríos.

Las Aguas Interiores se caracterizan por la soberanía exclusiva del Estado ribereño, si bien ésta queda matizada en bahías y puertos por:

· Ser zona de Navegación Internacional

· Por Razones de Humanidad y Cooperación Internacional

Surge con el Convenio de Montego Bay en su artículo 8.2 tal limitación con el trazado de la “Línea de Base Recta”
 que produce el efecto de incorporar como Aguas Interiores aguas que no lo eran, por lo que esas aguas existirá el Derecho de Paso Inocente.

En cuanto a su régimen jurídico el Estado ribereño tiene competencia exclusiva en el aprovechamiento de recursos naturales que existan en:

· La columna de agua

· Lecho y Subsuelo

· Debe añadirse en virtud del artículo 1 de Montego Bay que el espacio aéreo suprayacente es también objeto de soberanía del Estado ribereño.

La legislación interna del Estado costero se aplica en materia penal, policial, sanitaria y de contaminación.

La legislación nicaragüense
 al igual que la española
 contrarían al Derecho Internacional general al incluir ríos, lagos y otras aguas continentales dentro de las Aguas Interiores.

Legislación nicaragüense.  En la Ley 420, Ley de Espacios Marítimos de Nicaragua de 15 de marzo de 2002 se establece en su artículo 4 la soberanía sobre las Aguas Marítimas Interiores y en su artículo 6 establece, igualmente, la soberanía en la prevención y sanción de las infracciones a las leyes y reglamentos aduaneros, penales, fiscales, de inmigración y sanitarios.

Puertos
.  El régimen jurídico de puertos
, siendo especial, forma parte, como estamos viendo, de las Aguas Interiores.  

El artículo 16 del Convenio de Ginebra regula de una manera favorable el principio de libertad de acceso de los buques a los puertos extranjeros
.  Los buques mercantes extrajeros deben cumplir la ley interna del Estado ribereño que se matiza en casos, ya mencionados, por razones de humanidad, seguridad de la vida en el mar, avería, mal tiempo y causas imprevistas.  Las restricciones son mayores cuando la energía impulsora del los buques es nuclear. En cuanto a los buques de guerra, la previa autorización por vía diplomática es la regla general en las relaciones internacionales, habiendo tres escalas diferentes, oficial, no oficial y accidental, no obstante también queda este punto matizado en virtud de los Tratados o Acuerdo relativos a Cooperación para la Defensa o de Defensa Colectiva.

El concepto de peace of the port regula el estatus de los buques mercantes en puertos extranjeros de forma que la aplicación de la ley penal del Estado del puerto se aplicará a los tripulantes cuando sus delitos afecten al orden público o seguridad de tal Estado, mientras que si no afectan será el Capitán del buque el competente.  Por el contrario para los buques de guerra el Estado receptor aplica una renuncia tácita para conocer y sancionar los actos delictivos cometidos en el buque en cuestión, lo que no imposibilita al citado Estado receptor a aplicar medidas para protección de personas y cosas fuera del buque, como tampoco supone la renuncia a la capacidad sancionadora sobre le personal franco de servicio fuera del buque.   Si bien la consideración de fuerza armada en territorio extranjero de tal personal ha demostrado, en la práctica internacional, que el Estado receptor puede detener a los infractores, pero es el Estado origen quien finalmente sanciona la conducta por medio de las facultades delegadas en las autoridades del buque de guerra en cuestión.

Bahías
.  Reguladas por el artículo 7 de la Convención de Ginebra de 1958 y 10 de Montego Bay.

Su definición en el artículo 7.2 de la Convención de Ginebra de 1958 sobre el Mar Territorial y Zona Contigua es “una bahía es toda escotadura bien determinada, cuya penetración tierra adentro, en relación con la anchura de su boca, es tal que contiene aguas cercadas por la costa y constituye algo más que una simple inflexión e la costa.  La escotadura no se considerará, sin embargo, como una bahía si su superficie no es igual o superior a la de un semicírculo que tenga por diámetro la boca de dicha escotadura”.  Igual definición es la que se contiene en Montego Bay.
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Principios de la delimitación de bahías. Estos principios permiten el trazado de la líneas que cierran las escotaduras en la costa, siendo la “superficie de la escotadura la que se comprende entre la línea de bajamar que sigue a la costa de la escotadura y una línea que una las líneas de bajamar de su puntos naturales de entrada”.  En cuanto a la existencia de islas:

· Con más de una entrada, el diámetro del semicírculo será la suma de las líneas que cierren todas las entradas.

· Con islas interiores, están quedarán comprendidas en la superficie de la escotadura.
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El problema que se plantea, ahora, es la distancia máxima que puede alcanzar la línea de cierre, esto queda regulado en el artículo 7 párrafos 4 y 5 del Convenio de Ginebra sobre el Mar Territorial y el 10 de Montego Bay.

Artículo 7.4 “si la distancia entre las líneas de bajamar de los puntos naturales de entrada de una bahía no excede de 24 millas, se podrá trazar una línea de demarcación entre las dos fajas de la bajamar, y las aguas que queden encerradas serán consideradas como aguas interiores”.
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Artículo 7.5 “Cuando la distancia entre las fajas de bajamar de los puntos naturales de una bahía exceda de 24 millas, se podrá trazar dentro de la bahía una línea de base recta de 24 millas, de manera que encierre la mayor superficie posible de agua que sea posible encerrar con una línea de esa longitud”.
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Las bahías históricas quedan fuera de los límites señalados arriba en virtud el artículo 7.6 siempre y cuando exista el ejercicio efectivo y continuo de la soberanía del Estado ribereño y el reconocimiento de otros Estados de ello.

Delimitación de bahías con varios Estados ribereños. Dos son los casos:

· Todos los Estados tienen acceso a la bahía.  Caso Gibraltar

· Un solo Estado está en la boca de la bahía (fondo de saco).  Caso Fonseca

Son tres las posibilidades de solución de los Estados para salvaguardar sus intereses estratégicos, de navegación y explotación de recursos naturales y son el condominio (comunidad de Estados ribereños con competencias concurrentes), la convención entre los Estados ribereños y la delimitación del mar territorial en virtud del principio de equidistancia para delimitar el área de la bahía que corresponde a cada Estado.

Aguas archipelágicas. Este concepto nación de la práctica internacional y lo incorporó Montego Bay en su artículo 46, ya que la Convención de Ginebra de 1958 sólo aceptaba que cada isla tuviera su Mar Territorial, pero no que los Estados archipelágicos tuvieran un espacio propio. 

Su delimitación es por medio de líneas de base archipelágicas rectas, a partir de las cuales se miden el Mar Territorial, la Zona Económica Exclusiva y los otros espacios marinos:
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Esas líneas unirán los puntos extremos de las islas, arrecifes e instalaciones artificiales para la navegación, pero no serán mayores de 100 millas.





Las aguas encerradas no son Aguas Interiores, por lo que 

el ejercicio de soberanía es limitado en esas aguas, espacio aéreo supradyacente,, lecho y subsuelo.

Así las cosas los Estados extranjeros gozarán del a) derecho de Paso Inocente, b) paso ininterrumpido y rápido, y c) el reconocimiento de sus tradiciones en esas aguas, incluido el tendido de cables submarinos.

1.2. MAR TERRITORIAL

Ya en el siglo XVIII tanto en el campo doctrinal como en el consuetudinario empieza a hablarse de un mar adyacente.  El artículo 1 de la Convención de Ginebra de 1958 y la III Convención de las Naciones Unidas (artículo 2 de Montego Bay 1982) coinciden en su definición, es decir: “la soberanía de un Estado se extiende, fuera de su territorio y de sus aguas interiores, a una zona de mar adyacente a sus costas designada con el nombre de mar territorial”. 

Esta soberanía se extiende al espacio aéreo sobre el mar, así como al lecho y al subsuelo de ese mar y a su recursos naturales existentes.  

Con respecto a la anchura del mar territorial, la Convención estableció que: “todo Estado tiene derecho a establecer la anchura de su mar territorial, hasta un límite que no exceda las 12 millas medidas a partir de las líneas de base determinadas de conformidad con esta Convención”
.

Delimitación, anchura y régimen jurídico:

· Límite interior, respecto a tierra firme o aguas interiores.

· Límite exterior, para establecer fin del espacio del Mar Territorial y dónde empiezan las siguientes zonas.

· Límite lateral, separa los mares territoriales de los Estados con costas contiguas.

· Situaciones especiales, relativas a radas de carga y descarga, mar territorial de islas, elevaciones emergentes en bajamar, desembocadura de ríos, etc.

Línea interior del mar territorial.  La delimitación se hará por dos criterios:

· Línea de bajamar a lo largo de la costa o línea de bajamar escorada.

· Línea de base recta que una los puntos apropiados cuando la costa tenga profundas aberturas y escotadura o en los que haya una franja de islas a lo largo de la costa situadas en proximidad inmediata.  Este es el criterio más utilizado pro los Estados ribereños porque da más amplitud a sus espacios marítimos.
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Límite exterior del mar territorial.  Artículo 6 de la Convención de Mar Territorial y Zona Contigua, 1958 y Artículo 4 de la III Convención (Montego Bay 1982).

“Está constituido por una línea cada uno de cuyos puntos está, del punto más próximo de la línea base, a una distancia igual a la anchura del mar territorial”.

El procedimiento se refleja en el dibujo inferior:
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Límite lateral.  Artículo 12 de la Convención de Mar Territorial y Zona Contigua, 1958 y Artículo 15 de la III Convención (Montego Bay 1982).

“Cuando las costas de dos Estados se hallen situadas frente a frente o sean adyacentes, ninguno de dichos Estados tendrá derecho, salvo mutuo acuerdo en contrario, a extender su mar territorial más allá de una línea media determinada en forma tal que todos sus puntos sean equidistantes de los puntos más próximos de las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura del mar territorial de cada uno de esos Estados. No obstante, la disposición de este párrafo no será aplicable cuando, por la existencia de derechos históricos o por otras circunstancias especiales, sea necesario delimitar el mar territorial de ambos Estados en otra forma”. 

Anchura.  Desde el alcance de una bala de cañón en el siglo XVIII concretado por Bynkershoek, pasando por la legua marina de Galiani, que equivale a las 3 millas marinas, llegamos a la actual anchura puede ser de 12 millas marina, pero no superior según Montego Bay 1982 en su artículo 3.  

Esta modificación afectó mucho a la navegación a través de los estrechos internacionales, porque quitaban movilidad a las flotas de los buques de guerra de las potencias navales.

El régimen jurídico son el conjunto de derecho y deberes del Estado ribereño
 en cuestión.  Lo más importante es el régimen de navegación (art. 17 del Convenio de Ginebra de 1958 y 21 a 23 Montego Bay 1982):

· Seguridad de navegación y protección de instalaciones tipo cables y tuberías submarinos.

· Conservación recursos vivos y sanción a las infracciones.

· Prevención de la contaminación.

· Investigación científica.

· Aplicación reglamentos aduaneros, fiscales, sanitarios y de inmigración

· Establecimiento de rutas marítimas y tráfico .

· Régimen de buques de propulsión nuclear o de transporte de cargas nocivas y peligrosas.

· Derecho de paso inocente
.  Para atravesar el Mar Territorial  y dirigirse hacia Alta Mar, para detenerse y fondear por incidentes normales en la navegación.  Esta inocencia existe en tanto en cuanto no afecta al orden, la paz y la seguridad del Estado ribereño.

Los estrechos de navegación internacional
. Este concepto está englobado en el concepto del Derecho de Paso Inocente, pero con unas particularidades según el Convenio de Ginebra de 1958:

· El paso inocente de buques extranjeros no puede ser suspendido en los estrechos.

· El Estado ribereño puede pedir notificación o autorización respecto a los buques de guerra que utilicen los estrechos que se encuentre en su Mar Territorial.

Montego Bay establece dos tipos de estrechos:

· Derecho de Paso Inocente. Los que unen Alta Mar o una Zona Económica Exclusiva con el Mar Territorial de un Estado extranjero y los formados por una isla de un Estado ribereño con su territorio continental.
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· Derecho de Paso en Tránsito.  Los que unen una zona de Alta Mar o una Zona Económica con otra zona de Alta Mar o una Zona Económica.  Artículo 38.2 de Montego Bay “de la libertad de navegación exclusivamente para los fines de tránsito rápido e interrumpido por el estrecho”.  Esto viene a decir que  el avance debe ser sin demora, sin amenaza o uso de la fuerza contra el Estado ribereño.
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1.3. ZONA CONTIGUA




Sin perder el carácter de Alta Mar se produce una extensión, de no más de 12 millas, de la protección de los intereses del Estado ribereño adyacentes al Mar Territorial, con la intención de evitar infracciones aduaneras, fiscales, de inmigración y sanitarias que puedan cometerse en ese Mar Territorial y reprimir las infracciones cometidas en éste y en su territorio
.  No podemos olvidar el derecho de persecución (hot pursuit
) de los buques extranjeros a partir de la líneas de base que establece el artículo 111 de Montego Bay

1.4. ZONA ECONOMICA EXCLUSIVA

El nacimiento de esta figura tiene su origen en la consolidación del principio de soberanía permanente de los Estados sobre sus recursos naturales.  Montego Bay, en su artículo 55, definió la Zona Económica Exclusiva como: “un área situada más allá del mar territorial y adyacente a éste, sujeta al régimen jurídico específico establecido en esta parte, de acuerdo con el cual los derechos y la jurisdicción del Estado ribereño y los derechos y libertades de los demás Estados se rigen por las disposiciones pertinentes de esta Convención”, es decir que de acuerdo con la Convención, el Estado ribereño ejerce derechos soberanos sobre los recursos naturales o para su exploración y explotación.  Dentro de esta zona tendrá derechos exclusivos a efectos de control, regulación, explotación y preservación de los recursos orgánicos e inorgánicos, y de prevención y control de la contaminación.

En el artículo 57 de Montego Bay, la Zona Económica Exclusiva no se extenderá más allá de las 200 millas marinas contadas desde las líneas de base, a partir de las cuales se mide la anchura del mar territorial.

La zona exclusiva de pesca para el Estado ribereño quedó clara para la CIJ en 1974 en los asuntos de competencia en materia de pesquerías contempló esta zona como en la que su interior un Estado puede pretender competencia exclusiva en materia de pesquerías independientemente de su mar territorial. El Estado ribereño puede reglamentar las condiciones de acceso de buques de pesca extranjeros y tiene  poderes de sanción.

Se pueden establecer islas artificiales e instalaciones relacionadas con los recursos naturales con una zona de seguridad de 500 metros.  

1.5. PLATAFORMA CONTINENTAL

Los criterios de Plataforma Continental en Montego Bay son diferentes a los criterios de la Convención de Ginebra de 1958, y en su artículo 76.1, la define de la siguiente forma: “La Plataforma Continental de un Estado ribereño comprende el subsuelo de las áreas marinas y submarinas que se extienden más allá de su mar territorial y a todo lo largo de la prolongación natural de su territorio hasta el borde exterior del margen continental, o bien hasta una distancia de 200 millas marinas, contadas desde las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura del mar territorial. En los casos que el borde exterior de margen continental no llegue a esa distancia”.

Sin embargo en la Convención de Ginebra de 1958, el concepto de Plataforma Continental estaba determinado por criterios de profundidad hasta los 200 metros de profundidad o más allá de esos 200 metros, hasta donde la profundidad permitiera la explotación de los recursos naturales de dicha zona por parte del Estado ribereño.

En cuanto a la delimitación: “Cuando una misma Plataforma Continental sea adyacente al territorio de dos o más Estados cuyas costas estén situadas frente a otra, su delimitación se efectuará por acuerdo entre ellos. A falta de acuerdo y salvo que circunstancias especiales justifiquen otra delimitación, ésta se determinará por la línea media cuyos puntos más próximos de las líneas de base desde donde se mide la extensión del mar territorial de cada Estado”.  Se fomenta el acuerdo y el entendimiento entre los Estados.

En todo caso, los recursos naturales deben entenderse como los minerales y otros no vivos del lecho del mar y subsuelo.

La Corte Internacional de Justicia, con base en estas disposiciones y en otros antecedentes de jurisprudencia internacional, desarrolló en el fallo del Mar del Norte
 la doctrina de que existe una “obligación de negociar”. Es decir, la negociación en estos casos representa una obligación para las partes, obligación que debe llenar ciertos requisitos, como el de proceder con flexibilidad y con genuino propósito de llegar a un acuerdo, y no por simple fórmula externa, o por superar una etapa del proceso que permite pasar a la aplicación automática del principio de la equidistancia.

1.5. ALTA MAR

“Es la parte del mar no perteneciente al mar territorial ni a las aguas interiores de un Estado”. La naturaleza jurídica de Alta Mar se define tan solo en el término “libertad”, pero se complementa con la “igualdad”.  Es decir que en Alta Mar hay ausencia de poderes estatales predomina la libertad bajo diversas actividades ejercidas en igualdad de condiciones para todos los Estados del mundo, sean o no costeros, implicando el uso común y el deber mutuo de respetarse en el ejercicio de tal uso.

La Convención de Ginebra de 1958 en su artículo 2, y la de Montego Bay en su artículo 89, coinciden en que ningún Estado podrá pretender legítimamente someter cualquier parte de la Alta Mar a su soberanía. El uso común de Alta Mar para todos los Estados, con o sin litoral, se estableció en la Convención de Ginebra en cuatro libertades fundamentales:

1. Libertad de Navegación.

2. Libertad de Pesca.

3. Libertad de colocar cables y tuberías Submarinas.

4. Libertad de sobrevolar en Alta Mar.

Existen unos límites al régimen de libertad de los Estados en Alta Mar y son las abstención de actividades que lleven a el trato de esclavos y la piratería.  Igualmente, existe el derecho de reconocimiento o derecho de visitas cuando haya fundada sospecha de que el buque en cuestión se dedica a la piratería, trata de esclavos o que el buque tenga igual nacionalidad que el buque de guerra que inicia la visita aún habiendo izado otro pabellón o no enarbolando pabellón alguno.

También hay que tener en cuenta el derecho de persecución mencionado más arriba, siempre que ésta se haya iniciado en aguas interiores, mar territorial zona contigua y aguas archipelágicas.

Otro punto de actual interés es la lucha contra la contaminación del medio marino, que por el Convenio de Bruselas de 1969 se permite a los Estados actuar en Alta Mar para prevenir, mitigar o eliminar todo peligro de contaminación para sus costas por hidrocarburos a causa de accidente y que puedan ser de gran magnitud.  Por otro lado,  Montego Bay no olvida la represión al tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas y su represión (artículo 108).

Por último señalar que el uso de Alta Mar será con fines exclusivamente pacíficos en virtud del artículo 88 de Montego Bay.  En cuanto a las experiencias nucleares francesas de los años 70, Australia y Nueva Zelanda llevaron a Francia al CIJ, Ensayos Nucleares, con sentencia sin definición de 20 de diciembre de 1974.

Zona Internacional de los Fondos Marinos y Oceánicos, que se encuentran constituidos geográficamente por todo el lecho marino existente, a partir de las líneas de base desde las cuales se mide la anchura del mar territorial, sin comprender las plataformas extendidas.

En los artículos 133 al 191 de Montego Bay de 1982, se tratan todos los aspectos relacionados con la exploración, explotación y administración de los recursos que se encuentran en dicha zona, estableciéndose que los fondos marinos y oceánicos y su subsuelo, están fuera de los límites de cualquier jurisdicción estatal, por lo tanto son inapropiables y su explotación se realizará en beneficio de la humanidad..

A partir de ello surgieron profundas controversias, en razón a que hay pueblos que pertenecen a la humanidad, como el caso Kurdo, que aún no han sido considerado como Estado.  Igualmente, por las diferencias tecnológicas.

TIJ ASUNTO DE LAS ACTIVIDADES MILITARES Y PARAMILITARES EN NICARAGUA Y CONTRA ESTA, 27 DE JUNIO DE 1986
.

9 de Abril de 1984. El embajador de Nicaragua en Holanda, Carlos Arguello, entrega al Secretario de la CIJ, Santiago Torres Bernardez, la solicitud con que Nicaragua abre proceso judicial contra Estados Unidos por actividades violatorias del derecho internacional en contra del pueblo nicaragüense. En dicha solicitud pide además el gobierno de Nicaragua que la CIJ dicte urgentemente medidas provisionales de protección.

Según el comunicado de la Dirección de Divulgación y Prensa de la Junta de Gobierno de Nicaragua firmado en esa misma fecha, la petición fundamental de Nicaragua es que la CIJ declare ilegales todas las actividades encubiertas patrocinadas por los Estados Unidos para derrocar el actual gobierno nicaragüense. Entre dichas actividades se destacan de inmediato el ataque que 6,000 contrarrevolucionarios, con ayuda norteamericana, realizaron en marzo de 1984 en territorio de Nicaragua; el minado de los principales puertos de Nicaragua, con que resultaron dañados barcos de propiedad holandesa, panameña, soviética, japonesa y británica, y con que, simultáneamente, se pretende aislar económicamente al país; el abierto esfuerzo de la administración Reagan para obtener $21 millones para apoyar las actividades de los "contras". Sin cuantificar todavía con exactitud los daños materiales que estas actividades encubiertas han provocado en cosechas, puentes, oleoductos, tanques de combustible, plantas de electricidad, aeropuertos, puertos marítimos, carreteras y fábricas, simplemente se da un monto que excede $200 millones y se señala que con ellas más de 3,000 nicaragüenses hasta ese momento han perdido la vida o han sido heridos.
Toda esta actividad norteamericana viola el Derecho Internacional y las Cartas de la ONU y la OEA, alega el comunicado, en particular en tres principios: no recurrir a la fuerza o a la amenaza de la fuerza en las relaciones con otros Estados; no violar la soberanía, la integridad territorial o la independencia política de cualquier otro Estado; no violar la libertad de los mares o impedir el comercio marítimo pacífico.
Como medida provisional, solicita Nicaragua que la CIJ ordene el cese inmediato de todo apoyo de Estados Unidos a la contrarrevolución mientras está pendiente el caso.

La sentencia del 27 de junio de 1986

La sentencia de la CIJ dió la razón a Nicaragua y condenó sin vacilación alguna a Estados Unidos. La decisión de la Corte, razonada en 291 numerales y concretada en 16 puntos resolutivos, desmenuzó uno por unos todos los argumentos presentados por las partes. Y es necesario hacer una aclaración: aunque Estados Unidos se retiró del juicio después de la sentencia del 26 de noviembre de 1984, durante su participación en las dos primeras etapas del juicio hizo abundante uso de todos los argumentos posibles, los argumentos básicos que habría utilizado si, respetando el Estatuto de la CIJ, hubiera continuado en el juicio. De ese modo, la CIJ pudo contrastar los argumentos de Nicaragua y los de Estados Unidos y sacar sus propias conclusiones. La Corte se procuró también sus propios medios de prueba. Un porcentaje de ellos fue aportado por el juez norteamericano ante la CIJ, Schwebel. Después de rechazar los argumentos norteamericanos de legítima defensa, la CIJ resolvió:

Decide que los Estados Unidos de América, al entrenar, armar, equipar, financiar y abastecer a las fuerzas "contras" y al instigar, apoyar y asistir en cualquier otra forma las actividades militares y paramilitares en Nicaragua y contra esta, han violado (...) la obligación que les impone el Derecho Internacional (...) de no intervenir en los asuntos de otro Estado;
Decide que los Estados Unidos de América, en virtud de ciertos ataques efectuados en territorio nicaragüense en 1983 y 1984, contra Puerto Sandino el 13 de septiembre y 14 de octubre de 1983, contra Corinto el 10 de octubre de 1983, contra la base naval de Potosí el 4 y 5 de enero de 1984, contra San Juan del Sur el 7 de marzo de 1984, contra barcos patrulleros en Puerto Sandino el 28 y 30 de marzo de 1984 y contra San Juan del Norte el 9 de abril de 1984, así como en virtud de actos de intervención que implican el uso de la fuerza indicados en el inciso 3 anterior, han violado, respecto a la República de Nicaragua, la obligación que les impone el Derecho Internacional consuetudinario de no recurrir a la fuerza contra otro Estado; Decide que los Estados Unidos de América, al ordenar o autorizar el sobrevuelo del territorio nicaragüense, así como por actos que les son imputables (...), han violado, respecto a la República de Nicaragua, la obligación que les impone el Derecho Internacional (...) de no atentar contra la soberanía de otro Estado;
Decide que al colocar minas en las aguas interiores o territoriales de la República de Nicaragua en el transcurso de los primeros meses de 1984, los Estados Unidos de América han violado, respecto a (...) Nicaragua, las obligaciones que les impone el Derecho Internacional (...) de no recurrir a la fuerza contra otro Estado, de no intervenir en sus asuntos, de no atentar contra su soberanía [del Estado ribereño]y de no interrumpir el comercio marítimo pacífico;

Decide que, por los actos indicados en el inciso 6 anterior, los Estados Unidos de América han violado, respecto a la República de Nicaragua, sus obligaciones derivadas del artículo XIX del Tratado de Amistad, Comercio y Navegación (...), firmado en Managua el 21 de enero de 1956;
Decide que los Estados Unidos de América, al no indicar la existencia ni situación de las minas colocadas [en Aguas Interiores y Mar Territorial] por ellos (...), han violado las obligaciones que les impone al respecto el Derecho Internacional [;
 [numeral 214] En cambio, es cierto que para su acceso a los puertos, los buques extranjeros gozan del derecho consuetudinario de paso inocente por el mar territorial para entrar en las aguas interiores o para abandonarlas [art. 18.1.b Montego Bay codifica el derecho consuetudinario mencionado.  [...] Cabe pues concluir que si este derecho de acceso a puerto está dificultado porque otro Estado ha colocado minas, se está violando la libertad de comunicaciones y de comercio marítimo.  En todo caso,  resulta cierto que las dificultades de navegación afectan a la soberanía del Estado ribereño sobre sus aguas interiores, así como al derecho de libre acceso del que pueden beneficiarse los buques extranjeros.

[numeral 215] Los Estados Unidos no advirtieron ni notificaron la presencia de minas esparcidas en los puertos de Nicaragua o en sus accesos.  LA Convención VIII de la Haya de 18 de octubre de 1907 dispone que en cuanto a la colocación de minas submarinas de contacto “deben tomarse todas las precauciones para la seguridad de la navegación pacífica” estando lo beligerantes obligados a “señalar las regiones peligrosas tan pronto lo permitan las exigencias militares, mediante un aviso da la navegación, que debería ser comunicado también al os gobiernos por vía diplomática”.  El desprecio de la seguridad de la navegación pacífica del Estado que esparce minas en aguas sin advertir ni notificación viola los principios de derecho humanitario que son elementales no sólo en tiempo de paz sino en tiempo de guerra también [CIJ Estrecho de Corfú]
 Decide que los Estados Unidos de América están en la obligación, frente a la República de Nicaragua, de reparar cualquier perjuicio causado a esta por la violación de las obligaciones impuestas por el Derecho Internacional;
Decide que los Estados Unidos de América tienen la obligación frente a la República de Nicaragua, de reparar cualquier perjuicio causado a esta por la violación del Tratado de Amistad, Comercio y Navegación;
 La sentencia dió la razón a Nicaragua en todos los planteamientos fundamentales presentados ante la CIJ. Pero la sentencia abarcó más cuestiones que las reflejadas en la parte resolutiva. Estados Unidos adujo los puntos más sorprendentes para justificar sus actividades ilegales, tales como el tipo de régimen existente y las alianzas políticas y militares de Nicaragua, además del presunto apoyo a la insurgencia salvadoreña. A ellos se refirió también la Corte. En relación a la denuncia del Congreso norteamericano sobre "la intención de establecer una dictadura comunista totalitaria", dice la Corte:

"Sea cual sea la definición que se hace del régimen de Nicaragua, la adhesión de un Estado a una doctrina particular no constituye una violación del Derecho Internacional (...) Concluir de otra forma supondría privar de su sentido al principio fundamental de la soberanía de los Estados sobre el que reposa el Derecho Internacional, y la libertad que todo Estado tiene de elegir su sistema político, social, económico y cultural".
Refiriéndose a la política exterior y alianzas de Nicaragua, expresó:
"Es suficiente constatar que la soberanía de un Estado se extiende (...) al ámbito de su política exterior y que no existe ninguna regla de Derecho Internacional (...) que impida a un Estado decidir y conducir una política exterior coordinada con otros Estados".
Hacer un Análisis del Caso desde el punto de vista del Derecho del Mar, estructurado de la siguiente manera:

M. ANTECEDENTES.  Un breve resumen de los hechos.

N. ALEGACIONES.  De ambas partes si la hubiera o de una parte si la otra no ha hecho ninguna.

O. JURISPRUDENCIA. Si la hubiera, tanto internacional como nacional de las partes.

P. CUESTIONES A RESOLVER.

Q. CONCLUSIÓN.

R. APRECIACIONES DEL ALUMNO.  Comentarios o dudas que se le han planteado en el análisis.

TEXTO 1 PARA LECTURA: 

Caso de la Plataforma Continental del Mar del Norte 20 de febrero de 1969

PARTES: República Federal Alemana con Dinamarca y Países Bajos. 

HECHOS: 

En el mar del Norte limita por el este con el continente europeo y por el oeste con las Islas Británicas. La mayor parte de su plataforma continental ya ha sido delimitada por una serie de acuerdos concluidos entre el Reino Unido y ciertos Estados ribereños de la costa oeste: Noruega, Dinamarca y países Bajos, delimitaciones que fueron realizadas mediante las llamadas "Líneas Medias" , que dividen en pares iguales la plataforma continental situada entre los Estados que se enfrentan. 

Por acuerdo entre la RFA y Dinamarca (Dic. 1964) y la RFA y Países (Jun.1965), se trazaron los límites parciales de las respectivas plataformas. Las negociaciones para prolongar estas líneas parciales fracasaron principalmente porque tanto Dinamarca y los Países Bajos deseaban que la prolongación se efectuara según el principio de la equidistancia. La RFA consideraba injusto este resultado, porque reducía su plataforma continental. Es así como el 2 de febrero de 1967, se firmó un Protocolo tripartito entre los Gobiernos de los Países Bajos, Dinamarca y la RFA, por el cual se sometía a la Corte las divergencias entre las partes sobre la limitación de sus respectivas plataformas, de forma que los Países Bajos y Dinamarca solicitarían a la Corte unir las dos instancias y así, solicitarían un mismo juez. Para los Países Bajos y Dinamarca el problema está regido por una norma obligatoria denominada la regla "Equidistancia-circunstancias especiales", regla que se aplica en tanto no haya acuerdo para emplear otro método para la delimitación de la plataforma continental, salvo cuando existan circunstancias especiales. 

La RFA considera que el método de la Equidistancia no es regla obligatoria para los Estados que no son parte de la Convención de Ginebra (en cuyo art.6 se inspira dicha regla). Sostiene que la verdadera norma aplicable es que cada Estado debería obtener una parte justa y equitativa de la plataforma continental disponible, proporcional a la longitud de su litoral. Alemania proponía el método de la "Fachada Marítima", que estaría constituida por la línea de base que une los extremos de la costa y a partir de la cual se efectuarían las construcciones geométricas necesarias. Subsidiariamente sostiene que en el caso que se considere aplicable el método de la Equidistancia, la configuración de la costa alemana del Mar del Norte sería una circunstancia especial que justificaría separarse de ese método. 

CUESTIONES A RESOLVER: 

Determinar cuáles son los principios y reglas de Derecho Internacional aplicables a la delimitación de la plataforma continental. 

SENTENCIA: 

La plataforma continental constituye una prolongación natural bajo el mar del territorio de un Estado: que existe en virtud de su soberanía…su existencia puede constatarse como lo han hecho numerosos Estados, pero ello no supone ningún acto constitutivo. 

Además ese derecho es independiente de su ejercicio efectivo… no es posible repartir una zona aún no delimitada, considerada como un todo, idea subyacente en la doctrina de la parte justa y equitativa…la delimitación pude efectuarse equitativamente, pero ella no puede tener por objeto atribuir una parte equitativa, ni aún una parte… 

La regla de la Equidistancia ha sido aplicada por numerosos Estados… ningún otro método de delimitación combina al mismo tiempo, las ventajas de la comodidad práctica y de la corteza en su aplicación. 

Sin embargo, ello no es suficiente para transformar un método en una regla jurídica … Por otro lado, el empleo de este método, puede en ciertos casos llevar a resultados anormales o poco razonables. Este hecho precisamente origina la presente instancia. Afirmar que los resultados no pueden ser inequitativos porque la equidistancia es, por definición, un principio de la delimitación equitativa equivalente a una petición de principio. 

Corresponde ahora examinar si la regla del art. 6 de la Convención de Ginebra constituye una norma no sólo aplicable en cuanto regla convencional, sino que representa una regla consagrada por el Derecho Internacional general en materia de delimitación de la plataforma continental, independientemente de la Convención. 

La convención fue firmada y ratificada por Dinamarca y los Países Bajos. La RFA la firmó, pero nunca la ratificó, y por lo tanto no es parte de ella. De ello se sigue que el art.6 de la Convención de Ginebra no es aplicable en cuanto tal, a las delimitaciones de que se trata en el subíndice. 

La Corte estudia la tesis de los Países Bajos y de Dinamarca, según la cual cuando Alemania no estuviera obligada por la convención en sí misma, de todas maneras tendría que aceptar el método "Equidistancia y circunstancias especiales" en materia de delimitación, por cuanto éste, no sólo impone a título convencional sino que surge en virtud de una regla de Derecho Internacional general o consuetudinaria. Esta tesis presenta dos aspectos: uno de derecho positivo y otro más fundamental. En lo concerniente a) El derecho positivo se funda en que existía una opinión iuris sirve necesitáis… b) En su aspecto fundamental esta tesis surge de lo que podría llamarse el Derecho natural de la plataforma continental, en el sentido de que el principio de la equidistancia sería la expresión necesaria de la doctrina según la cual la plataforma continental pertenece al Estado costero próximo. Tendría un carácter a priori… 

La Corte estima que es inexacto considerar la noción de la equidistancia como lógicamente necesaria, en el sentido que estaría ligada de manera inevitable y A PRIORI, a la concepción fundamental de la plataforma continental… 

Es más bien una construcción A POSTERIORI, destinada a dar una base jurídica, lógica a un método propuesto por razones extrajurídicas; cartográficas en particular. 

Pasa la Corte a examinar si la Convención de Ginebra consagra reglas de Derecho Consuetudinario, en el sentido que esta convención sea simplemente declaratoria de normas ya existentes. 

La argumentación de Dinamarca y los Países Bajos, consiste en sostener que la definición y consolidación del Derecho consuetudinario, en vía de formación, se habría efectuado gracias a los trabajos de la Comisión de Derecho Internacional, a las reacciones de los Gobiernos ante la obra de la Comisión y a los debates de la Conferencia de Ginebra, y que ese Derecho Consuetudinario se habría cristalizado por el hecho de adoptarse la Convención sobre plataforma continental por la Conferencia. 

Si bien esta tesis puede ser verdadera en lo que concierne a otras partes de la convención, la Corte no la acepta respecto del Art. 6. Considera que el principio de la equidistancia, tal como fue enunciado en el art.6, fue propuesto por la comisión después de muchos intentos, a título experimental y de LEGE FERENDA. 

Esta conclusión se confirma por el hecho que el art.6 es uno de aquellos respecto de los cuales los Estados pueden formular reservas.. Es por ello que el art. 12 de la Convención de Ginebra sobre plataforma continental no autoriza a formular reservas a los art. 1, 2 y 3. Se considera que estos arts. Consagran reglas de Derecho Internacional Consuetudinario relativas a la plataforma continental. Por ello, la Corte concluya que la Convención de Ginebra no ha consagrado, ni cristalizado, una regla de Derecho Internacional consuetudinario existente, o en vías de formación, según la cual la delimitación de la plataforma continental, entre estado limítrofes, debe operarse sobre la base de un principio de "Equidistancia circunstancias especiales". 

La Corte aborda finalmente, la última fase de la argumentación de Dinamarca y los Países Bajos, en el sentido que si no existía regla de Derecho Internacional Consuetudinario consagrado en el principio de equidistancia, esa regla se habría formado después de aparecida la convención, por la influencia producida por el art.6 de esa convención, y por la práctica ulterior de los Estados, de forma tal que se atribuye a este art. una función normal 

Si bien no es necesario un largo período de tiempo para que se forme una nueva regla de Derecho Internacional Consuetudinario, a partir de una regla de Derecho Internacional Convencional, es indispensable que en ese lapso de tiempo, por más breve que sea la práctica de los Estados, entre los que se comprenden los que estén particularmente interesados, haya sido frecuente, y prácticamente uniforme en el sentido de la aplicación de la disposición invocada. La Corte puede constatar que los ejemplos dados no son manifiestos de una convicción de los Estados de que están cumpliendo una regla jurídicamente obligatoria de Derecho Internacional Consuetudinario. Pareciera que en casi todos los casos de delimitaciones invocados se, trataban de trazar líneas medias entre los Estados que se enfrentaban, no de límites laterales entre Estados Limítrofes. 

La corte concluye por lo tanto, que si la Convención de Ginebra no era, ni en sus orígenes declaratoria de una regla obligatoria de Derecho Internacional consuetudinario que imponga el ejemplo del método de la equidistancia para la delimitación de la Plataforma continental entre Estados limítrofes, tampoco ha logrado por sus efectos ulteriores, la formación de tal regla, y que la práctica de los Estados, hasta hoy tampoco es suficiente a este respecto. De todo ello se sigue que el empleo del método de la equidistancia no es obligatorio para la delimitación de las zonas en la especie. 

En tales condiciones, la Corte no tiene que determinar si la configuración de la costa alemana del Mar del Norte constituye o no una circunstancia especial a los fines del art. 6 de la Convención de Ginebra. 

En efecto… cesa de ser jurídicamente necesario probar la existencia de circunstancias especiales para justificar su no aplicación. 

La situación jurídica resultante es que las partes no están obligadas a aplicar la Convención de 1958, y el método de la equidistancia… No se trata en el subiúdice ni de ausencia de reglas, ni de una apreciación enteramente libre de la situación por las partes. La Corte no tiene que hacer una delimitación de las zonas de la plataforma continental que corresponden a cada parte, y, en consecuencia, no debe prescribir los métodos a utilizar para proceder a esta delimitación … La Corte dará a las partes las directivas necesarias para que puedan hacer ellas mismas la delimitación.

TEXTO 2 PARA LECTURA

Maritime Delimitation between Nicaragua and Honduras in the Caribbean Sea
(Nicaragua v. Honduras) 1999-

Fixing of time-limits for the filing of a Reply by 
Nicaragua and Rejoinder by Honduras

THE HAGUE, 18 June 2002. The International Court of Justice (ICJ) has authorized the submission of a Reply by Nicaragua and a Rejoinder by Honduras in the above-mentioned case.

In its Order dated 13 June 2002, the Court fixed the following time-limits for the filing of these pleadings:

· 13 January 2003 for the Reply of Nicaragua 

· 13 August 2003 for the Rejoinder of Honduras 

The subsequent procedure has been reserved for further decision.

History of the proceedings

On 8 December 1999 Nicaragua filed an Application instituting proceedings against Honduras in respect of a dispute concerning the delimitation of the maritime zones appertaining to each of those States in the Caribbean Sea. 

In its Application, Nicaragua states inter alia that it has for decades "maintained the position that its maritime Caribbean border with Honduras has not been determined", but that Honduras’s position is that "there in fact exists a delimitation line that runs straight easterly on the parallel of latitude from the point fixed [in an Arbitral Award of 23 December 1906 made by the King of Spain concerning the land boundary between Nicaragua and Honduras, which was found valid and binding by the International Court of Justice on 18 November 1960] on the mouth of the Coco river". According to Nicaragua, "the position adopted by Honduras . . . has brought repeated confrontations and mutual capture of vessels of both nations in and around the general border area". Nicaragua further states that "diplomatic negotiations have failed".

Nicaragua therefore requests the Court "to determine the course of the single maritime boundary between areas of territorial sea, continental shelf and exclusive economic zone appertaining respectively to Nicaragua and Honduras, in accordance with equitable principles and relevant circumstances recognized by general international law as applicable to such a delimitation of a single maritime boundary".

According to Nicaragua, this request for the determination of a single maritime boundary is "subject to the power of the Court to establish different delimitations, for shelf rights and fisheries respectively, if . . . this course should be necessary in order to achieve an equitable solution".

Nicaragua further indicates that it "reserves the right to claim compensation for interference with fishing vessels of Nicaraguan nationality or vessels licensed by Nicaragua, found to the north of the parallel of latitude 14° 59’ 08" claimed by Honduras to be the course of the delimitation line". It also reserves "the right to claim compensation for any natural resources that may have been extracted or may be extracted in the future to the south of the line of delimitation that will be fixed by the Judgment of the Court".

As a basis for the Court’s jurisdiction, Nicaragua invokes Article XXXI of the American Treaty on Pacific Settlement (officially known as the "Pact of Bogotá"), signed on 30 April 1948, to which, it states, both Nicaragua and Honduras are parties, as well as the declarations under Article 36, paragraph 2, of the Statute of the Court, by which both States have accepted the compulsory jurisdiction of the Court.

By an Order of 21 March 2000 the Court fixed 21 March 2001 and 21 March 2002 as the respective time-limits for the filing of a Memorial by Nicaragua and a Counter-Memorial by Honduras. Those pleadings were duly filed within the prescribed time-limits. 

 Territorial and Maritime Dispute
(Nicaragua v. Colombia) 2001-

Fixing of the time-limit for the filing by Nicaragua of a written statement
on the preliminary objections to jurisdiction raised by Colombia 

THE HAGUE, 29 September 2003.  The International Court of Justice (ICJ) has fixed a time-limit for the filing by Nicaragua of a written statement of its observations and submissions on the preliminary objections to jurisdiction raised by Colombia in the case concerning the Territorial and Maritime Dispute (Nicaragua v. Colombia).


Colombia presented its preliminary objections on 21 July 2003.  Pursuant to paragraph 5 of Article 79 of the Rules of Court, the proceedings on the merits were then suspended.


By an Order of 24 September 2003 the Court fixed 26 January 2004 as the time-limit for the filing of Nicaragua’s written statement on the preliminary objections.  The subsequent procedure was reserved for further decision.

History of the proceedings 

On 6 December 2001 Nicaragua instituted proceedings against Colombia with regard to “legal issues subsisting” between the two States “concerning title to territory and maritime delimitation” in the western Caribbean. 


In its Application, Nicaragua requested the Court to adjudge and declare:


“First, that . . . Nicaragua has sovereignty over the islands of Providencia, San Andres and Santa Catalina and all the appurtenant islands and keys, and also over the Roncador, Serrana, Serranilla and Quitasueño keys (in so far as they are capable of appropriation);


Second, in the light of the determinations concerning title requested above, the Court is asked further to determine the course of the single maritime boundary between the areas of continental shelf and exclusive economic zone appertaining respectively to Nicaragua and Colombia, in accordance with equitable principles and relevant circumstances recognized by general international law as applicable to such a delimitation of a single maritime boundary.”


Nicaragua further indicated that it “reserve[d] the right to claim compensation for elements of unjust enrichment consequent upon Colombian possession of the Islands of San Andres and Providencia as well as the keys and maritime spaces up to the 82 meridian, in the absence of lawful title”.  It also “reserve[d] the right to claim compensation for interference with fishing vessels of Nicaraguan nationality or vessels licensed by Nicaragua”.


As a basis for the Court’s jurisdiction, Nicaragua invoked inter alia Article XXXI of the American Treaty on Pacific Settlement (“Pact of Bogotá”), signed on 30 April 1948, to which both Nicaragua and Colombia are Parties.


By an Order of 26 February 2002 the Court, taking into account the views expressed by the Parties, fixed 28 April 2003 as the time-limit for the filing of a Memorial by Nicaragua and 28 June 2004 as the time-limit for the filing of a Counter-Memorial by Colombia. The Memorial was filed within the time-limit thus fixed.  On 21 July 2003, within the time-limit set in Article 79, paragraph 1, of the Rules of Court, Colombia filed preliminary objections to jurisdiction.

NOTICIA PERIODISTICA DEL DIARIO DIGITAL LA TRINCHERA

La Trinchera 25 de mayo de 2005.

¿Perdimos juicio contra Colombia?

· Desde Washington, D.C., llega informe extraoficial de que Nicaragua perdió San Andrés, Providencia y 150 mil kms. de mar territorial
· Señalan deficiente labor de Cancillería; diputados interpelarían a Caldera
· También corremos peligro de perder juicio contra Honduras 

Redacción Central
Trinchera de la Noticia
Lo más grave de una derrota en La Haya, al confirmarse la especie, es que Colombia habría ganado la estratégica batalla por el meridiano 82 que arrinconaría a Nicaragua en una angosta franja de mar patrimonial lo que de paso nos haría perder unos 150 mil kilómetros.
Una fuente diplomática dijo anoche que en el Departamento de Estado y el Congreso de Estados Unidos está circulando un informe de que Colombia tendría de su lado a la mayoría de los miembros de la Corte Internacional.
Es más, las fuentes aseguran, que el gobierno de Estados Unidos está de acuerdo en que Colombia conserve esas estratégicas islas ubicadas en el centro del mar Caribe ya que, más recientemente, han sido incorporadas a la lucha global de USA contra el terrorismo y el narcotráfico internacional.
En forma de contactos privados, funcionarios del Departamento de Estado habrían criticado a Nicaragua por haber demandado a Colombia sin tener el cabildeo suficiente y la capacidad para enfrentar la diplomacia del país sudamericano.
Sin embargo, señalan las fuentes, de ocurrir “esa tragedia” la razón está en la falta de beligerancia y capacidad de la defensa nicaragüense. 
Asamblea Nacional atenta
Un diputado de la comisión de Relaciones Exteriores de la Asamblea Nacional consultado anoche dijo que no tienen confirmación oficial “pero hay indicios de que la diplomacia habría sufrido una inaceptable derrota”.
Sin embargo, dijo que pedirán información a la Cancillería y que eventualmente interpelarán al Canciller Norman Caldera Cardenal.
El diputado considera una “situación muy grave” de confirmarse la noticia. Una sentencia de este tipo obligaría a la unidad nacional de todos los sectores para evitar las consecuencias.
Orígenes del conflicto
En 1980, el gobierno sandinista denunció la nulidad del tratado Bárcenas Meneses -Esguerra. 
Además de la disputa por las islas San Andrés y Providencia -que comprenden 44 kilómetros cuadrados-, la clave de la demanda contra Colombia, es terminar con su pretensión de establecer como frontera el meridiano 82, que arrebata de un zarpazo 150 mil kilómetros cuadrados del mar territorial nicaragüense.
La zona en disputa es una plataforma rica en recursos marinos y yacimientos petroleros. Lo que está en juego son los espacios marítimos de Nicaragua, la plataforma continental, el suelo y subsuelo, sus riquezas que están allí son enormes, su zona económica exclusiva, sus derechos de pesca.
La pretensión de Colombia es contenernos en el meridiano 82 y el meridiano 82 llega a menos de 100 millas náuticas de las costas, cuando la zona económica exclusiva establece 200 millas náuticas y la plataforma continental hasta 350 millas náuticas, en determinadas circunstancias. 
Las maniobras colombianas
En su afán por confinar las salidas de Nicaragua en el norte y sur del Caribe, Colombia ha firmado una serie tratados con distintos países que reconocen el meridiano 82 como una frontera marítima.
En 1977 firmó con Costa Rica un tratado de delimitación marina, que hasta la fecha no ha sido ratificado y en 1986, suscribió con Honduras el Tratado Ramírez López. Con este tratado Colombia reconoce el paralelo 15 para que Honduras extienda su frontera marítima como una prolongación horizontal de su línea costera.
A pesar de que la Corte Centroamericana de Justicia (CCJ) emitió un fallo condenando el Tratado Ramírez López, Honduras no lo acató. Tampoco Nicaragua atendió el fallo de la CCJ que declaraba la ilegalidad del arancel del 35% a los productos hondureños, que se impuso como respuesta al tratado.
Así, en diciembre de 1999, durante el gobierno del presidente Alemán, Nicaragua demanda a Honduras ante el Tribunal de Justicia de la Haya, solicitando que se establezca una frontera marítima equitativa. Posteriormente en el 2001 también se demanda a Colombia, en lo que se describe como “el conflicto más importante que enfrenta Nicaragua”.

2. REGIMEN JURÍDICO DEL ESPACIO AEREO Y ULTRATERRESTRE.

2.1. ESPACIO AEREO
La primera codificación se recogió en la Convenio Internacional  sobre Navegación Aérea en París de 13 de octubre de 1919, pero, realmente, es el Convenio de Ginebra de 7 de diciembre de 1944 sobre aviación civil internacional la que reconoce la soberanía de los Estados sobre el espacio aéreo supradyacente a su territorio.

La Ley nicaragüense de aeronáutica civil de 2004 se refiere al “[...] espacio aéreo situado sobre el territorio de la República de Nicaragua [está] sujeto a la soberanía nacional. Para los efectos de este Código, el territorio comprende todas las extensiones terrestres y las aguas que se encuentren bajo la soberanía o jurisdicción de la República”

La idea de protección frente a terceros es lo que ha llevado a la concepción del espacio aéreo como una proyección de la soberanía sobre el espacio terrestre y marítimo bajo soberanía del Estado.  En todo caso las discusiones sobre este particular sólo alcanzan al límite vertical de la columna de aire sobre el territorio y las aguas bajo soberanía, es decir, el espacio ultraterrestre.

El Convenio de Chicago creó la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI)
, con su Secretariado, Asamblea y Consejo.  El Consejo de la OACI reglamenta en las materias de su competencia.

La Ley General de Aeronáutica Civil de 30 de junio de 2004 con las Regulaciones de Aviación Civil (RAC) 45 y la 119, como la española de Navegación Aérea de 21 de julio de 1960 tienen un carácter intervensionista del Estado, pero su calidad jurídica es inmejorable, detallando con meticulosidad en su 260 artículos todos los puntos que afectan a la navegación aérea con sus definiciones y organización a nivel nacional de los organismos competentes
.

Delimitación del límite lateral.  Según el Convenio de Chicago en su artículo 2 las áreas terrestres y la aguas territoriales adyacentes a ellas que están bajo soberanía de un Estado son su territorio.  Por esta razón es importante recordar lo visto en cuanto a competencia territorial y al derecho del mar que hemos visto más arriba.

Delimitación superior. Esta por precisar por la relatividad del derecho positivo en cuanto al espacio ultraterrestre cuyo límite inferior debe coincidir con el límite superior del espacio aéreo.

La soberanía
, pues, es plena y exclusiva
 en el espacio aéreo situado sobre su territorio
.  

Consecuentemente con esa soberanía plena, no podemos olvidar que los Estados conservan toda derecho a la creación de zonas prohibidas de sobrevuelo
 por razones de necesidad militar o de seguridad pública, siempre que su extensión y situación sean razonables, sin impedir la navegación aérea y comunicándoselo a la OACI.

En cuanto al régimen de control y autorización, el artículo 10 del Convenio de Chicago reconoce el derecho de las autoridades del Estado a inspeccionar las aeronaves de los demás Estados a su llegada y a su salida.  También los Estados velan por el servicio público del transporte de personas o cosas.  Así en Nicaragua es el Instituto Nicaragüense de Aeronáutica Civil (INAC), sucesor sin solución de continuidad de la Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC) del Ministerio de Transporte e Infraestructura (MTI), de todos sus bienes, derechos, acciones y obligaciones, quien ejerza las acciones de control y autorización en virtud del art. 9 de la Ley General de Aeronáutica Civil.

En cuanto al estatuto jurídico de las aeronaves el Convenio de Chicago establece la definición en su anexo B, artículo 3 “todo aparato o dispositivo que pueda sostenerse en el aire según la reacción del aire”, de manera igual la RAC 13 Revisión 2, Marzo 2004 define Aeronave como “Toda maquina que puede sustentarse en la atmósfera por reacciones del aire que no sean las reacciones del mismo contra la superficie de la tierra”
La clasificación de las aeronaves se contiene en el Convenio de Chicago en su anexo 7, pero esta clasificación es técnica, mientras que la jurídica las divide entre públicas y privadas, si bien la Convención en su artículo 3 habla de aeronaves “civiles y de Estado”.  Las aeronaves de Estado son consideradas por la Convención como aquellas dedicadas a actividades militares, de aduanas o de policía.

El Convenio en su artículo 16 determina la matriculación de las aeronaves que distingue su nacionalidad y se ostenta por medio de signos exteriores

La jurisdicción competente es prácticamente igual a la contenida para la jurisdicción para los buques contenidas en el Convenio de Ginebra de 1958 y Montego Bay 1982.

La navegación aérea.  La Convención estable la estructura de la navegación aérea en forma de servicios aéreos y libertades del aire. Así los primeros serán:

· Vuelos regulares.  Son de carácter público y regular (horarios o vuelos organizados sistemáticamente)

· Vuelos irregulares (charter, vuelos comerciales sin horario y sin itinerario sistemático)

Mientras que las libertades del aire, siguiendo los anexos de la Convención  son:

· De sobrevolar un espacio aéreo sin aterrizar.

· De escala técnica o por motivos no comerciales

· De desembarcar pasajeros, correos y mercancías embarcados en el territorio del Estado de la aeronave.

· De embarcar pasajeros, correos y mercancías con destino en el territorio del Estado de la aeronave.

· De embarcar y desembarcar pasajeros, correos y mercancías procedentes o con destino a cualquier Estado parte del Convenio.

En cuanto a la Protección Internacional de la navegación aérea.  Así las cosas, los atentados terroristas sobre aeronaves ha creado un tipo de derecho positivo aéreo  como el Convenio de Tokio de 14 de septiembre de 1963, el Convenio de la Haya de 16 de diciembre de 1970 y el Convenio de Montreal de 23 de septiembre de 1971.  Sin olvidar las resoluciones del Consejo de Seguridad después de los atentados de las Torres Gemelas (World Trade Center) en los Estados Unidos de América el 11 de septiembre de 2001
.

2.2. ESPACIO ULTRATERRESTRE

Introducción. Desde julio de 1957 a diciembre de 1958 se celebró un “Año Geofísico Internacional” patrocinado por el Consejo de las Uniones Científicas –organismo internacional no gubernamental– cuyo comité organizador declaró la esperanza de que fuera posible disponer de observatorios permanentes sobre la Tierra.

La “era espacial” comenzó tres meses después de la finalización del  un “Año Geofísico Internacional”con el lanzamiento del Sputnik I el 4 de octubre de 1957. Los territorios de muchos Estados fueron sobrevolados repetidamente por el pequeño satélite (era una esfera de 50 cm de diámetro con un peso de unos 80 kilos), pero , nadie protestó, nadie invocó la Convención de Chicago de 1944 que reconoce la soberanía de los Estados en el espacio aéreo sobre su territorio. En el Derecho Aéreo, a diferencia del Derecho del Mar, no existe un derecho de paso inocente: las libertades del aire, consagradas en la Convención de Chicago de 1944, no incluyen la libertad de paso sobre el territorio, incluido el mar territorial, de aeronaves de Estado extranjeras, ni de las civiles empleadas en líneas regulares

Juristas soviéticos argumentaron que existía analogía entre Alta Mar, donde existe plena libertad de navegación, y el  espacio extra terrestre o extra atmosférico. La única objeción que cabe hacer a esta tesis es la de que requeriría establecer cual es el límite exterior del espacio territorial y donde empieza ese “Alta Mar extra terrestre”. 

La falta de precisión en cuanto a la determinación zonal del espacio aéreo y el ultraterrestre no ha impedido la actividad espacial ni el desarrollo del Derecho del Espacio. En el Derecho del Espacio la concepción zonal viene siendo sustituida por una concepción funcional: las actividades espaciales se rigen por el Derecho del Espacio y las actividades aéreas por el Derecho Aeronáutico.

Después de que una resolución de la Asamblea recomendara el estudio en común de un sistema de inspección destinado a asegurar que el envío de objetos al espacio se haría exclusivamente con fines pacíficos y científicos. Al año siguiente fue establecido el Comité para la Utilización Pacífica del Espacio Exterior (COPUOS) con un subcomité técnico y otro jurídico.  Este último a desarrollado el llamado  corpus iuris spatialis, es decir, los textos de los cinco tratados del espacio y el de la Resolución de la Asamblea General 1962/XVII, aprobada por unanimidad el 13 de diciembre de 1963

La citada Resolución sienta los principios básicos del Derecho Espacial: libertad, igualdad, cooperación, mantenimiento de la paz, no apropiación y responsabilidad. 

pacíficos). Pocos años más tarde todos los principios contenidos en la Resolución 1962/XVII fueron reiterados en forma de tratado internacional, por cierto sin que hubiera acuerdo en cuanto al límite superior del espacio aéreo, que sería el límite inferior del espacio ultraterrestre
.

Régimen Jurídico del Espacio. La codificación
 del Derecho del Espacio comienza con el conocido Tratado General del Espacio.

El Tratado General del Espacio. En diciembre de 1966 la Asamblea General de las  Naciones Unidas, por unanimidad la Resolución 2222/XXI que incluía el texto de un tratado en el que se recogían y desarrollaban los principios contenidos en la Resolución de 1963.   “Tratado sobre los principios que deben regir las actividades de los Estados en la exploración y utilización del espacio ultraterrestre, incluso la Luna y otros cuerpos celestes”, conocido como el Tratado General del Espacio. El tratado cuyo texto, repito y subrayo, había sido aprobado por unanimidad en la Asamblea General fue abierto a la firma y entró en vigor en 1967.

Prohíbe la colocación en órbita de objetos portadores de armas nucleares o de destrucción masiva y prescribe que la Luna y los cuerpos celestes se utilizarán exclusivamente con fines pacíficos. 

Pero la libertad y la igualdad que se consagran no deben conducir a la anarquía. Para evitar que la liberta derive en anarquía en las actividades ultraterrestres de los Estados el Tratado establece que los Estados serán internacionalmente responsables de las actividades que realicen en el espacio ultraterrestre, incluso la Luna y otros cuerpos celestes. El artículo VI establece que los Estados “serán responsables internacionalmente de las actividades nacionales que realicen en el espacio ultraterrestre... los organismos gubernamentales o las entidades no gubernamentales y deberán asegurar que dichas actividades se efectúen en conformidad con las disposiciones del presente Tratado”. “Las actividades de las entidades no gubernamentales en el espacio ultraterrestre... deberán ser autorizadas y fiscalizadas constantemente por el pertinente Estado parte en el Tratado”. 

Responsabilidades. A día de hoy solamente seis Estados hayan promulgado disposiciones de carácter general relativas a actividades espaciales realizadas por sus nacionales, sea en su territorio o fuera de él. Tanto más sorprendente es esa situación si tenemos en cuenta lo dispuesto en el art. VII del Tratado. Aquí ya no se trata de esa responsabilidad de gobierno y reglamentación, ahora se trata de la responsabilidad por daños, es decir, la obligación de indemnizar a quienes sufran daños o perjuicios a consecuencia de actividades espaciales, que como hemos visto pueden ser realizadas por particulares. El art. VII carga esa responsabilidad (en inglés liability) sobre el Estado que lance o promueva el lanzamiento de un objeto al espacio ultraterrestre y sobre el Estado desde cuyo territorio o cuyas instalaciones se efectúe el lanzamiento. Siguiendo con las responsabilidades el art. VIII del Tratado General del Espacio hace referencia a otra cuestión muy importante: el registro. El artículo, en armonía con el VI, establece que el Estado “en cuyo registro” figure el objeto lanzado al espacio retendrá su   jurisdicción y control sobre tal objeto y sobre el personal que vaya en él. Es inevitable la comparación con lo que ocurre en el mar, mejor dicho, en alta mar. También aquí es el registro y el pabellón lo que determina bajo la jurisdicción de qué Estado se encuentra un buque en ese espacio libre. Pero hay una diferencia muy importante: no todos los buques son buques de guerra o de Estado y el Estado del pabellón sólo es responsable por daños respecto de sus buques y, en principio, no recae sobre él la responsabilidad por los daños que puedan causar a terceros los buques mercantes de su pabellón. En el espacio es el registro lo que, en principio, permite identificar al Estado responsable

Estas importantes disposiciones del Tratado del Espacio requerían ciertos desarrollos.  Así, el texto de un “convenio sobre la responsabilidad internacional por daños causados por objetos espaciales”, es decir liability, fue aprobado con la Resolución 2777/XXVI, de 29 de noviembre de 1971. El Convenio se basa, como afirma su preámbulo, en la necesidad de elaborar normas y procedimientos eficaces y asegurar el pago rápido de “una indemnización plena y equitativa a las víctimas”.

El otro Convenio de desarrollo trata del “registro de objetos lanzados al espacio ultraterrestre”. Fue aprobado como anejo a la Resolución 3235 de la Asamblea General en 1974. Parece evidente que sólo los Estados que lanzan objetos al espacio establecen un registro en cumplimiento de la obligación que les impone el Convenio. También está obligado el Estado de registro a comunicar al Secretario General los datos que señala el art. IV del Convenio para su inscripción en el registro que lleva el propio Secretario General. Estos datos se refieren a la designación del objeto, Estado o Estados de lanzamiento, fecha y lugar de éste, parámetros orbitales y función general del objeto. 

Otros acuerdos:

El “Acuerdo sobre el salvamento y la devolución de astronautas y la restitución de objetos lanzados al espacio ultraterrestre”, cuyo texto estaba incluido en la Resolución

2345/XXII, de 19 de diciembre de 1967, fue aprobado por unanimidad.
El “Acuerdo sobre las actividades de los Estados en la Luna y otros cuerpos celestes” El más reciente de los cinco tratados, el “Acuerdo que debe regir las actividades de los Estados en la Luna y otros cuerpos celestes”, a pesar de su gran interés, no ha tenido –

hasta ahora– tanto éxito como los anteriores. También estaba incluido en una resolución

de la Asamblea General, la 34/68, del 5 de diciembre de 1979, adoptada por nanimidad.
Teleobservación, energía nuclear y cooperación

· Resolución 37/92, de diciembre de 1982, Trata de la utilización por los Estados de satélites artificiales para las transmisiones internacionales directas por televisión.

· Resolución 41/65, de diciembre de 1986, sobre teleobservación de la Tierra. Su objeto es asegurar que esas actividades se realicen de conformidad con el Tratado General del Espacio, es decir, en provecho e interés de todos los países y que los Estados que realicen tales actividades promoverán la cooperación internacional y prestarán asistencia técnica a otros Estados en condiciones mutuamente convenidas. Los Estados objeto de observación habrán de tener acceso a los datos primarios y los elaborados obtenidos por otros Estados “sin discriminación y a un costo razonable”. La teleobservación también deberá promover la protección de la humanidad contra los desastres naturales; 

·  Resolución 47/68, de diciembre de 1992, relativa a la utilización de fuentes de

energía nuclear en el espacio ultraterrestre. la Resolución establece que los reactores nucleares no deberán funcionar más que en misiones interplanetarias o en órbitas suficientemente altas; en órbitas bajas, los satélites que utilicen reactores nucleares habrán de ser estacionados en una órbita suficientemente alta al terminar su misión. Órbita suficientemente alta es aquella en la que la vida orbital es lo bastante larga para que se produzca una desintegración suficiente de los productos de la fisión nuclear. Sólo se deberá utilizar como combustible el uranio 235 altamente enriquecido. 

· Resolución 51/122, de diciembre de 1996, constituye una Declaración sobre la cooperación internacional en la exploración y utilización del espacio ultraterrestre en beneficio e interés de todos los Estados, teniendo especialmente en cuenta las necesidades de los países en desarrollo. 

2.3. LIMITES ENTRE EL ESPACIO AEREO Y ULTRATERRESTRE

Los límites entre el espacio aéreo y el ultraterrestre es una cuestión no resuelta.  No existe un Convenio o Acuerdo Internacional que defina el "espacio ultraterrestre", y, mucho menos, se determinan sus límites con relación al espacio aéreo. 

Esta cuestión suscitó largos debates en el seno del Comité del Espacio, pues una clara delimitación de este espacio es muy relevante, ya que estamos ante dos regulaciones jurídicas muy distintas. Así las cosas, el espacio ultraterrestre, también llamado extra-atmosférico, se halla regulado por los principios y normas del Derecho espacial, en tanto que el espacio aéreo se halla vinculado al ejercicio de los derechos soberanos del Estado subyacente.

Los internacionalistas en su intento de conceptuar esta cuestión y delimitar los dos espacios, se ha topado con una división entre aquellos que prefieren una distinción "geográfica" o "científica", y aquellos que abogan por una distinción "funcional" o que siguen la noción de "actividades espaciales".

Los primeros separan las dos zonas de modo objetivo, siguiendo criterios de altitud, es decir, una delimitación física. Entendiendo que el espacio ultraterrestre comienza donde desaparece la atmósfera terrestre, a partir de los 90 a 100 kilómetros de altitud, por lo que la soberanía estatal se ejercería por debajo de esa latitud.

Para Ramón Expax de la Agrupación Astronómica de Barcelona parece más aceptado seguir los criterios "funcionales " o de "actividades espaciales", ya que la delimitación geográfica afectaría a la libertad de circulación de las naves que evolucionen por debajo de la altitud límite.  El trasbordador espacial norteamericano evoluciona siguiendo una trayectoria por debajo de los 90-100 kilómetros límite, por lo que los países lanzadores estarían obligados a  solicitar la autorización de sobrevuelo del espacio supraadyacente de innumerables paíes y, eventualmente, deber de abonar tasas o derechos de paso. 

En todo caso, este asunto está sin resolver, pero el aumento en el uso del espacio y de su explotación, se acabará por adoptar una postura ecléctica, tomándose diversos criterios, tanto geográficos como funcionales, para resolver el problema.

UNIDAD V

Inmunidad de los Estados
  JEFES DE ESTADO

La enseñanza socrática estaba dirigida a estimular en los demás el interés por la búsqueda, haciéndole reconocer al interlocutor la propia ignorancia, la “ironía”,  y señalando acto seguido, a través del dialogo en común, la “mayéutica”, el camino para el saber válido.

Objetivos:

1. Explicar el fundamento de la inmunidad de los Estados soberanos y explicar las doctrinas actuales en materia de inmunidad jurisdiccional de los Estados

2. Apreciar las funciones, inmunidades y privilegios del Jefe del Estado y del Ministro de Relaciones Exteriores.

Distinguir las funciones, inmunidades y privilegios de los agentes diplomáticos y consulares

1.  INMUNIDAD DE LOS ESTADOS SOBERANOS.

1.1. FUNDAMENTOS

La Inmunidad de los Estados es también conocida como la Inmunidad de Jurisdicción del Estado y es un principio del Derecho Internacional.  Este principio, de carácter procesal,  consiste en que los Estados quedan excluidos de las jurisdicciones internas u órganos administrativos de los demás Estados, siempre y cuando se den una serie de circunstancias.

Debemos, pues, en primer lugar entender qué es la Inmunidad de Jurisdicción y ésta no es otra cosa que el derecho de un sujeto frente a otro que no puede ejercer su poder, por la existencia de tal derecho.

En cuanto a los Estados, su inmunidad no es absoluta pues un Estado determinado podría renunciar a algún derecho o bien éste tiene límites dados por su naturaleza. 

El origen es principalmente consuetudinario, con innumerables precedentes y práctica variada.  En el Derecho del Mar nos encontramos distintas disposiciones que sólo afectan a algunos aspectos del concepto de la inmunidad de los Estados.  La práctica judicial de los Estados, que derivó en práctica legislativa, se remonta al siglo XIX y en el “common law” o derecho anglo-sajón

El fundamento no es otro que los principios de Soberanía, Igualdad e Independencia, pues los Estados son perfectamente iguales, así la autolimitación del poder jurisdiccional del Estado queda sujeto al principio de reciprocidad.  Esta igualdad soberana de los Estados tiene una expresión latina, que ya es máxima par in parem non habet imperium
.   

La pregunta es:

¿Existiría inmunidad entre Estados que no se reconocen mutuamente?.  

En virtud de los principios arriba citados debemos decir que sí, pues la inmunidad resulta de la soberanía, igualdad e independencia de los Estados y no del reconocimiento de éstos.

Actualmente, los problemas que se encuentra la Inmunidad Jurisdiccional de los Estados están en el incremento de la actividad económica de los Estados en los mercados.

1.2. CONCEPTO DE INMUNIDAD JURISDICCIONAL DEL ESTADO

El concepto es amplio por necesidad de su origen, pero ha evolucionado de una concepción amplia en origen a un restringida por la circunscripción a los actos de las funciones oficiales únicamente.

Así las cosas, el concepto amplio o doctrina de la inmunidad absoluta entiende que los Estados que operen en otro Estado territorial no pueden ser demandados ni tampoco sometidos a la jurisdicción de los tribunales de ese Estado territorial, tanto en asuntos civiles como mercantiles.  Este criterio se aplica en Australia, Argentina, Brasil, Colombia y Chile.

Por otro lado el concepto restringido o doctrina de la inmunidad restringida
 consiste en reconocer la inmunidad a las actuaciones de carácter público, actos iure imperii, de los Estados extranjeros, en el ejercicio de su soberanía, en un Estado territorial y denegarla cuando las actuaciones tengan un carácter particular o iure gestionis. No es  otro el objetivo que el de proteger a los nacionales de un Estado territorial con respecto de las actuaciones de un Estado extranjero.  Este principio es el que sirvió de guía para la Convención europea sobre la inmunidad de los Estados en 1972.

Pero a nadie escapa la dificultad en cuanto a distinguir estos actos, para algunos Estados un acto será iure imperii y para otros iure gestionis.  Para ello se deben seguir dos criterios principales:

· La naturaleza del acto, es decir la distinción de los actos que pueden hacer sólo los Estados y en los que no existe la iniciativa de la actividad privada.

· El criterio del objeto del acto, esto es viendo si éste es exclusivamente estatal.

No olvidar que el Estado extranjero podría aceptar la jurisdicción de los tribunales del Estado donde los hechos han tenido lugar y, por lo tanto, no existiría la necesidad de distinción entre actos iure imperii y iure gestionis.
1.3. REGULACIÓN INTERNACIONAL EN LA MATERIA

En el ánimo de la positivización de las prácticas de los Estados en lo relativo a las inmunidades estatales, destaca en el ámbito regional americano, el intento de realizar algunos avances.  Así, en el año 1983, a través del Comité Jurídico Interamericano de la Organización de Estados Americanos, se presenta un Proyecto de Convención Interamericana sobre la Inmunidad de Jurisdicción de los Estados.  En el Proyecto en su artículo 14 establece que los Estados no podrán invocar inmunidad de jurisdicción y que las sentencias definitivas serán ejecutables en los casos previstos en el artículo 6.a), donde se enumera, entre otros, los contratos de trabajo.
La cuestión de la regularización internacional de la materia de la Inmunidad Jurisdiccional de los Estados es una cuestión que a partir de 1979 se plantea en la Comisión de Derecho Internacional
 al presentar el Relator Espacial Sucharitkul un informe prelimar sobre tal cuestión.  La Comisión tiende a entender la Inmunidad Jurisdiccional de los Estados en sentido restringido o relativo.

Posteriormente, el Secretario General de las Naciones Unidas transmitió a los Estados, para comentarios, el texto del “Proyecto de artículos sobre las inmunidades jurisdiccionales de los Estados de sus bienes” en 1986 tras la aprobación por la Comisión. La inmunidad restringida que reina en el proyecto puede verse en su artículo 6
 cuando menciona unos límites a tal inmunidad jurisdicción, como son los contratos mercantiles, los de trabajo con una persona física, los procesos de lesiones a las personas o daños a las cosas del Estado receptor, los derechos relativos a la propiedad, posesión y uso de bienes, los procesos de patentes, marcas y propiedad intelectual o industrial, los procesos sobre cuestiones tributarias, , los relativos a la participación del Estado extranjero en sociedades o personas jurídicas de Derecho privado, los relativos a la explotación de buques y los efectos de un compromiso arbitral de carácter privado.

En la resolución 55/150 de 12 de diciembre de 2000 de la Asamblea General decidió establecer un Comité Ad Hoc o Comité Especial sobre las Inmunidades Jurisdiccionales de los Estados y sus bienes, abierto no sólo a los Estados sino también a las Agencias Especializadas de las Naciones Unidas.  La misión era de eleabora un instrumento aceptable basado en los artículos contenidos en el borrador de la Comisión de Derecho Internacional reunida en su cuadragésimo tercera sesión y en los trabajos del Comité Sexto.

La Asamblea General, en su resolución 58/74, de 9 de diciembre de 2003, decidió que el Comité Especial sobre las inmunidades jurisdiccionales de los Estados y de sus bienes volviera a reunirse con el mandato de redactar un preámbulo y cláusulas finales con miras a completar una Convención sobre las inmunidades jurisdiccionales de los Estados y de sus bienes. En marzo de 2004 el Comité Especial aprobó el texto de un proyecto de convención y lo recomendó para su aprobación por la Asamblea.
En diciembre de 2004, la Asamblea General adoptó la citada Convención por medio de la Resolución 59/38, quedando abierta la firma desde el 17 de enero de 2005 hasta el 17 de enero de 2007
.

2.  JEFE DE ESTADO, MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES, AGENTES DIPLOMÁTICOS Y CONSULARES.

2.1. EL JEFE DEL ESTADO [Y JEFE DEL GOBIERNO]

Es el Derecho interno el que establece el procedimiento de designación y las competencias que se le asignan, incluyendo las relativas a las relaciones internacionales. 

El Poder Ejecutivo en Nicaragua lo ejerce el Presidente de la República, quien es Jefe de Estado, Jefe de Gobierno y Jefe Supremo del Ejército de Nicaragua.

 En cuanto a las actividades del Jefe del Estado en las relaciones internacionales de Nicaragua, la Constitución Política de Nicaragua de 1987, con las Reformas de 1995 y 2000, dice lo siguiente en el artículo 150, inciso 8:
ARTICULO 150
.- Son atribuciones del Presidente de la República, las siguientes: 

8. Dirigir las relaciones internacionales de la República. Negociar, celebrar y firmas los tratados, convenios o acuerdos y demás instrumentos que establece el inciso 12) del Artículo 138 de la Constitución Política, para ser aprobados por la Asamblea Nacional. 

Vemos como el Jefe del Estado en Nicaragua, en lo relativo a la arena internacional se concreta en el conocido ius representationis omnimodae, es decir, la Alta representación de la política exterior, ratificación, o adhesión a los Tratados, convenios o acuerdos  Internacionales, facultad de enviar y recibir agentes diplomáticos, nombrar cónsules y conceder el exequátur a los cónsules extranjeros.

El Jefe del Estado declara la voluntad de su Estado respecto de otros Estados, si bien en colaboración con otras instituciones, como la Asamblea Nacional
.

Las figuras en Derecho Internacional del Jefe del Estado [del Gobierno], así como el Ministro de Relaciones Exteriores, son órganos que en su acción exterior no tienen que presentar plenos poderes, es decir, que son plenipontenciarios per se sin necesidad de nombramiento expreso.  Esto es, pueden asistir a reuniones del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, del Sistema de la Integración Centroamericana (SICA) o de la Organización de los Estados Americanos (OEA) sin presentar credenciales.  Las visitas a los Estados extranjeros se hacen disfrutando de un status privilegiado que permite que puedan ejercer sus funciones de manera independiente y sin influencias o presiones del Estado visitado.

Así tenemos las siguientes privilegios e inmunidades del Jefe del Estado [Jefe de Gobierno]:

· Inviolabilidad personal con extensión a su familia, séquito, residencia, propiedades, valija y correspondencia, a parte de la propia seguridad física de su persona contra cualquier ataque.

· Inmunidad de jurisdicción penal y civil.  En cuanto a la civil, sus actos privados están exentos de toda inmunidad.

· Privilegios fiscales en cuanto a la exoneración de impuestos sobre la renta, sobre el consumo y similares y los de tipo aduanero.

2.2. MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES

Es una figura que ha ido cobrando peso en las relaciones internacionales en la medida en que los Estados se interrelacionan de una manera muy intensa, especialmente desde el siglo XX.  Esto nos lleva a observar como su actividad se ha visto aumentada en cuanto a la firma de acuerdos de forma simplificada entre los Estados, en los que el Ministro de Relaciones Exteriores es signatario.  Todo ello sin olvidar el papel que desempeñan en las reuniones ordinarias y extraordinarias de las numerosas organizaciones de carácter regional e internacional (SICA y OEA).

Los Derechos Internos dan al Ministro de Relaciones Exteriores competencia para hacer declaraciones en nombre del Estado y recibe iguales inmunidades y privilegios que el Jefe del Estado [Jefe de Gobierno].  Muchas de las cuestiones relativas a ellos se han fijado en la Convención sobre Misiones Especiales de 1969.

La misión del Ministro de Relaciones Exteriores en Nicaragua se consigna en la Ley de Organización, Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo. Ley No. 290 de 3 de junio de 1998: 
ARTÍCULO 19.- Ministerio de Relaciones Exteriores
Al Ministerio de Relaciones Exteriores le corresponden las funciones siguientes:

. Formular, proponer y ejecutar la política exterior del Estado. 

a. Organizar, acreditar, dirigir y supervisar las misiones diplomáticas, representaciones permanentes, oficinas consulares y misiones especiales ante Estados y Organizaciones Internacionales, protegiendo además los intereses de los nicaragüenses en el exterior. 

b. Servir de conducto en las relaciones entre el Poder Ejecutivo y las Misiones Diplomáticas de otros países y las Organizaciones Internacionales de carácter gubernamental. 

c. Apoyar a todos los Entes del Estado en sus relaciones con el exterior, sirviendo de enlace entre las instituciones del Estado nicaragüense y las misiones diplomáticas de Nicaragua en el exterior. 

d. Negociar y suscribir por delegación expresa del Presidente de la República, aquellos instrumentos jurídicos internacionales que la presente Ley no atribuya al Ministerio de Fomento, Industria y Comercio; de Hacienda y Crédito Público y en su caso depositar los instrumentos de ratificación o adhesión correspondiente. 

e. Coordinar con el Ministerio de Gobernación las políticas y normas de Migración a ser aplicadas por las Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares en el exterior. 

f. Formular, proponer y ejecutar la política de determinación de límites del país. 

En la misma ley se da al Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales ciertas competencias en materia de relaciones internacionales.

ARTÍCULO 28.- Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales
Al Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales le corresponden las funciones siguientes:

g. Supervisar el cumplimiento de los convenios y compromisos internacionales del país en el área ambiental. Coordinar con el Ministerio de Relaciones Exteriores los proyectos y programas internacionales de carácter ambiental, en lo referente a los intereses territoriales y fronterizos del Estado. 

2.3. AGENTES DIPLOMÁTICOS Y CONSULARES

2.3.1. AGENTES DIPLOMÁTICOS

Introducción .La organización de los Estados en el servicio de representación en el exterior se divide en administración central o el propio Ministerio y legaciones o Embajadas.

En el servicio de la administración central está todo el personal diplomático y técnico o auxiliar, adscrito al Ministerio Relaciones Exteriores y sobre ellos recae más directamente la responsabilidad de la elaboración y ejecución de la política exterior de cada Estado.  Es su misión asegurar la comunicación permanente entre su gobierno y los agentes diplomáticos extranjeros acreditados cerca de él.  En su organización interna estos servicios centrales combinan dos principios: el de la especialidad por materias: cifra, asuntos jurídicos, asuntos jurídico-internacionales, etc. y el de la especialidad por regiones del mundo sobre las que se proyecta la política exterior del Estado.

Las legaciones o embajadas en el extranjero.  Se establece así una doble vía en la comunicación de gobierno a gobierno: la que los distintos gobiernos establecen a través de sus legaciones cerca de gobiernos extranjeros, y la que los demás establecen cerca de él mediante las representaciones ante él acreditadas.  Excepcionalmente se confía la dirección de estas representaciones a hombres políticos, si bien es cierto que los modos y formas varían según los países y tradiciones.  

Hasta el siglo XVIII fué frecuente la utilización de aristócratas y hombres de iglesia, formados en la Teología y en general disciplinas eclesiásticas.  Este tipo dió paso al del burgués ilustrado de formación humanista y expresión de una tradición cultural común.  Hoy son los especialistas, normalmente altos funcionarios, los que llevan estos asuntos. 

Con el fenómeno de la internacionalización el volumen de relaciones exteriores en todo Estado aumentó necesariamente; se aumentó también por el simple incremento del número de Estados después de 1945 con la descolonización, y de modo especial ha creado esas necesidades de un mayor número la multiplicación de conferencias y organizaciones internacionales con la singularidad de introducir módulos nuevos en los esquemas tradicionales de representación diplomática.  

El cuerpo diplomático (CD) es el conjunto formado por los jefes de misión acreditados ante un gobierno.  Simplificando puede considerarse que forman el cuerpo diplomático todas las personas que con el status especial diplomático, según una lista formada en el Ministerio de relaciones exteriores de cada país, están adscritas a las distintas legaciones.  

.

Función y Situación Jurídica.  El Derecho Internacional otorga una especial situación jurídica a los agentes diplomáticos, en su calidad de órganos exteriores del Estado, y cuando desempeñan una serie de funciones en el Estado receptor de la misión diplomática:

Funciones (art. 3 de la Convención de Viena sobre relaciones diplomáticas)
-
Representar al Estado acreditante ante el Estado receptor.

-
Proteger en el Estado receptor los intereses del Estado acreditante y

los de sus nacionales, dentro de los límites permitidos por el Derecho Internacional.

-
Negociar con el Estado receptor.

-
Enterarse, por todos los medios lícitos, de las condiciones y de la evolución de los acontecimientos en el Estado receptor e informar sobre ello al Gobierno del Estado acreditante.

· Fomentar las relaciones amistosas y desarrollar las relaciones económicas, culturales y científicas entre el Estado acreditante y el Estado receptor.

Inmunidades y privilegios. El Derecho Internacional concede a los agentes diplomáticos situación jurídica especial respecto del resto de los extranjeros residentes en el Estado receptor con objeto de garantizar el desempeño eficaz de sus funciones: son las inmunidades y los privilegios diplomáticos.  Las inmunidades y privilegios tienen como fundamentos reales la importancia de la función y su carácter representativo. El motivo no es, según el Preámbulo de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, el beneficio de las personas, sino que se otorga con el fin de garantizar el desempeño eficaz de las funciones de las misiones diplomáticas en su calidad de representantes de los Estados. 

Inmunidades:
a)
La inviolabilidad de los locales de la misión (art. 22).

b)
La inviolabilidad de los archivos y documentos dondequiera que se hallen (art. 24).

c)
La inviolabilidad de la correspondencia oficial de la Misión.  La valija diplomática no podrá ser abierta ni retenida y, además gozará de inviolabilidad personal quien ejerza las funciones de correo diplomático, que no podrá ser objeto de ninguna detención o arresto (art. 27.2,3,5).

d)
La persona del agente diplomático gozará de inviolabilidad y no podrá ser objeto de detención ni arresto.  El Estado receptor adoptará todas las medidas adecuadas para impedir cualquier atentado contra su persona, su libertad y dignidad (art. 29).

e) Su residencia particular goza de la misma inviolabilidad que los locales de la Misión (art. 30).

f)
El agente diplomático gozará de la inmunidad de jurisdicción penal del Estado receptor y de la civil y administrativa.  En lo relativo a la jurisdicción civil se admiten excepciones en caso de acciones reales sobre bienes inmuebles, sucesiones y las relativas a actividades comerciales o profesionales privadas, pero no así en lo relativo a la jurisdicción penal (art. 31), y

g)
Finalmente, el Agente diplomático está exento en el Estado receptor de cualquier prestación personal, de todo servicio público y de las cargas militares de toda índole (art. 35).

Privilegios:
a)
Utilizar la bandera y el escudo del Estado acreditante en los locales de la Misión, en la residencia del Jefe de Misión y en los medios de transportes de éste (art. 20).

b)
El que se le preste ayuda por el Estado receptor para obtener, conforme a sus propias leyes, los locales necesarios para la Misión y, en caso necesario, para los miembros de la misma (art. 21).

c)
La exención de impuestos para el Estado acreditante y el Jefe de Misión sobre los locales de la misma de los que sean propietarios e inquilinos (art. 23).

d)
La libertad de circulación y tránsito por el territorio del Estado receptor a todos los miembros de la Misión, salvo lo prescrito en las leyes y reglamentos respecto a las zonas de acceso prohibido y de seguridad (art. 26).

e)
El permitir y proteger la libre comunicación de la Misión a todos los fines con su Gobierno y demás misiones y consulados del Estado acreditante, por todos los medios de comunicación adecuados, salvo el de instalar y utilizar emisoras de radio si no están expresamente autorizadas por el Estado receptor (art. 27.1

f)
La exención fiscal sobre los derechos y aranceles que percibe la Misión por actos oficiales (art. 28).

g)
La exención para todos los agentes diplomáticos de todos los impuestos y gravámenes personales o reales, a excepción de los impuestos indirectos incluidos normalmente en el precio de las mercancías, los impuestos sobre sucesiones y sobre el capital invertido en empresas comerciales del Estado receptor, y los impuestos y gravámenes por servicios particulares prestados, bien inmuebles privados o ingresos que tengan su origen en el Estado receptor (art. 34), y

h)
La exención del derecho de aduanas sobre los objetos para uso oficial de la Misión y los de uso personal del Agente diplomático y su familia, incluidos los de instalación (art. 36).

Fin de la Misión Diplomática.  La misión diplomática puede terminar de varias formas.  Aquella que se inicia al acreditarse debidamente ante el Estado receptor el nombramiento efectuado por el Jefe del Estado acreditante, con ocasión de la presentación de las Cartas Credenciales (al Jefe del Estado, si se trata de Embajadores y Ministros; al Ministro de Asuntos Exteriores, si son encargados de negocios), puede tener término por diversas razones: a) por ser llamado el agente diplomático por el Estado acreditante (destitución, jubilación, cambio de destino, como expresión de protesta ante el Estado Receptor); y b) por ser declarado el agente persona non grata.

Del mismo modo que la Convención de Viena señala que el Jefe del Estado acreditante "deberá asegurarse de que la persona que se proponga acreditar ha obtenido el asentimiento del Estado receptor" - el Placet, que puede ser concedido o denegado libremente - éste "podrá, en cualquier momento, y sin tener que exponer los motivos de su decisión, comunicar al Estado acreditante que el Jefe u otro miembro del personal diplomático de la Misión es persona non grata”.
2.3.2. AGENTES  CONSULARES

Introducción. La institución consular es muy antigua y ha evolucionado profundamente y adquiere gran desarrollo en la Edad Media.  Hubo cónsules como magistrados que regían los distintos gremios de comerciantes aplicando normas denominadas consulados.  Cónsules como órganos propios de los grupos de comerciantes que actuaban en el extranjero tratando de reconstruir sus instituciones corporativas.  Cónsules como órganos de los Estados en el extranjero con un status similar al que posteriormente será el status diplomático.

Las relaciones consulares se distinguen de las diplomáticas.  Actualmente, ha disminuido la función comercial sensiblemente, ya que su canalización se lleva a cabo a través de las agregadurías comerciales de las misiones Diplomáticas.  Pero siguen siendo un instrumento de las relaciones entre los Estados.  Según Díez de Velasco, los cónsules o agentes consulares son los agentes oficiales que un Estado establece en ciertas ciudades de otro Estado, con el fin de proteger sus intereses y los de sus naciones.  El artículo 1 del Convenio de Viena sobre Relaciones Consulares entiende "por funcionario consular a toda persona, incluida el Jefe de la oficina Consular, encargada con ese carácter del ejercicio de funciones consulares".

Clases y nombramiento.  Nos encontramos una primera distinción: a) Cónsules enviados, de carrera (cónsules Missí): funcionarios del Estado, enviados expresamente;  b) Cónsules locales honorarios (cónsules Electí): súbditos o no del Estado que los acredita; y c) Cónsules generales, cónsules, vicecónsules, agentes consulares y otras subdivisiones según las carreras consulares de los diversos países.  El artículo 10 de la Convención de Viena remite al ordenamiento interno de los Estados en lo relativo a los procedimientos de nombramiento y admisión.  Al jefe de la oficina se le acredita mediante una Carta Patente o instrumento similar, requiriéndose para ser admitido al ejercicio de sus funciones el exequator del Estado receptor.  Son nombrados por los Estados acreditantes y admitidos por los Estados receptores.

Las funciones
 se encuentra en el artículo 5 de la Convención de Viena.

la práctica y los procedimientos en vigor en este último, a fin de lograr que, de acuerdo con las leyes y reglamentos del mismo, se adopten las medidas provisionales de preservación de los derechos e intereses de esos nacionales, cuando, por estar ausentes o por cualquier otra causa, no 

La Convención de Viena sobre Relaciones Consulares contiene una reglamentación muy amplia y pormenorizado en esta materia y distingue entre las facilidades, privilegios e inmunidades.

La oficina consular se entiende como un conjunto formado por locales, archivos y personal a su servicio, se le otorgan las siguientes:

a)
Facilidades que deberá otorgar conforme a la Convención el Estado receptor: a) En general, todas las necesarias para el ejercicio de sus funciones por la referida Oficina (art. 28); b) Prestar ayuda para la adquisición por el Estado que envía de los locales necesarios y para que los obtenga por otro medio.  También ayudará a encontrar alojamiento adecuado para los miembros de la Oficina en caso necesario (art. 30); c) Facilitar la libre comunicación y la visita a los nacionales del Estado que envía.  La referida visita abarca incluso a los casos de arresto, detención o prisión preventiva o cuando los nacionales están cumpliendo una pena en virtud de sentencia (art. 36, núm. 1,a IT c); y d) Informar sin retraso a la Oficina en los casos de detención, arresto o prisión de los nacionales del Estado que envía (art. 36, núm. 1, b), así como de la defunción, nombramiento de tutor o curador relativo a los referidos nacionales (art. 37, a y b) y en los casos de accidente de naves y aeronaves (art. 37, c).
b)
Privilegios: a) Exención fiscal para los locales consulares y la residencia del Jefe de la Oficina consular de carrera de los que sea propietario o inquilino el Estado que envía o cualquier persona que actúe en representación suya (art. 32, núm, l); b) Libertad de tránsito y circulación de los miembros de la Oficina consular por el territorio del Estado (art. 34); c) Libertad de comunicación de la Oficina consular, en los mismos términos que ve¡1amos para las misiones diplomáticas permanentes y las misiones especiales (art. 35); y d) Exención fiscal sobre las cantidades percibidas en concepto de derechos y aranceles consulares (art. 39, núm.2).

c) Inmunidades: a) La inviolabilidad de los locales consulares, en los que las Autoridades no podrán penetrar sin autorización del Jefe de la Oficina (art. 31 ), y b) Los archivos y documentos consulares son inviolables dondequiera que se encuentren (art. 33).

Funcionarios de carrera y demás miembros de la Oficina consular:
a)
Facilidades: a) El ser tratados con la debida deferencia y el que se tomen las medidas adecuadas para evitar cualquier atentado contra su persona, su libertad o su dignidad (art. 40); b) Comunicar sin demora al Jefe de la Oficina sobre cualquier arresto o detención de un miembro de¡ personal consular (art. 42), y b) El que al ser llamado como testigo se le evite cualquier perturbación en el ejercicio de sus funciones.  Para facilitar su deposición como testigo se podrá recibir su testimonio en su domicilio, en la Oficina consular o aceptar su declaración por escrito (art. 44, núm. 2).

b)
Privilegios: a) La exención de inscripción en el registro de extranjeros y del permiso de residencia para los funcionarios y empleados consulares y sus familias, a excepción de aquellas personas que no sean funcionarios permanentes o ejerzan una actividad privada lucrativa (art. 46); b) El eximirles de la obligación de prestar testimonio por hechos relacionados con el ejercicio de sus funciones y el de exhibir correspondencia y documentación oficial relativos a ellos (art. 44, núm. 3); c) La exención de las obligaciones relativas a los permisos de trabajo que las leyes impongan para el empleo de trabajadores extranjeros (art. 47); d) La exención de las disposiciones sobre seguridad social, si bien se faculta para que puedan participar voluntariamente en el régimen de seguridad social; e) La exención fiscal de impuestos o gravámenes personales o reales (art. 49); f) La concesión de franquicia aduanera para los objetos de uso oficial de la Oficina consular y de uso personal de los funcionarios y sus familias (art. 50); g) Permiso de exportación de bienes muebles y exención de¡ pago de impuestos de transmisión por los mismos en los casos de fallecimiento de un miembro de la Oficina consular (art. 51), y h) Exención de prestaciones personales (art. 52).

c)
Inmunidades: a) Inviolabilidad personal en el sentido de no poder ser detenidos, salvo los casos de delito grave.  En los demás casos sólo podrá limitarse su libertad por sentencia firme (art. 41), y b) Inmunidad de jurisdicción por los actos ejecutados en el ejercicio de sus funciones (art.43).

d)
Obligaciones: a) Respetar las leyes y reglamentos del Estado receptor; b) No inmiscuirse en los asuntos internos del Estado receptor; c) No utilizar los locales de manera incompatible con el ejercicio de las funciones consulares (art. 55); d) Cumplir las obligaciones que las leyes y reglamentos del Estado receptor impongan en cuanto a seguros de responsabilidad civil por daños a terceros por la utilización de vehículos, buques y aeronaves (art. 56), y e) No ejercer los funcionarios consulares de carrera ninguna actividad profesional o comercial en provecho propio (art. 57).  Los referidos privilegios e inmunidades no se concederán si ejercen actividades privadas lucrativas a los empleados consulares, personal de servicio y a los familiares de los funcionarios (art. 57, núm. 2).

Los funcionarios honorarios y las Oficinas consulares dirigidas por ellos están sometidos a un régimen particular por la Convención de Viena de 1963, por el que se restringen en parte los privilegios e inmunidades.  Como norma general se les conceden los mismos privilegios, facilidades e inmunidades que hemos visto anteriormente que se otorgaban a los funcionarios de carrera, pero con ciertas restricciones y precisiones
.

Se  podrán establecer Agencias Consulares dirigidas por Agentes que no hayan sido designados como Jefes de Oficina consular por el Estado que envía.  En estos casos las condiciones de ejercicio de las funciones y los privilegios e inmunidades de los Agentes consulares se determinarán de común acuerdo por el Estado que envía y el Estado receptor.  Por el contrario, si las Misiones diplomáticas ejercen además funciones consulares se les aplicará también, en la medida que sea precedente, la Convención sobre Relaciones Consulares, basándose en la cual hemos expuesto el contenido del epígrafe titulado Agentes Consulares.  Dicha Convención recoge prácticamente todo el Derecho consuetudinario en la materia que se ha ido formando a través de casi ocho siglos.  Es de advertir también la existencia de normas de Derecho internacional particular contenidas en numerosos tratados consulares y en otros tratados de comercio, navegación, amistad, establecimiento y arreglo judicial.  .

Fin de la Función Consular. Se produce cuando: a) el Estado acreditante así lo notifica al Estado receptor, por revocación del exequator; y por, b) "notificación del Estado receptor al Estado que envía de que ha cesado de considerar a la persona de que se trate como miembro del personal consular". (art. 25 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares.)

2.4. OTROS ÓRGANOS DE REPRESENTACIÓN

Existen órganos de carácter no estatal, como los agentes internacionales de los que se sirven las Organizaciones Internacionales para actuar debiéndose distinguir entre varias categorías cuyas funciones y grado de dependencia de la Organización Internacional pueden diferir sensiblemente, cabe hablar de los funcionarios internacionales
 y de otros tipos de agentes como expertos, colaboradores ocasionales, colaboradores externas, etc.  Pero nos interesa también las Misiones permanentes ante esas Organizaciones Internacionales que realizan labores de representación, enlace, negociación, información y participación en las actividades de la organización en cuestión.  Los miembros de esas misiones gozan de iguales privilegios e inmunidades que los agentes diplomáticos y consulares. 

Las Delegaciones de los Órganos Legislativos en algunas Organizaciones Internacionales ha creado Asambleas Parlamentarias.

Las Misiones Especiales (Convención de Misiones Especiales de 1969) con una misión temporal con carácter representativo del Estado y con un cometido determinado, peor siempre con consentimiento mutuo de los Estados concernientes.

Algunos autores consideran la existencia de la Diplomacia Ad Hoc formada por oficinas temporales de tipo cultural o comercial como, por ejemplo el Instituto Cervantes Español o el British Council del Reino Unido, para la difusión del español y el inglés respectivamente.

UNIDAD VI

Responsabilidad internacional de los Estados
La enseñanza socrática estaba dirigida a estimular en los demás el interés por la búsqueda, haciéndole reconocer al interlocutor la propia ignorancia, la “ironía”,  y señalando acto seguido, a través del dialogo en común, la “mayéutica”, el camino para el saber válido.

Objetivos:

1. Describir los requisitos necesarios para que se de el hecho del Estado y la violación de una obligación internacional y explicar las circunstancias excluyentes dela ilicitud del hecho

1. INTRODUCCIÓN Y EL “HECHO INTERNACIONALMENTE ILICITO DEL ESTADO”

1.1. INTRODUCCIÓN. 

En el campo internacional la responsabilidad internacional nos coloca en una posición en la que se puede observar que hay dos problemas y es que el ilícito debe quedar dentro del ámbito puramente internacional sin que haya extensión de cómo se entiende en clave interna y, por otro lado, quiénes son los sujetos.  Estas dos cuestiones, o dudas fueron objeto de intensos debates en el Proyecto de Artículos sobre la responsabilidad de los Estados por hechos internacionalmente ilícitos de la Comisión de Derecho internacional.  Los artículos se refieren sólo a la responsabilidad de los Estados por un comportamiento internacionalmente ilícito, dejando a un lado las cuestiones de responsabilidad de las organizaciones internacionales o de otras entidades distintas de los Estados
El proyecto quedó aprobado en su sesión 53 y los artículos se formulan, por vía de codificación y desarrollo progresivo, las normas básicas de derecho internacional relativas a la responsabilidad de los Estados por sus hechos internacionalmente ilícitos.  Se incide en las  normas secundarias de la responsabilidad del Estado: es decir, en las condiciones generales que han de satisfacerse, en derecho internacional, para que el Estado sea considerado responsable de acciones u omisiones ilícitas, y en las consecuencias jurídicas que nacen de esas acciones u omisiones. No se intenta definir en ellos el contenido de la violación de obligaciones internacionales que da lugar a la responsabilidad. Ésta es la función de las normas primarias, cuya codificación entrañaría la reformulación de la mayor parte del derecho internacional sustantivo, tanto consuetudinario como convencional.
En la esfera de las normas secundarias de la responsabilidad de los Estados estas son las cuestiones de carácter general:

a) La función del derecho internacional, en cuanto ordenamiento distinto del derecho interno del Estado interesado, en la calificación del comportamiento como ilícito;

b) La determinación de las circunstancias en que el comportamiento debe atribuirse al Estado como sujeto de derecho internacional;

c) La determinación del momento en que se produce o se ha producido una violación de la obligación internacional por un Estado y del tiempo durante el cual se produce o se ha producido;

d) La determinación de las circunstancias en que un Estado puede ser responsable del comportamiento de otro Estado incompatible con una obligación

internacional de este último;

e) La definición de las circunstancias en que cabe excluir la ilicitud del comportamiento según el derecho internacional;

f) La determinación del contenido de la responsabilidad de los Estados, es decir, las nuevas relaciones jurídicas que nacen de la comisión, por un Estado, de un hecho internacionalmente ilícito, con respecto a la cesación del hecho ilícito y la reparación del perjuicio causado;

g) La determinación de los requisitos previos, de forma o de fondo, para que un Estado pueda invocar la responsabilidad de otro Estado y de las circunstancias en que puede perderse ese derecho a invocar tal responsabilidad;

h) La determinación de las condiciones en que un Estado tiene derecho a responder a la violación de una obligación internacional adoptando contramedidas destinadas a lograr el cumplimiento de las obligaciones del Estado responsable con arreglo a los presentes artículos.

La responsabilidad internacional resulta exclusivamente de un hecho ilícito contrario al derecho internacional.
Los artículos se dividen en cuatro partes. 

· "El hecho internacionalmente ilícito del Estado" que trata de las condiciones que deben darse para que nazca la responsabilidad internacional del Estado. 

· "Contenido de la responsabilidad internacional del Estado", se refiere a las consecuencias jurídicas para el Estado responsable del hecho internacionalmente ilícito, principalmente en lo referente a la cesación y a la reparación.

· "Modos de hacer efectiva la responsabilidad internacional del Estado". En ella se determinan el Estado o los Estados que pueden reaccionar ante un hecho internacionalmente ilícito y se especifican las modalidades según las cuales puede manifestarse esa reacción, en particular, en determinadas circunstancias, la adopción de las contramedidas que resulten necesarias para que cese el hecho ilícito y se reparen sus consecuencias.

· Disposiciones generales aplicables a todos los artículos.
1.2. EL HECHO INTERNACIONALMENTE ILÍCITO DEL ESTADO.

 
El Artículo 1 define la Responsabilidad del Estado por sus hechos internacionalmente ilícitos como “Todo hecho internacionalmente ilícito de un Estado genera su responsabilidad internacional”.
La expresión "responsabilidad internacional" abarca las relaciones jurídicas nuevas que

nacen, en derecho internacional, del hecho internacionalmente ilícito de un Estado.

La Corte Permanente de Justicia Internacional aplicó en varios asuntos el principio

enunciado en el artículo 1. Por ejemplo, en el asunto Fosfatos de Marruecos, la Corte

Permanente afirmó que cuando un Estado comete un hecho internacionalmente ilícito

contra otro, la responsabilidad internacional queda establecida "directamente entre los dos Estados". La Corte Internacional de Justicia ha aplicado el principio en varias ocasiones, por ejemplo en el asunto del Estrecho de Corfú, en el asunto relativo a las Actividades militares y paramilitares contra Nicaragua  y en el caso Gabčíkovo-Nagymaros.
Ha sido ampliamente reconocido que todo hecho internacionalmente ilícito de un Estado entraña la responsabilidad internacional de ese Estado y, por consiguiente, da lugar a nuevas relaciones jurídicas internacionales, además de las que existían antes que se produjera el hecho. 
Se ha venido reconociendo cada vez más que algunos hechos ilícitos entrañan la responsabilidad del Estado que los realiza para con varios Estados o muchos Estados o incluso para con la comunidad internacional en conjunto. La Corte Internacional dio un paso importante en esa dirección en el asunto de la Barcelona Traction cuando advirtió que: 

"Debe hacerse una distinción esencial entre las obligaciones de un Estado respecto de la comunidad internacional en su conjunto y las obligaciones respecto de otro Estado en el ámbito de la protección diplomática. Por su propia naturaleza, las primeras obligaciones mencionadas conciernen a todos los Estados. Habida cuenta de la importancia de los derechos en cuestión, cabe considerar que todos los Estados tienen un interés legítimo en su protección; se trata de obligaciones erga omnes."
Así, pues, la expresión "responsabilidad internacional" del artículo 1 abarca las relaciones que nacen, en derecho internacional, del hecho internacionalmente ilícito de un Estado, ya se limiten dichas relaciones al Estado infractor y a un Estado lesionado o ya se extiendan también a otros Estados o incluso a otros sujetos de derecho internacional, e independientemente de que estén centradas en obligaciones de restitución o indemnización, o entrañen también para el Estado lesionado la posibilidad de contestar con la adopción de contramedidas.

En todo caso, el principio del artículo 1, según el cual todo hecho internacionalmente ilícito de un Estado entraña la responsabilidad internacional de ese Estado, no significa que otros Estados no puedan también ser considerados responsables del comportamiento lesivo o del daño causado por ese comportamiento
En virtud el artículo 2 deben darse dos condiciones para que haya un hecho internacionalmente ilícito: 

· un comportamiento atribuible al Estado según el derecho internacional y

· la violación de una obligación internacional del Estado mediante ese comportamiento. (cuestión que examinaremos en el punto 2 de la presente unidad VI)
A veces se afirma que no hay responsabilidad internacional por el comportamiento de un Estado que incumple sus obligaciones mientras no se dé algún elemento adicional, en particular el "daño" a otro Estado. Ahora bien, la exigencia de elementos de ese tipo depende del contenido de la obligación primaria, y no existe ninguna regla general al respecto. Por ejemplo, la obligación que incumbe en virtud de un tratado de promulgar una legislación uniforme es violada por el hecho de no promulgar la ley, y no es necesario que otro Estado Parte indique que ha sufrido un daño concreto debido a ese incumplimiento.
El artículo 2 introduce y sitúa en el necesario contexto jurídico las cuestiones que se tratan en los capítulos siguientes del Proyecto la primera parte. El apartado a) -en el que se afirma la necesidad de un comportamiento atribuible según el derecho internacional al Estado para que exista un hecho internacionalmente ilícito- corresponde al capítulo II, mientras que en el capítulo IV se contemplan casos específicos en que un Estado es responsable del hecho  internacionalmente ilícito de otro Estado. El apartado b) -en el que se afirma la necesidad de que ese comportamiento constituya una violación de una obligación internacional corresponde a los principios generales enunciados en el capítulo III, mientras que el capítulo V se ocupa de casos en los que se excluye la ilicitud de un comportamiento que de otro modo habría constituido violación de una obligación.
Calificación del hecho del Estado como internacionalmente ilícito.  El artículo 3 enuncia en forma expresa un principio que ya se desprende intrínsecamente del artículo 2, a saber, que la calificación de un hecho como internacionalmente ilícito es independiente de su calificación como lícito en el derecho interno del Estado. Están aquí presentes dos elementos. Primero, el hecho de un Estado no puede calificarse de internacionalmente ilícito mientras no constituya una violación de una obligación internacional, aunque haya una violación de una prescripción del propio derecho interno del Estado. Segundo y de máxima importancia, el Estado no puede alegar la conformidad de su comportamiento con las prescripciones de su derecho interno para impedir que se califique de ilícito ese comportamiento según el derecho internacional. El hecho de un Estado debe calificarse de internacionalmente ilícito si constituye una violación de una obligación internacional, aunque ese hecho no contravenga el derecho interno del Estado, ni siquiera en el caso en que, con arreglo a tal derecho, el Estado esté

en realidad obligado a ese comportamiento.

También está perfectamente establecido que la conformidad con las disposiciones del derecho interno no excluye en absoluto que el comportamiento se califique de internacionalmente ilícito.

Este principio se reiteró en muchas ocasiones:

"[...] un principio generalmente reconocido del derecho de gentes es que, en las

relaciones entre las Partes Contratantes de un tratado, las disposiciones de una ley interna no pueden prevalecer sobre las de un tratado."

"[...] es evidente que Francia no puede valerse de su propia legislación para limitar el

alcance de sus obligaciones internacionales."

"[...] un Estado no puede invocar frente a otro Estado su propia Constitución para

sustraerse a las obligaciones que le imponen el derecho internacional o los tratados

en vigor."

Atribución de un comportamiento a un Estado. El capítulo II consta de ocho artículos. El artículo 4 establece la norma básica por la que se atribuye al Estado el comportamiento de sus órganos. El artículo 5 trata del comportamiento de las entidades facultadas para ejercer atribuciones del poder público de un Estado, y el artículo 6, del caso especial en que un órgano de un Estado se pone a disposición de otro Estado y está facultado para ejercer el poder público de ese Estado.

El artículo 7 deja claro que el comportamiento de los órganos o entidades facultados para ejercer atribuciones del poder público es atribuible al Estado incluso si se llevó a cabo fuera del ámbito de competencia del órgano o de la persona de que se trate o en contra de sus instrucciones. Los artículos 8 a 11 tratan de ciertos casos adicionales en los que un comportamiento, que no es de un órgano o entidad del Estado, se atribuye no obstante a éste en derecho internacional. El artículo 8 trata del comportamiento que se lleva a cabo siguiendo las instrucciones de un órgano del Estado o bajo su dirección o control.

El artículo 9 se refiere a determinados comportamientos que implican el ejercicio de atribuciones del poder público y que se observan en ausencia de las autoridades oficiales.

El artículo 10 trata del caso especial de responsabilidad en determinadas circunstancias por el comportamiento de movimientos insurreccionales. El artículo 11 trata del comportamiento no atribuible al Estado en virtud de uno de los artículos anteriores pero que es adoptado por el Estado, de palabra o de obra, como propio.
La norma general es que el único comportamiento atribuido al Estado en el plano internacional es el de sus órganos de gobierno, o de otros que hayan actuado bajo la dirección o control, o por instigación, de esos órganos, es decir, como agentes del Estado.  Así,  el comportamiento de los particulares no es, en cuanto tal, atribuible al Estado.

La atribución de un comportamiento al Estado en cuanto sujeto de derecho internacional se basa en criterios determinados por el derecho internacional y no en el simple reconocimiento de una relación de causalidad natural. La atribución debe distinguirse claramente de la calificación del comportamiento como internacionalmente ilícito. Su finalidad es determinar que existe un hecho del Estado a efectos de la responsabilidad. Ello no dice nada, en sí, acerca de la legalidad o ilegalidad de ese comportamiento, y las normas de atribución no deberían formularse en términos que impliquen otra cosa. 

Pero las diferentes normas de atribución enunciadas en el capítulo II tienen un efecto acumulativo, de modo que un Estado puede ser responsable por los efectos de la conducta de particulares si no ha adoptado las medidas necesarias para impedir esos efectos. Por ejemplo, el Estado receptor no responde, en cuanto tal, de los actos de particulares que se apoderan de una embajada, pero responderá si no toma todas las medidas necesarias para proteger la embajada frente a ese apoderamiento, o para recuperar el control de la misma
.
La cuestión de la atribución del comportamiento del Estado a los efectos de la responsabilidad debe distinguirse de otros aspectos del derecho internacional según los cuales determinados órganos están facultados para contraer compromisos en nombre del Estado. Así, por ejemplo, se considera que el Jefe del Estado o de Gobierno o el Ministro de Relaciones Exteriores están facultados para representar al Estado sin tener que presentar plenos poderes. Estas normas no tienen nada que ver con la atribución para los fines de la responsabilidad del Estado. En principio, el Estado incurre en responsabilidad por cualquier comportamiento que sea incompatible con sus obligaciones internacionales, independientemente del nivel de administración o gobierno en que se produzca.  Al determinar qué constituye un órgano del Estado a los efectos de la responsabilidad, el derecho interno y la práctica de cada Estado son de primordial importancia. Por ejemplo, el comportamiento de determinadas instituciones que desempeñan funciones públicas y que ejercen prerrogativas del poder público (por ejemplo, la policía) se atribuye al Estado aun cuando el derecho interno considere que esas instituciones son autónomas e independientes del poder ejecutivo. El comportamiento de los órganos del Estado que se exceden en el ejercicio de su competencia puede también atribuirse al Estado según el derecho internacional, cualquiera que sea la posición de esos órganos según el derecho interno. 

El principio de la unidad del Estado significa que las acciones u omisiones de todos sus órganos deben considerarse acciones u omisiones del Estado a los efectos de la responsabilidad internacional.  Esto incluye a funcionarios superiores y subordinados y a la administración centra, regional y municipal.  Los términos "persona o entidad" se utilizan en el párrafo 2 del artículo 4, así como en los artículos 5 y 7 en un sentido amplio que abarca a cualquier persona natural o jurídica, en particular un funcionario público, un departamento, una comisión u otro organismo que ejerce atribuciones del poder público, etc. o que están facultadas, aunque sólo sea en una medida limitada o en un contexto preciso, para ejercer ciertas atribuciones del poder público.
Asunto Salvador Commercial Company:

". el Estado responde de los actos de sus dirigentes, ya pertenezcan a la rama

legislativa, ejecutiva o judicial, siempre que los actos sean realizados en calidad

oficial."

El artículo 7 trata de la importante cuestión de los actos no autorizados o ultra vires de órganos o entidades del Estado. Establece claramente que el comportamiento de un órgano del Estado o de una entidad facultada para ejercer atribuciones del poder público, que actúe en su calidad oficial, es atribuible al Estado mismo si el órgano o la entidad se ha excedido en sus atribuciones o ha contravenido las instrucciones recibidas
.
Los tribunales internacionales de derechos humanos también han aplicado la misma norma. Por ejemplo en el asunto Velásquez Rodríguez, la Corte Interamericana de Derechos Humanos dijo:

"Esa conclusión [relativa a una violación de la Convención] es independiente de que el órgano o el funcionario haya contravenido a las disposiciones del derecho interno o haya rebasado los límites de sus atribuciones: en derecho internacional el Estado es responsable de los actos de sus agentes ejecutados en su calidad oficial y de sus omisiones, aun cuando esos agentes actúan fuera del ámbito de su competencia o violan el derecho interno."
El grado de control que ha de ejercer el Estado para que el comportamiento le sea atribuible fue una de las cuestiones principales en el asunto concerniente a las Actividades militares y paramilitares en Nicaragua y contra Nicaragua. Se trataba de saber si el comportamiento de los contras era atribuible a los Estados Unidos de América, de modo que pudiese considerarse que este país era en general responsable de violaciones del derecho internacional humanitario cometidas por los contras. La Corte analizó la cuestión basándose en la noción de "control". Por un lado, sostuvo que los Estados Unidos de América eran responsables de la "planificación, dirección y apoyo" que los Estados Unidos de América habían proporcionado a los operativos nicaragüenses. Rechazó, en cambio, la acusación más amplia de Nicaragua de que todo el comportamiento de los contras era atribuible a los Estados Unidos de América en razón de su control sobre ellos
.

Así, pues, aunque se consideró responsable a los Estados Unidos de América por su apoyo a los contras, sólo en algunos casos particulares se les atribuyeron los propios actos de los contras sobre la base de la participación efectiva y de las instrucciones dadas por ese Estado. La Corte confirmó que una situación general de dependencia y apoyo no bastaría para justificar la atribución del comportamiento al Estado.
El artículo 9 versa sobre el supuesto excepcional en que una persona o un grupo de personas ejercen atribuciones del poder público en ausencia de las autoridades oficiales y sin potestad real para ello. El carácter excepcional de las circunstancias previstas en este artículo queda puesto de manifiesto en las palabras "en circunstancias tales que requieren".  Tales supuestos se dan muy rara vez, por ejemplo, en caso de revolución, conflicto armado u ocupación extranjera, cuando la autoridad legítima se disuelve, se desagrega, ha sido aniquilada o es por el momento inoperante. También abarcan los casos en que la autoridad legítima está siendo restablecida gradualmente, por ejemplo, después de una ocupación extranjera.
El artículo 10 se refiere al caso especial de atribución al Estado del comportamiento de un movimiento insurreccional o de otra índole que posteriormente se convierte en el nuevo gobierno del Estado o que logra crear un nuevo Estado. El principio general con respecto al comportamiento de esos movimientos, mientras dura su lucha contra la autoridad constituida, es que no es atribuible al Estado según el derecho internacional. En otras palabras, los hechos de los movimientos insurreccionales fracasados no son atribuibles al Estado, a no ser en virtud de algún otro artículo del capítulo II como, por ejemplo, en las circunstancias especiales previstas en el artículo 9
El artículo 11 se funda en el principio de que el comportamiento puramente privado no se puede como tal atribuir a un Estado, si bien reconoce, "no obstante", que el comportamiento se considerará hecho de ese Estado "en el caso y en la medida en que el Estado reconozca y adopte ese comportamiento como propio"

Responsabilidad del Estado en relación con el hecho de otro Estado. Sin embargo, un comportamiento internacionalmente ilícito resulta a menudo de la colaboración de varios Estados y no de un solo Estado que actúa aisladamente. Esto puede implicar el comportamiento independiente de varios Estados, cuando cada uno de

ellos desempeña su propio papel en la comisión de un hecho internacionalmente ilícito En el capítulo IV del Proyecto de artículos se contemplan tres situaciones. 

· El artículo 16 trata de los casos en que un Estado presta ayuda o asistencia a otro Estado en la comisión por este último de un hecho internacionalmente ilícito. 

· El artículo 17 se refiere a los casos en que un Estado es responsable de un hecho internacionalmente ilícito cometido por otro Estado si ha ejercitado poderes de dirección y control sobre ese otro Estado en la comisión de tal hecho.

· El artículo 18 se refiere al caso extremo en que un Estado coacciona deliberadamente a otro para que cometa un hecho que constituye o que, de no mediar coacción, constituiría un hecho internacionalmente ilícito del Estado coaccionado.

En la mayoría de los casos de colaboración entre Estados, la responsabilidad por el hecho ilícito se determinará conforme al principio de la responsabilidad independiente. Pero puede haber casos en que el comportamiento del órgano de un Estado, que no actúe como órgano o agente de otro Estado, sea no obstante atribuible a este último Estado y ello incluso si la ilicitud del comportamiento se deriva, o en cualquier caso se deriva principalmente, de una violación de las obligaciones internacionales del primero.
2. VIOLACIÓN DE UNA OBLIGACIÓN INTERNACIONAL

La esencia de un hecho internacionalmente ilícito viene dada por la falta de conformidad entre el comportamiento efectivo del Estado y el que debería haber seguido para atenerse a una obligación internacional determinada. Como hemos dicho, ese comportamiento da lugar a las relaciones jurídicas nuevas que se engloban en la denominación común de responsabilidad internacional. 

El capítulo III comienza, pues, con una disposición que determina en general cuándo puede considerarse que hay violación de una obligación internacional (art. 12). Una vez definido así el concepto básico, las restantes disposiciones del capítulo están destinadas a determinar cómo se plasma este concepto en las diferentes situaciones. En particular, el capítulo se refiere a la cuestión del derecho intertemporal tal como se aplica a la responsabilidad de los Estados, es decir, el principio según el cual un Estado sólo es responsable de una violación de una obligación internacional si la obligación está en vigor respecto del Estado en el momento de la violación (art. 13), así como a la cuestión igualmente importante de las violaciones que tienen carácter continuo (art. 14) y al problema especial de determinar si y cuándo ha habido violación de una obligación que no consiste en hechos únicos sino compuestos, es decir, el supuesto en que la esencia de la violación estriba en una serie de actos calificados en conjunto de ilícitos (art. 15).  Las cuestiones relacionadas con la prueba de esa violación quedan totalmente fuera del ámbito de aplicación de los artículos.
Se expresa el artículo 12 sobre la Existencia de violación de una obligación internacional de la siguiente manera:

“Hay violación de una obligación internacional por un Estado cuando un hecho de ese Estado no está en conformidad con lo que de él exige esa obligación, sea cual fuere el origen o la naturaleza de esa obligación”.
Esta falta de conformidad la ha expresado  la Corte Internacional, por ejemplo, ha utilizado expresiones como “incompatibilidad con las obligaciones” actos “contrarios” a una norma determinada o “no conformes con” ella
 e “incumplimiento de... obligaciones convencionales”.
La expresión "no está en conformidad con lo de él exige esa obligación" es la más apropiada para indicar lo que representa la esencia de la violación por un Estado de una obligación internacional. Admite la posibilidad de que pueda haber violación incluso en el caso de que el hecho del Estado no esté más que parcialmente en contradicción con una obligación internacional que le incumba.  Esas palabras son lo bastante flexibles para abarcar las muy diferentes maneras en que se puede manifestar una obligación y las diversas formas que puede adoptar una violación.
El comportamiento prohibido por una obligación internacional puede consistir en:

· una acción o una omisión o

· en una combinación de acciones u omisiones; puede consistir 

· en la aprobación de una ley, o 

· en una medida administrativa o de otro tipo concreta en un caso determinado, o incluso

· en la amenaza de adoptar esa medida, independientemente de que la amenaza sea ejecutada, o 

· en una decisión judicial definitiva. 

· puede representar la prestación de unos servicios, 

· la adopción de medidas de prevención o 

· la observancia de una prohibición.
El artículo 12 establece que hay violación de una obligación internacional cuando el hecho de que se trata no está en conformidad con lo que exige esa obligación "sea cual fuere el origen. de ésta". 

Es decir, los artículos son de aplicación general a todas las obligaciones internacionales de los Estados, sea cual fuere su origen y pueden ser establecidas:

· por una norma consuetudinaria de derecho internacional, 

· por un tratado o por un principio general aplicable en el marco del ordenamiento jurídico internacional, 

· los Estados pueden contraer obligaciones internacionales mediante un acto unilateral
,

·  una obligación internacional puede emanar de las disposiciones previstas en un tratado (una decisión de un órgano de una organización internacional competente en la materia, la sentencia dictada por la Corte Internacional de Justicia u otro tribunal para resolver un litigio entre dos Estados, etc.). 

No es necesario enumerar esas posibilidades en el artículo 12, la expresión "sea cual fuere el origen" de la obligación se refiere a todas las fuentes posibles de obligaciones internacionales. A este respecto se utiliza a veces el término "fuente", como en el preámbulo de la Carta de las Naciones Unidas que subraya la necesidad de respetar "las obligaciones emanadas de los tratados y de otras fuentes del derecho internacional". 

El artículo 12 dice también que hay violación de una obligación internacional por un Estado cuando un hecho de ese Estado no está en conformidad con lo que de él exige esa obligación, "sea cual fuere la naturaleza de esa obligación". En la práctica se han adoptado varias clasificaciones de las obligaciones internacionales. Por ejemplo, generalmente se hace una distinción entre

a) las obligaciones de comportamiento y

b) las obligaciones de resultado. 

Esta distinción puede ayudar a determinar cuándo se ha producido una violación. Sin embargo, no es exclusiva, y no parece tener consecuencias concretas ni directas en lo que respecta a los artículos. 

El artículo 13 trata de la aplicación en el ámbito de la responsabilidad del Estado del principio general del derecho intertemporal, enunciado en otro contexto por el magistrado Huber en el asunto relativo a la Isla de Palmas
.

Se enuncia el principio básico de que, para que haya responsabilidad, el incumplimiento debe tener lugar en un momento en que el Estado se halle vinculado por la obligación.

Obligación internacional en vigencia respecto de un Estado establece: 

“Un hecho del Estado no constituye violación de una obligación internacional a menos que el Estado se halle vinculado por dicha obligación en el momento en que se produce el hecho”.

El artículo 13 ofrece una importante garantía a los Estados desde el punto de vista de las demandas de responsabilidad. Su redacción ("no constituye... a menos que...") concuerda con la idea de una garantía contra la aplicación retrospectiva del derecho internacional en materia de responsabilidad del Estado.

El artículo 14
 y el carácter continuo de las violaciones.  Por lo general se requiere cierto período de tiempo para que se produzcan los hechos internacionalmente ilícitos. La distinción fundamental a los efectos del artículo 14 se establece entre una violación continua y una violación que ya ha sido consumada.

Un hecho consumado tiene lugar "en el momento en que se produce el hecho", aunque sus efectos o consecuencias puedan perdurar. La expresión "en el momento" está encaminada a proporcionar una descripción más exacta del período en que se consuma el hecho ilícito, sin que sea necesario que el hecho se realice necesariamente de modo instantáneo.
Por otra parte, un hecho ilícito continuado, sigue ocurriendo durante todo el período en el que continúa el hecho y se mantiene su falta de conformidad con la obligación internacional, siempre que el Estado se halle vinculado por la obligación internacional durante ese período. Ejemplos de hechos ilícitos continuados son mantener en vigor disposiciones legislativas incompatibles con las obligaciones contraídas en virtud de tratados del Estado que las ha promulgado, detener ilegalmente a un funcionario extranjero u ocupar ilegalmente locales de embajadas, mantener por la fuerza un dominio colonial, ocupar ilegalmente parte del territorio de otro Estado o desplegar fuerzas armadas en otro Estado sin su consentimiento.  

Por ejemplo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha interpretado la desaparición forzada o involuntaria como un hecho ilícito continuado, que persiste mientras el interesado se encuentre en paradero desconocido
.
Un hecho no tiene un carácter continuado únicamente porque sus efectos o consecuencias se extiendan en el tiempo. Debe ser el hecho ilícito como tal el que continúa. En muchos casos, las consecuencias de los hechos internacionalmente ilícitos pueden ser prolongadas. El dolor y el sufrimiento causados por anteriores actos de totura o los efectos económicos de una expropiación de bienes persisten aunque la tortura haya cesado o el título de los bienes haya sido restituido. Esas consecuencias constituyen el objeto de las obligaciones secundarias de reparación, incluida la restitución, que se enuncian en la segunda parte de los artículos. La prolongación de esos efectos será pertinente, por ejemplo, en la determinación del monto de la indemnización que debe pagarse. Sin embargo, dicha prolongación no supone que la violación en sí misma tenga carácter continuado.

Una cuestión que es común a los hechos ilícitos, tanto consumados como continuados, es la determinación del momento en que se produce una infracción del derecho internacional, a diferencia de la simple percepción del incumplimiento de la obligación de su inminencia. Como se ha señalado anteriormente, esa cuestión sólo puede resolverse haciendo referencia a la norma primaria de que se trate. Algunas normas prohíben expresamente las amenazas de adoptar determinado comportamiento, la instigación o la tentativa, en cuyo caso la amenaza, la instigación o la tentativa en sí constituyen un hecho ilícito. Por otra parte, cuando el hecho internacionalmente ilícito consiste en que se produzca una acción -por ejemplo, la desviación de una cuenca fluvial internacional- el simple comportamiento preparatorio no es necesariamente ilícito.
Para terminar con este artículo 14, su párrafo 3 se ocupa de las dimensiones temporales de una categoría especial de violaciones de las obligaciones internacionales, a saber la violación de las obligaciones de prevenir que se produzca un acontecimiento determinado.
El artículo 15
 se refiere al problema especial de determinar si y cuándo ha habido violación de una obligación que no consiste en hechos únicos sino compuestos, es decir, el supuesto en que la esencia de la violación estriba en una serie de actos calificados en conjunto de ilícitos.  
Los hechos compuestos abarcados en el artículo 15 se limitan a las violaciones de obligaciones concernientes a un conjunto de comportamientos y no a hechos concretos en sí. En otras palabras, se trata de obligaciones centradas en "una serie de acciones u omisiones, definida en su conjunto como ilícita". Ejemplos de esas obligaciones son las prohibiciones del genocidio, el apartheid o los crímenes de lesa humanidad, los actos sistemáticos de discriminación racial, los actos sistemáticos de discriminación prohibida

por un acuerdo comercial, etc. Algunos de los hechos ilícitos más graves tipificados en el derecho internacional se definen en función de su carácter compuesto. La importancia de esas obligaciones en el derecho internacional justifica su tratamiento especial en el artículo 15.
Las acciones u omisiones deben ser parte de una serie, pero en el artículo no se exige que se deba cometer la serie completa de hechos ilícitos para alcanzar la categoría de hecho compuesto ilícito, siempre que se hayan producido un número suficiente de hechos para que tenga lugar una violación.
Aunque los hechos compuestos están constituidos por una serie de acciones u omisiones definidas en su conjunto como ilícitas, esto no excluye la posibilidad de que cada hecho separado de la serie pueda ser ilícito con respecto a otra obligación. Por ejemplo, el hecho ilícito de genocidio está constituido generalmente por una serie de hechos que son en sí mismos internacionalmente ilícitos. Tampoco afecta al elemento temporal de la comisión de los hechos: una serie de acciones u omisiones puede producirse en un mismo momento o en una secuencia, en momentos diferentes.

Una vez que ha habido un número suficiente de acciones u omisiones que han dado el resultado del hecho compuesto como tal, se considera que el momento de la violación es el momento en que se produjo el primer hecho de la serie.
3. CIRCUNSTANCIAS EXCLUYENTES DE LA ILICITUD 

Las circunstancias excluyentes de la ilicitud que se enuncian en el capítulo V del Proyecto de artículos y son de aplicación general. Salvo que se disponga otra cosa (Por ejemplo, por un tratado que disponga lo contrario y que constituiría una lex specialis), se aplican a cualquier hecho internacionalmente ilícito, ya se trate del incumplimiento por un Estado de una obligación nacida de una norma de derecho internacional general, de un tratado, de un acto unilateral o de cualquier otra fuente. Esas circunstancias no anulan ni dan por terminada la obligación, sino que sirven de justificación o excusa del incumplimiento mientras subsisten.
La existencia en un caso determinado de una circunstancia que excluye la ilicitud de acuerdo con el presente capítulo constituye una defensa contra una reclamación por el incumplimiento de una obligación internacional, que, de mediar esa defensa, estaría bien fundada. Esas seis circunstancias son:

· el consentimiento (art. 20),

· la legítima defensa (art. 21), 

· las contramedidas (art. 22), 

· la fuerza mayor (art. 23), 

· el peligro extremo (art. 24) y

· el estado de necesidad (art. 25). 

En el artículo 26 se deja en claro que no puede invocarse ninguna de esas circunstancias si ello contradice una norma imperativa, ius cogens, de derecho internacional general. El artículo 27 se ocupa de algunas consecuencias de la invocación de una de esas circunstancias.
3.1. CONSENTIMIENTO

El consentimiento de un Estado a un determinado comportamiento de otro excluye la ilicitud de ese acto en relación con el Estado que lo consiente, siempre que ese consentimiento sea válido y en la medida en que el comportamiento permanezca dentro de los límites del consentimiento otorgado.

Es común que los Estados consientan a otros Estados un comportamiento que, de otro modo, constituiría una violación de una obligación internacional. Como ejemplos sencillos cabe citar el tránsito por el espacio aéreo o las aguas internas de un Estado, el establecimiento de instalaciones en su territorio o la realización de investigaciones o encuestas oficiales en él.  Además, los Estados tienen el derecho de eximir del cumplimiento de una obligación contraída individualmente con ellos o, en general, de autorizar un comportamiento que, (a falta de tal autorización) sería ilícito en lo que a ellos respecta.
Para excluir la ilicitud, el consentimiento en eximir del cumplimiento de una obligación en un caso determinado debe ser "ser válido". De la cuestión de si se ha prestado válidamente el consentimiento se ocupan normas de derecho internacional ajenas al marco de la responsabilidad de los Estados.
El consentimiento debe ser libre y haberse manifestado claramente. Debe ser expresado efectivamente por el Estado y no sólo presumido sobre la base de que el Estado habría dado su consentimiento si se le hubiera pedido. El consentimiento puede estar viciado por error, fraude, corrupción o coacción.  Por ejemplo, el consentimiento al estacionamiento de tropas extranjeras por un período concreto no excluiría la ilicitud del estacionamiento de esas tropas pasado ese período. Estas limitaciones están indicadas por las palabras "hecho determinado" en el artículo 20, así como por la expresión "dentro de los límites de dicho consentimiento". La inobservancia de una condición impuesta al consentimiento no hará necesariamente que el comportamiento quede fuera de los límites del consentimiento. Por ejemplo, el consentimiento a una fuerza visitante en el territorio de un Estado puede estar supeditado a la obligación de pagar alquiler por la utilización de instalaciones. Si bien la falta de pago del alquiler constituiría sin duda un hecho ilícito, no transformaría a la fuerza visitante en un ejército de ocupación.
3.2. LAS CONTRAMEDIDAS

La comisión por un Estado de un hecho internacionalmente ilícito puede justificar que otro Estado lesionado por ese hecho adopte contramedidas
 que no entrañen el uso de la fuerza a fin de lograr su cesación y obtener reparación por el daño sufrido.
Cuando las contramedidas se toman de conformidad con el artículo 22, no se suspende ni mucho menos se pone fin a la obligación subyacente; la ilicitud del comportamiento en cuestión queda excluida por el momento debido a su carácter de contramedida, pero sólo a condición de que se cumplan las condiciones necesarias para adoptar las contramedidas y mientras se cumplan dichas condiciones.

Un hecho dirigido contra un tercer Estado no sería conforme a esta definición y no podría justificarse en tanto que contramedida. Por otra parte, las consecuencias indirectas o secundarias de las contramedidas sobre terceras partes, que no entrañen ninguna violación independiente de cualquier obligación para con esas terceras partes, no tendrán por resultado excluir esa contramedida del alcance del artículo 22.
Si el artículo 22 fuese la única disposición sobre esta materia, hubiese sido necesario enunciar en él otras condiciones requeridas para la legitimidad de las contramedidas, en particular el requisito de proporcionalidad, el carácter provisional o reversible de las contramedidas y la existencia de ciertas obligaciones fundamentales que no pueden ser objeto de contramedidas
.
3.3. FUERZA MAYOR

La invocación de la Fuerza Mayor entraña una situación en que el Estado de que se trate se ve obligado en la práctica a actuar de una manera contraria a las exigencias de una obligación internacional que le incumbe. La fuerza mayor se distingue de una situación de peligro extremo (art. 24) o del estado de necesidad (art. 25) porque el comportamiento del Estado, que de otra manera sería internacionalmente ilícito, es involuntario o por lo menos no entraña ningún elemento de libre elección.
Una situación de fuerza mayor que excluye la ilicitud ocurre sólo si se reúnen tres elementos:

a) el hecho en cuestión debe ser suscitado por una fuerza irresistible o un acontecimiento imprevisto,

b) la situación es ajena al control del Estado interesado, y

c) en esas circunstancias es materialmente imposible cumplir la obligación.

El adjetivo "irresistible" que califica la palabra "fuerza" pone de relieve que debe existir una coacción que el Estado no ha podido evitar, o a la cual no ha podido oponerse, por sus propios medios. Para que sea "imprevisto" el acontecimiento no debe haber sido previsto ni ser fácilmente previsible. Además la "fuerza irresistible" o el "acontecimiento imprevisto" deben tener una relación de causalidad con la situación de imposibilidad material, como se indica en las palabras "se debe a una fuerza mayor... que hacen materialmente imposible".
La imposibilidad material de cumplimiento que da lugar a la fuerza mayor puede deberse a un acontecimiento natural o físico (por ejemplo un fenómeno de mal tiempo que desvíe aeronaves de un Estado al territorio de otro Estado, terremotos, inundaciones o sequías) o a una intervención humana (por ejemplo la pérdida de control sobre una parte del territorio de un Estado como resultado de una insurrección o de la devastación de una región por operaciones militares llevadas a cabo por un tercer Estado) o por una

combinación de ambos.

La fuerza mayor no comprende circunstancias en las que el cumplimiento de una obligación se haya vuelto más difícil, por ejemplo debido a una crisis política o económica. Tampoco abarca situaciones provocadas por el descuido o la ineficiencia del Estado interesado
, aun si en sí mismo el perjuicio resultante fue accidental y no intencional
.

Se reconoce el principio del artículo 23 en relación con los buques, en el caso del paso inocente previsto en el párrafo 3 del artículo 14 de la Convención sobre el Mar Territorial y la Zona Contigua de 1958.  

El principio también ha sido aceptado por los tribunales internacionales.  Las comisiones mixtas de reclamaciones han citado muchas veces el carácter imprevisible de ataques por rebeldes al denegar la responsabilidad del Estado territorial por el daño resultante sufrido por personas extranjeras.

Además de su aplicación en casos entre Estados como cuestión de derecho internacional público, la fuerza mayor es moneda corriente en la esfera del arbitraje del comercial internacional y se la puede calificar de principio general del derecho.

Un Estado no puede invocar la fuerza mayor si ha causado o inducido la situación de que se trate. En el caso de la Compañía Árabe Libia de Inversión Extranjera c. la República de Burundi, el Tribunal Arbitral rechazó la excepción de fuerza mayor porque "la presunta imposibilidad no fue el resultado de una fuerza irresistible o de un acontecimiento externo imprevisto más allá del control de Burundi. De hecho, la imposibilidad es el resultado de una decisión unilateral de ese Estado.
Una vez que un Estado ha aceptado la responsabilidad de un determinado riesgo no puede alegar la fuerza mayor para eludir la responsabilidad. Pero la asunción del riesgo debe ser inequívoca y estar dirigida a los Estados para con los cuales se tiene la obligación
3.4. PELIGRO EXTREMO

El artículo 24 se refiere al caso concreto en que una persona, cuyos actos son atribuibles al Estado, se encuentre en situación de peligro extremo, ya sea personalmente o en relación con personas que se encuentran a su cuidado. El artículo excluye la ilicitud del comportamiento adoptado por el agente del Estado en circunstancias en que no tenía razonablemente otro modo de salvar vidas. 

A diferencia de las situaciones de fuerza mayor tratadas en el artículo 23, una persona que actúa en condiciones de peligro extremo no lo hace involuntariamente, aunque la elección queda efectivamente anulada por la situación de extremo peligro. No se trata de elegir entre el cumplimiento del derecho internacional y de otros legítimos intereses del Estado, como se plantea en el estado de necesidad en virtud del artículo 25. El interés de que trata es inmediato, salvar vidas, sin que importe la nacionalidad de las personas.

En la práctica, los casos de peligro extremo se han referido esencialmente a casos de buques o aeronaves que entran en el territorio de un Estado en razón del mal tiempo o  de un fallo mecánica o de navegación.  También se ha alegado el peligro extremo en casos de violación de límites marítimos
.
En el caso de un agente del Estado, el peligro extremo sólo puede invocarse como circunstancia que excluye la ilicitud en los casos en que ese agente del Estado ha actuado para salvar su propia vida o en que existe una relación especial entre el órgano o agente del Estado y las personas en peligro. No abarca los casos más generales de emergencia, que son más una cuestión de estado de necesidad que de peligro extremo.
Una situación que ha sido causada o inducida por el Estado que invoca la excepción no es una situación de peligro extremo.
El peligro extremo sólo puede excluir la ilicitud cuando los intereses que se trata de proteger (por ejemplo, la vida de los pasajeros o de la tripulación) son claramente superiores a los demás intereses en juego en esas circunstancias. Si el comportamiento que se trata de excusar pone en peligro más vidas de las que puede salvar, o crea de otra

manera un peligro mayor, no estará comprendido por la excepción de peligro extremo.

Por ejemplo, un avión militar que lleve explosivos puede causar un desastre si hace un aterrizaje de emergencia, o un submarino nuclear con serios desperfectos puede causar una reacción radiactiva en el puerto en que busca refugio.
3.5. ESTADO DE NECESIDAD

La excusa del estado de necesidad es excepcional en varias aspectos, pues depende de un grave peligro para los intereses esenciales del propio Estado o de la comunidad internacional en su conjunto.

  A diferencia del consentimiento (art. 20), la legítima defensa (art. 21) o las contramedidas (art. 22), no depende de un comportamiento anterior del Estado lesionado. 

A diferencia de la fuerza mayor (art. 23), no supone un comportamiento involuntario o impuesto.

 A diferencia del peligro extremo (art. 24), el estado de necesidad no consiste en un peligro para las vidas de las personas a cargo del funcionario de un Estado.

Esas características especiales significan que el estado de necesidad sólo podrá alegarse raras veces para excusar el incumplimiento de una obligación y que está sometido a limitaciones estrictas para prevenir cualquier posible abuso.

Hay una doctrina considerable que apoya la existencia del estado de necesidad como circunstancia que excluye la ilicitud.  Los casos muestran que el estado de necesidad se ha invocado para excluir la ilicitud de hechos contrarios a una amplia variedad de obligaciones, tanto de origen consuetudinario como convencional. Se ha invocado para proteger una gran diversidad de intereses, incluidos la salvaguardia del medio ambiente, la preservación de la existencia misma del Estado y de su población en un momento de emergencia pública, o la garantía de la seguridad de una población civil.
Sin embargo, se imponen condiciones estrictas para permitir esa excusa:

· el estado de necesidad sólo podrá invocarse para salvaguardar un interés esencial contra un peligro grave e inminente.  El peligro tiene que establecerse objetivamente y no ser considerado simplemente como posible.  Por definición, en los casos de estado de necesidad el peligro no se habrá producido todavía.
· Además, las medidas adoptadas deben ser el "único modo" disponible para salvaguardar el interés.  La palabra "modo" del apartado a) del párrafo 1 no se limita a una acción unilateral sino que puede comprender también otras formas de comportamiento posibles mediante la cooperación con otros Estados o por conducto de organizaciones internacionales.

· La segunda condición para invocar el estado de necesidad, el interés de que se trate debe predominar sobre cualquier otra consideración, no sólo desde el punto de vista del Estado que actúe sino desde el de una evaluación razonable de los intereses contrapuestos, sean individuales o colectivos.
· Establece dos límites generales para poder invocar el estado de necesidad:

1. los casos en que la obligación internacional de que se trate excluya explícita o implícitamente la invocación del estado de necesidad. Así, algunas convenciones humanitarias aplicables a los conflictos armados excluyen expresamente la invocación de la necesidad militar.  En tal caso, la imposibilidad de alegar el estado de necesidad se deduce claramente del objeto y el fin de la norma.
2. no puede alegarse el estado de necesidad si el Estado responsable ha contribuido a que se produzca esa situación de necesidad.
3.6. LEGITIMA DEFENSA

No se discute la existencia de un principio general por el que se reconoce la legítima defensa como excepción a la prohibición del uso de la fuerza en las relaciones internacionales. El Artículo 51 de la Carta de las Naciones Unidas preserva el "derecho inmanente" de un Estado a la legítima defensa frente a un ataque armado y forma parte de la definición de la obligación de abstenerse de recurrir a la amenaza o al uso de fuerza establecida en el párrafo 4 del Artículo 2.

Esto no quiere decir que la legítima defensa excluya la ilicitud de un comportamiento en todos los casos o respecto de todas las obligaciones. Hay ejemplos al respecto en el derecho internacional humanitario (DIH) y las obligaciones en materia de derechos humanos (DD.HH.). Los Convenios de Ginebra de 1949 y el Protocolo I de 1977 se aplican por igual a todas las Partes en un conflicto armado internacional, y lo mismo ocurre con el derecho humanitario internacional consuetudinario. Los tratados de derechos humanos contienen disposiciones derogatorias aplicables en momentos de emergencia pública, incluidas las medidas tomadas en legítima defensa. 

Así, en cuanto a las obligaciones impuestas por el derecho internacional humanitario y en relación con disposiciones no derogables sobre derechos humanos, la legítima defensa no excluye la ilicitud del comportamiento.
3.7. OTRAS ARTICULOS

Ius cogens

Artículo 26.  Cumplimiento de normas imperativas

Ninguna disposición del presente capítulo excluirá la ilicitud de cualquier hecho de un Estado que no esté en conformidad con una obligación que emana de una norma imperativa de derecho internacional general.

De conformidad con el artículo 53 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, un tratado que esté en oposición con una norma imperativa de derecho internacional general será nulo
Los criterios para identificar las normas imperativas de derecho internacional general son exigentes. El artículo 53 de la Convención de Viena sobre los Tratados no sólo requiere que la norma reúna todos los criterios necesarios para ser reconocida como norma de derecho internacional general, vinculante como tal, sino también que haya sido reconocida como de carácter imperativo por la comunidad internacional de Estados en su conjunto. Hasta la fecha, son relativamente pocas las normas imperativas reconocidas como tales.

Esas normas imperativas que son claramente aceptadas y reconocidas comprenden las prohibiciones de agresión, genocidio, esclavitud, discriminación racial, delitos contra la humanidad y tortura, y el derecho a la libre determinación
3.8. CONTENIDO DE LA RESPONSABILIDAD INTERNACIONAL DEL ESTADO
Corresponde a la 2 parte del Proyecto de artículos y  consta de tres capítulos. En el capítulo I se exponen ciertos principios generales y se especifica con mayor precisión el alcance de esa parte.  El capítulo II se centra en las formas de reparación (restitución, indemnización, satisfacción) y las relaciones entre ellas. El capítulo III trata de la situación especial que se produce en caso de violación grave de una obligación emanada de una norma imperativa de derecho internacional general y especifica ciertas consecuencias jurídicas de esas violaciones, tanto para el Estado responsable como para otros Estados.
3.9. MODOS DE HACER EFECTIVA LA RESPONSABILIDAD INTERNACIONAL DEL ESTADO
La tercera parte del Proyecto trata de los modos de hacer efectiva la responsabilidad internacional de un Estado, es decir del cumplimiento de las obligaciones de cesación y reparación que incumben a un Estado responsable con arreglo a la segunda parte en virtud de su comisión de un hecho internacionalmente ilícito.
El capítulo I se refiere a la invocación de la responsabilidad del Estado por otros Estados y a algunas cuestiones conexas. El capítulo II se refiere a las contramedidas adoptadas a fin de inducir al Estado responsable a que cese el comportamiento de que se trate y preste reparación.
UNIDAD VII

Asilo, refugio y desplazamiento
La enseñanza socrática estaba dirigida a estimular en los demás el interés por la búsqueda, haciéndole reconocer al interlocutor la propia ignorancia, la “ironía”,  y señalando acto seguido, a través del dialogo en común, la “mayéutica”, el camino para el saber válido.

Objetivos:

1. Señalar la regulación internacional en materia de refugio y mencionar los instrumentos internacionales referidos al mismo.

2. Determinar y explicar las normas internacionales que rigen el asilo y señalar los esfuerzos en esta materia que han realizado organismos internacionales como Naciones Unidas y la OEA.

3. Explicar la naturaleza y circunstancias en que se presenta el desplazamiento y las normativas que lo regulan en el ámbito internacional

Distinguir el refugio del asilo y del desplazamiento.

A MODO DE INTRODUCCIÓN A LA UNIDAD

Todos los conflictos armados ocurridos hasta ahora en la historia, tanto si han sido conflictos de carácter interno como internacional, han dado lugar a grupos humanos que han quedado desarraigados del lugar donde vivían antes de que el conflicto en cuestión se produjera.  Esos grupos humanos han sido llamados de muchas maneras, pero podríamos agruparlos con los siguientes términos: Refugiados, Desplazados y Asilados.  Esta clasificación no es exhaustiva y muchos son los matices que serían necesarios para acertar en un definición rigurosa.

Algunos autores han venido en llamar a lo que aquí tratamos el Derecho de Asilo que tiene una visión muy destacada desde el Derecho Internacional, lo que ha llevado a algunos autores a titularlo Derecho Internacional de los Refugiados
.  En el plano interno
 este derecho se ha visto desarrollado con motivo de adoptar normas internas que regulen la institución del asilo y el refugio.

El asilo es una práctica que ha quedado viva desde las primeras civilizaciones con distintas modificaciones en cuanto a su ámbito de aplicación.  En el siglo XVII eran refugiados los calvinistas perseguidos por lo españoles y que se refugiaban en Francia, o los hugonotes que huían de Francia para refugiarse en Inglaterra.  Las razones de la persecución no sólo han sido religiosas, lo han sido políticas, raciales, políticas o de clase social.


Las guerras balcánicas de principios de 1912 trajeron el concepto de refugiado tal y como lo conocemos hoy en día por los medios de comunicación.  Resulta curioso ver como tal catástrofe humana ha vuelto a ocurrir en el mismo lugar en los años 90 del siglo XX.


El primer Derecho Internacional de los Refugiados nace con la Convención del Refugiado en 1933 que obligaba a los Estados firmantes y era el comienzo de la codificación del este derecho.  Al contrario que la Convención de Ginebra de 1951 la Convención del Refugiado no constriño la consideración de refugiado a una cuestión caso a caso, sino que entendía que los refugiados como distintos grupos, lo que permitió a la Oficina Nansen la gestión del éxodo masivo.  También la Convención del Refugiado trata de la identificación de los refugiados, su expulsión, condiciones laborales, accidentes laborales, bienestar, ayuda y educación.  Si bien esta Convención establecía una protección por grupos, dejó establecidos los principios de lo que ha venido a ser el Derecho Internacional de los Refugiados.

Como ejercicio pedagógico puede ser interesante establecer una primera diferenciación entre Asilo, Refugio, y Desplazados. 


Para el Instituto de Derecho Internacional, en la sesión celebrada en Bath en 1950 vino a definir Asilo como “la protección que un Estado da en su territorio, o en cualquier otro lugar bajo la jurisdicción de sus autoridades, a una persona que viene a buscarlo”.  


Refugiado según la Convención de Ginebra de 1951 y el Protocolo de Nueva York de 1967 sobre el Estatuto de los Refugiados es toda persona que “debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, se encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera acogerse a la protección de tal país; o que, careciendo de nacionalidad y hallándose, a consecuencia de tales acontecimientos, fuera del país donde antes tuviera su residencia habitual, no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera regresar a él”.


Los Desplazados, que pueden ser internos o externos, son aquellos que, especialmente con motivo de conflictos armados, deben huir o escapar de su hogar o de su lugar de residencia habitual, para evitar ese conflicto armado, o situaciones de violencia generalizada, de violaciones de los derechos humanos o de catástrofes naturales o provocadas por el ser humano.

2. REFUGIO

1.1. INTRODUCCIÓN. 


En 1921, la Sociedad de Naciones, o también conocida como la Liga de Naciones, celebró una Conferencia Internacional sobre los refugiados y que fue convocada por organismos humanitarios que dieron en crear el Alto Comisionado para los Refugiados, cuyo comisario fue el premio Nóbel Fridtjof Nansen que crea le llamado “pasaporte Nansen” que no fue otra cosa que el documento de identidad del que se proveyó a los miles de refugiados.  


Desde entonces los refugiados pasaron por la posguerra de la Primera Guerra Mundial, las expulsiones del régimen del Hitler y el final de la Segunda Guerra Mundial.  


El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) nace para atender a las víctimas de la Segunda Guerra Mundial.  Hoy ACNUR tiene delegaciones en más de 120 países.


Los instrumentos jurídicos internacionales en el ámbito de las Naciones Unidas son la Convención de Ginebra de 1951 y su Protocolo de Nueva York de 1967.


A partir de 1980, el problema de los refugiados aumenta con motivo de los conflictos armados y económicos a lo largo del mundo.  En Centroamérica, sobre todo en Guatemala, Nicaragua y El Salvador se produjo un constante desplazamiento de seres humanos desde su hogares.  En Nicaragua, según el Reglamento de Ley creadora de la Oficina Nacional para Refugiados 8 de marzo, 1984 en su artículo 1, es la Oficina Nacional para Refugiados (ONR), es el órgano del INSSBI (Instituto Nicaragüense de Seguridad Social y Bienestar) encargado de aplicar y cumplir las disposiciones contenidas en la Convención de las Naciones Unidas de 1951 y su Protocolo de 1967, ambos sobre el Estatuto de los Refugiados, y el Manual de Procedimiento recomendado por el Comité Ejecutivo del Programa del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, publicado en septiembre de 1979 y demás Tratados o Convenios Internacionales que Nicaragua haya suscrito o se adhiera en lo que fueren pertinente, siempre en estrecha colaboración con el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados.
a. SU REGLAMENTACIÓN EN EL AMBITO DE LAS NACIONES UNIDAS


Los instrumentos jurídicos internacionales en el ámbito de las Naciones Unidas son la Convención de Ginebra sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de Nueva York de 1967.  La primera se adopta en Ginebra, Suiza, el 28 de julio de 1951 por la Conferencia de Plenipotenciarios sobre el Estatuto de los Refugiados y de los Apátridas (Naciones Unidas), convocada por la Asamblea General en su resolución 429 (V), del 14 de diciembre de 1950, y entró en vigor el 22 de abril de 1954.  Mientras que el segundo nace por haber surgido nuevas situaciones de refugiados desde que la Convención fue adoptada y que existía la posibilidad de que los refugiados interesados no quedaran comprendidos en el ámbito de la Convención, así los refugiados, independientemente de la fecha límite de 1.º de enero de 1951, gozan desde 1967 de igual estatuto que los refugiados comprendidos en la definición de la Convención.

Las obligaciones generales que establece la Convención para los refugiados respecto del país donde se encuentran, y los deberes son la obligación de acatar sus leyes y reglamentos, así como las medidas adoptadas para el mantenimiento del orden público.  Mientras que los Estados Contratantes aplicarán las disposiciones de la Convención a los refugiados, sin discriminación por motivos de raza, religión o país de origen.

En cuanto a la religión, los Estados Contratantes otorgarán a los refugiados que se encuentren en su territorio un trato por lo menos tan favorable como el otorgado a sus nacionales en cuanto a la libertad de practicar su religión y en cuanto a la libertad de instrucción religiosa de sus hijos.

Tampoco, ninguna disposición de esta Convención podrá interpretarse en menoscabo de cualesquiera otros derechos y beneficios independientemente de la Convención otorgados por los Estados Contratantes a los refugiados.

Por otro lado, el Protocolo establece que los Estados partes comunicarán al Secretario General de las Naciones Unidas el texto de las leyes y los reglamentos que promulguen para garantizar su aplicación
.
1.3. EL REFUGIADO EN LA OEA

Después de la Convención de Ginebra de 1951 y el Protocolo de 1967, los países latinoamericanos consideraron que la región debía elaborar documentos propios que tuvieran en cuenta las particularidades de la zona.  De esta forma es en Latinoamérica donde se produce el concepto de asilo más rico en términos de contenido jurídico.


El concepto se asilo, en virtud de la Convención de Ginebra de 1951 viene a usarse en los países latinoamericanos hasta finales de los años 60 en cuanto a la recepción e integración de refugiados europeos.   Si bien, debemos mencionar la Convención de Caracas sobre el Asilo Territorial de 28 de marzo de 1954.

Sin embargo, en los años setenta la situación cambia con los acontecimientos ocurridos en Bolivia y Chile, principalmente.  Des esta manera, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados inició las prestación de auxilio a los refugiados latinoamericanos.


El Pacto de los Derechos Humanos y el Pacto de San José fueron de inestimable ayuda en la difusión de los conceptos de asilo y refugio en la particularidad de Latinoamérica, especialmente en los años 70.  Siendo fundamentales en los gravísimos problemas de refugiados en Centroamérica a finales de los años 70.


Los refugiados centroamericanos provenían de regiones muy concretas de los países de origen, miskitos y sumos de Nicaragua, siendo su procedencia principalmente de medio rural, si bien había individuos de ciudades pequeñas que, en muchos casos, huyeron en su conjunto en busca de refugio.  En muchos casos representaban grupos étnicos que se mantuvieron juntos en los campos de refugiados ad hoc.


En noviembre de 1984 se inicia el coloquio iberoamericano para afrontar la definición de refugiado entendida desde un punto de vista regional.  De esta forma se produce la reunión de Cartagena de Indias que da lugar a la Declaración de Cartagena sobre los Refugiados, que es la guía para la solución de los refugiados en la región.  A ésta sigue en 1986 un conclave de los gobiernos centroamericanos en la reunión de Esquipulas I, en Guatemala, donde se comprometieron a atender de manera urgente los flujos de refugiados y desplazados que la crisis en la región provocó.


En sesión de la Asamblea General de la OEA reunida entre los días 9 y 13 de noviembre de 1987, emite una resolución sobre la situación de los Refugiados de América Central y los Esfuerzos Regionales para la Solución de Problemas.  Esta resolución apoyó las comisiones tripartitas sobre la repatriación voluntaria y el establecimiento de un Grupo de Trabajo del ACNUR.


Entre el 29 y 31 de mayo de 1989 se reunió la Conferencia Internacional sobre Refugiados Centroamericanos (CIREFCA), en Guatemala.  En este foro participó el ACNUR, la ONU, la OEA, gobiernos de la región y del resto del mundo, junto con organizaciones no gubernamentales.  El resultado de esta Conferencia no fue otro que un jugoso documento jurídico, del Comités Jurídico de Expertos, que sentó los Principios y Criterios para la Protección y Asistencia de los Refugiados, Repatriados y Desplazados Centroamericanos en América Latina
.  

No podemos dejar de mencionar que el Plan de Acción de CIREFCA es fundamental para consagrar sus principios en el plano real, es decir, en los distintos ordenamientos jurídicos de los Estados miembros
.


En Nicaragua se produce una vuelta de los refugiados en el momento en que se produjeron sus elecciones democrática de 1990.  Este hecho mostró de nuevo la particularidad del concepto de refugiado en Centroamérica, donde los programas sobre la repatriación de refugiados constituyó el corazón de todas las actividades al respecto.  Estos programas sólo pudieron llevarse a cabo por la férrea voluntad de los pueblos centroamericanos y con la ayuda del ACNUR, distintos Estados de la comunidad internacional y las organizaciones no gubernamentales, fomentando y facilitando un citación estable social y política para mantener una paz duradera.  Esta cuestión se reflejo en la Resolución de la OEA de junio de 1990 en Asunción sobre el procedimiento para Establecer la Paz Firme y Duradera en Centroamérica.  Otras dos resoluciones de la OEA consolidaron los conceptos de la anterior resolución:

· Sobre la situación de los refugiados en Centroamérica y los esfuerzos para la solución de su problemas.

· Sobre la situación jurídica de los Refugiados, Repatriados y Desplazados en el Continente Americano
.

El proceso CIREFCA se cierra con su impulso a la convergencia del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, el Derecho Internacional Humanitario y el Derecho Internacional de los Refugiados

Otro aniversario, el de la Declaración de Cartagena se celebró en 1994 en San José, adoptándose la Declaración de San José que puso de manifiesto lo logrado hasta entonces en cuanto al establecimiento de los principios fundamentales de la protección del Refugiado y la complementariedad del Derecho Internacional de los Derechos Humanaos, Derecho Internacional Humanitario y Derecho Internacional de los Refugiados, sin olvidar la urgencia de adecuar los ordenamiento jurídicos internos a estos principios.

La Declaración de Tlatelolco es el fruto del Seminario Regional sobre Acciones Prácticas en el Derecho de los Refugiados celebrada del 10 al 11 de mayo de 1999 en México.  Esta declaración vino a recordar lo ya dicho en la Declaración de San José.


Desde entonces la OEA no ha dejado de producir resoluciones sobre la situación de los refugiados lo que muestra el interés regional sobre el asunto.  Un ejemplo es su Resolución de 1992 sobre la Situación Legal de los Refugiados, Repatriados y Desplazados en el Hemisferio Americano que recuerda el compromiso del ACNUR y los principios establecidos en la Declaración de Cartagena.  En 2000 la Asamblea de Windsor en Canadá aprobó la Resolución sobre la Situación de los Refugiados, Repatriados y Desplazados Internos en las Américas que instaba a la adhesión de los Estados miembros a los instrumentos internacionales al respecto y el desarrollo de sus ordenamientos internos.  Ya en 2001 en al Asamblea de San José de Costa Rica se aprueba la Resolución sobre la Protección de los Refugiados, Repatriados y Desplazados Internos en las Américas, donde se conmemoran los 50 años de la Convención de Ginebra de 1951 señalando su importancia y la de su Protocolo de 1967.  

2. ASILO

Para el Instituto de Derecho Internacional, en la sesión celebrada en Bath en 1950 vino a definir Asilo como “la protección que un Estado da en su territorio, o en cualquier otro lugar bajo la jurisdicción de sus autoridades, a una persona que viene a buscarlo”.  


“El año pasado compartimos con Ustedes nuestra preocupación por el hecho que en América Latina se utilice cada vez más de manera generalizada el término “refugio” para referirse a la  condición de refugiado, y como un concepto distinto al “asilo latinoamericano”. Esta tendencia dualista se ha exacerbado en las nuevas legislaciones. En realidad, el asilo como institución de protección del perseguido es de carácter universal, equivalente al “asylum” en inglés y “asile” en francés, y en nuestro continente esa protección se puede otorgar ya sea a través de las Convenciones Interamericanas en materia de asilo o a través de la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados y su Protocolo de 1967. En este sentido, el ACNUR reitera su opinión que para interpretar el artículo 22.7 de la Convención Americana de Derechos Humanos respecto del derecho de solicitar y recibir asilo, en relación con el artículo XXVII de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, es necesario hacer referencia a la Convención de 1951 y su Protocolo de 1967 sobre el Estatuto de los Refugiados (lex specialis)”
.
2.1. SU REGULACIÓN EN EL ÁMBITO DE LAS NACIONES UNIDAS


El asilo tiene dos manifestaciones, esto es el Asilo Territorial y el Asilo Diplomático.  Este último es una institución del Derecho Internacional Iberoamericano
 y no del Derecho Internacional general.


El objetivo del asilo, sea cual fuere su manifestación, persigue la “Protección que dispensa un Estado a una persona no nacional que es objeto de persecución por motivos políticos o ideológicos por las autoridades de otro Estado [y lo solicita o viene a buscarlo]”


El asilo tiene lugar en el territorio del Estado que lo ofrece, siendo un acto de soberanía estatal.  Esta soberanía se podría ver menoscabada en el caso del Asilo Diplomático pues el aspecto soberano territorial queda limitado para el Estado receptor en los locales de la sede diplomática de otro Estado, teniendo que expedir el salvoconducto al asilado en dichos locales, para salir al extranjero. 

2.2.  EL ASILO EN LA OEA


En el ámbito Iberoamericano, previo a la constitución de la OEA destacan las siguientes Convenciones de la figura del Asilo:

· Convención sobre Asilo de 20 de febrero de 1928

· Convención de Asilo Político de 26 de diciembre de 1933
.

Ya en el ámbito de la OEA debemos mencionar la siguientes Convenciones:

· Convención de Asilo Territorial de 28 de marzo de 1954

· Convención de Asilo Diplomático de 28 de marzo de 1954

Asilo territorial.


El asilo territorial tiene lugar en el territorio del Estado protector y consiste en acoger a una persona de Estado distinto y que es objeto de persecución política o ideológica, además, ello supone unos de los derechos humanos recogidos en la Declaración Universal de 1948, que en su artículo 18 señala:

“[...] que en caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo y disfrutar de él en cualquier país, con la limitación de que este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente originada por delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios de la ONU”


El asilo territorial es materia necesitada de Codificación Internacional, aunque en el Derecho Internacional Iberoamericano, el más adelantado en esta materia, existe una Convención al respecto desde 1954.  En cuanto al Derecho Internacional general sólo se cuenta con la Resolución 2312 (XXII) de la Asamblea General de 1967, que contiene la Declaración sobre el Derecho de Asilo Territorial enunciando una serie de principios fundamentales:

· que el asilo es un derecho derivado de la soberanía de los Estados, 

· que la concesión de asilo es un acto humanitario y pacífico y no puede considerarse un acto inamistoso, y 

· que impera el principio de prohibición de repatriación.

Estos principios estaban ya recogidos en la mencionada Convención sobre Asilo Territorial de la OEA de 1954: 

“Artículo I 

Todo Estado tiene derecho, en ejercicio de su soberanía, a admitir dentro de su territorio a las personas que juzgue conveniente, sin que por el ejercicio de este derecho ningún otro Estado pueda hacer reclamo alguno. 


Artículo II 

El respeto que según el Derecho Internacional se debe a la jurisdicción de cada Estado sobre los habitantes de su territorio se debe igualmente, sin ninguna restricción, a la que tiene sobre las personas que ingresan con procedencia de un Estado en donde sean perseguidas por sus creencias, opiniones o filiación política o por actos que puedan ser considerados como delitos políticos. 

[...]

Artículo III 

Ningún Estado esta obligado a entregar a otro Estado o a expulsar de su territorio a personas perseguidas por motivos a delitos políticos. 

Artículo IV 

La extradición no es procedente cuando se trate de personas que, con arreglo a la calificación del Estado requerido, sean perseguidas por delitos políticos o por delitos comunes cometidos con fines políticos, ni cuando la extradición se solicita obedeciendo a móviles predominantemente políticos. 

Artículo V 

El hecho de que el ingreso de una persona a la jurisdicción territorial de un Estado se haya realizado subrepticia o irregularmente no afecta las estipulaciones de esta Convención. 

Artículo VI 

Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos siguientes, ningún Estado está obligado a establecer en su legislación o ensus disposiciones o actos administrativos aplicables a extranjeros distinción alguna motivada por el solo hecho de que se bate de asilados o refugiados políticos. 

Artículo VII 

La libertad de expresión del pensamiento que el derecho interno reconoce a todos los habitantes de un Estado no puede ser motivo de reclamación por otro Estado basándose en conceptos que contra éste o su gobierno expresen públicamente los asilados o refugiados, salvo el caso de que esos conceptos constituyan propaganda sistemática por medio de la cual se incite al empleo de la fuerza o de la violencia contra el gobierno del Estado reclamante. 

Artículo VIII 

Ningún Estado tiene el derecho de pedir a otro Estado que coarte a los asilados o refugiados políticos la libertad de reunión o asociación que la legislación interna de éste reconoce a todos los extranjeros dentro de su territorio, a menos que tales reuniones o asociaciones tengan por objeto promover el empleo de la fuerza o la violencia contra el gobierno del Estado solicitante. 

Asilo diplomático.  

Esta figura es la protección dada por un Estado a la persona objeto de persecución política o ideológica que se refugia en los locales de la misión diplomática acreditada de otro Estado.

El rasgo característico de esta figura no se fundamente en el hecho de que la autoridad del Estado receptor, es decir, Estado Territorial, deben abstenerse de penetrar en dichos locales, cuestión garantizada por el artículo 61 de la Convención de Viena, y con fuerza de carácter consuetudinario, sobre las Misiones Diplomáticas.  Lo característico de esta figura relativa al Asilo Diplomático son las garantías que se han de ofrecer para asegurar la salida al extranjero del asilado, la nota determinante es el “Salvoconducto” o permiso que debe otorgara el Estado Territorial al asilado para que salga del país.

Como ya hemos mencionado más arriba esta figura es una institución del Derecho Internacional Iberoamericano que ha quedado codificado la Convención sobre el Asilo Diplomático de 1954
.

3. DESPLAZAMIENTO

Los Desplazados, que pueden ser internos o externos, son aquellos que, especialmente con motivo de conflictos armados, deben huir o escapar de su hogar o de su lugar de residencia habitual, para evitar ese conflicto armado, o situaciones de violencia generalizada, de violaciones de los derechos humanos o de catástrofes naturales o provocadas por el ser humano.

Los desplazados pueden beneficiarse de los programas de acogida e integración previstos para los refugiados, así como el derecho a no devolución según el artículo 33 de la Convención de Ginebra de 1951.

El problema de los desplazados internos. La preocupación internacional por la situación de las personas desplazadas dentro de su propio país adquirió una renovada urgencia en la década de 1990. Esto se debió en parte a la magnitud del desplazamiento causado por los nuevos conflictos armados internos que estallaron durante la década, y en parte a la ampliación del ámbito de intervención en zonas de conflicto en curso en el nuevo entorno político surgido tras el fin de la Guerra Fría
. 
Cuando se creó el régimen legal e institucional internacional para proteger a los refugiados, hace 50 años, no incluyó a los desplazados internos. De conformidad con las ideas tradicionales acerca de la soberanía, los desplazados internos se consideraban comprendidos bajo la jurisdicción interna del Estado afectado. En consecuencia, la respuesta de la comunidad internacional al problema del desplazamiento interno no ha seguido una línea regular, y un gran número de desplazados internos han permanecido sin protección o asistencia efectivas. 

El desplazamiento interno no sólo afecta negativamente a las vidas de los individuos y de las familias afectadas, sino también a comunidades y sociedades enteras. Tanto las zonas que abandonan como las áreas a las que los desplazados huyen pueden sufrir cuantiosos daños. Los sistemas socioeconómicos y las estructuras comunitarias pueden descomponerse y dificultar la reconstrucción y el desarrollo durante décadas. El conflicto y el desplazamiento también superan las fronteras y se trasladan a países vecinos, alterando la estabilidad regional

El ACNUR fue creado en 1950 para proteger y prestar asistencia a los refugiados que habían cruzado fronteras internacionales en busca de seguridad. Aunque la relación de la organización con los desplazados internos se remonta a la década de 1960, en la década de 1990 aumentaron de forma espectacular la magnitud y el alcance de sus actividades en defensa de los desplazados internos. En 1999, el ACNUR proporcionaba protección y asistencia a unos 5 millones de desplazados internos, en una serie de operaciones que abarcaban desde Colombia hasta Kosovo y el Cáucaso.

Aunque el Estatuto del ACNUR no hace referencia alguna a los desplazados internos, reconoce en su artículo 9 que, además del trabajo con los refugiados, el Alto Comisionado «emprenderá cualquier otra actividad adicional que pueda prescribir la Asamblea General [...] dentro de los límites de los recursos puestos a su disposición». Basándose en este artículo, y a lo largo de varias décadas, una serie de resoluciones de la Asamblea General de la ONU han reconocido la especial competencia humanitaria del ACNUR y han fomentado su participación en situaciones de desplazamiento interno. En particular, la Resolución 48/116 (1993) de la Asamblea General de la ONU establece importantes criterios para orientar la decisión del ACNUR acerca de cuándo ha de intervenir para proteger y ayudar a los desplazados internos. Estas resoluciones, junto con el artículo 9 del Estatuto, constituyen la base legal del interés del ACNUR por los desplazados internos y de las actuaciones de la organización en su defensa. 

3.1. NORMATIVA INTERNACIONAL EN RELACION AL DESPLAZAMIENTO


A la vista de la Resolución de la Comisión de Derechos Humanos 2005/46 podríamos decir que a los desplazados se les aplica las normas pertinentes del derecho internacional en materia de derechos humanos, derecho humanitario y derecho de los refugiados, las disposiciones pertinentes de, por ejemplo, la Declaración del Milenio de las Naciones Unidas, la Declaración y Programa de Acción de Viena aprobados en junio de 1993 en la Conferencia Mundial de Derechos Humanos (A/CONF.157/23) y la Declaración y el Programa de Acción de Durban aprobados en septiembre de 2001 en la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia (A/CONF.189/12 y Corr.1).  Sin olvidar que en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional se define como crimen de lesa humanidad la deportación o traslado forzoso de población y como crimen de guerra la deportación o traslado ilegal de la población civil, así como el ordenar el traslado de ésta.


Resulta interesante menciona el Seminario Regional sobre Desplazamiento Interno en América, en México D.F. del 18 al 20 de febrero de 2004
.

3.2. DIFERENCIA ENTRE DESPLAZAMIENTO, REFUGIO Y ASILO


Para el Instituto de Derecho Internacional, en la sesión celebrada en Bath en 1950 vino a definir Asilo como “la protección que un Estado da en su territorio, o en cualquier otro lugar bajo la jurisdicción de sus autoridades, a una persona que viene a buscarlo”.  


Refugiado según la Convención de Ginebra de 1951 y el Protocolo de Nueva York de 1967 sobre el Estatuto de los Refugiados es toda persona que “debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, se encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera acogerse a la protección de tal país; o que, careciendo de nacionalidad y hallándose, a consecuencia de tales acontecimientos, fuera del país donde antes tuviera su residencia habitual, no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera regresar a él”.


Los Desplazados, que pueden ser internos o externos, son aquellos que, especialmente con motivo de conflictos armados, deben huir o escapar de su hogar o de su lugar de residencia habitual, para evitar ese conflicto armado, o situaciones de violencia generalizada, de violaciones de los derechos humanos o de catástrofes naturales o provocadas por el ser humano.

DECLARACIÓN DE CARTAGENA SOBRE REFUGIADOS

Adoptado por el "Coloquio Sobre la Protección Internacional de los Refugiados

en América Central, México y Panamá : Problemas Jurídicos y Humanitarios",

celebrado en Cartagena, Colombia, del 19 al 22 de noviembre de 1984

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

I

Recordando las conclusiones y recomendaciones adoptadas por el Coloquio realizado en 1981 en México sobre Asilo y Protección Internacional de Refugiados en América Latina, el cual estableció importantes criterios para el análisis y consideración de esta materia;

Reconociendo que la situación centroamericana en lo que se refiere a refugiados ha evolucionado en estos últimos años de tal forma que ha adquirido nuevas dimensiones que requieren una especial consideración;

Apreciando los generosos esfuerzos que han realizado los países receptores de refugiados centroamericanos no obstante las enormes dificultades que han debido afrontar, particularmente ante la crisis económica actual;

Destacando la admirable labor humanitaria y apolítica que le ha correspondido desempeñar al ACNUR en los países centroamericanos, México y Panamá de conformidad con lo establecido en la Convención de las Naciones Unidas de 1951 y en el Protocolo de 1967, así como en la Resolución 428 (V) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, en virtud de la cual el mandato del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados se aplica a todos los Estados, sean o nopartes de la mencionada Convención y/o Protocolo;

Teniendo igualmente presente la labor efectuada en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en cuanto a la protección de los derechos de los refugiados en el continente;

Apoyando decididamente los esfuerzos del Grupo Contadora para solucionar de un modo efectivo y duradero el problema de los refugiados centroamericanos, lo cual constituye un avance significativo en la negociación de acuerdos operativos para lograr la paz en la región;

Expresando su convencimiento de que muchos de los problemas jurídicos y humanitarios que han surgido en la región centroamericana, México y Panamá , en lo que se refiere a los refugiados, sólo pueden ser encarados teniendo en consideración la necesaria coordinación y armonización entre los sistemas universales, regionales y los esfuerzos nacionales;

II

Habiendo tomado conocimiento, con apreciación, de los compromisos en materia de refugiados incluidos en el Acta de Contadora para la Paz y Cooperación en Centroamérica, cuyos criterios comparte plenamente y que a continuación se transcriben:

a) "Realizar, si aún no lo han hecho, los trámites constitucionales para adherirse a la Convención de 1951 y al Protocolo de 1967 sobre el Estatuto de los Refugiados."

b) "Adoptar la terminología establecida en la Convención y en el Protocolo citados en el párrafo anterior, con el objeto de diferenciar a los refugiados de otras categorías de migrantes."

c) "Establecer los mecanismos internos necesarios para aplicar las disposiciones de la Convención y del Protocolo citados cuando se produzca la adhesión."

d) "Que se establezcan mecanismos de consulta entre los países centroamericanos con

representantes de las oficinas gubernamentales responsables de atender el problema de los refugiados en cada Estado."

e) "Apoyar la labor que realiza el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) en Centroamérica, y establecer mecanismos directos de coordinación para facilitar el cumplimiento de su mandato."

f) "Que toda repatriación de refugiados sea de carácter voluntario, manifestada individualmente y con la colaboración del ACNUR."

g) "Que con el objeto de facilitar la repatriación de los refugiados, se establezcan comisiones tripartitas integradas por representantes del Estado de origen, el Estado receptor y el ACNUR."

h) "Fortalecer los programas de protección y asistencia a los refugiados, sobre todo en los aspectos de salud, educación, trabajo y seguridad."

i) "Que se establezcan programas y proyectos con miras a la autosuficiencia de los refugiados."

j) "Capacitar a los funcionarios responsables en cada Estado de la protección y asistencia a los refugiados, con la colaboración del ACNUR u otros organismos internacionales."

k) "Solicitar a la comunidad internacional ayuda inmediata para los refugiados centroamericanos, tanto en forma directa, mediante convenios bilaterales o multilaterales, como a través del ACNUR y otros organismos y agencias."

l) "Detectar, con la colaboración del ACNUR, otros posibles países receptores de refugiados centroamericanos. En ningún caso se trasladará al refugiado en contra de su voluntad a un tercer país."

m) "Que los gobiernos del área realicen los esfuerzos necesarios para erradicar las causas que provocan el problema de los refugiados."

n) "Que una vez que las bases para la repatriación voluntaria e individual hayan sido acordadas, con garantías plenas para los refugiados, los países receptores permitan que delegaciones oficiales del país de origen, acompañadas por representantes del ACNUR y el país receptor, puedan visitar los campamentos de refugiados."

ñ) "Que los países receptores faciliten el trámite de salida de los refugiados con motivo de la repatriación voluntaria e individual, en coordinación con el ACNUR."

o) "Establecer las medidas conducentes en los países receptores para evitar la participación de los refugiados en actividades que atenten contra el país de origen, respetando en todo momento los derechos humanos de los refugiados." 

III

El Coloquio ha adoptado asimismo las siguientes conclusiones:

Primera. Promover dentro de los países de la región la adopción de normas internas que faciliten la aplicación de la Convención y el Protocolo y, si es preciso, que establezcan los procedimientos y recursos internos para la protección de los refugiados. Propiciar, asimismo, que la adopción de normas de derecho interno se inspiren en los principios y criterios de la Convención y el Protocolo, coadyuvándose así en el necesario proceso dirigido a la harmonización sistemática de las legislaciones nacionales en materia de refugiados.

Segunda. Propiciar que la ratificación o adhesión a la Convención de 1951 y al Protocolo de 1967, respecto de aquellos Estados que aún no lo han hecho, no vaya acompañada de reservas que limiten el alcance de dichos instrumentos, e invitar a los países que las hayan formulado a que consideren su levantamiento en el más corto plazo.

Tercera. Reiterar que, en vista de la experiencia recogida con motivo de la afluencia masiva de refugiados en el área centroamericana, se hace necesario encarar la extensión del concepto de refugiado, teniendo en cuenta, en lo pertinente, y dentro de las características de la situación existente en la región, el precedente de la Convención de la OUA (artículo 1, párrafo 2) y la doctrina utilizada en los informes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. De este modo, la definición o concepto de refugiado recomendable para su utilización en la región es aquella que además de contener los elementos de la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967, considere también como refugiados a las personas que han huido de sus países porque su vida, seguridad o libertad han sido amenazadas por la violencia generalizada, la agresión extranjera, los conflictos internos, la violación masiva de los derechos humanos u otras circunstancias que hayan perturbado gravemente el orden público.

Cuarta. Ratificar la naturaleza pacífica, apolítica y exclusivamente humanitaria de la concesión de asilo o del reconocimiento de la condición de refugiado y subrayar la importancia del principio internacionalmente aceptado mediante el cual nada de ello podrá ser interpretado como un acto inamistoso hacia el país de origen de los refugiados.

Quinta. Reiterar la importancia y significación del principio de no devolución (incluyendo la prohibición del rechazo en las fronteras), como piedra angular de la protección internacional de los refugiados. 

Este principio imperativo en cuanto a los refugiados, debe reconocerse y respetarse en el estado actual del derecho internacional, como un principio de ius cogens.

Sexta. Reiterar a los países de asilo la conveniencia de que los campamentos y asentamientos de refugiados ubicados en zonas fronterizas sean instalados al interior de los países de asilo a una distancia razonable de las fronteras con miras a mejorar las condiciones de protección en favor de éstos, a preservar sus derechos humanos y a poner en práctica proyectos destinados a la autosuficiencia e integración en la sociedad que los acoge.

Séptima. Expresar su preocupación por el problema de los ataques militares a los campamentos y asentamientos de refugiados que han ocurrido en diversas partes del mundo y proponer a los gobiernos de los países de Centroamérica, México y Panamá que apoyen las medidas que sobre el tema ha propuesto el Alto Comisionado al Comité Ejecutivo del ACNUR.

Octava. Propiciar que los países de la región establezcan un régimen sobre tratamiento mínimo para los refugiados, con base en los preceptos de la Convención de 1951 y del Protocolo de 1967 y en la Convención Americana de los Derechos Humanos, tomándose además en consideración las conclusiones emanadas del Comité Ejecutivo del ACNUR, en particular la N. 22 sobre la Protección a los Solicitantes de Asilo en Situaciones de Afluencia en Gran Escala.

Novena. Expresar su preocupación por la situación que padecen las personas desplazadas dentro de su propio país. Al respecto, el Coloquio llama la atención de las autoridades nacionales y de los organismos internacionales competentes para que ofrezcan protección y asistencia a estas personas y contribuyan a aliviar la angustiosa situación en que muchas de ellas se encuentran.

Décima. Formular un llamado a los Estados partes de la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969 para que apliquen este instrumento en su conducta con los asilados y refugiados que se encuentran en su territorio.

Undécima. Estudiar en los países del área que cuentan con una presencia masiva de refugiados, las posibilidades de lograr la integración de los refugiados a la vida productiva del país, destinando los recursos de la comunidad internacional que el ACNUR canaliza a la creación o generación de empleos, posibilitando así el disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales de los refugiados.

Duodécima. Reiterar el carácter voluntario e individual de la repatriación de los refugiados y la necesidad de que ésta se produzca en condiciones de completa seguridad, preferentemente, al lugar de residencia del refugiado en su país de origen.

Decimotercera. Reconocer que la reunificación de las familias constituye un principio fundamental en materia de refugiados, el cual debe inspirar el régimen de tratamiento humanitario en el país de asilo y de la misma manera las facilidades que se otorguen en los casos de repatriación voluntaria.

Decimocuarta. Instar a las organizaciones no gubernamentales, internacionales y nacionales a que prosigan su encomiable labor coordinando su acción con el ACNUR y con las autoridades nacionales del país de asilo, de acuerdo con las directrices que éstas señalen.

Decimoquinta. Promover el uso, con mayor intensidad, de los organismos competentes del sistema interamericano y, en especial, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos con el propósito de complementar la protección internacional de los asilados y refugiados. Desde luego, para el cumplimiento de esas funciones el Coloquio considera que sería aconsejable acentuar la estrecha coordinación y cooperación existente entre la Comisión y el ACNUR.

Decimosexta. Dejar constancia de la importancia que reviste el Programa de Cooperación OEA /ACNUR y las actividades que se han desarrollado y proponer que la próxima etapa concentre su atención en la problemática que plantea la afluencia masiva de refugiados en Centroamérica, México y Panamá.

Decimoséptima. Propiciar en los países centroamericanos y del Grupo Contadora una difusión a todos los niveles posibles de las normas internacionales e internas referentes a la protección de los refugiados y, en general, de los derechos humanos. En particular el Coloquio considera de especial importancia que dicha divulgación se efectúe contando con la valiosa cooperación de las correspondientes universidades y centros superiores de enseñanza.

IV

El Coloquio de Cartagena, en consecuencia,

Recomienda:

• Que los compromisos en materia de refugiados contenidos en el Acta de Paz de Contadora constituyen, para los diez Estados participantes en el Coloquio, pautas que deben ser necesaria y escrupulosamente respetadas para determinar la conducta a seguir con relación a los refugiados en el área centroamericana.

• Que las conclusiones a las que se ha llegado en el Coloquio (III) sean tenidas adecuadamente en cuenta para encarar la solución de los gravísimos problemas creados por la actual afluencia masiva de refugiados en América Central, México y Panamá.

• Que se publique un volumen que contenga el documento de trabajo, las ponencias e informes, así como las conclusiones y recomendaciones del Coloquio y demás documentos pertinentes, solicitando al Gobierno de Colombia, al ACNUR y a los organismos competentes de la OEA que adopten las medidas necesarias para lograr la mayor difusión de dicha publicación.

• Que se haga público el presente documento como "Declaración de Cartagena sobre los

Refugiados". 

• Que se solicite al Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados transmitir oficialmente el contenido de la presente Declaración a los jefes de Estado de los países de Centroamérica, de Belice y de los países integrantes del Grupo Contadora.

Finalmente el Coloquio expresó su profundo agradecimiento a las autoridades colombianas, y en particular al Señor Presidente de la República, Doctor Belisario Betancur, y al Ministro de Relaciones Exteriores, Doctor Augusto Ramírez Ocampo, al Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, Dr. Poul Hartling, quienes honraron con su presencia al Coloquio, así como a la Universidad de Cartagena de Indias y al Centro Regional de Estudios del Tercer Mundo por la iniciativa y la realización de este importante evento. De manera especial el Coloquio expresó su reconocimiento al apoyo y hospitalidad ofrecidos por las autoridades del Departamento de Bolívar y de la Ciudad de Cartagena. Asimismo, agradeció la cálida acogida del pueblo de esta ciudad, conocida precisamente como "Ciudad Heroica".

El Coloquio, finalmente, dejó constancia de su reconocimiento a la generosa tradición de asilo y refugio practicada por el pueblo y las autoridades de Colombia.

Cartagena de Indias, 22 de noviembre de 1984

CONVENCION SOBRE ASILO DIPLOMATICO 
Los gobiernos de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos, deseosos de concertar una Convención sobre Asilo Diplomático, han convenido en los siguientes artículos: 
Artículo I 
El asilo otorgado en legaciones, navíos de guerra y campamentos o aeronaves militares, a personas perseguidas por motivos o delitos políticos, será respetado por el Estado territorial de acuerdo con las disposiciones de la presente Convención. 
Para los fines de esta Convención, legación es toda sede de misión diplomática ordinaria, la residencia de los jefes de misión y los locales habilitados por ellos para habitación de los asilados cuando el numero de éstos exceda de la capacidad normal de los edificios. 
Los navíos de guerra o aeronaves militares que estuviesen provisionalmente en astilleros, arsenales o talleres para su reparación, no pueden constituir recinto de asilo. 
Artículo II 
Todo Estado tiene derecho de conceder asilo; pero no esta obligado a otorgarlo ni a declarar por qué lo niega. 
Artículo III 
No es lícito conceder asilo a personas que al tiempo de solicitarlo se encuentren inculpadas o procesadas en forma ante tribunales ordinarios competentes y por delitos comunes, o estén condenadas por tales delitos y por dichos tribunales, sin haber cumplido las penas respectivas, ni a los desertores de fuerzas de tierra, mar y aire, salvo que los hechos que motivan la solicitud de asilo, cualquiera que sea el caso, revistan claramente carácter político. 
Las personas comprendidas en el inciso anterior que de hecho penetraren en un lugar adecuado para servir de asilo deberán ser invitadas a retirarse o, según el caso, entregadas al gobierno local, que no podrá Juzgarlas por delitos políticos anteriores al momento de la entrega. 
Artículo IV 
Corresponde al Estado asilante la calificación de la naturaleza del delito o de los motivos de la persecución. 
Artículo V 
El asilo no podrá ser concedido sino en casos de urgencia y por el tiempo estrictamente indispensable para que el asilado salga del país con las seguridades otorgadas por el gobierno del Estado territorial a fin de que no peligre su vida, su libertad o su integridad personal, o para que se ponga de otra manera en seguridad al asilado. 
Artículo VI 
Se entienden como casos de urgencia, entre otros, aquellos en que el individuo sea perseguido por personas o multitudes que hayan escapado al control de las autoridades, o por las autoridades mismas, así como cuando se encuentre en peligro de ser privado de su vida o de su libertad por razones de persecución política y no pueda, sin riesgo, ponerse de otra manera en seguridad. 
Artículo VII 
Corresponde al Estado asilante apreciar si se trata de un caso de urgencia. 
Artículo VIII 
El agente diplomático, Jefe de navío de guerra, campamento o aeronave militar, después de concedido el asilo, y a la mayor brevedad posible, lo comunicará al Ministro de Relaciones Exteriores del Estado territorial o a la autoridad administrativa del lugar si el hecho hubiese ocurrido fuera de la Capital. 
Artículo IX 
El funcionario asilante tomará en cuenta las informaciones que el gobierno territorial le ofrezca para normar su criterio respecto a la naturaleza del delito o de la existencia de delitos comunes conexos; pero será respetada su determinación de continuar el asilo o exigir el salvoconducto para el perseguido. 
Artículo X 
El hecho de que el gobierno del Estado territorial no esté reconocido por el Estado asilante no impedirá la observancia de la presente Convención, y ningún acto ejecutado en virtud de ella implica reconocimiento. 
Artículo XI 
El gobierno del Estado territorial puede, en cualquier momento, exigir que el asilado sea retirado del país, para lo cual deberá otorgar un salvoconducto y las garantías que prescribe el artículo V. 
Artículo XII 
Otorgado el asilo, el Estado asilante puede pedir la salida del asilado para territorio extranjero, y el Estado territorial está obligado a dar inmediatamente, salvo caso de fuerza mayor, las garantías necesarias a que se refiere el artículo V y el correspondiente salvoconducto. 
Artículo XIII 
En los casos a que se refieren los artículos anteriores, el Estado asilante puede exigir que las garantías sean dadas por escrito y tomar en cuenta, para la rapidez del viaje, las condiciones reales de peligro que se presenten para la salida del asilado. 
Al Estado asilante le corresponde el derecho de trasladar al asilado fuera del país. El Estado territorial puede señalar la ruta preferible para la salida del asilado, sin que ello implique determinar el país de destino. 
Si el asilo se realiza a bordo de navío de guerra o aeronave militar, la salida puede efectuarse en los mismos, pero cumpliendo previamente con el requisito de obtener el respectivo salvoconducto. 
Artículo XIV 
No es imputable al Estado asilante la prolongación del asilo ocurrida por la necesidad de obtener las informaciones indispensables para Juzgar la procedencia del mismo, o por circunstancias de hecho que pongan en peligro la seguridad del asilado durante el trayecto a un país extranjero. 
Artículo XV 
Cuando para el traslado de un asilado a otro país fuera necesario atravesar el territorio de un Estado Parte en esta Convención, el tránsito será autorizado por éste sin otro requisito que el de la exhibición, por vía diplomática, del respectivo salvoconducto visado y con la constancia de la calidad de asilado otorgada por la misión diplomática que acordó el asilo. 
En dicho tránsito, al asilado se le considerará bajo la protección del Estado asilante. 
Artículo XVI 
Los asilados no podrán ser desembarcados en ningún punto del Estado territorial ni en lugar próximo a él, salvo por necesidades de transporte. 
Artículo XVII 
Efectuada la salida del asilado, el Estado asilante no está obligado a radicarlo en su territorio; pero no podrá devolverlo a su país de origen, sino cuando concurra voluntad expresa del asilado. 
La circunstancia de que el Estado territorial comunique al funcionario asilante su intención de solicitar la posterior extradición del asilado no perjudicará la aplicación de dispositivo alguno de la presente Convención. En este caso, el asilado permanecerá radicado en el territorio del Estado asilante, hasta tanto se reciba el pedido formal de extradición, conforme con las normas jurídicas que rigen esa institución en el Estado asilante. La vigilancia sobre el asilado no podrá extenderse por más de treinta días. 
Los gastos de este traslado y los de radicación preventiva corresponden al Estado solicitante. 
Artículo XVIII 
El funcionario asilante no permitirá a los asilados practicar actos contrarios a la tranquilidad pública, ni intervenir en la política interna del Estado territorial. 

Artículo XIX 
Si por causa de ruptura de relaciones el representante diplomático que ha otorgado el asilo debe abandonar el Estado territorial, saldrá áquel con los asilados. 
Si lo establecido en el inciso anterior no fuere posible por motivos ajenos a la voluntad de los asilados o del agente diplomático, deberá éste entregarlos a la representación de un tercer Estado Parte en esta Convención, con las garantías establecidas en ella. 
Si esto ultimo tampoco fuere posible, deberá entregarlos a un Estado que no sea Parte y que convenga en mantener el asilo. El Estado territorial deberá respetar dicho asilo. 
Artículo XX 
El asilo diplomático no estará sujeto a reciprocidad. 
Toda persona, sea cual fuere su nacionalidad, puede estar bajo la protección del asilo. 
Artículo XXI 
La presente Convención queda abierta a la firma de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos, y será ratificada por los Estados signatarios de acuerdo con sus respectivos procedimientos constitucionales. 
Artículo XXII 
El instrumento original, cuyos textos en español, francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Unión Panamericana, la cual enviará copias certificadas a los gobiernos para los fines de su ratificación. Los instrumentos de ratificación serán depositados en la Unión Panamericana y ésta notificará dicho depósito a los gobiernos signatarios. 
Artículo XXIII 
La presente Convención entrará en vigor entre los Estados que la ratifiquen en el orden en que depositen sus respectivas ratificaciones. 

Artículo XXIV 
La presente Convención regirá indefinidamente, pero podrá ser denunciada por cualquiera de los Estados signatarios mediante aviso anticipado de un año, transcurrido el cual cesará en sus efectos para el denunciante, quedando subsistente para los demás Estados signatarios. La denuncia será transmitida a la Unión Panamericana y ésta la comunicará a los demás Estados signatarios. 
EN FE DE LO CUAL, los Plenipotenciarios infrascritos, presentados sus plenos poderes, que han sido hallados en buena y debida forma, firman la presente Convención, en nombre de sus respectivos gobiernos, en la ciudad de Caracas, el día veintiocho de marzo de mil novecientos cincuenta y cuatro.
EL ACNUR urge ayuda para los desplazados del sur occidente colombiano 
GINEBRA, 7 de junio (ACNUR) – Unas 1.000 personas han huido de sus hogares en el sudoeste de Colombia en los últimos tres meses, informó la Agencia de las Naciones Unidas para los Refugiados hoy, advirtiendo que cientos de ellos no han recibido ayuda humanitaria todavía.

Los desplazamientos en el departamento de Nariño, en la Costa Pacífica colombiana, cerca de la frontera con Ecuador, han huido a causa del temor por los enfrentamientos entre grupos armados irregulares que operan en la zona. Las dimensiones del reciente desplazamiento es preocupante, ya que representa una parte significativa de la población de esta región.

“Más del 40 por ciento de aquellos que se han visto obligados a huir, esencialmente de los municipios de Barbacoas y Magui-Payán y sus zonas circundantes, no han recibido ningún tipo de asistencia humanitaria hasta la fecha”, dijo el vocero del ACNUR Ron Redmond en Ginebra este martes. La inseguridad y los problemas logísticos en este remoto departamento son algunas de las razones que dificultad la distribución de ayuda.

Redmond agregó, “según una evaluación realizada por el ACNUR, después de una misión conjunta a esta región con la Diócesis de Tumaco, el control de la región sigue estando en disputa, creando la seria posibilidad de mayores desplazamientos de civiles inocentes”. 

La región, una de las más pobres de Colombia, carece de servicios esenciales como centros de salud, educación y vivienda. Esto hace que los habitantes de esta zona sean más vulnerables.

“Enfatizamos la urgencia de ayudar ampliamente a las comunidades indígenas y afrocolombianas de la zona, quienes están viviendo bajo condiciones de vulnerabilidad y de extrema precariedad”, dijo el vocero del ACNUR.

Más de 2.600 personas fueron obligadas a huir de la zona el año pasado como resultado de fuertes enfrentamientos entre grupos armados. Solo la mitad de estas personas recibieron algún tipo de ayuda humanitaria. Los informes sobre la región indican que los enfrentamientos se intensificaron durante los primeros cinco meses de este año.

Existe más de 1 millón de personas registradas oficialmente como desplazados internos en Colombia, pero el Gobierno recientemente reconoció que existen más de 2 millones de desplazados en el país debido a los continuos enfrentamientos entre los grupos armados irregulares, y entre ellos con el ejército. Fecha: 7 Junio 2005 

UNIDAD VIII

Medios diplomáticos y jurídicos en la solución de controversias
La enseñanza socrática estaba dirigida a estimular en los demás el interés por la búsqueda, haciéndole reconocer al interlocutor la propia ignorancia, la “ironía”,  y señalando acto seguido, a través del dialogo en común, la “mayéutica”, el camino para el saber válido.

Objetivos:

1. Explicar de forma general el concepto de medios diplomáticos de solución de controversias y diferencias los conceptos negociación, buenos oficios, mediación y conciliación.

2. Explicar en qué consiste y cuál es la importancia actual de los medios jurídicos de solución de controversias.

INTRODUCCION


Los motivos de los conflictos internacionales se provocan entre Estados y Sujetos Internacionales (Estados, Organizaciones Internacionales, etc.) por factores económicos, sociales, políticos, territoriales, etc.  Podríamos dividir estas crisis en tres momentos:

1. Momento Inicial:  SITUACIÓN, cuando la crisis no ha surgido todavía, si bien se encuentra un estado latente.
2. CONFLICTO. Paso del estado latente al emergente en el que un sujeto actúa contra el otro.

3. CONTROVERSIA o DIFERENCIA
, es una discrepancia entre las partes sobre cuestiones jurídicas y cuestiones de hecho, es en ese momento en el que las partes hacen valer sus pretensiones.

Es en esta última donde vamos a centrar nuestro estudio en cuanto a su solución.


En el ámbito americano tiene una relevancia destacada el Tratado Americano de Soluciones Pacíficas
 o “Pacto de Bogotá” de 30 de abril de 1948 donde “las Altas Partes Contratantes reconocen la obligación de resolver las controversias internacionales por los procedimientos pacíficos regionales antes de llevarlas al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. En consecuencia, en caso de que entre dos o más Estados signatarios se suscite una controversia que, en opinión de las partes, no pueda ser resuelta por negociaciones directas a través de los medios diplomáticos usuales, las partes se comprometen a hacer uso de los procedimientos establecidos en este Tratado”
. 
1. MEDIOS DIPLOMATICOS


En el marco de la solución pacífica de las controversias consagrado en la Carta de las Naciones Unidas y la Carta de la OEA quedan enmarcados los medios diplomáticos de solución de las controversias.

Los medios diplomáticos o no jurisdiccionales son en los que intervienen los órganos tradicionales de las relaciones exteriores de los sujetos del Derecho Internacional, es decir, los ministros de relaciones exteriores, agentes diplomáticos, representantes de los organismos internacionales, etc. 

1.1. LA NEGOCIACIÓN

Es el medio tradicional del arreglo pacífico de las controversias, denomina por Rousseau “de acuerdo directo”, su nombre más conocido es el de “negociaciones diplomáticas”, tratan de buscar el entendimiento directo de las partes para solucionar la controversia en cuestión con la intervención de los ministros de relaciones exteriores, sus agente diplomáticos, o a través de una conferencia diplomática.

Las negociaciones tienen como características que son directas, rápidas y discretas si fuera necesario (en algunos casos hasta secretas), si bien la buena fe es el elemento sagrado de este procedimiento de resolución de controversias.

Los métodos entre las partes son las conversaciones directas, canje de cartas, etc, terminando por medio de un acuerdo o declaraciones conjuntas.

1.2. LOS BUENOS OFICIOS, LA MEDIACIÓN, LA ENCUESTA Y LA CONCILIACION


Los Buenos Oficios y la mediación.  En estos métodos participa un tercero, que será sujeto del Derecho Internacional, o bien un grupos de sujetos (conocido como mediación colectiva).


Algunos autores proponen que entre los Buenos Oficios y la Mediación hay diferencias de grado.


Los Buenos Oficios.  Este procedimiento diplomático con intervención de terceros consiste en que ésta es de carácter discreta.  Se intenta favorecer el arreglo de la diferencia colaborando para alcanzar objetivos comunes y deseados por las partes.


El artículo IX del Pacto de Bogotá establece en cuanto a los Buenos Oficios que “el procedimiento de los Buenos Oficios consiste en la gestión de uno o más Gobiernos Americanos o de uno o más ciudadanos eminentes de cualquier Estado Americano, ajenos a la controversia, en el sentido de aproximar a las partes, proporcionándoles la posibilidad de que encuentren directamente una solución adecuada”
.


La mediación.  En este caso el mediador que interviene propone una solución a las partes, sin obligación por parte de éstas de aceptarla o aplicarla a las negociaciones en curso.


La iniciativa del tercero mediador suele ser una característica de la mediación que propone y las partes aceptan o no su mediación.  Si bien, hay veces que las partes nombran al mediador.


Los artículos XI y XII del Pacto de Bogotá define la mediación como el procedimiento que “consiste en someter la controversia a uno o más gobiernos americanos, o a uno o más ciudadanos eminentes de cualquier Estado Americano extraños a la controversia. En uno y otro caso el mediador o los mediadores serán escogidos de común acuerdo por las partes”.  “Las funciones del mediador o mediadores consistirán en asistir a las partes en el arreglo de las controversias de la manera más sencilla y directa, evitando formalidades y procurando hallar una solución aceptable. El mediador se abstendrá de hacer informe alguno y, en lo que a él atañe, los procedimientos serán absolutamente confidenciales”.

La Encuesta es lo que se viene a conocer como Comisión de Investigación.  Esta figura se crea en la primera Conferencia de la Haya y se regula en la segunda, el 18 de octubre de 1907, en sus artículos del 9 al 36.


En la encuesta se nombran unos comisarios que deben investigar el problema en cuanto a las cuestiones de hecho, sin campo de acción en las cuestiones de derecho.  Sólo se limitan a la recolección de datos fácticos, pero no dan una solución directa al problema.  Por lo que estaríamos ante una primera parte de la solución del conflicto, pues necesitaríamos otros medios para rematar el arreglo de la controversia.


Así las cosas, la encuesta tiene un valor complementario en la solución de controversias.


La Conciliación.  Interviene un órgano sin autoridad política sobre las partes, pero que tiene la confianza de ellas y que propone una solución sin carácter vinculante.


Su misión es la de señalar cuáles son los elementos fácticos del problema o los elementos de hecho, identificar los elementos de derecho de la controversia y producir un informe con una solución.  Vemos, pues, que este último punto es el que establece la diferencia con la Encuesta, mientras que en ésta no hay propuesta de solución, en la Conciliación si la hay.


El marco jurídico de la Conciliación es de antiguo, ya podemos verlo en el Acta General para el arreglo pacífico de las diferencias internacionales del a Asamblea General de la Sociedad de Naciones de 1928 y que quedó revisada por la Asamblea General de la Naciones Unidas en 1949.


El Capítulo III del Pacto de Bogotá recoge el procedimiento en el continente americano sobre el establecimiento de las dos figuras mencionadas.

2. LOS MEDIOS JURÍDICOS DE SOLUCION DE  CONTROVERSIAS.

Artículo 25 de la Carta de la OEA

“Cuando entre dos o más Estados americanos se suscite una controversia que, en opinión de uno de ellos, no pueda ser resuelta por los medios diplomáticos usuales, las Partes deberán convenir en cualquier otro procedimiento pacífico que les permita llegar a una solución”.
Los medios jurídicos o jurisdiccionales se refieren a que las partes se someten, de forma voluntaria, a un órgano judicial para que solucione la controversia basándose en el Derecho Internacional.

La solución viene en forma de sentencia de carácter arbitral (laudo) o judicial que tiene un vinculum iuris, con sus particularidades cada uno, para las partes.  

El artículo L del Pacto de Bogotá establece que “Si una de las Altas Partes Contratantes dejare de cumplir las obligaciones que le imponga un fallo de la Corte Internacional de Justicia o un laudo arbitral, la otra u otras partes interesadas, antes de recurrir al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, promoverá una Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores [americanos] a fin de que acuerde las medidas que convenga tomar para que se ejecute la decisión judicial o arbitral”. 

Los medios a utilizar por las partes tienen un carácter de libre elección, como se consagra en la Declaración de Manila de 1982 sobre el arreglo pacífico de controversias intencionales.


Así pues, podemos decir que los medios jurídicos del arreglo pacífico de las controversias o diferencias internacionales son:

a) el arbitraje internacional y

b) el arreglo judicial (procedimiento de la Corte Internacional de Justicia)

En cuanto al continente americano el Pacto de Bogotá también recoge en su articulado Los procedimientos arbítrales (capítulo V) y judiciales (capítulo IV) que veremos más abajo. 

2.1. EL ARBITRAJE INTERNACIONAL.

El Arbitraje Internacional es una institución jurídica con mucha tradición histórica que hoy en día tiene su mayor uso y aceptación en las controversias sobre cuestiones fronterizas.

Esta tradición histórica arranca en las ligas anfitriónicas griega, como la Delfos, y continúa en la Edad Media hasta el nacimiento del Derecho Internacional como lo conocemos hoy en día con ejemplos como el Tratado de Alabama de 1794 entre los Estados Unidos y Gran Bretaña.

El arbitraje se vio también la primera Conferencia de Paz de La Haya de 1899 y en la segunda de d1907, también es una figura explícita en la Carta de la Sociedad de Naciones y en la de las Naciones Unidas y supone un elemento esencial en el arreglo de controversias en el Derecho del Mar (Montego Bay) de 1982 en los Convenios sobre los Tratados de 1969.

“El arbitraje internacional tiene por objeto resolver los litigios entre los Estados, mediante jueces por ellos elegidos y sobre la base del respeto al derecho”
.


Así pues, el arbitraje es un medio de solución de controversias entre sujetos internacionales donde interviene un tercero independiente, órgano unipersonal o colegiado (puede ser de un Jefe de Estado, de una Comisión mixta o de un Tribunal Arbitral, todos con carácter ad hoc o temporal), al que las partes de mutuo consentimiento le otorgan la facultad de adoptar una solución obligatoria jurídicamente cuya ejecución se basa en la buena fe de las partes.  El arbitraje da una solución que se fundamenta en el derecho después de un procedimiento contradictorio.


Vemos pues lo siguiente:

· Consentimiento de las partes que se contiene en un acuerdo internacional (compromiso arbitral), una cláusula compromisoria en un tratado o bien en un propio tratado de arbitraje.

· Solución basada en el derecho

· Los jueces los eligen las partes

· Obligatoriedad dela sentencia [pero no ejecutiva].

La Conferencia de Paz de La Haya de 1899 creó el Tribunal Permanente de Arbitraje que consistía, más que en un verdadero tribunal, en una lista de árbitros con una secretaría de carácter permanente, llamada la Oficina Internacional que radica en La Haya.


La lista de árbitros.  Cada Estado signatario nombra a cuatro personas, como máximo, de reconocido prestigio en el campo del Derecho Internacional, por un periodo de seis años no renovables.


El Tribunal.  Cada parte nombra a dos árbitros de la citada lista, así los cuatro nombran un superárbitro, si no hay acuerdo lo hace un tercer Estado, si no entre dos Estados se nombraría y si tampoco hubiera acuerdo cada parte designa dos candidatos y se hace un sorteo.


El Procedimiento es de carácter contradictorio, es decir se contraponen los alegatos de las partes que, previamente, han designado consejeros, agentes y abogados.  Las fases son dos:

a) Escrita: Memoria, Contramemoria, Réplica, Dúplica y la documental invocada en la causa.

b) Oral: Debates ante el órgano arbitral donde agente, consejeros y abogados hacen sus alegatos.

Las deliberaciones son secretas y su sentencia será motiva (motivos de hecho, jurídicos y parte dispositiva o fallo), leída en sesión pública y decidirla la cuestión definitivamente sin apelaciones (o recurso de casación por no existir tribunal superior, a no ser que las partes acuerden someter la sentencia a la CIJ).  Siendo la interpretación y ejecución una cuestión del órgano arbitral y la sentencia sólo vinculará a las partes litigantes.  Por ello caben los recursos de aclaración (ante un punto de desacuedo), de reforma (por compromiso de las partes) y de revisión (si se da un hecho nuevo, desconocido anteriormente y que afecta a la resolución del a controversia)


La obligación jurídica de la sentencia no es una obligación ejecutiva de la misma, pues la buena fe sigue operando en este fase.


En el Pacto de Bogotá el Procedimiento de Arbitraje se establece en el Capítulo V.

2.2. EL PROCEDIMIENTO ANTE LA CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA


La Conferencia de San Francisco donde se firma la Carta de las Naciones Unidas y el Estatuto anexo de la Corte Penal Internacional que tuvo lugar el 25 de junio de 1945 da pie para el estudio del presente apartado de esta unidad.


En el anexo a la Carta quedó establecida la Corte Penal Internacional como un órgano principal de las Naciones Unidas con sede en La Haya.  Su Estatuto articulado en cinco capítulos contiene setenta artículos (Organización, Competencia, Procedimiento, Opiniones Consultivas y Reformas).

Mencionar que la Corte Centroamericana de Justicia es un producto del Protocolo de Tegucigalpa a la Carta de la Organización de Estados Centroamericanos (ODECA).  Esta Corte no es competente en asuntos de Derechos Humanos (competencia de la Corte Interamericana de Derecho Humanos) ni de delimitación fronteriza, territorial o marítima
. 

Composición:  Son quince jueces independiente quienes componen la Corte escogidos entre individuos de gran consideración moral y jurídica, que forman quórum cuando se reúnen nueve.  Es la Asamblea General y el Consejo de Seguridad quienes lleva a cabo la elección de una lista de candidatos propuestos por los grupos nacionales del Tribunal Permanente de Arbitraje. 


El tiempo de su mandato será de nueve años con carácter exclusivo y reelegibles.  La Corte elige a su Presidente, Vicepresidente y Secretario. Todos tienen consideración de personal diplomático con su privilegios e inmunidades.


Los jueces ad hoc son aquellos que las partes pueden designar por ser de su nacionalidad.


Procedimientos.  Son de dos tipos de jurisdicción:  Contenciosa o Consultiva.

a) Jurisdicción Contenciosa

Competencia: 

- El artículo 34 del Estatuto establece quiénes pueden ser partes, y son los Estados.  Si bien su jurisdicción no es obligatoria para los Estados miembros que no hayan manifestado su sometimiento a la Corte, podrán acceder:

· los signatarios de la Carta y Estatutos anexos, 

· los que se hayan sometido en las condiciones que pudieran establecer la Asamblea General y el Consejo de Seguridad (Suiza), y 

· los demás Estados que no siendo miembros de las Naciones Unidas ni del Estatuto decidan aceptar la jurisdicción de la Corte según las condiciones establecidas por el Consejo de Seguridad.

- En materia de los asuntos que puede conocer (sin perjuicio de que pueda el Consejo de Seguridad reconocer a las partes el sometimiento a la Corte):

· Cuando las partes se sometan expresa o tácitamente, en los asuntos previstos en la Carta o en los Tratados y Convenios internacionales.  O bien en los Tratados bilaterales o multilaterales se fije el sometimiento a la Corte en caso de controversia y las condiciones para tal sometimiento.

· “Jurisdicción Obligatoria” es aquella en la que un Estado por medio de una declaración unilateral, registrada en la Secretaría General de las Naciones Unidas, acepta la jurisdicción de la Corte para un determinado tipo de conflictos según se enumera en el artículo 36 del Estatuto: Interpretación de un Tratado, cuestiones de Derecho Internacional, la exigencia de un hecho que constituya violación de una obligación internacional, y los que tengan que ver con reparaciones por quebrantamiento de un obligación internacional.

Podemos ver la Jurisdicción Obligatoria en el Pacto de Bogotá recoge en Capítulo IV sobre el Procedimiento Judicial: 

“De conformidad con el inciso 2º del artículo 36 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, las Altas Partes Contratantes declaran que reconocen respecto a cualquier otro Estado Americano como obligatoria ipso facto, sin necesidad de ningún convenio especial mientras esté vigente el presente Tratado, la jurisdicción de la expresada Corte en todas las controversias de orden jurídico que surjan entre ellas y que versen sobre: 

a) La interpretación de un Tratado; 
b) Cualquier cuestión de Derecho Internacional; 
c) La existencia de todo hecho que, si fuere establecido, constituiría la violación de una obligación internacional; 
d) La naturaleza o extensión de la reparación que ha de hacerse por el quebrantamiento de una obligación internacional.
Caben las reservas en la Jurisdicción contenciosa en cuanto a la limitación de la jurisdicción del Tribunal a partir de cierta fecha o la exclusión de cierto tipo de conflictos o disputas donde medien otro métodos de arreglo pacífico.


Fases del Procedimiento: Escrita, Oral y Fallo.



- Escrita:  Recepción de reclamaciones, alegaciones y excepciones dilatorias que formulan las partes, pudiendo los miembros de las Naciones Unidas comparecer cuando tenga interés legítimo en el asunto.

-Oral: Audiencia de testigos, peritos y abogados de las partes, así como la práctica de toda diligencia que el Tribunal pudiera estimar.  Las vistas son públicas excepto que no lo acepte una parte o el Tribunal así lo establezca.


- Fallo: Su deliberación es secreta y los jueces pueden hacer “opiniones disidentes” (voto particular) que quedan reflejadas en el fallo.  El fallo será razonado, adoptado por mayoría y no es recurrible, excepto que se den hecho novedosos para el fondo del asunto y no se hayan ocultado maliciosamente.


b) Jurisdicción Consultiva

Queda contenida en el Capítulo V del Estatuto.  Son los dictámenes el producto jurídico de esta jurisdicción consultiva, no tienen un carácter vinculante y se emiten a solicitud de cualquier organismo autorizado para ello por la Carta. 

· Asamblea General y Consejo de Seguridad

· Organismos especializados (agencias) de la ONU como la OIT, UIT, FAO, UNESCO, OACI, OMM, etc.

Los dictámenes u opiniones consultivas (del inglés “advisory opiniones”) han venido ha ser una jurisdicción paralela a la contenciosa que ha servido para la solución de controversias internacionales y que ha enriquecido el desarrollo del Derecho Internacional de manera abundante.

Para los países americanos toda solicitud de dictámenes se hará a través de la OEA.  En el Pacto de Bogotá en su capítulo IV artículo LI se establece que “Las partes interesadas en la solución de una controversia podrán, de común acuerdo, pedir a la Asamblea General o al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas que soliciten de la Corte Internacional de Justicia opiniones consultivas sobre cualquier cuestión jurídica. 
La petición la harán por intermedio del Consejo de la Organización de los Estados Americanos”. 
Leer el Pacto de Bogotá de 1948 “Tratado Americano de Soluciones Pacíficas”

Comentar las instrucción de la causa del contencioso Maritime Delimitation between Nicaragua and Honduras in the Caribbean Sea (Nicaragua v. Honduras) (1999-
Application.  Instituing Proceedings:

http://www.icj-cij.org/icjwww/idocket/iNH/iNH_orders/Inh_iapplication_19991208.pdf

UNIDAD IX

Organizaciones internacionales
La enseñanza socrática estaba dirigida a estimular en los demás el interés por la búsqueda, haciéndole reconocer al interlocutor la propia ignorancia, la “ironía”,  y señalando acto seguido, a través del dialogo en común, la “mayéutica”, el camino para el saber válido.

Objetivos:

1. Explicar la participación de las organizaciones internacionales en la elaboración de los tratados internacionales y explicar la naturaleza de las declaraciones y/o recomendaciones de estas organizaciones.

1.- CONCEPTO Y CARACTERÍSTICAS DE LAS ORGANIZACIONES INTERNACIONALES

Como ya sabemos, al margen del Estado existen otros sujetos del Derecho Internacional, entre ellos las Organizaciones Internacionales (OO.II.).  Si bien, las OO.II. no son poderes soberanos, sino derivados; las competencias que ejercen les ha sido conferidas o tramitadas por los Estados, esto lleva al concepto de la debilidad congénita de todas las OO.II.

Los Estados, a medida que ha crecido su necesidad por agruparse según sus intereses en los distintos campos donde actúa y en mayor o menor grado de colaboración, se han asociado en organizaciones internacionales.  Éstas han contado con una estructura funcional que tiene unas competencias para llegar a unos fines concretos predefinidos por los Estados partes.

Así las cosas, es fundamental para que exista una organización internacional (OI) un mínimo de institucionalización, es decir una entidad con voluntad propia y dotada de órganos permanentes y propios.  El Tratado Internacional es el modo normal de establecimiento de una OI, pues éste manteniendo todas las características de los tratados internacionales en cuanto a ratificación, terminación, denuncia, etc, se conforma también como la constitución, como la carta constitutiva, de la propia OI
.

Los tratados internacionales fundacionales de una OI recogen no sólo los fines y propósitos, sino su estructura orgánica y competencias

Los antecedentes pueden remontarse a la democracia griega done el piélago jurídico-político estableció los principios de las OO.II. con sus Estados-ciudad.  Ni Roma ni la Edad Media las favorecieron, pero no podemos olvidarnos las alianzas ad hoc que conformaron los imperios de la época.  Sin embargo, hasta el siglo XIX no podemos hablar de lo que hoy conocemos, propiamente, como OI, así tenemos la Santa Alianza fruto del congreso de Viena en 1815, después de la derrota de Napoleón.

Todo ello nos lleva a lo que el profesor Egido llama las OO.II. de carácter técnico, cuestión que puede verse en las comisiones fluviales de 1831 (Convención de Maguncia).  En esta cooperación y colaboración de Estados nacen las uniones administrativas internacionales en el siglo XIX, como la Unión Telegráfica Internacional 1865, Oficina Internacional de Pesos y Medidas 1875, Unión Postal Universal 1878, Unión para la Propiedad Industrial 1893, etc.

Estas uniones internacionales administrativas se constituyen por medio de un Tratado Internacional y llevan a cabo sus trabajos por medio de una Secretaría General que ejecuta los propósitos de la unión internacional en cuestión.

El Derecho Humanitario también fue objeto de la formación de OO.II. con la creación del Comité Internacional de la Cruz Roja 1864 o el Tribunal Permanente de Arbitraje con las Conferencias de la Haya de 1899 y 1907. 

No podemos dejar de mencionar a la Sociedad de Naciones que hereda el concepto de vencedores y vencidos del Congreso de Viena que, a la larga, es un error que la deja sin efecto.  No obstante, el avance que la Sociedad de Naciones imprime al concepto de OI se establece en el momento que se toma conciencia de que la consecución de la paz debe tener un visión holística, conjunta, es decir que no se consigue sólo con medios políticos y militares, sino que también es necesario tener en cuenta los aspectos económicos, culturales y sociales.

Después de la Segunda Guerra Mundial aparecen las Naciones Unidas y el fenómeno del regionalismo, es decir, la formación de áreas territoriales  que agrupan a diversos Estados por razones de mantenimiento de los antiguos territorios coloniales (Commonwealth) , o por razones de continentalidad (OEA, UE, OUA), o por razones de seguridad colectiva (OTAN, SEATO)

Como ya hemos dicho, la mayoría de las OO.II. nacen por razón de la firma de un Tratado Internacional, todavía no se ha dado un caso la creación por costumbre, aunque no es imposible.  Así llegamos a la concepción de miembro una OI, que no queda circunscrita al Estado, sino a los sujetos del Derecho Internacional, si bien los tratados fundacionales establecen de una manera, más o menos objetiva, los requisitos para formar parte de la OI en cuestión. Existen miembros de pleno derecho y asociados en virtud de su participación económica en el sostenimiento de la OI, lo que le da más o menos derechos y obligaciones con respecto a los otros miembros y en lo que respecta a la participación en las instituciones de la OI de que se trate.  Igualmente, se podrá dejar de ser miembro por la retirada voluntaria, por expulsión o por la desaparición del Estado.

2.- CLASIFICACION DE LAS ORGANIZACIONES INTERNACIONALES

La clasificación de las OO.II. depende de los distintos autores según los criterios que se utilicen, que son per se muy variados.  Para Monaco el criterio del acto constitutivo de la OI en cuestión y no su objeto es el que puede hacer más luz en el entendimiento de la clasificación delas OO.II.  Así pues, la clasificación que vamos a hacer aquí no es exclusiva ni exhaustiva y obedece a criterios puramente descriptivos de una realidad que puede observarse.  Siguiendo a Paul Reuter
 haríamos la siguiente clasificación:

· Políticas y no Políticas:

a. Las políticas buscan de una u otra manera el fomento de la Paz, lo que lleva al control y equilibrio de poderes de los Estados.  Como hemos dicho, la consecución de la paz no se logra con el establecimiento de los métodos de solución pacífica de las controversias de los Estados, sino que debemos tener una visión holística de las situaciones de conflicto, por lo que la separación entre política y técnica en estos casos es difícilmente visible o apreciable.

b. Las no políticas los son por lo variado de los objeto, fines técnicos e instrumentos que tutelan.  Así tenemos la Organización de Aviación Civil Internacional, etc.

· Universales y Regionales:

a. Dependiendo de la extensión en cuanto al número de Estados que participan en  la OI.

b. Si bien el carácter universal no es real, sino vocacional, podríamos decir que las Naciones Unidas se ajustan a los criterios de las OO.II. universales y la Unión Europea o la OEA a las regionales.

· OO.II fuertes y débiles:

a. Dependiendo de los poderes trasferidos por los Estados a la OI.

b. Apreciamos, entonces, que las organizaciones supranacionales tienen la posibilidad de obligar a los Estados partes.  Sin embargo, este matiz queda relativizado desde el momento en el que este tipo de organizaciones siguen la unanimidad como el criterio de toma de decisiones en el seno de la OI.

· Organizaciones interestatales e intergubernamentales:

En las primeras quedan afectados los Estados y en las segundas lo Gobiernos y sus Administraciones

3.- ESTRUCTURA Y FORMACIÓN DE LA VOLUNTAD DE LOS ORGANISMOS INTERNACIONALES.


Estructura.  En la estructura de las OO.II. nos encontramos una serie de órganos distintos que no lo son por los poderes que aúnan, pues si bien en el Estado así es, no lo es en las OO.II. ya que apenas tienen poder


La estructura ha evolucionado de bipartita, es decir, Conferencia y Secretaría, a tripartita, Conferencia o Asamblea General, Consejo y Secretaría, hasta llegar a la cuatripartita
, Conferencia o Asamblea, Consejo, Secretaría y Tribunal.


Dependiendo del tipo o clase de OI podremos ver estructuras más integradas, es decir más independientes, (OO.II. técnicas) o de mera coordinación en mayor o menor medida (OO.II. políticas).


Las Secretarías son esenciales en todas las OO.II. que con sus funcionarios internacionales llegan al control absoluto de los propósitos de la OI en cuestión, por medio de la especialización de sus cometidos.


Igualmente, los órganos de la estructura de las OO.II. se dividen en originarios y derivados, siendo los primeros los que crean el tratado fundacional y los segundos que nacen de la especialización sectorial de los órganos originarios.  Tampoco debemos olvidar la facultad de las OO.II. de crear, a su vez, organizaciones subsidiarias.


Formación de la voluntad de los organismos internacionales.  La voluntad propia de las OO.II. es una nota de la personalidad jurídica de éstas.  La mayor parte de los órganos son colegiados, por lo que es necesario establecer los procedimientos para poder alcanzar la voluntada común como acto de la organización.

Reglas:


Las mayorías como regla a efectos de la formación de esta voluntad se dará siempre que haya una fuerte cohesión social en el grupo y si tal es débil será la unanimidad la regla que se aplique.  Sin embargo, para garantizar una base de aceptación amplia en cuanto a la toma de decisión, es el consenso
 la regla más adecuada.


El principio de igualdad soberana permite que cada Estado tenga un voto igual que lo ejecutan representantes diplomáticos plenipotenciarios.

Votaciones:

Los medios de voto o bien son manuales o electrónicos, los votos son públicos o secretos, si bien la mayoría son de carácter público.

El voto puede ser de dos categorías: Unanimidad y Mayorías.

· Unanimidad:  Es aplicable a sociedades internacionales pequeñas y se modula en cuanto que ningún Estado puede quedar vinculado sino muestra su expresa aceptación, llegando a una situación en la que podría entenderse como veto el voto negativo para evitar los efectos del acuerdo respecto de él.

· Mayorías:  Cuando las sociedades internacionales tienen abundancia de miembros. Tiene como consecuencia la pérdida del valor vinculante de las decisiones que toma ese órgano, ejemplo claro son las resoluciones de la Asamblea General de la ONU frente a las resoluciones del Consejo de Seguridad de la ONU.

Simple:  El mayor número de votos.  Es un procedimiento sencillo, pero que puede dar una base pequeña de apoyo al vencedor.  Se utilizan para cuestiones de procedimiento.

Cualificada
:  Cualquiera superior a la Simple (2/3, 3/5, etc).  la base de apoyo es mayor y sirve para modificar situaciones consolidadas.

Absoluta.  La mitad más uno de los votos.  Cuando las opciones son dos, se confunde con la simple (51 a 49)

· Ponderado: Según la población, capacidad contributiva a los gastos de la OIO, etc.

4.- COMPETENCIA NORMATIVA DE LAS ORGANIZACIONES INTERNACIONALES.


Parece lógico que cuando una OI es considerada sujeto del Derecho Internacional pudiera, de manera directa, celebrar tratados o acuerdos con terceros; pero no debemos olvidar que su naturaleza se la otorgan los Estados con el tratado fundacional o constituyente, por lo que es en éste donde debemos observar y tal posibilidad existe.


Un ejemplo es el Protocolo de Tegucigalpa a las Carta de la ORGANIZACION DE ESTADOS CENTROAMERICANOS (ODECA): 
“Artículo 31.- El SISTEMA DE LA INTEGRACION CENTROAMERICANA, podrá, en el marco de sus competencias, celebrar con terceros Estados u organismos, tratados o acuerdos de conformidad a los propósitos y principios del presente Instrumento. Podrá también concluir acuerdos de asociación con terceros Estados, en donde se estipulen derechos y obligaciones recíprocas y, en su caso, se tenga en cuenta el carácter equitativo y complementario del trato que debe lograrse para el SISTEMA DE LA INTEGRACION CENTROAMERICANA en sus relaciones con organismos o Estados de mayor desarrollo”. 


También vemos que la ODECA puede crean normas, por lo que su capacidad normativa es explícita en la Carta de Tegucigalpa.  Sin bien, este es el ejemplo manifiesto que la competencia normativa de una OI sólo afecta a los Estados partes de esa OI en cuanto a la creación de Derecho.

“Artículo 15.- Le corresponde a la REUNION DE PRESIDENTES conocer de los asuntos de la región que requieran de sus decisiones, en materia de democracia, desarrollo, libertad, paz y seguridad. 

Corresponde particularmente a la REUNION DE PRESIDENTES: 

a) Definir y dirigir la política centroamericana, estableciendo las directrices sobre la integración de la región, así como las disposiciones necesarias para garantizar la coordinación y harmonización de las actividades de los órganos e instituciones del área y la verificación, control y seguimiento de sus mandatos y decisiones.”


Pero encontrar un Tratado Internacional tan explícito en cuanto a la competencia de una OI no es fácil, especialmente si observamos los tratados firmados a finales de la Segunda Guerra Mundial.  Por ello, la doctrina ha establecido que la competencia es implícita y no explicita debido a que los Estados al crear una OI y dotarla de competencias y poderes de acuerdo con unos propósitos, están invistiéndola de la competencia normativa necesaria para celebrar Tratados Internacionales que obligarán  a los Estados partes y, por tanto, obligarán a éstos.


Por otro lado, la doctrina también otorga a la costumbre la deducción de la regla general de la capacidad de contracción de las OO.II. desde el propio Derecho Internacional general, pues debe entender a éstas como sujetos del Derecho Internacional Público en sentido lato.

La Doctrina parece no acertar con estas consideraciones a explicar la inexistencia de capacidad de representación de las OO.II., lo que llevó a no incluirlas en la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969, pero si lo recogió la de 1986, por lo que se ha venido a reforzar la participación de las OO.II. en el Derecho Internacional general, lo que apoya las dos tesis doctrínales expuestas más arriba.

UNIDAD X

Sanciones del Derecho Internacional Público
La enseñanza socrática estaba dirigida a estimular en los demás el interés por la búsqueda, haciéndole reconocer al interlocutor la propia ignorancia, la “ironía”,  y señalando acto seguido, a través del dialogo en común, la “mayéutica”, el camino para el saber válido.

Objetivos:

1. Explicar las diferencia entre retorsión y represalia.

Señalar los ejemplos de retorsión, represalia, autoprotección y legítima defensa.

Explicar los supuestos en que los Estados pueden imponer medias de autoprotección y señalar los requisitos para el ejercicio de la legítima defensa.

1. INTRODUCCION
Diariamente el Derecho Internacional se aplica por diversos cauces, desde la aplicación ordinaria de las distintas Cancillerías de los Estados en su acción exterior, aplicación de los Tribunales Internacionales competentes, aplicación nacional a través de ordenamiento jurídico interno, etc.  Así las cosas “en la inmensa mayoría de los casos, el Derecho internacional se aplica de un modo absolutamente natural”, la simple convicción de “la obligatoriedad de las normas es, en muchos casos, suficiente para su cumplimento efectivo”
.  Hasta aquí entendiéramos el Derecho Internacional Público como un sistema de legitimación.

Otra visión del Derecho Internacional Público es la de un sistema de coacción, pero mientras que es válida para el Derecho estatal no lo es para el Derecho Internacional o interestatal.  Sin embargo, la idea de la sanción en el Derecho Internacional como un medio de coacción no está totalmente ausente, pues es un requisito lógico de carácter necesario, por lo que según Geny se requiere “al menos una llamada a la sanción (coactiva)”

Sin embargo, qué ocurre ante una situación de incumplimiento y cuál es la respuesta jurídica a ese incumplimiento, que no puede ser otra cosa que una sanción.  Lo que vamos a estudiar en esta unidad es cuál debe ser la naturaleza de la sanción, todo ello sin olvidar que el asunto, todavía, suscita debates doctrinales.

El carácter descentralizado y el principio de igualdad soberana entre los Estados hace que en la sociedad internacional no exista un poder organizado que imponga coactivamente el Derecho a sus componentes.  Esta afirmación es relativamente cierta si observamos al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas en cuestiones de paz y seguridad internacionales.

Las Naciones Unidades, según Vissher, consolidan una doble vía de autotutela:

· Autotulea, de carácter individual, derivada de las deficiencias del Derecho Internacional.  Un ejemplo son las contramedidas que el Proyecto de Artículos sobre la Responsabilidad de los Estados por hechos internacionalmente ilícitos de la Comisión de Derecho internacional recoge, pero que para evitar abusos ha sido muy matizado en los resultados su sesión 53.  

· Institucionalizada, de carácter colectivo, por respeto al Derecho Internacional.

Así las cosas, pasemos a ver los mecanismos de sanción del Derecho Internacional:

a) Sanción Política.  Es la conocida como “condena pública”, es una publicidad negativa del infractor por un Estado o por un grupo de éstos o por una Organización Internacional.  En este contexto están también las midas de control internacional, de fiscalización y de seguimiento que no son más que medios disuasorios y de valoración jurídica.  El Estado infractor suele “sentir horror” al verse en los medios, especialmente en casos de Trabajo, Derechos Humanos, etc.

b) Sanción Jurídica.  Son las reacciones legítimas, respaldadas por una regla del Derecho Internacional, de los Estados frente a hechos o pretensiones de otro. 

· Inoponibilidad:  Un Estado no pude ejercer cierto derecho frente a otro que tiene la preferencia. (caso Nottembhom)

· No reconocimiento.  Rechazo de una situación de hecho que todavía no se ha formado dentro del Derecho Internacional. (caso del a invasión de Irak sobre Kuwait).

· Nulidad.  Se da ante la violación del Derecho, por actos realizados de manera jurídicamente irregular (suele darse en el Derecho de Tratados y en actividades internas de OO.II.)

· Responsabilidad Internacional. Esta figura se ha estudiado en la Unidad VI sobre el Proyecto de Artículos de la Responsabilidad de los Estados por hechos internacionalmente ilícitos que estudia la Comisión de Derecho internacional.  

c) Sanción Ejecutiva:

· Aislamiento.  Debido al aumento de la interdependencia como consecuencia de la globalización, parece ser ésta una medida poco eficaz hoy en día.  Los medios son la ruptura de relaciones diplomáticas, no admisión en OO.II. o su expulsión de las mismas.

· Retorsión.  Es el ejercicio riguroso de un derecho como medio para obligar a otro Estado a poner fin a una situación perjudicial
. Se estudiará en el punto 2.

· Represalias. Se estudiará en el punto 4.

d) Sanción Coactiva.  Las Medidas Coercitivas de la ONU.

Implican el uso de la fuerza compulsiva contra el Estado infractor.  Sin embargo, las proscripción del recurso a la guerra se consagra en el Pacto de la Sociedad de Naciones de 1919, el tratado Briand-Kellog de 1928 y la Carta de las Naciones Unidad de 1945.


Esta proscripción al uso de la fuerza tiene una excepción que se reconoce en el artículo 51
 de la Carta de las Naciones Unidas “el derecho inmanente de la legítima defensa individual y colectiva”.  Esta cuestión se estudiará en punto 3

e) Sanción Punitiva.  Los Crímenes Internacionales.

· Crímenes Internacionales de los Individuos.  Nuremberg, Tokio, Antigua Yugoslavia, Ruanda y Sierra Leona.  Son los crímenes de guerra, contra la paz, de lesa Humanidad, de genocidio.  Recordemos la Corte Penal Internacional regulada por el Estatuto de Roma
.

· Crímenes Internacionales de los Estados.  Todavía en proyecto en la Comisión de Derecho internacional con el último borrador de 1996
.

2. LA RETORISION.

El término se refiere a las medidas de coacción que afectan los intereses de un Estado y que, a diferencia de las represalias, no constituyen una violación del derecho positivo. Suelen tener forma de actos perjudiciales o inamistosos, pero no ilícitos, para responder a actos similares de otro Estado.

Vemos, pues, que el supuesto para poder aplicar la retorsión es cuando un Estado tome medidas inamistosas, no ilícitas, contra otro Estado y que produzcan perjuicios.

Como hemos dicho, las medidas de retorsión no son actos ilícitos, sino simplemente el ejercicio riguroso de un derecho para responder a una rudeza análoga. Ejemplos: detención o expulsión de nacionales extranjeros, retiro del exequátur de un cónsul extranjero, expulsión de agentes diplomáticos o limitaciones a su libertad de desplazamiento.


Los límites temporales de la Retorsión están en el momento que el acto inamistoso que la originó desaparece.


Ejemplo de retorsión fue las medidas adoptadas por los Estados Unidos contra los fondos iraníes y sus nacionales por la ocupación de la embajada de los Estados Unidos en Teherán.

3. LA LEGITIMA DEFENSA


Esta forma de autotutela deriva conceptualmente del instituto análogo de los ordenamientos jurídicos internos, si bien con marcadas diferencias por las particularidad de los principios que rigen el concierto internacional.  

Por legítima defensa se entiende la resistencia por la fuerza a una injerencia jurídica actual o inminente.  Con la legítima defensa un Estado se limita a rechazar por la fuerza un ataque violento y antijurídico contra su territorio, sus buques o cualquier otro órgano estatal.

Los antecedentes recientes de esta figura lo encontramos en el artículo 10 del V Convenio de La Haya de 1907 y el artículo 25 del XIII Convenio de La Haya de 1907, en ellos se obliga a los Estados neutrales a rechazar con todos los medios a su alcance cualquier ataque a su territorio o espacio marítimo. 

El derecho de legítima defensa tiene como fuente una norma consuetudinaria, que fue transformada en una norma escrita en el tratado Briand-Kellogg donde se reconoce la legítima defensa como institución de Derecho Internacional general, después en la Carta de la ONU (Art. 51).  La legítima defensa es un derecho natural de todo Estado soberano.

“Artículo 51. Ninguna disposición de esta Carta menoscabará el derecho inmanente de legítima defensa, individual o colectiva, en caso de ataque armado contra un Miembro de las Naciones Unidas, hasta tanto que el Consejo de Seguridad haya tomado las medidas necesarias para mantener la paz y la seguridad internacionales. Las medidas tomadas por los Miembros en ejercicio del derecho de legitima defensa serán comunicadas inmediatamente al Consejo de Seguridad, y no afectarán en manera alguna la autoridad y responsabilidad del Consejo conforme a la presente Carta para ejercer en cualquier momento la acción que estime necesaria con el fin de mantener o restablecer la paz y la seguridad internacionales”.

La prohibición del recurso a la fuerza tiene tres excepciones. Las dos primeras se encuentran en el artículo 51 de la Carta de la ONU. 

· Este artículo reconoce, ante todo, el derecho de legítima defensa en caso de ataque armado. 
· Por otra parte, cualquier otro Estado que quiera acudir en auxilio del Estado agredido tiene derecho a utilizar la fuerza contra el agresor, puesto que el artículo 51 permite no solo la legítima defensa individual, sino también la colectiva, o sea, no solo la legítima defensa en sentido estricto, sino también la legítima asistencia. 
· La tercera excepción está recogida en el artículo 107 y es de carácter temporal en cuanto a que menciona a los enemigos de los signatarios de las Carta de las Naciones Unidas, es decir Alemania y Japón.

Ejemplo para su análisis
:

CAPITULO VII.  LA GUERRA DE LOS SEIS DIAS DE 1967 Y 
LA RESOLUCION 242.



Durante el mes de mayo de 1967, el estado egipcio desplegó un gran número de tropas en el desierto del Sinaí, expulsando a las Fuerzas de Emergencia de las Naciones Unidas (UNEF) allí desplegadas. Egipto estableció, de nuevo, el bloqueo en el canal de Suez y en el estrecho de Tirán. Además, firmó un acuerdo militar con Siria y Jordania, en cuyos términos se recogía como objetivo de la alianza, "...la aniquilación del estado de Israel".



Israel invocando el derecho a la legítima defensa, contraatacó a las fuerzas jordanas y sirias y realizó, lo que llamó “un ataque preventivo contra Egipto”. Después de las acciones militares las nuevas líneas de alto el fuego dejaron bajo control israelí Gaza, el Margen Occidental, el Sinaí y los Altos del Golán. Así mismo, el canal de Suez y el estrecho de Tirán quedaron abiertos y la ciudad de Jerusalén quedó bajo control israelí.


RESOLUCION 242 DEL CONSEJO DE SEGURIDAD



Lord Caradon era en 1967 el representante permanente del Reino Unido ante las Naciones Unidas, en octubre preparó un borrador de resolución formado con partes de la fórmula Gromyko-Goldberg y del borrador de resolución hecho por los países latinoamericanos, añadiendo la nueva idea de un representante especial. Caradon intentó presionar a Israel y Estados Unidos para que el borrador que se presentara ante el Consejo de Seguridad fuera un documento previamente consensuado, pero ni Estados Unidos ni Israel aceptaron el cambio de matices en el texto del borrador. En la reunión decisiva del Consejo de Seguridad de 22 de noviembre, la Resolución 242 fue aprobada designándose a Gunnar Jarring como representante especial para el Oriente Medio bajo lo establecido por la mencionada resolución, cuyos principales puntos son:



a)
Establecimiento de una paz justa y duradera entre Israel y los estados árabes.



b)
Garantía de la libre navegación por todas las aguas internacionales.



c)
Designación de un representante especial de la ONU para ofrecer sus buenos oficios a las partes sin actuar como mediador.



d)
La Paz debe ser alcanzada a través de acuerdos y negociaciones entre las partes y no por imposición de fuerzas exteriores.



e)
Principio de retirada.



La Resolución 242 no distinguió claramente el status de Israel en los territorios ocupados, si sus actuaciones deberían limitarse a las de una fuerza ocupante o bien tenía un título sobre esos territorios. Esta cuestión está ligada con la retirada de tropas, que recoge la resolución y el mantenimiento bajo control israelí de Gaza, el Margen Occidental y los Altos del Golán. 



También podemos decir que esta resolución es la primera de las Naciones Unidas, desde 1953, reconociendo que sólo una solución negociada de paz puede resolver el conflicto árabe-israelí. La resolución reconoce que sólo métodos pacíficos, tales como el establecido por el artículo 33 de la CNU, pueden ser utilizados para llegar a acuerdos.



Los términos establecidos en la Resolución 242 sólo han sido aplicados, hasta ahora, con Egipto, en primer lugar, y con Jordania en el año 1994. Igualmente han sido tenidos en cuenta en la Declaración de Principios Israelo-Palestinos de 1993.



Como sabemos por sus términos, la Resolución 242 tenía como objetivo el llegar a una paz justa y duradera cumpliendo los principios de la Carta de las Naciones Unidas. Para muchos juristas la letra de la resolución debió contener la cuestión de los derechos del pueblo palestino a una eventual libre determinación y establecimiento de un estado, siendo la única referencia el párrafo 2(b) que trata del logro de un acuerdo justo y duradero al problema de los refugiados.


USO DEL PRINCIPIO DE LEGITIMA DEFENSA



El hecho de que Israel, apelando al principio de legítima defensa, hiciera un ataque preventivo contra Egipto, debe ser estudiado de acuerdo con la situación militar, económica y legal de los hechos precedentes al ataque, todo ello dentro del contexto del Derecho Internacional. Para ello, debemos examinar los artículos 2(4) y 51 de la CNU. 



Para Gainsborough, cualquiera que fuera la naturaleza de la guerra, parece que Israel debería haber informado al Consejo de Seguridad del uso de su derecho a la legítima defensa y atenerse a sus ordenes, siguiendo el capítulo VII de la CNU. Para Stone, a la vista de la proclamación abierta hecha por los árabes de la liquidación del estado de Israel, la movilización masiva de tropas a lo largo de las fronteras de Israel y la falta de habilidad del Consejo de Seguridad en la aplicación de la CNU, las acciones de Israel no pueden considerarse contrarias a la CNU, pues no estaban dirigidas contra la integridad territorial o contra la independencia política de los estados árabes en el sentido en que se recoge en el artículo 2(4), aparece más como una acción defensiva de un estado bajo amenaza inminente.



Numerosos internacionalistas han señalado que las reservas recogidas al uso del derecho de legítima defensa,  recogidos en el artículo 51 de la CNU no niegan a los estados ciertos derechos reconocidos por la costumbre internacional antes del establecimiento de la Carta de las Naciones Unidas. Según Gainsborough el término "ataque armado" usado en el artículo 51 tiene un elemento de ambigüedad, pues su concepción es la de un ataque como el que ocurrió en el sur de Corea en 1950, donde se produjo una invasión comunista con infantería, blindados, misiles, etc... Todo aquello menor de este tipo de ataques a gran escala no puede considerarse, según la doctrina literal, suficiente para ejercer el derecho a la legítima defensa. Por ello, debe entenderse que un estado amenazado con un ataque de menor escala al descrito debe contar con la capacidad de las Naciones Unidas para que éstas tomen las medidas adecuadas. Pero, la realidad a lo largo de la historia de la ONU ha sido claramente otra, por lo que no se espera de un estado amenazado, en la medida en lo que lo estuvo Israel, que adopte una situación pasiva que ponga en peligro sus intereses vitales de paz y seguridad. 



De acuerdo con lo anterior, el término "ataque armado" debe ser entendido de forma amplía donde las situaciones de anticipación e inminencia encuentren cabida. Esta interpretación de la CNU se acerca a la práctica de los estados y a la costumbre internacional existente cuando el artículo 51 fue redactado. El Tribunal Internacional de Tokio en 1948 decidió que la declaración de guerra holandesa a Japón en 1941 encuentra su justificación en la inminencia de una invasión japonesa de los territorios holandeses.



Para Shabtai los hechos que justificaron las acciones preventivas israelíes en 1967 fueron:



-
La decisión del gobierno egipcio, en mayo, de expulsar a la UNEF.



-
La amenaza real sobre la existencia de Israel con la colocación masiva de tropas en sus fronteras, apoyadas por los demás estados árabes...



La concepción más amplia del artículo 51 es también apoyada por McDougal, quien cree que esta interpretación de la CNU necesita una formulación adecuada de políticas de acuerdo con las condiciones actuales del mundo. McDougal interpreta en su sentido amplio el término "ataque armado" para permitir a un estado la libertad suficiente para formular políticas viables en los asuntos exteriores cuando se ve amenazada su existencia y no a las organizaciones internacionales que no dan la seguridad suficiente para defender a ese estado amenazado. 



Para los estados árabes un ataque preventivo no está recogido en la CNU. Además, apoyaron este argumento diciendo que había claras evidencias de que el presidente Nasser no iba a atacar y que tal circunstancia era conocida por Israel, para ello los estados árabes se remitieron a las declaraciones del primer ministro Rabin.



El punto de vista árabe es que Israel tenía preparado con antelación el ataque a los estados árabes. El hecho de atacar en primer lugar a Egipto, se debió a que éste se encontraba en el camino de sus ambiciones expansionistas. Así, los estados árabes veían el despliegue de tropas egipcias a lo largo de la frontera israelí como una medida defensiva, así como una manera de disuadir a Israel de un ataque contra Siria. Así mismo, es evidente que tras la expulsión de la UNEF el Secretario General de la ONU pidió a Israel que aceptara estas tropas en su territorio, cosa que Israel no aceptó. Wright afirma que si Israel sólo hubiera querido defenderse, hubiera bastado con permitir a la UNEF desplegar en su territorio, tal y como el Secretario General U-Thant sugirió, pero su negativa es una clara prueba de las intenciones expansionistas israelíes.



Para Hargrove, Lauterpacht y Jessup, bajo la CNU quedaría justificada una acción del Consejo de Seguridad ante una alarmante preparación militar de un estado vecino, pero nunca un ataque armado preventivo por parte del estado que se cree amenazado y ello se debe a que no es ese el espíritu que persigue la letra de la CNU.



Como hemos visto más arriba, en una lectura amplia de los artículos 2(4) y 51 de la CNU las medidas tomadas por Israel fueron defensivas, mientras que en una interpretación literal la acción israelí debería considerarse una agresión. Las Naciones Unidas nunca entraron a valorar estas interpretaciones y dedicaron sus esfuerzos a conseguir un alto el fuego en lugar de buscar al agresor. Ello no hubiera dado ninguna solución al conflicto y sí hubiera tenido innumerables dificultades factuales y legales.



Gainsborough afirma que las tropas israelíes puede que rebasaran los límites de la proporcionalidad en cuanto a la retención de Margen Occidental, Gaza, los Altos del Golán y el Sinaí (este último devuelto posteriormente a Egipto). Para Gainsborough parece excesivo el número de tierras árabes ocupadas por Israel a pesar de que éstas fueran retenidas como medida disuasoria para futuros ataques árabes.

4. LAS REPRESALIAS PACIFICAS

Debemos saber que existe una distinción entre las represalias efectuadas en tiempo de paz y las llevadas a cabo en el transcurso de las hostilidades de un conflicto armado internacional.

Las primeras son medidas de coacción, que constituyen excepciones a las normas ordinarias del derecho internacional, tomadas por un Estado como reacción a actos ilícitos cometidos en su contra por otro Estado y cuyo objetivo es imponer a éste el respeto del derecho.

Las represalias pacíficas son actos intrínsecamente ilícitos pero cuya justificación excepcional radica en el hecho de que responden a un acto ilícito anterior con respecto al cual buscan obtener la eliminación, el pago de reparaciones por los daños causados o el restablecimiento de la situación de derecho.

A diferencia de las represalias en tiempo de guerra, las del tiempo de paz se caracterizan por un recurso limitado y temporal al empleo de la fuerza, el cual no modifica el estado de paz ni tiene efecto alguno con respecto a terceros Estados. Las represalias pueden ser armadas (bloqueo pacífico, bombardeo naval o aéreo) y no armadas (embargo punitivo, bloqueo de fondos, confiscación y secuestro de bienes). 

La proscripción en la Carta de las Naciones Unidas del uso de la fuerza, hace que hoy en día tenga que entender el concepto de represalia pacífica aquella que se lleva a cabo por acciones no armadas.

El término contramedidas cubre la parte del tema de las represalias que no está asociada al conflicto armado y, de conformidad con la práctica moderna y las decisiones judiciales, el término se utiliza en ese sentido en el presente capítulo dos del Proyecto de Artículos sobre la Responsabilidad de los Estados por hechos internacionalmente ilícitos de la Comisión de Derecho internacional
5. LA AUTOPROTECCIÓN

En caso de que otro Estado no pueda defender a ciudadanos o súbditos extranjeros residentes temporal o definitivamente en éste, el país de origen ejerce la autoprotección en defensa de sus ciudadanos, agentes diplomáticos o consulares, etc. Esto se debe a que como el Estado no es una persona física, tiene órganos que pueden encontrarse fuera de su territorio, sea en forma permanente: agentes diplomáticos y consulares, bases militares; sea temporal: visitas oficiales del jefe del Estado, ministros, barcos de guerra, etc.. Por otro lado los integrantes del pueblo organizado en Estado, pueden viajar por otros países o residir allí en forma temporal o permanente. 
Así las cosas, el Estado extranjero en cuyo territorio se encuentran, tiene el deber de protegerlos, y si no está en condiciones o no está dispuesto a hacerlo, el Estado originario, tiene el derecho de sustituirlo ejerciendo el derecho de autoprotección.  Este es el supuesto por el que los Estados pueden ejercer este derecho.
La autoprotección tiene que limitarse a impedir cualquier agresión contra Estados extranjeros o súbditos suyos, que no podría evitarse de otra manera

A diferencia de las represalias, la autoprotección tiene tan solo la misión de impedir violaciones inminentes del derecho, y de ninguna manera obtener la reparación de un acto ilícito ya perpetrado, porque el Estado que interviene actúa en lugar del que está obligado internacionalmente a mantener el orden. Por esto, la acción subsidiaria, que en representación suya toma, tiene que limitarse a aquellas medidas que el Estado territorial tendría que haber tomado

Es una extensión del derecho de autodefensa del Estado y es de carácter preventivo, no retributivo.

La Carta de la ONU no lo reconoce, por lo que cae dentro del concepto del uso ilegítimo de la fuerza ya que viola el principio de igualdad. 

Reitzer, estima que las medidas que un Estado toma para proteger a sus nacionales en el extranjero constituyen un caso de legítima defensa; pero pasa por alto que en nuestro caso no se trata del ataque de un Estado y sí de personas privadas, el cual ha de enjuiciarse según el derecho penal y no según el Derecho Internacional La reacción frente a tales ataques no es, pues, legítima defensa internacional (solo posible frente a sujetos del Derecho Internacional.), sino otra medida de protección que en lugar del Estado territorial adopta el Estado perjudicado

Ejemplos: 

· Además de personas, que se encuentran en el extranjero, el objeto de autoprotección puede ser también una parte del territorio, amenazada desde afuera, pero no por fuerzas controladas por un gobierno vecino. Por ejemplo durante la revolución mexicana, los Insurgentes del Norte, capitaneados por Pancho Villa, hacían incursiones en Texas, a fin de aprovisionarse. A las protestas de Washington, el gobierno de México contestaba que no controlaba a los insurgentes. Estados Unidos mandó un cuerpo de caballería, bajo las órdenes del Gral. Pershing para que reprimiera a los insurgentes. Se realizó la expedición penetrando en el territorio mexicano mucho más allá de lo necesario. La culpa de México, no consistía en la comisión de la agresión, sino únicamente en la omisión. Violó el deber de impedimento. El criterio distintivo entre la autodefensa y la autoprotección es el objeto protegido: el territorio nacional en el primer caso, los órganos estatales y los nacionales en el segundo. 
· Hubo numerosas aplicaciones del derecho a la autoprotección, en sentido restringido. En 1900, los revolucionarios chinos, llamados boxers sitiaron el barrio diplomático de Pekín; por lo tanto una expedición militar internacional desembarcó en Tientsin a fin de liberar de la amenaza a las representaciones diplomáticas extranjeras. Ocurría reiteradamente en China, en la época en que estaba sumergido en la guerra civil. En 1927, dos buques estadounidenses protegieron a los nacionales de su país en Nankín, y en 1931 hizo lo mismo un navío británico. Se proporciona la autoprotección especialmente a los nacionales residentes en un país conmovido por una lucha civil y, por lo tanto, cuya aptitud para proteger las vidas de los extranjeros es dudosa. Pero, si se tiene en cuenta el Corolario Teodoro Roosevelt a la Doctrina Monroe, muchas veces, bajo el “justificativo” de proteger a los ciudadanos de su país, ciertos Estados “invaden” otros Estados haciendo abuso del concepto de autoprotección. 

· Durante la guerra civil española fueron enviados con tal propósito buques estadounidenses, franceses, italianos, británicos y alemanes. Los barcos estadounidenses cumplían esta clase de misión ante las situaciones revolucionarias que se producían en la región del Caribe. En 1965 la autoprotección fue el fundamento del desembarco norteamericano en Santo Domingo; también el presidente norteamericano Johnson dijo que temía que se transformara en una “segunda Cuba”. En última instancia, la realidad fue otra. Era preocupación de las subsidiarias de bancos norteamericanos en República Dominicana que, si retornaba al gobierno de Juan Bosch, que había caído por un golpe de Estado, “nacionalizara” a la banca extranjera. 

· Un ejemplo importante es el del buque norteamericano Caroline, que fue destruido por fuerzas británicas en aguas norteamericanas, porque ayudaba regularmente a los rebeldes del Canadá, sin que EUA hiciese nada para impedirlo. Si bien Estados Unidos protestó, reconoció al propio tiempo que tal medida hubiera sido perfectamente justificada, de haberse tratado de vencer un peligro inminente y grave, no susceptible de ser evitado de otra manera, y siempre que no se traspasaran los límites absolutamente necesarios. Este principio ha sido confirmado por el Tribunal Militar de Nuremberg. En cambio, el Tribunal Internacional de Justicia en su sentencia del 9 de abril de 1949 en el asunto del Estrecho de Corfú, consideró la presencia de buques de guerra en aguas jurisdiccionales extranjeras con el fin de buscar medios de prueba, corno una violación de la supremacía territorial extranjera, rechazando la alegación de autoprotección. Esta sentencia no está en contradicción con lo antedicho, puesto que en el caso de referencia el daño ya se había producido antes, por lo que no se trataba realmente de precaverse de un ataque amenazador. 

· El derecho de protección está reconocido, en varias disposiciones de carácter interno. El derecho alemán autorizaba, antes, a los mandos navales a intervenir militarmente en aguas extranjeras “cuando hubiere que impedir un peligro real para la vida, la libertad o la propiedad de súbditos alemanes o de personas colocadas bajo la protección de Alemania, o también cuando se hubiere cometido una ofensa a la bandera y no pudiera obtenerse satisfacción de otro modo”, siempre que el Estado en que la intervención militar deba tener lugar no quiera expresa o tácitamente, o no pueda, resolver el caso, normalmente

Retorsión o Represalia.  Exponer los hechos y dar las razones jurídicas.

La Prensa.  Sábado 2 de diciembre de 2000. martha.corea@laprensa.com.ni 
Titular de Fomento dice que si hondureños toman medidas contra Nicaragua, se les responderá de alguna manera 

Ante la posibilidad que las autoridades hondureñas impidan el paso por Puerto Cortés de las exportaciones nicaragüense de café, como represalia al arancel del 35 por ciento establecido por el Gobierno para los productos de origen hondureño, Norman Caldera, ministro de Fomento Industria y Comercio (Mific), dijo que Nicaragua responderá con otras medidas. 

“Si acaso cometen el error de tomar esa medida (de impedir las exportaciones por Puerto Cortés), pues ya veremos nosotros las medidas que vamos a tomar. Por el momento, me parece que el señor Presidente ha dado el campanazo a la medida correcta. Hay que exportar por (Puerto) Corinto, no nos enredemos. En la medida que Nicaragua sea independiente en su comercio no nos podrán presionar”, declaró Caldera.

Dijo que este Puerto, es considerado el mejor del Pacífico nicaragüense por lo que existe suficiente capacidad para hacer uso del mismo. 

“Hay capacidad instalada en (Puerto) Corinto, lo que necesitamos es barcos que sirvan la ruta de Corinto a Europa”, afirmó.

Al hablar sobre la solicitud de los empresarios hondureños de derogar el arancel del 35 por ciento por considerarlo “ilegal”, respondió que “ellos (los empresarios) pueden decir misa, ellos pueden pedir lo que quieran. Los empresarios privados de allá (Honduras) hacen sus cartas al niño Dios, tal vez esta es la época de hacer cartas al niño Dios”, en alusión a la solicitud de derogación del arancel. 

w Argumento jurídico. Según Caldera, Nicaragua tomó esa medida, de establecer un arancel del 35 por ciento a los productos hondureños y colombianos, basada en el artículo 21 de la Organización Mundial del Comercio (OMC). 

“El arancel se estableció como una contramedida. Las contramedidas en el derecho internacional son permitidas, cuando alguien te rompe y te viola un tratado, vos tenés derecho a tomar tus medidas de retorsión, entonces, la manera civilizada de responder, que no sean belicosas como ir a la guerra, es hacer uso de los instrumentos que el derecho internacional te permite”, argumentó.

El arancel, conocido como “Impuesto por la Soberanía” fue establecido hace un año por el gobierno nicaragüense en reacción a la ratificación del Tratado Ramírez-López establecido entre Honduras y Colombia, donde según las autoridades nicas se cercenan 130,000 kilómetros de la plataforma continental y marítima del país. 

Dijo que este arancel está por debajo de lo permitido y acordado ante la OMC. 

“¿Por qué el 35 por ciento? porque en el caso de Colombia ya le estábamos cobrando el 10 (ó 13) por ciento y ese 35 por ciento adicional llegaba a sumar un 48 por ciento y el 48 por ciento es el arancel máximo al que nos comprometidos (a cobrar) ante la OMC”, explicó.

PUERTO CORINTO ESTA DESAPROVECHADO

De acuerdo con un estudio sobre “Concesionamiento de los Puertos en Nicaragua”, elaborado por la Empresa Portuaria Nacional (EPN), Puerto Corinto no está siendo aprovechado al máximo por los exportadores 

- “El puerto maneja una variedad de tipos de carga, cuenta con volúmenes relativamente bajos de carga (particularmente con respecto a los contenedores) y cuenta con opciones limitadas para el desarrollo de configuraciones alternas de operación, dada las cuestiones de eficiencia y competencia”, indica el estudio.

- Según datos de EPN, entre 1990-1999 las exportaciones por Puerto Corinto experimentan un subibaja. Mientras en 1990 se exportaron 50,000 toneladas en 1991 la cifra bajó a 17,000, luego reporta un crecimiento hasta 1994 llegando a 30,000 toneladas para bajar hasta 1996 a 19,000, los dos años subsiguientes se levanta a 29,000 toneladas, cayendo en 1999 a 28,000.

- Mientras que las importaciones experimentan igual comportamiento que las exportaciones durante el período 1990-1995, mientras que de 1996 a 1999 mantienen una tendencia alcista.

- En general, el total de carga (importaciones más exportaciones) se mantiene en un subibaja.

- Respecto al crecimiento de la carga en Puerto Corinto por rubro, datos de EPN indican que en importaciones el mayor volumen de carga corresponde al rubro de granos, sobrepasando las 100,000 toneladas, mientras que en las exportaciones el mayor volumen de carga es para el azúcar que también sobre pasa las 100,00 toneladas, en cambio el café sus volúmenes de carga no alcanzan las 40,000 toneladas
UNIDAD XI

Las Naciones Unidas
La enseñanza socrática estaba dirigida a estimular en los demás el interés por la búsqueda, haciéndole reconocer al interlocutor la propia ignorancia, la “ironía”,  y señalando acto seguido, a través del dialogo en común, la “mayéutica”, el camino para el saber válido.

Objetivos:

1. Explicar las causas de surgimiento, atribuciones y estructuras de las Naciones Unidas y sus competencias en las tareas destinadas a mantener la paz mundial y estimular el desarrollo de los pueblos.

1. ANTECEDENTES DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS

El nombre de "Naciones Unidas", acuñado por el Presidente de los Estados Unidos Franklin D. Roosevelt, se utilizó por primera vez el 1 ° de enero de 1942, en plena segunda guerra mundial, cuando representantes de 26 naciones aprobaron la "Declaración de las Naciones Unidas", en virtud de la cual sus respectivos gobiernos se comprometían a seguir luchando juntos contra las Potencias del Eje.

Las primeras organizaciones internacionales establecidas por los Estados tenían por objeto cooperar sobre cuestiones especificas. La Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT) fue fundada en 1865 bajo la denominación de Unión Telegráfica Internacional, y la Unión Postal Universal se creó en 1874. Hoy día son organismos especializados de las Naciones Unidas

En 1899 se celebró en La Haya la primera Conferencia Internacional de la Paz con el objeto de elaborar instrumentos que permitieran resolver pacíficamente las crisis, evitar la guerra y codificar normas de conducta en tiempo de guerra. La Conferencia aprobó la Convención para el arreglo pacifico de los conflictos internacionales y estableció la Corte Permanente de Arbitraje, que comenzó a operar en 1902.

El precursor de las Naciones Unidas fue la Sociedad de las Naciones, organización concebida en similares circunstancias durante la primera guerra mundial y establecida en 1919, de conformidad con el Tratado de Versalles, "para promover la cooperación internacional y conseguir la paz y la seguridad". También en el marco del Tratado de Versalles se creó la Organización Internacional del Trabajo como organismo afiliado a la Sociedad de las Naciones. La Sociedad de las Naciones cesó su actividad al no haber conseguido evitar la segunda guerra mundial.  Los Estados Unidos nunca participaron en la Sociedad de Naciones, a pesar de ser su padre fundador el presidente Wilson, y la Unión Soviética fue expulsada por su agresión a Finlandia.

Los antecedentes próximos son los que concretan la forma y prescripciones del instrumento jurídico que es la Carta de las Naciones Unidas.  Estos son: La Declaración de los Aliados de Londres 1941, La Declaración Conjunta o Carta del Atlántico de Roosevelt y Churchill firmada en 1941 con su ocho puntos, La Declaración de Washington o Declaración de las Naciones Unidas de 1942, La Declaración de Moscú de 1943, La Declaración de Teherán de 1943, La Conferencia de Yalta de 1945 y La Conferencia de San Francisco en 1945.

En 1945, representantes de 50 países se reunieron en San Francisco en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Organización Internacional, para redactar la Carta de las Naciones Unidas. Los delegados deliberaron sobre la base de propuestas preparadas por los representantes de China, la Unión Soviética, el Reino Unido, y los Estados Unidos en Dumbarton Oaks, Estados Unidos, entre agosto y octubre de 1944. La Carta fue firmada el 26 de junio de 1945 por los representantes de los 50 países. Polonia, que no estuvo representada, la firmó mas tarde y se convirtió en uno de los 51 Estados Miembros fundadores.

Las Naciones Unidas empezaron a existir oficialmente el 24 de octubre de 1945, después de que la Carta fuera ratificada por China, Francia, la Unión Soviética, el Reino Unido, los Estados Unidos y la mayoría de los demás signatarios. 

Cuando los Estados pasan a ser miembros de las Naciones Unidas convienen en aceptar las obligaciones de la Carta de las Naciones Unidas (CNU), que es un tratado internacional en el que se establecen los principios fundamentales de las relaciones internacionales. De conformidad con la Carta, las Naciones Unidas tienen cuatro propósitos: mantener la paz y la seguridad internacionales, fomentar entre las naciones relaciones de amistad, realizar la cooperación internacional en la solución de problemas internacionales y la promoción del respeto de los derechos humanos y servir de centro que armonice los esfuerzos de las naciones.
Las Naciones Unidas no son un gobierno mundial, y tampoco establecen leyes. Sin embargo, la Organización proporciona los medios necesarios para encontrar soluciones a los conflictos internacionales y formular políticas sobre asuntos que nos afectan a todos. En las Naciones Unidas todos los Estados Miembros, grandes y pequeños, ricos y pobres, con diferentes puntos de vista políticos y sistemas sociales, tienen voz y voto en este proceso.
Las Naciones Unidas tienen seis órganos principales. Cinco de ellos, la Asamblea General, el Consejo Económico y Social, el Consejo de Administración Fiduciaria y la Secretaría, se encuentran en la Sede, en Nueva York. El sexto, la Corte Internacional de Justicia.

Nicaragua se adhirió a las Naciones Unidas el 24 de octubre de 1945
.  Para Nicaragua las Naciones Unidas, debe ser el actor principal en la definición de una nueva Sociedad Internacional en la que imperen la paz y el respeto de los Derechos Humanos y libertades fundamentales
.

2. PROPÓSITOS Y PRINCIPIOS DE LA CARTA DE LAS NACIONES UNIDAS


En septiembre de 2000, se reunieron en la Sede de las Naciones Unidas unos 150 presidentes, primeros ministros y dirigentes mundiales con el fin de configurar una visión del futuro. En la “Declaración del Milenio”
 resultante los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas se aplican a un mundo nuevo. Para hacer realidad esa visión, los Estados Miembros convinieron unos objetivos concretos y alcanzables que habían de contribuir a eliminar el hambre y la pobreza, poner fin a los conflictos, atender las necesidades de África, promover la democracia y el Estado de derecho y proteger el medio ambiente, y se comprometieron a cumplir esos objetivos en un plazo determinado. 

Los propósitos de la Carta de las Naciones Unidas, coinciden plenamente con los objetivos de alcance general de la política exterior de Nicaragua: la búsqueda de la paz y seguridad internacionales, la promoción de la democracia y los derechos humanos, la cooperación al desarrollo integral de las personas y los pueblos y el respeto al derecho internacional
.

La Constitución Política de la República de Nicaragua, en sus Principios Fundamentales (Título I Capítulo Único, arto. 5º in fine): 

“Nicaragua fundamenta sus relaciones internacionales en la amistad y la solidaridad entre los pueblos y la reciprocidad entre los Estados. Por tanto, se inhibe y proscribe todo tipo de agresión política, militar, económica, cultural y religiosa, y la intervención en los asuntos internos de otros Estados. Reconoce el principio de solución pacífica de las controversias internacionales por los medios que ofrece el derecho internacional, y proscribe el uso de armas nucleares y otros medios de destrucción masiva en conflictos internos e internacionales.”

Carta de las Naciones Unidas.  Capítulo I, Artículo 1
Los Propósitos de las Naciones Unidas son:
1. Mantener la paz y la seguridad internacionales, y con tal fin: tomar medidas colectivas eficaces para prevenir y eliminar amenazas a la paz, y para suprimir actos de agresión u otros quebrantamientos de la paz; y lograr por medios pacíficos, y de conformidad con los principios de la justicia y del derecho internacional, el ajuste o arreglo de controversias o situaciones internacionales susceptibles de conducir a quebrantamientos de la paz;
2. Fomentar entre las naciones relaciones de amistad basadas en el respeto al principio de la igualdad de derechos y al de la libre determinación de los pueblos, y tomar otros medidas adecuadas para fortalecer la paz universal;
3. Realizar la cooperación internacional en la solución de problemas internacionales de carácter económico, social, cultural o humanitario, y en el desarrollo y estímulo del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión; y
4. Servir de centro que armonice los esfuerzos de las naciones por alcanzar estos propósitos comunes.

Carta de las Naciones Unidas.  Capítulo I, Artículo 2
Para la realización de los Propósitos consignados en el Artículo 1, la Organización y sus Miembros procederán de acuerdo con los siguientes Principios:
1. La Organización esta basada en el principio de la igualdad soberana de todos sus Miembros.
2. Los Miembros de la Organización, a fin de asegurarse los derechos y beneficios inherentes a su condición de tales, cumplirán de buena fe las obligaciones contraídas por ellos de conformidad con esta Carta.
3. Los Miembros de la Organización arreglarán sus controversias internacionales por medios pacíficos de tal manera que no se pongan en peligro ni la paz y la seguridad internacionales ni la justicia.
4. Los Miembros de la Organización, en sus relaciones internacionales, se abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los Propósitos de las Naciones Unidas.
5. Los Miembros de la Organización prestaron a ésta toda clase de ayuda en cualquier acción que ejerza de conformidad con esta Carta, y se abstendrán de dar ayuda a Estado alguno contra el cual la Organización estuviere ejerciendo acción preventiva o coercitiva.
6. La Organización hará que los Estados que no son Miembros de las Naciones Unidas se conduzcan de acuerdo con estos Principios en la medida que sea necesaria para mantener la paz y la seguridad internacionales.
7. Ninguna disposición de esta Carta autorizará a las Naciones Unidas a intervenir en los asuntos que son esencialmente de la jurisdicción interna de los Estados, ni obligará; a los Miembros a someter dichos asuntos a procedimientos de arreglo conforme a la presente Carta; pero este principio no se opone a la aplicación de las medidas coercitivas prescritas en el Capítulo VII.

3. ADQUISICIÓN DE ESTATUS DE MIEMBRO DE LA ONU


La Carta hace una distinción entre miembros originarios y admitidos que sólo surte efectos en cuanto al modelo de admisión, pero no en cuanto a derechos y obligaciones.


Así las cosas, el artículo 3 de la Carta dice: 

“Son Miembros originarios
 de las Naciones Unidas los Estados que habiendo participado en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Organización Internacional celebrada en San Francisco, o que habiendo firmado previamente la Declaración de las Naciones Unidas de 1 de enero de 1942, suscriban esta Carta y la ratifiquen de conformidad con el Artículo 110”.

Esto permite dejar abierta la Carta a cualquier Estado del mundo que reúna ciertas condiciones.


Por otro lado , el artículo 4.1 de la Carta establece las condiciones y el procedimiento para ser miembro: 

“1. Podrán ser Miembros de las Naciones Unidas todos los demás [1] Estados [2] amantes de la paz que [3] acepten las obligaciones consignadas en esta Carta, y que, a juicio de la Organización, estén capacitados para cumplir dichas [4] obligaciones y se hallen [5] dispuestos a hacerlo”.


Estas son las cinco condiciones para ser miembro.  La práctica se ha demostrado muy flexible y ha bastado, para ser miembro de la ONU, que los gobiernos de los Estados solicitantes fueran suficientemente independientes.  Y el procedimiento de admisión se específica en el 4.2:

“2. La admisión de tales Estados como Miembros de las Naciones Unidas se efectuará por decisión de la Asamblea General a recomendación del Consejo de Seguridad”


Son casos especiales los de Fusión de Estados (Alemania), Separación de Estados (Siria y Egipto), División y escisión (necesario nueva solicitud), y Fraccionamiento (URSS)

4. SUSPENSIÓN DE LOS DERECHOS Y PRIVILEGIOS A LOS ESTADOS MIEMBROS

A la vista del artículo 5 de la Carta entre los derechos que se pierden esta el del voto y la participación
 en los órganos de las ONU de los que será parte, si bien no se pierden las obligaciones.  No hay casos claros de haberse tomado esta medida en la ONU
.
“Todo Miembro de las Naciones Unidas que haya sido objeto de acción preventiva o coercitiva por parte del Consejo de Seguridad podrá ser suspendido por la Asamblea General, a recomendación del Consejo de Seguridad, del ejercicio de los derechos y privilegios inherentes a su calidad de Miembro. El ejercicio de tales derechos y privilegios podrá ser restituido por el Consejo de Seguridad”.

5. PERDIDA DEL ESTATUS DE MIEMBRO: EXPULSIÓN Y RETIRADA
.
El artículo 6 de la Carta trata sobre la expulsión.
“Todo Miembro de las Naciones Unidas que haya violado repetidamente los Principios contenidos en esta Carta podrá ser expulsado de la Organización por la Asamblea General a recomendación del Consejo de Seguridad”.
No hay ejemplos de expulsión.

En cuanto a la retirada, ésta no está prevista en la Carta, pero su estructura no la impide, tal es el caso de Indonesia en 1965 que anunció su retirada, pero poco después anunció la reanudación de las actividades de cooperación con la ONU.

6. LOS ORGANOS DE LAS NACIONES UNIDAS


Si bien en origen la ONU no nació como una OI compleja, lo ha devenido a lo largo de su historia, por los acontecimientos mundiales, los cambios estructurales políticos y sociales a nivel mundial, las tensiones, su prestigio como “solucionador” de problemas.


La Carta en su artículo 7.1 viene a dividir los órganos en principales y secundarios

“1. Se establecen como órganos principales de las Naciones Unidas: una Asamblea General, un Consejo de Seguridad, un Consejo Económico y Social, un Consejo de Administración Fiduciaria, una Corte Internacional de Justicia y una Secretaría”.

Son autónomos la Asamblea General, el Consejo de Seguridad, y la Corte Internacional de Justicia.  Mientras que es dudosa la autonomía del Consejo Económico y Social y del Consejo de Administración Fiduciaria.

Por otro lado, la Secretaría tiene una autonomía de derecho muy reducida y sus funciones son de carácter auxiliar, si bien está tomando, cada vez más, funciones políticas y diplomáticas.

La multiplicación de órganos subsidiarios lo ha facilitado el párrafo 2 del mismo artículo 7 de la Carta:
“2. Se podrán establecer, de acuerdo con las disposiciones de la presente Carta, los órganos subsidiarios que se estimen necesarios”.
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6.1. LA ASAMBLEA GENERAL (AG)

Las condiciones previas se recogen en el artículo 9:
“1. La Asamblea General estará integrada por todos los Miembros de las Naciones Unidas.
2. Ningún Miembro podrá tener más de cinco representantes en la Asamblea General [y un número igual de suplentes]”.
Funciones y Poderes

Se recogen en los artículo 10 al 17.

La Asamblea General podrá discutir cualquier asunto en los límites de la Carta o que se refieran a los órganos creados por la misma.  Sólo se exceptúa lo dispuestos en artículo 12, cuando el asunto lo trata el Consejo de Seguridad. Sobre estos particulares podrá hacer recomendaciones a los Miembros de las Naciones Unidas o al Consejo de Seguridad. Podrá considerar cuestiones sobre el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales y el desarme y la regulación de los armamentos, y hacer recomendaciones respecto de tales a los Miembros de las Naciones Unidas o al Consejo de Seguridad.  Igualmente, la Asamblea General podrá llamar la atención del Consejo de Seguridad hacia situaciones susceptibles de poner en peligro la paz y la seguridad internacionales.
El artículo 12 limita la posibilidad de recomendaciones de la Asamblea General cuando el Consejo de Seguridad esté desempeñando las funciones que le asigna la Carta con respecto a una controversia o situación, a menos que lo solicite el propio Consejo de Seguridad. Tan pronto como el Consejo de Seguridad cese de tratar dichos asuntos el Secretario General, con su consentimiento, informará a la Asamblea General sobre los asuntos de mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales que estuviere tratando el Consejo de Seguridad.

La Asamblea General promoverá estudios y hará recomendaciones para fomentar la cooperación internacional en el campo político e impulsar el desarrollo progresivo del derecho internacional y su codificación, la cooperación internacional en materias de carácter económico, social, cultural, educativo y sanitario y ayudar a hacer efectivos los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión.
Además, la Asamblea General: 

1. recomendar medidas para el arreglo pacífico de cualesquiera situaciones, 
2. recibirá y considerará informes anuales y especiales del Consejo de Seguridad. y de los demás órganos de las Naciones Unidas.
3. Desempeñará funciones con respecto al régimen internacional de administración fiduciaria. examinará y aprobará el presupuesto de la Organización.
4. Determinara lo que los miembros sufragarán para los gastos de la Organización 

5. examinará los presupuestos administrativos de los organismos especializados 

Votación

Se regula del artículo 18 al 19.

Cada Miembro de la Asamblea General tendrá un voto, pero si no está al día de sus cuotas por una cantidad igual o superior a la cuotas adeudas los dos años anteriores, si bien se permitirá el voto si la deuda es por circunstancias ajenas al Miembro.

Las decisiones se tomarán por el voto de una mayoría de dos tercios de los miembros presentes y votantes en las cuestiones que comprendan las recomendaciones relativas al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, la elección de los miembros no permanentes del Consejo de Seguridad, la elección de los miembros del Consejo Económico y Social, la elección de los miembros del Consejo de Administración Fiduciaria de conformidad con el inciso c, párrafo 1, del Artículo 86, la admisión de nuevos Miembros a las Naciones Unidas, la suspensión de los derechos y privilegios de los Miembros, la expulsión de Miembros, las cuestiones relativas al funcionamiento del régimen de administración fiduciaria y las cuestiones presupuestarias.

Las decisiones sobre otras cuestiones, se tomarán por la mayoría de los miembros presentes y votantes.

Procedimiento


En sesión ordinaria Las Asamblea General se reunirá anualmente, y el Secretario General convocará a sesiones extraordinarias a solicitud del Consejo de Seguridad o de la mayoría de los Miembros de las Naciones Unidas
La Asamblea General dictará su propio reglamento y elegirá su Presidente para cada periodo de sesiones y establecerá los organismos subsidiarios que estime necesarios para el desempeño de sus funciones.
6.2. EL CONSEJO DE SEGURIDAD (CS)

Nicaragua ha sido miembro no permanente del Consejo de Seguridad en dos ocasiones de 1970 a1971 y de1983 a1984.

Como ya hemos mencionado Nicaragua es miembro fundador de las Naciones Unidas desde 1945, y signatario original de su carta.  Nicaragua es un Estado profundamente comprometido con los propósitos principios de la Organización, en particular con el Consejo de Seguridad, cuya  responsabilidad de mantener la paz y la seguridad internacional
.

Nicaragua desea aportar toda su experiencia como miembro no permanente del Consejo de Seguridad periodo 2006-2007.  En el año 2005 cumple 21 años de haber sido miembro no permanente, por lo que sería la primera vez que se asuma tal responsabilidad bajo la vigencia de un sistema político de libertad y democracia
.

Composición
Cada miembro del Consejo de Seguridad tendrá un representante.

El Consejo de Seguridad se compondrá de quince Miembros de las Naciones Unidas. La República de China, Francia, la Unión de las Repúblicas Socialistas Soviéticas, el Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte y los Estados Unidos de América, serán miembros permanentes del Consejo de Seguridad. 

La Asamblea General elegirá otros diez Miembros de las Naciones Unidas que serán miembros no permanentes del Consejo de Seguridad, prestando especial atención, en primer término, a la contribución al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales y a los demás propósitos de la Organización, como también a una distribución geográfica equitativa. Los miembros no permanentes del Consejo de Seguridad serán elegidos por un periodo de dos años.
Funciones y Poderes
Es la de mantener la paz y la seguridad internacionales de acuerdo con los Propósitos y Principios de las Naciones Unidas. El Consejo de Seguridad presentará a la Asamblea General para su consideración informes anuales y, cuando fuere necesario, informes especiales. Los Miembros de las Naciones Unidas convienen en aceptar y cumplir las decisiones del Consejo de Seguridad de acuerdo con esta Carta.

El Consejo de Seguridad tendrá a su cargo la elaboración de planes para el establecimiento de un sistema de regulación de los armamentos.

Votación

· Cada miembro del Consejo de Seguridad tendrá un voto.
· Las decisiones del Consejo de Seguridad sobre cuestiones de procedimiento serán tomadas por el voto afirmativo de nueve miembros.
· Las decisiones del Consejo de Seguridad sobre todas las demás cuestiones serán tomadas por el voto afirmativo de nueve miembros, incluso los votos afirmativos de todos los miembros permanentes; pero en las decisiones tomadas en virtud del Capítulo VI y del párrafo 3 del Artículo 52, la parte en una controversia se abstendrá de votar.
Procedimiento

Cada miembro del Consejo de Seguridad tendrá en todo momento su representante en la sede de la Organización de modo que pueda funcionar continuamente. 

En las reuniones periódicas los Miembros podrán hacerse representar por un miembro de su Gobierno o por otro representante especialmente designado.

El Consejo de Seguridad podrá establecer los organismos subsidiarios que estime necesarios para el desempeño de sus funciones y dictará su propio reglamento, el cual establecerá el método de elegir su Presidente.

Cualquier Miembro de las Naciones Unidas que no sea miembro del Consejo de Seguridad podrá participar sin derecho a voto en la discusión de toda cuestión llevada ante el Consejo de Seguridad cuando éste considere que los intereses de ese Miembro están afectados de manera especial.  El Consejo de Seguridad establecerá las condiciones que estime justas para la participación de los Estados que no sean Miembros de las Naciones Unidas.

6.3. CONSEJO ECONOMICO Y SOCIAL


Es un órganos principal no autónomo y estará integrado por cincuenta y cuatro Miembros de las Naciones Unidas elegidos por la Asamblea General y serán elegidos cada año por un periodo de tres años

Funciones y Poderes

· Podrá hacer o iniciar estudios e informes con respecto a asuntos internacionales de carácter económico, social, cultural, educativo y sanitario, y otros asuntos conexos, y hacer recomendaciones sobre tales asuntos a la Asamblea General, a los Miembros de las Naciones Unidas y a los organismos especializados integrados.

· Podrá hacer recomendaciones con el objeto de promover el respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos, y la efectividad de tales derechos y libertades.

· Podrá formular proyectos de convención con respecto a cuestiones de su competencia para someterlos a la Asamblea General.

· Podrá  convocar, conforme a las reglas que prescriba la Organización, conferencias internacionales sobre asuntos de su competencia.
· Podrá concertar con cualquiera de los organismos especializados y coordinar sus actividades mediante consultas con ellos y haciéndoles recomendaciones, como también mediante recomendaciones a la Asamblea General y a los Miembros de las Naciones Unidas.
· Podrá suministrar información a1 Consejo de Seguridad y deberá darle la ayuda que éste le solicite.
Votación

· Cada miembro del Consejo Económico y Social tendrá un voto.
· Las decisiones del Consejo Económico y Social se tomarán por la mayoría de los miembros presentes y votantes.
Procedimiento
E1 Consejo Económico y Social establecerá comisiones de orden económico y social y para la promoción de los derechos humanos, así como las demás comisiones necesarias para el desempeño de sus funciones.  A ellas se podrá invitar a cualquier Miembro de las Naciones Unidas a participar, sin derecho a voto, al igual que representantes de los organismos especializados también sin derecho a voto.

El Consejo Económico y Social podrá hacer arreglos adecuados para celebrar consultas con organizaciones no gubernamentales (ONGs) que se ocupen en asuntos de la competencia del Consejo. Podrán hacerse dichos arreglos con organizaciones internacionales y, si a ello hubiere lugar, con organizaciones nacionales, previa consulta con el respectivo Miembro de las Naciones Unidas
El Consejo Económico y Social dictará su propio reglamento, el cual establecerá el método de elegir su Presidente y se reunirá cuando sea necesario de acuerdo con ese reglamento.
6.4. CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN FIDUCIARIA

El Consejo de Administración Fiduciaria tenía como misión la administración de los territorios fideicometidos.  Sin embargo, la independencia de todos los territorios ha quedado formaba por los cinco miembros permanentes del Consejo de Seguridad, por lo que ha desaparecido los Estados administradores  que comprobaban  el adelanto político, económico, social y educativo de los habitantes de cada territorio fideicometido, y los administrados.

6.5. CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA

La Corte Internacional de Justicia será el órgano judicial principal de las Naciones Unidas; funcionará de conformidad con el Estatuto anexo a la Carta y que está basado en el de la Corte Permanente de Justicia Internacional.

Todos los Miembros de las Naciones Unidas son ipso facto partes en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia.  En todo caso, los Miembros de las Naciones Unidas podrán dirigirse a otros tribunales.

Un Estado que no sea Miembro podrá llegar a ser parte en el Estatuto de acuerdo con las condiciones que determine en cada caso la Asamblea General a recomendación del Consejo de Seguridad.

Cada Miembro de las Naciones Unidas compromete a cumplir la decisión de la Corte Internacional de Justicia en todo litigio en que sea parte. Su incumplimiento se podrá recurrir al Consejo de Seguridad que podrá hacer recomendaciones o dictar medidas para la ejecución del fallo.

La Asamblea General o el Consejo de Seguridad podrán solicitar de la Corte Internacional de Justicia que emita una opinión consultiva sobre cualquier cuestión jurídica.  La Asamblea autorizará a los otros órganos de las Naciones Unidas a solicitar de la Corte opiniones consultivas sobre cuestiones jurídicas que surjan dentro de la esfera de sus actividades.
6.6. SECRETARIA GENERAL

La Secretaría se compondrá de un Secretario General, el más alto funcionario administrativo de la Organización nombrado por la Asamblea General a recomendación del Consejo de Seguridad, y del personal que requiera la Organización.  

Este personal, nombrado por el Secretario General de acuerdo con las reglas establecidas por la Asamblea General, no solicitará ni recibirá instrucciones de ningún gobierno ni de ninguna autoridad ajena a la Organización.  La consideración primordial que se tendrá en cuenta al nombrar el personal de la Secretaría y al determinar las condiciones del servicio, es la necesidad de asegurar el más alto grado de eficiencia, competencia e integridad. Se dará debida consideración también a la importancia de contratar el personal en forma de que haya la más amplia representación geográfica posible

El Secretario General actuará como tal en las sesiones de la Asamblea General, del Consejo de Seguridad, del Consejo Económico y Social y del Consejo de Administración Fiduciaria, y podrá llamar la atención del Consejo de Seguridad hacia cualquier asunto que en su opinión pueda poner en peligro el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales.

REFORMA DE LAS NACIONES UNIDAS

Comparar y comentar la Declaración del Ministerio de Relaciones Exteriores de Nicaragua y el artículo de Soeren Kerne del Real Instituto Elcano.

Declaración del Ministerio de Relaciones Exteriores de Nicaragua

Reforma de las Naciones Unidas
Nicaragua apoya en todas sus vertientes el proceso de reforma y revitalización de las Naciones Unidas, el cual cobró un redoblado impulso a través de la Cumbre del Milenio. El objetivo supremo es dotar a las Naciones Unidas de una Organización más eficiente, a fin de que pueda asumir sus funciones de manera más adecuada y eficaz en todos los ámbitos.

Hemos expresado un interés particular en la reforma del Consejo de Seguridad, queremos una mayor democratización del mismo, por que estamos conscientes de la necesidad de lograr una representación más equitativa y democrática de todos los Estados y regiones. En este sentido, Nicaragua ha destacado que en una futura ampliación debe garantizarse el equilibrio geográfico, una representación adecuada de los países en desarrollo, y la inclusión de Alemania y Japón. 

Nicaragua ha sido un firme defensor del derecho que asiste a todos los miembros de las Naciones Unidas, independientemente de su tamaño o grado de desarrollo de aspirar a la electividad en todos los órganos, organismos y comisiones del sistema amparados bajo el principio de la no discriminación, consecuentemente defendemos los principios básicos de rotación y distribución geográfica equitativa entre todos los estados miembros

Actualmente, existe una falta de representación equitativa dentro del grupo latinoamericano en el Consejo de Seguridad. La región es constantemente representada sólo por un cuarto de los países de la misma. Lo que ha resultado en que países pequeños y con menos recursos no lleguen al Consejo de Seguridad. Desde 1980, sólo un país en la región latinoamericana con un ingreso per cápita inferior a los US $ 3,000 (Honduras 1995-96); al igual que Brasil, Argentina, Colombia y Chile con ingresos per cápita por debajo de los US $ 5, 000 han sido miembro del Consejo de Seguridad. Por un lapso de 25 años desde 1980 hasta 2005, el Consejo de Seguridad habrá sido representado por un país grande de la región latinoamericana 18 veces, y la gran mayoría han logrado ser elegidos 3 ó 4 veces durante el mismo período, con excepción de México todos han sido suramericanos.

Soeren Kern,  Real Instituto Elcano.

¿ES POSIBLE REFORMAR LA ONU? (ARI) 

ARI Nº 200/2004 (Trad. inglés) -- Análisis

Soeren Kern   ( 20/1/2004 ) 

 Tema: El pasado 2 de diciembre, el Secretario General de las Naciones Unidas, Kofi Annan, hizo público el esperado informe sobre la reforma interna de la organización.

Resumen: El informe presentado por Kofi Annan el pasado 2 de diciembre propone una reestructuración de la ONU con el propósito de que sea más eficaz y equitativa. Las numerosas propuestas presentadas cubren un amplio abanico temático: desde la proliferación nuclear hasta la amenaza de pandemias inminentes. Sin embargo, el grueso del debate sobre el futuro de la ONU gira en torno a la cuestión del poder e influencia de Estados Unidos. En efecto, el informe incluye propuestas cuyo objeto es contener el uso de la fuerza militar estadounidense. Ello jugará a favor de influyentes voces de la política norteamericana en contra de la ONU, con el resultado de que serán muy pocas –o ninguna– las propuestas que se llevarán a cabo.

Análisis: La ONU hace frente a la irrelevancia. El informe del Grupo de Alto Nivel de la ONU, titulado “Un mundo más seguro: la responsabilidad que compartimos”, constituye el proyecto más exhaustivo que se ha realizado en los 59 años de historia de la organización con el fin de introducir cambios. El informe ha sido elaborado por un grupo de 16 expertos independientes designados por el Secretario General, Kofi Annan, con objeto de evaluar las actuales amenazas con que debe enfrentarse el mundo, además de recomendar los cambios que la ONU podría llevar a cabo para combatirlas. El informe, de 95 páginas de extensión, recoge 101 propuestas para abordar seis áreas identificadas como los principales desafíos a la seguridad: la continuada pobreza y la degradación del medio ambiente, las guerras civiles, los conflictos entre Estados, el terrorismo, la proliferación de armas de destrucción masiva y la delincuencia organizada.

La mayor parte de la atención ha recaído en la propuesta de ampliación (que no implica reforma) del Consejo de Seguridad de la ONU, aumentando de 15 a 24 el número de países que lo integran. El informe es más pragmático que atrevido al sugerir dos modelos de ampliación: uno contempla seis nuevos miembros permanentes y tres miembros no-permanentes adicionales; el otro daría al Consejo de Seguridad nueve puestos nuevos, todos ellos no-permanentes. No obstante, ninguna de las dos opciones ampliaría el poder de veto más allá de los cinco actuales miembros permanentes (P5) del Consejo de Seguridad, una cuestión que sin duda alguna agudizará el debate en la Asamblea General.

Los candidatos a un puesto permanente en el Consejo de Seguridad ampliado ya se están preparando: Brasil, Alemania, India y Japón han acordado entre sí que todos ellos deberían ser miembros permanentes. Ahora bien, cada uno cuenta con oponentes, y los países excluidos no estarán satisfechos. Tanto Argentina como México cuestionan el hecho de que Brasil deba ser el representante de América Latina en el Consejo. Pakistán, como era de esperar, tiene dudas sobre la reivindicación de la India, mientras que China y Corea del Sur cuestionan en igual medida la demanda de Japón. A Italia le preocupa que Alemania pase a ser miembro permanente, puesto que entonces Italia se convertiría en el único país europeo importante sin un puesto permanente. El Grupo exige un equilibrio geográfico; ahora bien, ¿qué país debería representar el mundo musulmán? ¿Y qué sucede con África? ¿Y por qué China debería tener derecho de veto si India no lo tiene? En efecto, no cabe ninguna duda de que los intentos por reformar el Consejo de Seguridad reavivarán eternas rivalidades nacionales y regionales; teniendo en cuenta la susceptibilidad política que despierta la ampliación, es posible que ningún cambio llegue a ser viable.

En cualquier caso, tras la invasión de Irak por parte de EEUU sin la aprobación de la ONU, el debate sobre la credibilidad del Consejo de Seguridad va mucho más allá de la cuestión de la representación adecuada, centrándose en la capacidad del Consejo de Seguridad para frenar el poder de EEUU. A tal efecto, el informe propone llevar la doctrina de lo que denomina “actuar anticipadamente en legítima defensa” (que incluye evitar y prevenir) al terreno de la seguridad colectiva autorizada por la ONU. El Grupo sostiene que, en el futuro, si existen buenos argumentos para llevar a cabo una acción militar preventiva, habría que presentarlos ante el Consejo de Seguridad. Si éste rechaza la autorización de un ataque, entonces, según explica el informe, los países tendrán que utilizar la persuasión, la negociación, la disuasión y la contención. El Grupo, en un claro mensaje post-Irak dirigido a los EEUU afirma: “A quienes dicha respuesta suscita impaciencia hay que decirles que, en un mundo lleno de posibles amenazas, el riesgo para el orden mundial simplemente es demasiado elevado como para aceptar la legitimidad de la acción preventiva unilateral”. Cualquier presidente estadounidense rechazaría este tipo de palabrería bienintencionada. Es más, las consideraciones políticas de carácter nacional garantizan que EEUU continuará insistiendo en que sus propios intereses tengan prioridad sobre el derecho internacional.

Con todo, el obstáculo clave para llevar a cabo una verdadera reforma de la ONU sigue siendo el mismo: el veto decisivo –un único voto de bloqueo que tenga más peso que cualquier mayoría– al que los P5 ni renunciarán ni estarán dispuestos a compartir. Si bien actualmente las decisiones del Consejo de Seguridad se toman con arreglo al voto afirmativo de 9 de los 15 miembros, el poder de vetar cualquier decisión permite a los P5 no sólo bloquear una acción que comprometa sus intereses sino que, además, les sitúa en una situación privilegiada para recompensar a los amigos y castigar a los enemigos. No es probable que los P5 cedan su posición preeminente en la política internacional. De hecho, el propio interés que representa el veto seguirá determinando si el Consejo de Seguridad actúa o no cuando se produzca la próxima crisis.

También existe otro factor que difícilmente cambiará: el papel fundamental que desempeña EEUU en el éxito o fracaso de la ONU. Los sentimientos de EEUU hacia la ONU han sido realmente ambivalentes desde que se fundara la organización en 1945, y está claro que las nuevas propuestas de reforma los perpetuarán. Además, la incapacidad de Estados Unidos para llegar a convencer al Consejo de Seguridad de que aprobara una acción militar en Irak marcó un momento decisivo en las relaciones entre EEUU y la ONU, haciendo que definitivamente muchos norteamericanos se volvieran en contra de la organización.

De hecho, los detractores no han tardado en calificar las propuestas de reforma como otra quimera de la ONU. Además, al hacer hincapié en el monumental escándalo de Petróleo por Alimentos como símbolo de la incompetencia de la organización, han lanzado un feroz contraataque político para desacreditar a la ONU y refutar el informe (que curiosamente carece de propuestas para abordar la negligencia de la organización). Tal y como observa una fuente de Washington: “A la ONU le ha llegado su turno. Ahora le están pasando factura por no haber cooperado en Irak”. En California, un grupo denominado Move America Forward ha lanzado una campaña televisiva a favor de la expulsión de la ONU de EEUU. Y algunos miembros del Congreso han llegado incluso a exigir abiertamente la dimisión (resignation) del Secretario General. Por el momento, Annan dice que se ha “resignado... a pasarlo bien”. También se ha comprometido a que este 2005 sea un “año de cambios”, pero parece poco probable que vaya a ser así. Estados Unidos hará la vida imposible a Annan, presionándole para que actúe más como un secretario y menos como un general.

EEUU y la ONU: ¿Qué salió mal?El nombre de “Naciones Unidas” fue acuñado por el presidente estadounidense Franklin D. Roosevelt. Se utilizó por primera vez en la “Declaración de las Naciones Unidas” de 1 de enero de 1942, cuando 26 países se comprometieron a proseguir juntos la lucha contra las potencias del Eje.

Roosevelt se sintió decepcionado cuando en 1920 el Senado no ratificó el ingreso de Estados Unidos en la Sociedad de Naciones y estaba resuelto a no repetir los errores del pasado. Así, comenzó a planificar el orden internacional de la posguerra antes de que la guerra hubiera terminado. Cuando empezó a emerger el nuevo orden, Roosevelt concibió una futura organización mundial arraigada en la realpolitik, gobernada por una hegemonía de cuatro grandes potencias: Estados Unidos, el Reino Unido, la Unión Soviética y China, también conocidas como los “Cuatro Gendarmes”.

Roosevelt y sus asesores dividieron deliberadamente los derechos y funciones de los miembros mediante el establecimiento de una Asamblea General universal, que se encargaría de las funciones de carácter más general, y de un Consejo de Seguridad restringido, que tendría autoridad para mantener la paz y la seguridad. La unanimidad entre las grandes potencias constituía un requisito previo para la intervención. Se optó por este modelo para que contrastara con el Consejo de la Sociedad de Naciones, un comité ejecutivo general que asumía todas las funciones de la organización y que había fracasado en el terreno de la seguridad porque exigía el acuerdo unánime entre todos los Estados.

La única cuestión que le quedaba por resolver a Roosevelt era si el futuro Consejo de Seguridad de la ONU podría obligar a las tropas estadounidenses a luchar por la paz y la seguridad internacionales en contra de su voluntad. Más concretamente, ¿reemplazaría la Carta de la ONU la constitución de EEUU? El veto americano en el Consejo de Seguridad fue diseñado para garantizar que no fuera así. Hacia el final de la guerra, representantes de 50 países se reunieron en San Francisco en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Organización Internacional para redactar la Carta de las Naciones Unidas. La Carta se firmó el 26 de de junio de 1945; el Senado de Estados Unidos la ratificó dos semanas después.

Roosevelt no previó que, apenas un año más tarde, los pilares de la Carta de la ONU y la unanimidad de los P5 resultaron inviables debido a lo que se convertiría en los 40 años de la Guerra Fría. Así, la primera reclamación ante el Consejo de Seguridad, en marzo de 1946, se refería a la crisis en Irán. Giraba en torno a la cuestión de si la Unión Soviética retiraría sus tropas del norte de Irán según lo convenido previamente. En 1942, la Unión Soviética y el Reino Unido habían enviado tropas al norte y al sur de Irán, respectivamente, para bloquear un posible avance alemán y proteger el petróleo iraní. Las tropas debían ser retiradas seis meses después del fin de las hostilidades, pero transcurrido ese plazo todavía no se había hecho efectivo el cumplimiento del acuerdo.

Aunque la crisis de Irán finalmente se resolvió en diciembre de 1946, rápidamente le siguieron acusaciones soviéticas contra las potencias coloniales europeas. Cuando representantes soviéticos boicotearon la ONU, desde enero hasta agosto de 1950, su ausencia permitió la intervención de las fuerzas militares de la ONU en Corea. El Consejo de Seguridad se había convertido en un campo de batalla para el conflicto este-oeste. No obstante, en lo concerniente a cuestiones fundamentales relacionadas con la Guerra Fría, la ONU desempeñaba un papel totalmente secundario; su misión principal residía en contener conflictos regionales y evitar que desencadenaran una confrontación mayor entre Estados Unidos y la Unión Soviética.

Mientras tanto, el terremoto geopolítico denominado descolonización generó otros efectos imprevistos en las relaciones entre EEUU y la ONU. Con la resultante afluencia de Estados miembros que acababan de conseguir su independencia, el número de países que integraban la ONU aumentó considerablemente, pasando de 51 miembros en 1945 a 114 en 1963. Ello cambió de forma radical el equilibrio de votos de la organización, así como sus prioridades. Dada la manifiesta poca representación que poseía la nueva mayoría de África y Asia, el acuerdo inicial entre “caballeros” acerca de la distribución geográfica de puestos no permanentes en el Consejo de Seguridad a favor de Europa y de América Latina dejó de ser viable.

A principios de la década de los setenta, el denominado Tercer Mundo gozaba de una mayoría de voto en la Asamblea General, no temiendo utilizarla para apoyar causas a menudo radicales y antioccidentales. Ello contribuyó, más que cualquier otro factor, al continuo desencanto de Estados Unidos con la ONU. Agrupándose en bloques tales como el Movimiento No Alineado y el Grupo de los 77, el Tercer Mundo no sólo abogó por un “nuevo orden económico internacional” neomarxista. Su campaña para equiparar el sionismo con el racismo y otros prejuicios anti-israelíes similares desencadenó una creciente hostilidad en Washington, destruyendo el apoyo bipartidista del Congreso de EEUU, que había constituido uno de los principales pilares de la ONU. En opinión de muchos norteamericanos, la ONU se había convertido en un sórdido circo.

De entre los aspectos positivos destaca el hecho de que la Guerra Fría impidió el resurgimiento del aislacionismo de EEUU. De hecho, la amenaza soviética dio lugar a una nueva forma de internacionalismo norteamericano, incluyendo la consolidación de alianzas de seguridad como la OTAN, que hoy en día se aproxima mucho más que la ONU al concepto original de Roosevelt sobre seguridad colectiva (de hecho, el modelo de la OTAN en Kosovo sugiere que en el mundo real, cuando el Consejo de Seguridad no puede llegar a un acuerdo sobre la intervención, los Estados pueden elegir entre intervenir de manera independiente, o no actuar en absoluto). Además, EEUU nunca regresará al aislacionismo clásico de George Washington que recomendaba mantenerse lejos de “alianzas y enredos”. Al contrario, seguirá aceptando compromisos internacionales, políticos, económicos y militares sin precedentes en su historia. No obstante, esta implicación se basa en el supuesto de que otros países procedan según lo que diga EEUU.

Algunos analistas arguyen que el final de la Guerra Fría dio lugar a una nueva forma de aislacionismo estadounidense conocido como unilateralismo. Pero EEUU se incorporó a la era de la post-Guerra Fría con una actitud claramente multilateralista. El presidente George H.W. Bush habló de “un nuevo orden mundial” y la secretaria de Estado de EEUU, Madeleine Albright, habló de un “multilateralismo afirmativo”. El éxito de la operación “Tormenta del Desierto” contra Irak había demostrado que cuando se trataba de cuestiones cruciales, el Consejo de Seguridad de la ONU podía acordar tomar medidas. Esta época dorada de la organización se caracterizó por una proliferación de misiones de la ONU por todo el mundo. Por otra parte, entre 1990 y 2000, el Consejo de Seguridad, guiado por EEUU, comprometió a la ONU a implicarse en más de 20 operaciones de mantenimiento de paz, incluyendo, entre otros países, Angola, Bosnia, Camboya, Georgia, Haití, Mozambique, Somalia y otros. Esta cifra excede el número total de operaciones emprendidas en los 45 años anteriores.

Ahora bien, el rendimiento de la ONU durante el período de “multilateralismo afirmativo” de la década de los noventa fue muy irregular. Tres de sus nuevas operaciones –Bosnia, Ruanda y Somalia– se tradujeron en espectaculares fracasos. Estas intervenciones resultaron inviables porque diferían considerablemente de los tradicionales mandatos de las operaciones de mantenimiento de paz de la ONU durante la Guerra Fría. Dichas misiones no permitían el uso de la fuerza y normalmente guardaban relación con conflictos entre Estados que consentían la intervención de la organización. En cambio, las misiones post-Guerra Fría eran armadas y conllevaban alcanzar acuerdos, no con Estados, sino con clanes, facciones o señores de la guerra, a menudo en el marco de un solo país. Asimismo, el consenso político sobre cuestiones conflictivas, como Bosnia –y ahora Irak–, solía ser tan difícil de mantener en el Consejo de Seguridad que sus resoluciones se convertían en inadecuadas e ineficaces.

En este contexto, la intervención en Somalia constituyó un punto de inflexión para la ONU; para EEUU, el episodio marcó el final del “multilateralismo afirmativo” a través de dicha institución. A raíz de los subsiguientes fracasos en Bosnia y Ruanda, la credibilidad de la ONU como una fuerza práctica para la paz y la seguridad se redujo hasta casi convertirse en irrelevante. La incapacidad del Consejo de Seguridad para alcanzar un consenso sobre Irak fue una acusación definitiva de multilateralismo disfuncional. En un mundo en el que EEUU es la principal potencia política, militar y económica, muchos norteamericanos se atreverían a afirmar que una hegemonía estadounidense benévola ahorraría muchos problemas y probablemente resultaría más eficiente que cualquier forma de acción internacional.

El día en que EEUU invadió Irak, en febrero de 2003, Richard Perle, un destacado asesor neoconservador del Pentágono, escribió un artículo para The Guardian en el que celebraba el fin de la “fantasía de la ONU como la base de un nuevo orden mundial”. En su opinión, confiar en el Consejo de Seguridad para asegurar el orden mundial y el derecho internacional era “una idea peligrosamente errónea que conduce inexorablemente a poner importantes decisiones morales, e incluso existenciales y político-militares, en manos de países como Siria, Camerún, Angola, Rusia, China y Francia”.

Reconociendo esta derivación hacia la “irrelevancia”, Annan declaró que la ONU había llegado “a una bifurcación”, afirmando que “éste puede ser un momento no menos decisivo que cuando se fundaron las Naciones Unidas en 1945”. Así, emplazó a su comisión independiente a redactar un proyecto para la introducción de cambios.

¿“Super-Size Me”?

En octubre de 1947, sólo dos años después de la ratificación de la Carta de la ONU, el Senado de EEUU elaboró un informe sobre la ONU en el que se evidenciaban serios problemas de solapamiento, duplicación de labores, débil coordinación, proliferación de documentos y de mandatos y una remuneración excesivamente generosa del personal. Desde entonces, tales problemas han conformado la base de la agenda de reforma.

Así, la reforma se ha convertido en uno de los cometidos principales del sistema de la ONU. Numerosas comisiones independientes, estudios gubernamentales y académicos independientes han sugerido centenares de propuestas, estudios de gestión, revisiones de políticas e ideas para emprender la reforma, todo ello con el propósito de que la ONU funcione mejor, decida más justamente o modifique su mandato. En realidad, cada década, la ONU ha intentado llevar a cabo importantes cambios organizativos: 1953-1956, 1964-1966, 1974-1977, 1985-1986, 1992-1996, 1998-2000 y 2002-presente. Las cuestiones financieras, administrativas y de personal han sido objeto de tantas campañas de reforma y de recortes de gastos a lo largo del tiempo, que, según una fuente de la ONU, la reforma más útil consistiría en declarar una moratoria de la propia reforma, de modo que los empleados de la ONU pudieran regresar a las tareas que les han sido encomendadas.

Las reformas más difíciles de emprender son las que exigen enmiendas de la Carta de las Naciones Unidas. Ello obedece a que los P5 situaron muy alto el listón político para la introducción de modificaciones. Argumentando que su unidad era fundamental para que la ONU obtuviera mejores resultados que la Sociedad de Naciones, los P5 insistieron en tener derechos de veto individuales sobre cualquier enmienda de la Carta. Como resultado de ello, desde el año 1945, ésta sólo se ha enmendado en tres ocasiones: el Consejo de Seguridad se ha ampliado una vez, y el Consejo Económico y Social dos veces. En la práctica, ha resultado casi imposible una mayor ampliación del Consejo de Seguridad y/o su diversificación.

Ahora bien, los partidarios de ampliar el número y la extensión geográfica de los miembros permanentes tienen que enfrentarse a un dilema: ¿deberían los miembros permanentes adicionales, en nombre de la equidad, recibir el mismo poder de veto que –según opinan los críticos– tanto está debilitando el trabajo del Consejo de Seguridad? ¿Acaso un Consejo de Seguridad integrado por ocho o diez miembros permanentes no estaría incluso más limitado en términos de dónde poder actuar? ¿Acaso no sería el denominador común para la intervención del Consejo de Seguridad incluso menor en la mayoría de los casos? ¿La parálisis política resultante mejoraría realmente la credibilidad del Consejo de Seguridad y serviría a los intereses más amplios del multilateralismo?

EEUU ha manifestado en repetidas ocasiones que desea un cambio en el comportamiento del Consejo de Seguridad –más que una ampliación del número de países que lo integran–, con el fin de preservar y mejorar su credibilidad. En efecto, la ampliación el Consejo de Seguridad no resolverá su debilidad principal, que consiste en depender casi de forma exclusiva del poder militar de EEUU. El presidente George W. Bush, en su discurso a la Asamblea General de las Naciones Unidas en septiembre de 2002 afirmó: “Creamos el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas con el fin de que –a diferencia de lo que ocurría con la Sociedad de Naciones– nuestras deliberaciones fuesen algo más que simples conversaciones y que las resoluciones que tomáramos fuesen, también, algo más que meros deseos”. Posteriormente añadió: “el objetivo de la ONU y de otras instituciones debe ser el de garantizar la seguridad colectiva, en lugar de mantener un debate interminable”. Asimismo, advirtió del peligro que corría la ONU de convertirse en una organización irrelevante.

¿Naciones Unidas contra Israel?En muchos sentidos, la ONU no ha colmado las esperanzas de sus fundadores, y no por causa de su personal, sino de sus miembros. Otorgar la misma validez a las opiniones de los países democráticos que a las de aquéllos que no son democráticos crea una tensión inherente que socava una toma de decisiones eficaz. Uno de los principales factores que determina los fracasos de la ONU es el hecho de que esté integrada por regímenes despóticos que violan sistemáticamente los principios fundacionales de la organización. Igualmente, según el prestigioso think-tank con sede en Washington, Freedom House, sólo se consideran democráticos 85 de los 191 países representados en la ONU. Por si eso no bastara, en agosto de 2002, Siria, que el Departamento de Estado de EEUU considera como Estado patrocinador del terrorismo, asumió la presidencia del Consejo de Seguridad.

Donde el fracaso del ideal de Roosevelt se hace más manifiesto es en la obsesión de la ONU con Israel. Si bien Israel fue creado por la ONU y es la única democracia en Oriente Medio, la ONU se ha convertido en un foro para los ataques implacables contra Israel y el nacionalismo judío. Ésta es la principal razón por la que tantos norteamericanos desestiman la legitimidad de la institución e intentan enérgicamente amortiguar su influencia. Obviamente, las políticas de Israel constituyen un blanco legítimo para la crítica en toda regla. No obstante, la situación ha alcanzado unas proporciones absurdas: hay 22 miembros de la Liga Árabe, 56 miembros de la Conferencia Islámica (que defienden el terrorismo como derecho) y 106 países no democráticos. Esta mayoría automática en la ONU se ha explotado hasta el punto de que el 40% de las resoluciones votadas cada año por la Asamblea General condenan a Israel. Ello impulsó al Departamento de Estado a advertir en septiembre de 2004 que EEUU comenzaría a bloquear tales resoluciones. Actualmente, algunos miembros del Congreso de EEUU están haciendo un llamamiento para que las naciones democráticas organicen un “caucus democrático” en el seno de la ONU, que directamente pasara por encima de la Asamblea General. También hay quienes están impulsando la creación de una Comunidad de Democracias como sustituto de la propia ONU.

El hecho de practicar una política de doble rasero con Israel también constituye la regla y no la excepción en la Comisión de los Derechos Humanos (CDH) de la ONU. Algunos de los regímenes más crueles del mundo están representados de forma desproporcionada entre los 53 países que integran la CDH. Durante los últimos 40 años, casi el 30% de las resoluciones aprobadas por la CDH para condenar Estados específicos han ido dirigidas a Israel, que también se distingue por ser el único Estado al que la Comisión ha dedicado un apartado completo en su agenda. En presentaciones a la CDH, los delegados palestinos han ideado en más de una ocasión nuevas variantes del “libelo de sangre” o “crimen ritual” de la Edad Media, acusando a los israelíes de, por ejemplo, tener que matar a árabes para observar adecuadamente el Yom Kippur, así como de inyectar sangre con el virus del Sida a niños palestinos. En este contexto, Annan ha reprobado a la CDH por crear “un déficit de legitimidad que siembra dudas con respecto a la reputación global de la ONU”.

Sin embargo, a los ojos de muchos norteamericanos, la Asamblea General ha perdido toda su credibilidad al negarse a adoptar una clara postura contra la tragedia que se está desarrollando en la región de Darfur, en Sudán. El embajador estadounidense ante la ONU, John Danforth, indignado porque la Asamblea General no había aprobado una resolución crítica sobre los abusos de los derechos humanos en Darfur, presentó su dimisión cinco meses después de haber ocupado su cargo. “Me preocupa que la Asamblea General sea esencialmente un lugar donde 191 países formulan declaraciones que no resultan muy útiles para la resolución de problemas a nivel mundial”, afirmó Danforth. El ex senador estadounidense estaba indignado “porque tenemos que trabajar muy duramente para plasmar tales declaraciones en un lenguaje que pueda contar con el apoyo de todo el mundo, y al final no conseguimos nada claro y rotundo”, añadió el embajador Abdallah Baali de Argelia, presidente del Consejo de Seguridad. Un comentarista estadounidense resumió el clima bipartidista existente en Washington: “actualmente, la ONU está dominada por naciones del Tercer Mundo cuyos valores son tan distintos de los nuestros que ni tan siquiera se opondrán al genocidio que se está perpetrando en Sudán”.

La reforma de la ONU y los intereses de Estados Unidos

El unilateralismo ha emergido como la cuestión más conflictiva de la política internacional. Muchos analistas establecen un vínculo entre el unilateralismo norteamericano y la aparición de la unipolaridad al final de la Guerra Fría. Sin embargo, los mandatos al término de la Guerra Fría de George H.W. Bush y Bill Clinton estuvieron marcados por el activismo multilateral en la economía, el control de armamento y la no proliferación, así como por otras cuestiones relativas al orden mundial que nunca antes se habían dado en la historia.

El acercamiento de EEUU al unilateralismo comenzó a mediados de la década de los noventa, cuando los europeos empezaron a oponerse a un modelo concreto de multilateralismo norteamericano que, en su opinión, promovía los intereses de la unipolaridad. El modelo rival de multilateralismo europeo intenta restablecer la multipolaridad. En efecto, el modelo de multilateralismo europeo intenta poner a las instituciones multilaterales en contra del poder principal con objeto de desafiar su hegemonía. La oposición de EEUU a esta clase de multilateralismo adopta la forma del unilateralismo.

Por ejemplo, los europeos se cuestionan por qué EEUU se opone a la Corte Penal Internacional (CPI). EEUU se pregunta por qué la CPI, que no ha sido aprobada por el Consejo de Seguridad de la ONU y es rechazada por los tres países más grandes del mundo (China, India y EEUU) debería ser considerada como multilateral. ¿Acaso es justo tildar de unilateralista a un Estado que únicamente está ejercitando su derecho soberano tradicional a no firmar tal tratado?

Por otra parte, mientras que el unilateralismo estadounidense suele relacionarse con un ataque a la ONU, muchos de los supuestos defensores del multilateralismo adoptan un enfoque esencialmente táctico con respecto a dicha institución, socavando así su autoridad y eficacia. Así, muchas negociaciones multilaterales se han convertido en sustitutos de campos de batalla a través de los cuales las potencias intermedias intentan debilitar el poder e influencia de EEUU.

Como resultado de ello, durante largo tiempo numerosos países han visto frustradas sus ambiciones de ingresar en un Consejo de Seguridad ampliado debido a la oposición de EEUU a la ampliación. Además, la evidencia proporcionada por el Departamento de Estado de EEUU corrobora que la ampliación del Consejo de Seguridad socavaría los intereses de EEUU. En informes presentados regularmente ante el Congreso de EEUU, el Departamento de Estado identifica una serie de “cuestiones importantes” que guardan relación con las prioridades de la política exterior de EEUU, y registra cómo ha votado cada país en la ONU con respecto a tales cuestiones. Por lo general, coincidiendo con sus votos, los candidatos que aspiran a conseguir un puesto permanente en el Consejo de Seguridad suelen presentar un pésimo historial de apoyo a las prioridades de EEUU.

Conforme a estas pautas de votación, sería lógico pensar que en un Consejo de Seguridad ampliado, las prioridades de la política exterior de EEUU deberían hacer frente a una oposición aún mayor de la actual. El promedio general de la coincidencia de voto con EEUU por parte de todos los miembros de la ONU en 2003 fue del 25,5%, próximo al promedio de coincidencia de 2002 (31,2%), pero perceptiblemente inferior al 43,0% de 2000, reflejando una tendencia general a la baja desde 1995, cuando la coincidencia de voto fue del 50,6%.

Sin embargo, en general, en el año 2003 se dio un descenso en la coincidencia de voto con EEUU, incluso entre amigos y aliados. El promedio de los niveles de coincidencia entre los miembros del Grupo de Europa Occidental y Otros Estados (incluyendo a EEUU y Canadá) fue del 46,1% en 2003, lo que representa un descenso con respecto al 49,9% de 2002, el 54,4% de 2001, el 61,5% de 2000, el 67,1% de 1999, el 65,2% de 1998 y el 70,9% de 1997. También se ha producido una creciente divergencia entre EEUU y la UE, que con un 45,5% se situó por debajo del 49,5% de 2002, el 53,5% de 2001, el 62,5% de 2000, el 68,5% de 1999, el 66,7% de 1998 y el 73,0% de 1997.

La coincidencia de voto del Grupo de Europa Oriental también descendió en 2003, con un promedio del 38,7%, lo que supone un descenso en comparación con el 43,7% de 2002, el 48,8% de 2001, el 58,0% de 2000, el 61,7% de 1999 y 1998, y el 68,6% de 1997 y 1996. Tras el meteórico aumento en la coincidencia de voto con EEUU del último grupo, inmediatamente después de la disolución del bloque soviético, se mantuvo en línea con el nivel de coincidencia de los países de Europa Occidental antes de su descenso en los últimos seis años. La OTAN y los países nórdicos también disminuyeron su coincidencia de voto con EEUU, continuando la inversión de la tendencia al alza de finales de la década de los noventa. Los Grupos Africano y Asiático, la Conferencia Islámica, el Movimiento No Alineado, y el Grupo América Latina y del Caribe disminuyeron su coincidencia de voto con EEUU.

Resulta tentador culpar a la política norteamericana y al unilateralismo de EEUU de muchos de los problemas de la ONU, pero la retórica neoconservadora en contra de la organización explota los sentimientos profundamente arraigados en todo el espectro político norteamericano de que la ONU debería ser una organización internacional, no un Gobierno supranacional. En términos generales, muchos estadounidenses consideran poco razonable esperar que un país con la posición dominante que ahora disfruta EEUU se adhiera a los principios multilaterales de la ONU. ¿Por qué debería permitir una nación que su visión se vea entorpecida por países más pequeños que no comparten sus valores? El excepcionalismo norteamericano sólo hace más difícil aceptar el autocontrol que conlleva la toma de decisiones colectiva. Al fin y al cabo, pese a todo lo debatido acerca de la creciente importancia del poder blando, el poder militar sigue siendo la moneda fuerte de la política internacional.

¿Significa ello que EEUU abandonará la ONU? No. Gracias a su poder, EEUU puede elegir entre actuar unilateralmente o multilateralmente. Además, EEUU seguirá actuando multilateralmente cuando ello favorezca sus intereses nacionales, en especial cuando el Consejo de Seguridad actúe como multiplicador de su potencia. No obstante, la estrategia de seguridad nacional de la Administración Bush es muy clara al respecto: “estaremos preparados para actuar por nuestra cuenta cuando nuestros intereses y responsabilidades así lo exijan”. En resumen, la Administración Bush, –o cualquier otra Administración estadounidense– nunca permitirá que las instituciones internacionales limiten aquellas acciones que EEUU estime necesarias para su seguridad nacional. En efecto, la mayoría de los norteamericanos considera que la única manera de frenar con eficacia el poder de EEUU es mediante el voto del electorado norteamericano. Además, reeligieron a George W. Bush por un amplio margen.

Conclusión: En esencia, la ONU es un organismo político, y sólo es tan eficaz como sus Estados miembros quieran que sea. Todo el mundo coincide en que la ONU necesita una reforma, pero existen profundos desacuerdos sobre qué clase de reforma se precisa y con qué fin. EEUU desea que el Consejo de Seguridad sea más eficiente, sin embargo, un Consejo de Seguridad ampliado será todavía más difícil de manejar de lo que ya es. La ONU se creó como instrumento para proyectar el poder de EEUU, pero ahora las nuevas propuestas intentan modificar el papel de la ONU para evitar que su miembro más poderoso utilice la fuerza contra naciones sin escrúpulos que apoyan el terrorismo. Pese a la abundante retórica bienintencionada, la obsesión existente respecto a la soberanía nacional todavía disuade a los Gobiernos de hacer que el derecho internacional y la autoridad sean una realidad factible. Las diferencias y realidades políticas en torno a ellas resaltan la ausencia de un consenso internacional y explican por qué la lucha por la reforma y por el futuro de la ONU dista mucho de haber llegado a su fin. Por el momento, el Consejo de Seguridad seguirá rigiéndose por la regla de oro: quien tiene el oro es quien dicta las reglas.

Soeren Kern.  Investigador Principal, Área de EEUU y Diálogo Trasatlántico, Real Instituto Elcano
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� AGUILAR NAVARRO Mariano:  Derecho Internacional Público Tomo II Constitución de la Sociedad Intenacional, Vol. I: Estructura de la Sociedad Internacional. 1954, pág. 261.


� Conclusiones de Jellineck, Strupp, Liszt, Sibert, Diena, Merignahac.


� Erga Omnes: Que afecta a todo el mundo.


� Elementos Constitutivos del Estado: Población, Territorio y Gobierno.


� Recordar el artículo 2.4 de la Carta de las Naciones Unidas (CNU) y la prohibición del uso de la Fuerza.


� El establecimiento de Relaciones Consulares no implica un Reconocimiento implícito, salvo que estén subordinadas al EXEQUATOR (solicitud a autoridades locales que el cónsul actúe como embajador) del Estado en cuestión.


� No supone reconocimiento la conclusión de Acuerdo de Carácter Militar, Humanitarios y de  Altos el Fuego, 


� No implica el reconocimiento de los demás Estados participantes.


� Ius cogens: Normas de Derecho Imperativo.  El Convenio de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 23 de mayo de 1969, art. 53: “Es nulo todo tratado que, en el momento de su celebración, está en oposición con una norma imperativa de derecho internacional general.  Para los efectos de la presente Convención, una norma imperativa [ius cogens] de derecho internacional general es una norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados en su conjunto como norma que no admite acuerdo en contrario y que sólo puede ser modificada por una norma ulterior de derecho internacional general que tenga el mismo carácter”.  El Convenio entró en vigor el 27 de enero de 1980, 30 días después de depositado el 35 instrumento de ratificación o de adhesión (art. 84)


� Instituto de Derecho Internacional


� Frente a las teorías antilegitimista de Jefferson (democracia frente a absolutismo) y legitimista de Wilson (defensa de la Democracia)


� Constitución de Nicaragua 1987 con reformas 1995 y 2000: Título II. SOBRE EL ESTADO CAPITULO ÚNICO  ARTICULO 10.- El territorio nacional es el comprendido entre el Mar Caribe y el Océano Pacífico y las Repúblicas de Honduras y Costa Rica. La soberanía, jurisdicción y derechos de Nicaragua se extienden a las islas, cayos y bancos adyacentes, así como a las aguas interiores, el mar territorial, la zona contigua, la plataforma continental, la zona económica exclusiva y el espacio aéreo correspondiente, de conformidad con la ley y las normas de Derecho Internacional.


La República de Nicaragua únicamente reconoce obligaciones internacionales sobre su territorio que hayan sido libremente consentidas y de conformidad con la Constitución Política de la República y con las normas de Derecho Internacional. Asimismo, no acepta los tratados suscritos por otros países en los cuales Nicaragua no sea Parte Contratante.





� No es necesario que las fronteras del Estado estén perfectamente delimitadas y demarcadas.  Lo importante es, en todo caso, que el territorio sea el marco geográfico donde se proyecte la autoridad soberana del Estado.





� La Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General de las Naciones Unidas establece que el Territorio de una Colonia no forma parte del territorio metropolitano de la potencia colonial que lo administra, su naturaleza jurídica es distinta y separada.


� Según el Tribunal Internacional de Justicia en el Dictamen de Namibia 1971, el ejercicio de competencias territoriales por un Estado, sin tener título suficiente sobre ese territorio y, por tanto, contrario al Derecho Internacional, no produce efectos oponibles a Estado alguno y lleva a la Responsabilidad Internacional.


� Resolución 1803 (XVIII) de la Asamblea General, por la que es derecho inalienable de todo Estado a disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales de conformidad con sus intereses nacionales y el respeto a la independencia económica de los Estados.


Resolución 3281 (XXIX) de la Asamblea General, sobre los derechos y deberes económicos del Estado, en cuanto a ejercer libremente soberanía plena y permanente, e incluso posesión, uso y disposición sobre toda su riqueza, recursos naturales y actividades económicas.


� Terra Nullius: Tierra sin dueño.  Otros autores utilizan el término res nullius o cosa sin dueño.


� La cesión territorial ha sido definida en el asunto de la Comisión de Reparación c. Gobierno alemán como “la renuncia hecha por un Estado a favor de otro de los derechos y del título que el primero pudiera tener sobre el territorio en cuestión”, por medio de un tratado donde se contiene un acuerdo de transferencia.


� Caso Clipperton: “En consecuencia, cabe admitir que, cuando en noviembre de 1858, Francia proclamó su soberanía sobre Clipperton, esta isla estaba en situación jurídica de territorium nullius y, consecuentemente, era susceptible de ocupación”


� Ocupación:  CIJ Recueil 1975, pág 39 “[...]Como quiera que la ocupación supone en derecho un modo originario para adquirir pacíficamente la soberanía sobre un territorio, distinto a la cesión o a la sucesión, [...]”


� El Animus ocupandi, ha sido relativizado por la Corte Internacional de Justicia cuando las características de los territorios eran especiales (Groenlandia-territorio helado-, Rann de Kutch)


� Proyecto 2001-2007 de DELIMITACIÓN DE LAS FRONTERAS MARÍTIMAS Y TERRESTRES DE NICARAGUA.  El beneficio está ligado a los efectos de las medidas que tome el Gobierno para enfrentar la situación sobre límites territoriales, tanto marítimos como terrestres con los países vecinos. Se dispondrá de información cartográfica básica para los planes, programas y estrategias del Gobierno Central, en lo relacionado a resolver o negociar la gestión diplomática y conflictos territoriales; información básica para ser utilizada en la modernización de los límites municipales; información ubicada en mapas, de acuerdo a los conflictos de tratados internacionales � HYPERLINK "http://www.ineter.gob.ni/proyectos/proyectos_2005/frontera.htm" ��http://www.ineter.gob.ni/proyectos/proyectos_2005/frontera.htm�   


� Uti possidetis iuris: Derecho como poseéis. 


� Africa


� Antigua URSS, antigua Yugoslavia.


� Convenio de Viena de 1969 sobre los Tratados Internacionales artículo 11. Se ha planteado si la aplicación de este principio no es contraria al de “autodeterminación de los pueblos” cuando por la frontera se separan los miembros de un grupo étnico.  La CIJ en 1986 dijo, de forma discutible, que no había contradicción alguna entre ellos y que la autodeterminación no puede modificar fronteras existentes (uti possidetis iuris) salvo pacto en contrario.


� Generalidades de las Zonas Fronterizas de Centroamérica.


 •7 países en una extensión de 523,160 km2.


•Guatemala: mayor extensión fronteriza (36,871 km2)


•Cuenca internacional  más grande: Cuenca del Río San Juan (36,905 km2)


•Municipios fronterizos: 137,216 km2.


•Población en las fronteras: 3, 6 millones


•En las fronteras centroamericanas se concentran la mayoría de los grupos étnicos autóctonos de la región.


•Se encuentra el 40% de todas las áreas protegidas en Centroamérica.


•Albergan más de 20 grandes cuencas hidrográficas internacionales divididas entre dos o más Estados











� Plan Estratégico de Acción para la Gestión Integrada de los Recursos Hídricos y el Desarrollo Sostenible de la Cuenca del Río San Juan y su Zona Costera


 •Surge en 1994: solicitud de Costa Rica y Nicaragua al PNUMA y a la OEA para la preparación de un diagnóstico de la cuenca del río San Juan.


•MINAE y MARENA realizaron el estudio entre 1995 y 1996.


•1998: donación del FMAM para preparar el Plan Estratégico de Acción (PEA).


•Se dividió en dos fases: 1998 a 1999 y 2001 al 2003





� Nicaragua. Ley No. 149 - Ley de Nacionalidad de 30 de Junio 1992. 


� Nicaragua. Ley No. 154 de 30 de abril de 1993 - Ley de extranjería Publicado en La Gaceta No. 81 de 03 de mayo de 1993.


� Decreto 1096 de 1982. Ley Creadora de la Oficina para Refugiados y Reglamento de 8 de marzo de 1984. � HYPERLINK "http://www.acnur.org/secciones/index.php?viewCat=87#868" ��http://www.acnur.org/secciones/index.php?viewCat=87#868�


� Nicaragua. Leyes 240-513 Noviembre 2004 - Ley de control de Tráfico de Migrantes Ilegales.  


� Asunto Nottebohm (Liechtenstein v. Guatemala). 


� Artículo 15 Los nacionales perderán la nacionalidad nicaragüense cuando en forma voluntaria se nacionalicen en un Estado extranjero, excepto que adquieran la nacionalidad de otro país centroamericano o se beneficien de un convenio de doble nacionalidad.





� El desarrollo normativo de la Ley General de Aeronáutica Civil se realiza con las Regulaciones de Aviación Civil (RAC) 45 y la 119.


� Ley reguladora del régimen de matrícula y abanderamiento de buques y artefactos navales. Gaceta no. 260, 11/11/80 y Reglamento a Ley reguladora del régimen de matrícula y abanderamiento de buques y artefactos navales fecha de publicación 20/01/83


� Ver nota 30 ut supra. Ley de extranjería.


� Civilización mesopotámica: Comprendía entre otras las siguientes culturas: Sumerios, Acadios, Babilónicos, Hititas, Fenicios, Hebreos, Sirios, Medos y Persas.


� Defensa de Costas calculada en tres millas que era el alcance que tenía un disparo de artillería desde la costa del Estado.


� Declaración Truman: Declaración 2667 del 28 de septiembre de 1945: “El gobierno de los Estados Unidos considera los recursos naturales del subsuelo y el lecho marino de la Plataforma Continental bajo la Alta Mar, pero contigua a la costa de los Estados Unidos como perteneciente a los Estados Unidos y sujetos a su jurisdicción y control”.


� Ley 420, Ley de Espacios Marítimos de Nicaragua de 15 de marzo de 2002.


� Ley 489.  Ley de Pesca y Agricultura de 26 de noviembre de 2004. “Capitulo II, Artículo 12, Milla Náutica equivalente a 1.852 metros”


� � HYPERLINK "http://www.grupoese.com.ni/2002/01/10/cyf2MMII0110.htm" ��http://www.grupoese.com.ni/2002/01/10/cyf2MMII0110.htm� 10 enero 2002


El nuevo tratado de delimitación marítima entre Inglaterra y Honduras para definir los límites de la isla británica de Gran Caimán no lesiona los intereses territoriales de Nicaragua de acuerdo a funcionarios del Ministerio de Defensa, del Ejército y expertos del INETER (Instituto Nicaragüense de Estudios Territoriales de la Dirección General de Ordenamiento Territorial). Después de un análisis entre las autoridades competentes se concluyó que las líneas definidas en el tratado entre Honduras y Gran Bretaña, no se encuentran dentro de los espacios marítimos que corresponden a nuestro país de acuerdo al derecho Internacional. La zona delimitada entre Inglaterra y Honduras está ubicada más al norte de la zona del paralelo 15 en el mar Caribe que disputa Nicaragua con Honduras en La Corte Internacional de Justicia de La Haya.


� Ley 489.  Ley de Pesca y Agricultura de 26 de noviembre de 2004. “Capitulo II, Artículo 12, Aguas Interiores: [...] la componen lo ríos, lagunas costeras, lagos, esteros, bahías, ensenadas y puertos”


� Ley de Puertos y Marina Mercante del Reino de España.


� Ley de Organización, Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo. Ley No. 290 de 3 de junio de 1998. ARTÍCULO 25.- Ministerio de Transporte e Infraestructura Al Ministerio de Transporte e Infraestructura le corresponden las funciones siguientes: f) Autorizar la construcción de puertos marítimos, lacustres, cabotaje y fluviales, terminales de transporte aéreo o terrestre y demás infraestructuras conexas para uso nacional o internacional. 


� En las Partidas se definen los puertos como “los lugares en la ribera del mar donde se cargan y descargan las naves, y todo lugar en que las mismas puedan invernar estando sobre ancoras”.  Ver pie de página 7.


� Laudo arbitral del asunto Aramco “de acuerdo con un gran principio de Derecho Internacional, los puertos de cualquier Estado deben de estar abiertos a los buques mercantes extranjeros y sólo pueden ser cerrados cuando así lo exijan los intereses vitales del Estado ribereño”


� Ley 489.  Ley de Pesca y Agricultura de 26 de noviembre de 2004. “Capitulo II, Artículo 12, Aguas Interiores: [...] la componen lo ríos, lagunas costeras, lagos, esteros, bahías, ensenadas y puertos”





� Artículo 3 de la Ley 420, Ley de Espacios Marítimos de Nicaragua de 15 de marzo de 2002.


 NOTA: Líneas de Base: Se trazan para medir a partir de ellas, la anchura del Mar Territorial, cuando la costa del Estado presenta escotaduras que obligan a unir los puntos más salientes de la costa. Para medir a partir de esa línea el Mar Territorial.


� En el asunto del Estrecho de Corfú la CIJ estableció la obligación de los Estados de velar por la seguridad de la navegación internacional en el interior de su mar territorial. (15.2 Convenio de Ginebra de 1958)


� Artículos 14 a 17 de Convenio de Ginebra de 1958 y 17 y siguientes de Montego Bay 1982.


� Artículos 16 de Convenio de Ginebra de 1958 y 34 a 45 de Montego Bay 1982


� Artículo 5 de la Ley 420, Ley de Espacios Marítimos de Nicaragua de 15 de marzo de 2002


� Artículos 24 de Convenio de Ginebra de 1958 y 33 de Montego Bay 1982


� Artículos 23.1 de Convenio de Ginebra de 1958 y 111 de Montego Bay 1982


� Artículo 7 de la Ley 420, Ley de Espacios Marítimos de Nicaragua de 15 de marzo de 2002


� Artículo 8 de la Ley 420, Ley de Espacios Marítimos de Nicaragua de 15 de marzo de 2002


� Ver Practica de esta unidad.


� Fuente: http://www.envio.org.ni/articulo/493





� Fuente: � HYPERLINK "http://comunidad.derecho.org/loayza/plat.html" ��http://comunidad.derecho.org/loayza/plat.html�





� � HYPERLINK "http://www.icj-cij.org/icjwww/ipresscom/ipress2002/ipresscom2002-17_nh_20020618.htm" ��http://www.icj-cij.org/icjwww/ipresscom/ipress2002/ipresscom2002-17_nh_20020618.htm�





� � HYPERLINK "http://www.icj-cij.org/icjwww/ipresscom/ipress2003/ipresscom2003-32_nicol_20030929.htm" ��http://www.icj-cij.org/icjwww/ipresscom/ipress2003/ipresscom2003-32_nicol_20030929.htm�





� Artículo 1 de la Ley General de Aeronáutica Civil de 30 de junio de 2004. 


� Ley General de Aeronáutica Civil de 30 de junio de 2004. Arto. 8.- Adopción de normas internacionales: La República de Nicaragua, adopta y hace propias, sin perjuicio de las reservas en su caso, las normas internacionales de la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI) como las aplicables a las actividades previstas en el presente Código. 


Para los efectos de aplicación e interpretación del presente Código, las definiciones o términos técnicos empleados en materia aeronáutica, tendrán los significados reconocidos por la OACI.


� Ley de Organización, Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo. Ley No. 290 de 3 de junio de 1998. Artículo 25.- Ministerio de Transporte e Infraestructura Al Ministerio de Transporte e Infraestructura le corresponden las funciones siguientes: f) Autorizar la construcción de puertos marítimos, lacustres, cabotaje y fluviales, terminales de transporte aéreo o terrestre y demás infraestructuras conexas para uso nacional o internacional. 








� Artículo 9 del Convenio de Chicago de 1944.





� Ley General de Aeronáutica Civil de 30 de junio de 2004. “Arto. 7.- Jurisdicción y competencia aplicable a bordo de aeronaves: Los hechos ocurridos, los actos realizados y los delitos cometidos en una aeronave civil, serán regidos por las leyes del Estado que ejerce el control sobre el explotador de la aeronave. Sin embargo, cuando dichos hechos, actos o delitos infrinjan normas de seguridad pública, tributación o de aeronavegación del Estado subyacente sobrevolado, su conocimiento y procesamiento serán de la jurisdicción de ese Estado”. 


Las normas y preceptos del Código Penal y del Código Procesal Penal, se aplicarán a las faltas y delitos previstos en este Código, cuando sean compatibles.





� Artículo 1 del Convenio de Chicago de 1944.


� Ley General de Aeronáutica Civil de 30 de junio de 2004.  “Arto. 35.- Obligación de notificación internacional: Se prohíbe volar sobre zonas declaradas prohibidas o sobre zonas restringidas sin autorización. El INAC notificará a los países miembros de la OACI, a través de ésta, las zonas de tráfico aéreo que sean clasificadas de prohibidas y restringidas. Si no lo hace, se considerará que tales no existen”


“Art. 247.- Otras sanciones administrativas: Será sujeto de multa administrativa de quinientos (500.00) a diez mil (10,000.00) Derechos Especiales de Giro y sancionado con inhabilitación de seis (6) meses hasta por cinco (5) años de la licencia según corresponda, sin perjuicio de las responsabilidades y sanciones civiles y penales:�1. Quien clandestinamente o de mala fe, condujere una aeronave sobre zonas prohibidas o restringidas a la circulación aérea; o atravesare clandestina y maliciosamente la frontera por lugares distintos a los establecidos por la Autoridad Aeronáutica para entrar o salir del país”.


� Ley General de Aeronáutica Civil. Art. 37.- Requisitos que deben cumplir las aeronaves: Toda aeronave que circule u opere en el espacio aéreo de Nicaragua, deberá llenar los requisitos siguientes: �1. Ostentar en forma claramente visible las marcas de nacionalidad y matrícula que le correspondan.�2. Llevar los documentos de a bordo indicados en el artículo siguiente y cumplir con las exigencias que establecen las normas internacionales vigentes, el presente Código y las regulaciones técnicas.�3. Estar provistas de equipo radioeléctrico para comunicaciones y éstos poseer licencias expedidas por autoridad competente. La Autoridad Aeronáutica determinará qué aeronaves pueden ser dispensadas de este requisito.


Y Regulaciones [Reglas] de Aviación Civil (RAC) 45 y la 119





� Counter Terrorism Committee. Mandate:  On 28 September 2001, acting under Chapter VII of the United Nations Charter (concerning threats to international peace and security), the Security Council adopted Resolution 1373 (2001), reaffirming its unequivocal condemnation of the terrorist attacks which took place in New York, Washington, D.C. and Pennsylvania on 11 September 2001, and expressing its determination to prevent all such acts.��Resolution 1373 also established the Counter-Terrorism Committee (known by its acronym: the CTC), made up of all 15 members of the Security Council. The CTC monitors the implementation of resolution 1373 by all States and tries to increase the capability of States to fight terrorism. The CTC is an instrument to monitor the implementation of resolution 1373. The CTC is not a sanctions committee and does not have a list of terrorist organisations or individuals. � HYPERLINK "http://www.un.org/Docs/sc/committees/1373/mandate.html" ��http://www.un.org/Docs/sc/committees/1373/mandate.html�





� Extractos de El Derecho en el espacio ultraterrestre de José Manuel Lacleta Muñoz, Documento de Trabajo (DT) 18/2005, 08/04/2005.  Real Instituto Elcano de estudios internacionales y estratégicos.





� Ciertamente el COPUOS se ocupó de esa cuestión, y se sigue ocupando de ella hasta hoy, pero no ha sido posible llegar a una decisión; por otro lado un buen número de Estados no consideran urgente resolverla y ésa es la posición predominante. También un importante sector de la doctrina opina que el establecimiento de dos grandes zonas en el espacio, una sometida a soberanía estatal y otra regida por el principio de libertad daría lugar a una gran inseguridad jurídica: dada la velocidad a que se mueven los objetos espaciales habrían de pasar en breves espacios de tiempo de unas a otras zonas de soberanía, pasar por espacio libre y volver a entrar en zonas de soberanía con lo que sería difícil determinar el régimen jurídico o las leyes aplicables en cada momento. En realidad los Estados no formularon pretensiones en esta materia y es más bien la doctrina la que ha formulado diversas posibilidades en cuanto al establecimiento de “límites territoriales” en el espacio. Un límite muy lógico sería el de la atmósfera terrestre. Pero la atmósfera no termina bruscamente, no es el litoral marítimo. La atmósfera va diluyéndose progresivamente y lo mismo puede decirse de la estratosfera. Los últimos rastros de partículas, vestigios de la densidad del aire se pueden encontrar hasta unos 500 km de altura. Otros autores han propuesto como límite el de la ionosfera, con la misma dificultad: su desaparición es progresiva. Ante esa dificultad también ha surgido la idea de adoptar como límite del “espacio territorial” el de la altura hasta la que es posible la navegación aérea, es decir, la sustentada en el aire.





Por ellos es importante recordar el estatuto jurídico de las aeronaves en el Convenio de Chicago que establece la definición en su anexo B, artículo 3 “todo aparato o dispositivo que pueda sostenerse en el aire según la reacción del aire”, de manera igual la RAC 13 Revisión 2, Marzo 2004 define Aeronave como “Toda maquina que puede sustentarse en la atmósfera por reacciones del aire que no sean las reacciones del mismo contra la superficie de la tierra”.





� Firmados por Nicaragua: 


1. 1967 TEU - Tratado sobre los principios que deben regir las actividades de los Estados en la exploración y utilización del espacio ultraterrestre, incluso la Luna y otros cuerpos celestes (Tratado del Espacio Ultraterrestre)


Aprobación por la Asamblea General de 19 de diciembre de 1966


las Naciones Unidas: (resolución 2222 (XXI) de la Asamblea General, anexo)


2. 1968 ASDA - Acuerdo sobre el salvamento y la devolución de astronautas y la restitución de objetos lanzados al espacio ultraterrestre (Acuerdo sobre salvamento)


Aprobación por la Asamblea General de 19 de diciembre de 1967


las Naciones Unidas: (resolución 2345 (XXII) de la Asamblea General, anexo)


3. 1972 - Convenio sobre la responsabilidad internacional por los daños causados por objetos espaciales (Convenio sobre responsabilidad)


Aprobación por la Asamblea General de 29 de noviembre de 1971


las Naciones Unidas: (resolución 2777 (XXVI) de la Asamblea General, anexo)


4. 1975 REG - Convenio sobre el registro de objetos lanzados al espacio ultraterrestre (Convenio sobre registro)


Aprobación por la Asamblea General de 12 de noviembre de 1974


las Naciones Unidas: (resolución 3225 (XXIX) de la Asamblea General, anexo)





No firmados por Nicaragua:


5. 1979 LUNA - Acuerdo que rige las actividades de los Estados en la Luna y otros cuerpos


celestes (Acuerdo sobre la Luna)


Aprobación por la Asamblea General de 5 de diciembre de 1979


las Naciones Unidas: (resolución 34/68 de la Asamblea General, anexo)


10. 1975 ESA - Convenio de Creación de una Agencia Espacial Europea (ESA) con anexos


11. 1976 ARBS - Acuerdo de la Organización Árabe de Comunicaciones Mediante Satélite (ARABSAT)


 12. 1976 INTC - Acuerdo Multilateral de Cooperación entre Gobiernos para la Exploración y


Utilización del Espacio Ultraterrestre con Fines Pacíficos (INTERCOSMOS)


 13. 1976 OMI - Convenio Constitutivo de la Organización Internacional de Telecomunicaciones Móviles por Satélite (INMARSAT), con anexo y Acuerdo de Explotación de la Organización Internacional de Telecomunicaciones Móviles por Satélite (INMARSAT), con anexo


14. 1982 EUTL - Convenio Constitutivo de la Organización Europea de Satélites de


Telecomunicaciones (EUTELSAT)


15. 1983 EUMT - Convenio Constitutivo de una Organización Europea de Explotación de Satélites


Meteorológicos (EUMETSAT)


Ratificados por Nicaragua:


6. 1963 TPE - Tratado por el que se prohíben los ensayos con armas nucleares en la atmósfera, el espacio ultraterrestre y debajo del agua


 7. 1974 BRUS - Convenio internacional sobre la distribución de señales portadoras de programas y transmitidas mediante satélite


 8. 1971 INTL - Acuerdo relativo a la Organización Internacional de Telecomunicaciones por Satélite (INTELSAT), con anexos, y Acuerdo Operativo relativo a la Organización Internacional de Telecomunicaciones por Satélite


9. 1971 INTR - Acuerdo sobre la creación del Sistema Internacional y de la Organización de Telecomunicaciones Cósmicas “INTERSPUTNIK”


16. 1992 UIT - Constitución y Convenio de la Unión Internacional de Telecomunicaciones


� El Common Law o Derecho Anglo-Sajón se diferencia del Derecho Romano o Continental (tradición romanística) en que la creación del Derecho viene en su mayoría de la práctica de la ley a través de las sentencias de los tribunales, es decir, a través de la jurisprudencia.


� Los iguales no tienen jurisdicción uno sobre otro


� Esta es el  concepto es el que reina en el Comité Jurídico Interamericano en su “Proyecto interamericano sobre la inmunidad de jurisdicción de los Estados” se 1983.


� Programa de Trabajo de la Comisión de Derecho Internacional (Naciones Unidas) � HYPERLINK "http://www.un.org/law/ilc/progfra.htm" ��http://www.un.org/law/ilc/progfra.htm�





� Artículo 6. Modos de hacer efectiva la inmunidad del Estado 1. Un Estado hará efectiva la inmunidad a que se refiere el artículo 5 absteniéndose de ejercer jurisdicción en un proceso incoado ante sus tribunales


contra otro Estado y, a estos efectos, velará por que sus tribunales resuelvan de oficio la cuestión del respeto de la inmunidad de ese otro Estado a que se refiere el artículo 5. 2. Un proceso ante un tribunal de un Estado se entenderá incoado contra otro Estado si éste: a) es mencionado como parte en el proceso; o


b) no es mencionado como parte en el proceso, pero este proceso tiende efectivamente a menoscabar los bienes, derechos, intereses o actividades de ese otro Estado.


� HYPERLINK "http://daccessdds.un.org/doc/UNDOC/GEN/N04/478/57/PDF/N0447857.pdf?OpenElement" ��http://daccessdds.un.org/doc/UNDOC/GEN/N04/478/57/PDF/N0447857.pdf?OpenElement�








� � HYPERLINK "http://www.un.org/law/jurisdictionalimmunities/" ��http://www.un.org/law/jurisdictionalimmunities/�


� HYPERLINK "http://www.un.org/spanish/law/" ��http://www.un.org/spanish/law/�








�  Artículo modificado por la Ley Nº 330/2000: inciso 14.


� Constitución. ARTICULO 138.- Son atribuciones de la Asamblea Nacional: 4. Aprobar o rechazar los tratados, convenios, pactos, acuerdos y contratos internacionales: de carácter económico; de comercio internacional; de integración regional; de defensa de seguridad; los que aumenten el endeudamiento extremo o comprometan el crédito de la nación; los que vinculan el ordenamiento jurídico del Estado.


� Texto extraído de las notas de Andrés Muñoz Mosquera para la Oxford Intenational University, 1999.


� "Las funciones consulares consistirán en: a) Proteger en el Estado receptor los intereses del Estado que envía y de sus nacionales, sean personas naturales o jurídicas, dentro de los límites permitidos por el Derecho Internacional; b) Fomentar el desarrollo de las relaciones comerciales, económicas, culturales y científicas entre el Estado que envía y el Estado receptor, y promover, además, las relaciones amistosas entre los mismos, de conformidad con las disposiciones de la presente Convención; c) Informarse por todos los medios 1ícítos de las condiciones y de la evolución de la vida comercial, económica, cultural y científica del Estado receptor, informar al respecto al Gobierno del Estado que envía y proporcionar datos a las personas interesadas; d) Extender pasaportes y documentos de viaje a los nacionales del Estado que envía, y visados o documentos adecuados a las personas que deseen viajar a dicho Estado; e) Prestar ayuda y asistencia a los nacionales del Estado que envía, sean personas naturales o jurídicas; f) Actuar en calidad de notario, en la de funcionario de registro civil y en funciones similares y ejercitar otras de carácter administrativo, siempre que no se opongan las leyes y reglamentos del Estado receptor; g) Velar, de acuerdo con las leyes y reglamentos del Estado receptor, por los intereses de los nacionales del Estado que envía, sean personas naturales o jurídicas, en los casos de sucesión por causa de muerte que se produzcan en el territorio del Estado receptor; h) Velar, dentro de los límites que impongan las leyes y reglamentos del Estado receptor, por los intereses de los menores y de otras personas que carezcan de capacidad plena y que sean nacionales del   Estado que envía, en particular cuando se requiera instituir para ellos una tutela o curatela; i) Representar a los nacionales del   Estado que envía o tomar las medidas convenientes para su representación ante los Tribunales y otras autoridades del Estado receptor, de conformidad con puedan defenderlos oportunamente; i) Comunicar decisiones judiciales y extrajudiciales y diligenciar comisiones rogatorias de conformidad con los acuerdos internacionales en vigor y, a falta de los mismos, de manera que sea compatible con las leyes y reglamentos del Estado receptor; k) Ejercer, de conformidad con las leyes y reglamentos del Estado que envía, los derechos de control o inspección de los buques que tengan la nacionalidad de dicho Estado y de las aeronaves matriculadas en el mismo y, también de sus tripulaciones; /) Prestar ayuda a los buques y aeronaves a que se refiere el apartado k) de este artículo y, también a sus tripulaciones; recibir declaración sobre el viaje de esos buques, examinar y refrendar los documentos de a bordo y, sin perjuicio de las facultades de las autoridades del Estado receptor, efectuar encuestas sobre los incidentes ocurridos en la travesía y resolver los litigios de todo orden que se planteen entre el capitán, los oficiales y los marineros, siempre que lo autoricen las leyes y reglamentos del Estado que envía; m) Ejercer las demás funciones confiadas por el Estado que envía a la oficina consular que no estén prohibidas por las leyes y reglamentos del Estado receptor o a las que éste no se oponga, o las que le sean atribuidas por los acuerdos internacionales en vigor entre el Estado que envía y el receptor."





�  a) A los locales solamente se les protegerá de toda intrusión o daño y se evitará que la tranquilidad de los mismos sea perturbada (art. 59).  La inviolabilidad de dichos locales es, por tanto, relativa, en comparación con la absoluta que hemos visto en el artículo 31 para los locales servidos por funcionarios de carrera; b) La exención fiscal de los locales consulares sólo se concede para los casos en que el Estado que envía sea directamente propietario o inquilino de los mismos (art. 60); c) Los archivos son inviolables, sólo a condición de que estén separados de la correspondencia, objetos, libros y documentos particulares del Jefe de la Oficina y su personal (art. 61); d) No se les reconoce la inviolabilidad personal, ya que solamente se les concede al respecto el ser tratados con la debida deferencia, el que se procure perturbarles lo menos posible en el ejercicio de sus funciones, salvo cuando sea detenido o puesto en prisión preventiva, y que se inicie el procedimiento en los casos de detención con el menor retraso posible (art. 63); e) La protección a los funcionarios honorarios será simplemente la que puedan necesitar por razón de su carácter oficial (art. 64); f) La exención fiscal se limita a los emolumentos que perciba del Estado por el ejercicio de sus funciones (art. 66); g) La franquicia aduanera se le limita en determinados objetos que se especifican y que se destinen a uso oficial (art. 62), y h) La exención de prestaciones personales se limita a la persona del Cónsul honorario y se excluye a los miembros de su familia que con él conviven (art. 67).


Queda además excluido, en comparación con los funcionarios de carrera, de la exención de inscripción en el registro de extranjeros, deberá proveerse del permiso de residencia y del permiso de trabajo, no está exento del régimen de seguridad social y se le excluye de los beneficios relativos al impuesto de sucesiones en caso de fallecimiento.





� Los funcionarios internacionales gozan de privilegios e inmunidades destinadas a garantizar la independencia de su función (inmunidad funcional).


� La presente unidad está enteramente extractada de los resultados de la quincuagésima tercera sesión de la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas. � HYPERLINK "http://www.un.org/law/ilc/texts/State_responsibility/responsibilityfra.htm" ��http://www.un.org/law/ilc/texts/State_responsibility/responsibilityfra.htm�


The draft articles were adopted by the International Law Commission at its � HYPERLINK "http://www.un.org/law/ilc/sessions/53/53sess.htm" \t "_top" �fifty-third session�, held in 2001. Text: Report of the International Law Commission on the work of its Fifty-third session, Official Records of the General Assembly, Fifty-sixth session, Supplement No. 10 (A/56/10), chp.IV.E.1





� Greco-Bulgarian "Communities", 1930, C.P.J.I., Series B, Nº 17, pág. 32.


� Free Zones of Upper Savoy and the District of Gex, 1930, C.P.J.I., Series A, Nº 24, en la


pág. 12; C.P.J.I., Series A/B, Nº 46 (1932), pág. 96, en la pág. 167.


� Treatment of Polish Nationals, 1932, C.P.J.I., Series A/B, Nº 44, pág. 4, en la pág. 24.


� United States Diplomatic and Consular Staff in Tehran, I.C.J., Reports 1980, pág. 3





� U.N.R.I.A.A., vol. XV, pág. 455 (1902), en la pág. 477. Véase también el asunto Chattin, Reports of International Arbitral Awards, ibíd., vol. IV, pág. 282 (1927), en las págs. 285 y 286; Dispute concerning the interpretation of article 79 of the Treaty of Peace, ibíd., vol. XIII, pág. 389 (1955), en la pág. 438.





� Una forma de comportamiento ultra vires al que se aplicaría el artículo 7 sería el del funcionario de un Estado que aceptase un soborno para realizar un acto o celebrar un negocio jurídico. Los presentes artículos no se ocupan de las cuestiones que se plantearían en ese caso con respecto a la validez del negocio (cf. Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, art. 50). En lo que concierne a la responsabilidad por el comportamiento corrupto, podrían darse varias situaciones que no es necesario tratar expresamente en los presentes artículos. Si un Estado corrompe al órgano de otro Estado para que realice determinado acto oficial, el Estado corruptor será responsable a tenor del artículo 8 o del artículo 17. La cuestión de la responsabilidad del Estado cuyo funcionario ha sido sobornado respecto del Estado corruptor no se plantearía casi nunca, pero podría plantearse la de su responsabilidad respecto de un tercero, que se resolvería debidamente con arreglo al artículo 7.








� "[P]ese a los considerables subsidios y otras formas de asistencia que les proporcionaban los Estados Unidos, no hay pruebas claras de que los Estados Unidos ejercieran realmente en todos los ámbitos un grado de control suficiente para justificar que se considerara que los contras actuaban por cuenta de los Estados Unidos. Todas las formas de participación de los Estados Unidos antes mencionadas, e incluso el control general por el Estado demandado sobre una fuerza que depende en gran medida de ese Estado, no implicarían por sí solas, sin pruebas adicionales, que los Estados Unidos dirigieron u ordenaron la perpetración de los actos contrarios a los derechos humanos y el derecho humanitario que denuncia el Estado demandante. Es muy posible que esos actos hayan sido cometidos por miembros de los contras sin el control de los Estados Unidos. Para que ese comportamiento dé lugar a la responsabilidad jurídica de los Estados Unidos, debería en principio probarse que ese Estado ejercía un control efectivo de las operaciones militares o paramilitares en el curso de las cuales se cometieron las presuntas violaciones”.


� El asunto del Personal diplomático y consular de los Estados Unidos de América en Teherán es un ejemplo más de la adopción ulterior por el Estado de un comportamiento determinado. En ese asunto, la Corte trazó claramente una distinción entre la situación jurídica existente inmediatamente después de que los militantes se apoderasen de la Embajada de los Estados Unidos y de su personal y la creada por un decreto del Estado iraní en que se aprobaba expresamente y se mantenía esa situación. Según la Corte:





"La política, anunciada por el Ayatollah Jomeini, de mantener la ocupación de la Embajada y la detención de su personal como rehenes con el propósito de ejercer presión sobre el Gobierno de los Estados Unidos fue aplicada por otras autoridades iraníes y apoyada por ellas repetidamente en declaraciones formuladas en diversas ocasiones. Esa política tuvo por efecto la transformación radical del carácter jurídico de la situación creada por la ocupación de la Embajada y la detención de sus funcionarios diplomáticos y consulares como rehenes. El hecho de que el Ayatollah Jomeini y otros órganos del Estado iraní aprobaran estos hechos y decidieran perpetuarlos convirtió la ocupación de la Embajada y la detención de los rehenes en hechos de ese Estado."





� Military and Paramilitary Activities in and against Nicaragua (Nicaragua v. United States of America), Merits, I.C.J., Reports 1986, pág. 14, en la pág. 64, párr. 115, y en la pág. 98, párr. 186, respectivamente.





� Por ejemplo, Francia se comprometió por un acto unilateral a no realizar nuevos ensayos nucleares en la atmósfera: Nuclear Tests (Australia v. France), I.C.J., Reports 1974, pág. 253; Nuclear Tests (New Zealand v. France), I.C.J., Reports 1974, pág. 457. El alcance de la obligación asumida mediante ese acto fue precisado en Request for an Examination of the Situation in Accordance with Paragraph 63 of the Court’s Judgment of 20 December 1974 in the Nuclear Test (New Zealand v. France) Case, I.C.J., Reports 1995, pág. 288.





� "Un hecho jurídico debe ser apreciado a la luz del derecho de la época y no del derecho en vigor en el momento en que surge o ha de resolverse una controversia relativa a ese hecho."





U.N.R.I.A.A., vol. II, pág. 829, en la pág. 845 (1949). Sobre el derecho intertemporal en general véase la resolución del Instituto de Derecho Internacional, Annuaire de l’Institut de Droit International, vol. 56 (1975), en las págs. 536 a 540; sobre el debate, véase ibíd., págs. 339 a 374; sobre los informes de Sørensen, véase ibíd., vol. 55 (1973), págs. 1 a 116. Véase además W. Karl, "The Time Factor in the Law of State Responsibility", en M. Spinedi y B. Simma (eds.), United Nations Codification of State Responsibility (Oceana, Nueva York, 1987), pág. 95.





� Extensión en el tiempo de la violación de una obligación internacional.





“1. La violación de una obligación internacional mediante un hecho del Estado que no tenga carácter continuo tiene lugar en el momento en que se produce el hecho, aunque sus efectos perduren.


2. La violación de una obligación internacional mediante un hecho del Estado que tiene carácter continuo se extiende durante todo el período en el cual el hecho continúa y se mantiene su falta de conformidad con la obligación internacional.


3. La violación de una obligación internacional en virtud de la cual el Estado debe prevenir un acontecimiento determinado tiene lugar cuando se produce el acontecimiento y se extiende durante todo el período en el cual ese acontecimiento continúa y se mantiene su falta de conformidad con esa obligación”.





� Blake, Inter-Am.Ct.H.R., Series C, Nº 36 (1998), párr. 67.





� Violación consistente en un hecho compuesto


1. La violación por el Estado de una obligación internacional mediante una serie de acciones u omisiones, definida en su conjunto como ilícita, tiene lugar cuando se produce la acción u omisión que, tomada con las demás acciones u omisiones, es suficiente para constituir el hecho ilícito.


2. En tal caso, la violación se extiende durante todo el período que comienza con la primera de las acciones u omisiones de la serie y se prolonga mientras esas acciones u omisiones se repiten y se mantiene su falta de conformidad con la obligación internacional.





� Artículo 20.  Consentimiento. “El consentimiento válido de un Estado a la comisión por otro Estado de un hecho determinado excluye la ilicitud de tal hecho en relación con el primer Estado en la medida en que el hecho permanece dentro de los límites de dicho consentimiento”.





� Artículo 22. Contramedidas en razón de un hecho internacionalmente ilícito. “La ilicitud del hecho de un Estado que no esté en conformidad con una obligación internacional suya para con otro Estado queda excluida en el caso y en la medida en que ese hecho constituya una contramedida tomada contra ese otro Estado de conformidad con el capítulo II de la tercera parte”.





� En la literatura relativa a las contramedidas, a veces se hace referencia a la aplicación de una "sanción", o a una "reacción" ante un hecho internacionalmente ilícito cometido anteriormente; históricamente, los términos más usuales eran "represalias legítimas" o, de manera más general, "medidas de autodefensa" o "autoayuda". El término "sanciones" se ha utilizado para las medidas adoptadas de conformidad con el instrumento constitutivo de algunas organizaciones internacionales, en particular con arreglo al Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas -a pesar de que en la Carta se usa el término "medidas" y no


"sanciones". El término "represalias" ya no se usa mucho en este contexto, debido a su asociación con el derecho de las represalias bélicas que entrañan el uso de la fuerza. Por lo menos desde el arbitraje en el asunto relativo a Air Services, se ha preferido el término "contramedidas", que se ha adoptado a efectos de los presentes artículos.





� Estas condiciones se tratan en la tercera parte, capítulo II del Proyecto de Artículos.





� Artículo 23 . Fuerza mayor. 


1. La ilicitud del hecho de un Estado que no esté en conformidad con la obligación internacional de ese Estado queda excluida si ese hecho se debe a una fuerza mayor, es decir, a una fuerza irresistible o un acontecimiento imprevisto, ajenos al control del Estado, que hacen materialmente imposible, en las circunstancias del caso, cumplir con la obligación.


2. El párrafo 1 no es aplicable si:


a) La situación de fuerza mayor se debe, únicamente o en combinación con otros factores, al comportamiento del Estado que la invoca; o


b) El Estado ha asumido el riesgo de que se produzca esa situación.








� Los bombardeos de La-Chaux-de-Fonds por aviadores alemanes, el 17 de octubre de 1915, y de Porrentruy por aviadores franceses, el 26 de abril de 1917, en los que se reconoció que esos acontecimientos se debían a negligencia de sus autores, los beligerantes se comprometieron a castigar a los culpables y a reparar los daños causados; Estudio de la Secretaría, párrs. 255 y 256.


� Por ejemplo, en 1906 un oficial norteamericano a bordo del buque de los Estados Unidos Chattanooga fue mortalmente herido cuando su buque entraba al puerto chino de Chefoo por una bala disparada desde un barco de guerra francés. El Gobierno de los Estados Unidos obtuvo reparación, alegando que:


"Si bien el homicidio del Teniente England sólo puede considerarse como un accidente, no cabe estimar que pertenece a la categoría de hechos inevitables que no entrañan responsabilidad alguna. En efecto, no se concibe que hubiese ocurrido sin el elemento coadyuvante de falta de la debida precaución por parte de aquellos oficiales del Dupetit Thouars encargados del ejercicio de tiro con fusil, que no hicieron cesar el fuego cuando el Chattanooga, en su paso normal por el canal público, penetró en la línea de tiro." Whiteman, Damages, vol. I, pág. 221. Véase también el Estudio de la Secretaría, párr. 130.


� Artículo 24 . Peligro extremo. 


“1. La ilicitud del hecho de un Estado que no esté en conformidad con una obligación internacional de ese Estado queda excluida si el autor de ese hecho no tiene razonablemente otro modo, en una situación de peligro extremo, de salvar su vida o la vida de otras personas confiadas a su cuidado.


2. El párrafo 1 no es aplicable si:


a) La situación de peligro extremo se debe, únicamente o en combinación con otros factores, al comportamiento del Estado que la invoca; o


b) Es probable que el hecho en cuestión cree un peligro comparable o mayor”.





� La excepción de peligro extremo se acepta también en muchos tratados como circunstancia que justifica comportamientos que en otro caso serían ilícitos. El párrafo 3 del artículo 14 de la Convención de 1958 sobre el Mar Territorial y la Zona Contigua permite la detención o el fondeo de buques durante su paso por aguas territoriales extranjeras a condición de que este comportamiento se imponga por un peligro extremo.  Una disposición análoga figura en el párrafo 2 del artículo 18 de la Convención de 1982


sobre el Derecho del Mar. Otras disposiciones semejantes figuran en los convenios internacionales para la prevención de la contaminación del mar.





� Artículo 25. Estado de necesidad.


“1. Ningún Estado puede invocar el estado de necesidad como causa de exclusión de la ilicitud de un hecho que no esté en conformidad con una obligación internacional de ese Estado a menos que ese hecho:


a) Sea el único modo para el Estado de salvaguardar un interés esencial contra un peligro grave e inminente; y


b) No afecte gravemente a un interés esencial del Estado o de los Estados con relación a los cuales existe la obligación, o de la comunidad internacional en su conjunto.


2. En todo caso, ningún Estado puede invocar el estado de necesidad como causa de exclusión de la ilicitud si:


a) La obligación internacional de que se trate excluye la posibilidad de invocar el estado de necesidad; o


b) El Estado ha contribuido a que se produzca el estado de necesidad”.





� Artículo 21. Legítima defensa. 


“La ilicitud del hecho de un Estado queda excluida si ese hecho constituye una medida lícita de legítima defensa tomada de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas”.





� Sandra Namihas. Ver  � HYPERLINK "http://www.acnur.org/biblioteca/pdf/2193.pdf" ��http://www.acnur.org/biblioteca/pdf/2193.pdf�





� Ley creadora de la oficina nacional para refugiados. Decreto 1096 de 13 Septiembre 1982.  Artículo 3. “El Instituto Nicaragüense de Seguridad Social y Bienestar dictará las normas reglamentarias necesarias para la aplicación del presente Decreto, en coordinación con los demás entes estatales vinculados a la materia”.





� Protocolo Artículo III.  Recordar la Ley y Reglamento al respecto en Nicaragua.


� Bases de Datos Legal de ACNUR.  Reunidos de América Latina y España. � HYPERLINK "http://www.acnur.org/paginas/index.php?id_pag=3170#CIREFCA" ��http://www.acnur.org/paginas/index.php?id_pag=3170#CIREFCA�





� Nicaragua se mostró adelantada en cuenta a su Ley y Reglamento, de 1982 y 1984 respectivamente.





� En su contenido se consagra la Declaración de Cartagena como fundamental para el progreso del Derecho Internacional de los Refugiados.


� El Derecho Internacional Humanitario es uno de los grandes sectores del Derecho Internacional Público que, inspirado, al igual que el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, con el que guarda estrecha relación, en la noción ética de humanidad, aspira a proteger a la persona en toda situación de conflicto armado.  Así el Derecho Internacional de los Derecho Humanos, nacido de la Conferencia de San Francisco donde en la Carta de las Naciones Unidas se incluye referencias a éste, está encargado de la protección de los derechos fundamentales del ser humano en todas las circunstancias posibles iniciando su proceso codificador en 1946 con el fruto en 1948 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y se consolida en 1966, continuando su producción positiva hasta la actualidad.  Por otro lado, el concepto de Derecho Internacional de los Refugiados es un término africano e iberoamericano que nos indica el progreso que en este sentido han experimentado estas regiones con respecto a otras del mundo y, simplemente, por el azote que este problema humanitario ha tenido en su Estados.


� COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS de la OEA.  OEA/Ser.G CP/CAJP-2021/03 rev.1								5 marzo 2003





� Convención sobre el Asilo Diplomático de la OEA, de fecha 28 de marzo de 1954 � HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/Tratados/a-46.html" ��http://www.oas.org/juridico/spanish/Tratados/a-46.html�





� CONVENCION SOBRE ASILO


Artículo 1 No es lícito a los Estados dar asilo en Legaciones, naves de guerra, campamentos o aeronaves militares, a los inculpados de delitos comunes, que estuvieren procesados en forma o que hubieren sido condenados por Tribunales ordinarios, así como tampoco a los desertores de tierra y mar. 


Las personas mencionadas en el párrafo precedente, que se refugiaren en algunos de los lugares señalados en él, deberán ser entregadas tan pronto lo requiera el Gobierno Local. 


(Así reformado en la Segunda Conferencia Internacional Americana celebrada en Montevideo el 26 de diciembre de 1933)


Artículo 2 El asilo de delincuentes políticos en Legaciones, navíos de guerra, campamentos o aeronaves militares, será respetado en la medida en que, como un derecho o por humanitaria tolerancia, lo admitieren el uso, las Convenciones o las leyes del país de refugio y de acuerdo con las disposiciones siguientes: 


Primero: El asilo no podrá ser concedido sino en casos de urgencia y por el tiempo estrictamente indispensable para que el asilado se ponga de otra manera en seguridad. 


Segundo: El Agente Diplomático, Jefe de navío de guerra, campamento o aeronave militar, inmediatamente después de conceder el asilo lo comunicará al Ministro de Relaciones Exteriores del Estado del Asilado, o a la autoridad administrativa del lugar si el hecho ocurriera fuera de la capital. 


Tercero: El Gobierno del Estado podrá exigir que el asilado sea puesto fuera del territorio nacional dentro del más breve plazo posible; y el Agente Diplomático del país que hubiere acordado el asilo, podrá a su vez exigir las garantías necesarias para que el refugiado salda del país respetándose la inviolabilidad de su persona. 


Cuarto: Los asilados no podrán ser desembarcados en ningún punto del territorio nacional ni en lugar demasiado próximo a él. 


Quinto: Mientras dure el asilo no se permitirá a los asilados practicar actos contrarios a la tranquilidad pública. 


Sexto: Los Estados no están obligados a pagar los gastos por aquél que concede el asilo.


Artículo 3 La presente Convención no afecta los compromisos adquiridos anteriormente por las Partes Contratantes en virtud de acuerdos internacionales.


Artículo 4 La presente Convención, después de firmada será sometida a las ratificaciones de los Estados signatarios. El Gobierno de Cuba queda encargado de enviar copias certificadas auténticas a los Gobiernos para el referido fin de la ratificación. El instrumento de ratificación será depositado en los archivos de la Unión Panamericana en Washington, quien notificará ese depósito a los Gobiernos signatarios; tal notificación valdrá como canje de ratificaciones. Esta Convención quedará abierta a la adhesión de los Estados no signatarios.


En fé de lo cual, los Plenipotenciarios expresados firman la presente Convención en español, inglés, francés y portugués, en la ciudad de La Habana, el día 20 de febrero de 1928.


� CONVENCION SOBRE EL ASILO POLÍTICO


ARTICULO 1. Substituyese el artículo 1. de la Convención de la Habana sobre Derecho de Asilo, de 20 de febrero de 1928, por el siguiente: “No es lícito a los Estados dar asilo en legaciones, naves de guerra, campamentos o aeronaves militares, a los inculpados de delitos comunes que estuvieren procesado en forma o que hubieren sido condenados por tribunales ordinarios, así como tampoco a los desertores de tierra y mar. 


Las personas mencionadas en el párrafo precedente, que se refugiaren en algunos de los lugares señalados en él, deberán ser entregados tan pronto lo requiera el Gobierno local”. 


ARTICULO 2. La calificación de la delincuencia política corresponde al Estado que presta el asilo. 


ARTICULO 3. El asilo político, por su carácter de institución humanitaria, no está sujeto a reciprocidad. Todos los hombres pueden estar bajo su protección, sea cual fuere su nacionalidad, sin perjuicio de las obligaciones que en esta materia tenga contraídas el Estado a que pertenezcan; pero los Estados que no reconozcan el asilo político sino con ciertas limitaciones o modalidades, no podrán ejercerlo en el extranjero sino en la manera y dentro de los límites con que lo hubieren reconocido. 


ARTICULO 4. Cuando se solicite el retiro de un agente diplomática a causa de las discusiones a que hubiere dado lugar un caso de asilo político, el agente diplomático deberá ser reemplazado por su Gobierno, sin que ello pueda determinar la interrupción de las relaciones diplomáticas de los dos Estados. 


ARTICULO 5. La presente convención no afecta los compromisos contraídos anteriormente por las Altas Partes Contratantes en virtud de acuerdos internacionales. 


ARTICULO 6. La presente Convención será ratificada por las Altas Partes Contratantes, de acuerdo con sus procedimientos constitucionales. El Ministerio de Relaciones exteriores de la República Oriental del Uruguay queda encargado de enviar copias certificadas auténticas a los Gobiernos para el referido fin. Los instrumentos de ratificación serán depositados en los archivos de la Unión Panamericana, en Washington, que notificará dicho depósito a los Gobiernos signatarios; tal notificación valdrá como canje de ratificaciones. 


ARTICULO 7. La presente Convención entrará en vigor entre las Altas Partes contratantes en el orden en que vayan depositando sus respectivas ratificaciones. 


ARTICULO 8. La presente convención regirá indefinidamente, pero podrá ser denunciada mediante aviso anticipado de un año a la Unión Panamericana, que la transmitirá a los demás Gobiernos signatarios. Transcurrido este plazo, la Convención cesará en sus efectos para el denunciante, quedando subsistente para las demás Altas Partes Contratantes. 


ARTICULO 9. La presente Convención quedará abierta a la adhesión y accesión de los Estados no signatarios. Los instrumentos correspondientes serán depositados en los Archivos de la Unión Panamericana, que los comunicará a las otras Altas Partes Contratantes. 


En fe de lo cual, los Plenipotenciarios que a continuación se indican, firman y sellan la presente Convención en español, inglés portugués y francés, en la ciudad de Montevideo, República Oriental del Uruguay, este vigésimo sexto día del mes de diciembre del año de mil novecientos treinta y tres. 


DECLARACION 


En virtud de que los Estados Unidos de América no reconocen ni suscriben la doctrina el Asilo Político como parte del Derecho Internacional, la Delegación de los Estados Unidos de América se abstiene de firmar la presente Convención sobre Asilo Político.


� � HYPERLINK "http://www.cajpe.org.pe/RIJ/bases/instru/ic2.HTM" ��http://www.cajpe.org.pe/RIJ/bases/instru/ic2.HTM�


� � HYPERLINK "http://www.cajpe.org.pe/RIJ/bases/instru/ic1.HTM" ��http://www.cajpe.org.pe/RIJ/bases/instru/ic1.HTM�





� � HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-46.html" ��http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-46.html�





� LA SITUACIÓN DE LOS REFUGIADOS EN EL MUNDO 2000 Cincuenta años de acción humanitaria � HYPERLINK "http://www.acnur.org/publicaciones/SRM/tabla91.htm#graf91" ��http://www.acnur.org/publicaciones/SRM/tabla91.htm#graf91�





� � HYPERLINK "http://www.brookings.edu/dybdocroot/fp/projects/idp/conferences/mexreport.pdf" ��http://www.brookings.edu/dybdocroot/fp/projects/idp/conferences/mexreport.pdf�





� Ver el capitulo V “Solución Pacífica de las Controversias” de la Carta de la OEA.


� Definición de la Corte Internacional de Justicia:  “Una diferencia es un desacuerdo sobre un punto de derecho o de hecho, una contradicción de tesis jurídicas o de intereses entre dos persona”


� � HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-42.html" ��http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-42.html�


� Pacto de Bogotá artículo III.


� Carta de la OEA, artículo 25: “Son procedimientos pacíficos: la negociación directa, los buenos oficios, la mediación, la investigación y conciliación, el procedimiento judicial, el arbitraje y los que especialmente acuerden, en cualquier momento, las Partes”


� Ver nota 2 ut supra.


� Pacto de Bogotá, artículo X: “Una vez que se haya logrado el acercamiento de las partes y que éstas hayan reanudado las negociaciones directas quedará terminada la gestión del Estado o del ciudadano que hubiere ofrecido sus Buenos Oficios o aceptado la invitación a interponerlos; sin embargo, por acuerdo de las partes, podrán aquéllos estar presentes en las negociaciones”.


� Artículo 37 del Convenio de La Haya de 18 de octubre de 1907.


� � HYPERLINK "http://www.ccj.org.ni/" ��http://www.ccj.org.ni/� En vista de la creación de La Corte Centroamericana de Justicia por el Protocolo de Tegucigalpa, las Cortes Supremas de Justicia del área prepararon el proyecto de ESTATUTO de la misma y lo aprobaron en su IV Reunión celebrada en la ciudad de Managua y fue el mismo que los Presidentes de las Repúblicas de Centroamérica aprobaron y suscribieron en Panamá, al cual únicamente le agregaron lo relacionado con la sede de La Corte que se dejó a su total decisión y la excepción de que para conocer de controversias fronterizas, territoriales y marítimas, se requiere la solicitud de las partes contratantes, la cual fue propuesta por la Corte Suprema de Justicia de Honduras.


Mediante gestiones del Consejo Judicial Centroamericano, apegadas al convenio de Estatuto de La Corte, las Cortes Supremas de Justicia de El Salvador, Honduras y Nicaragua, respecto de los cuales entró en vigor dicho Estatuto el 2 de febrero de 1994, eligieron cada una dos magistrados titulares y dos suplentes para integrarla inicialmente, recayendo esas designaciones en las personas siguientes: El Salvador, doctores Jorge Antonio Giammattei Avilés y Fabio Hércules Pineda, Magistrados Titulares y, los doctores Gabriel Mauricio Gutiérrez Castro y José Antonio Dueñas, Magistrados Suplentes. Honduras: Abogados Roberto Ramírez y Adolfo León Gómez Magistrados Titulares y, abogados Jorge Adalberto Vásquez Martínez y José Darío Lobo Magistrados Suplentes. Y, Nicaragua: doctores Orlando Trejos Somarriba y Rafael Chamorro Mora Magistrados Titulares y, doctores Leonte Valle López y Uriel Mendieta Gutiérrez Magistrados Suplentes.


La Corte inició sus funciones el 12 de octubre de 1994 en el edificio situado en el Reparto Bolonia No. 1804 de la ciudad de Managua, su sede permanente, integrada con los Magistrados Titulares a excepción del Doctor Orlando Trejos Somarriba que fue autorizado por la misma Corte a no integrarse sino hasta que termine sus funciones de Presidente de la Corte Suprema de Justicia de Nicaragua y se llamó para sustituirlo a su Suplente Doctor Leonte Valle López, desempeñando la Presidencia el Doctor Jorge Antonio Giammattei Avilés y la Vicepresidencia el Doctor Rafael Chamorro Mora.


� � HYPERLINK "http://www.icj-cij.org/icjwww/idocket/iesh/ieshframe.htm" \t "_top" �Application for Revision of the Judgment of 11 September 1992 in the Case concerning the Land, Island and Maritime Frontier Dispute (El Salvador v. Honduras: Nicaragua intervening) (El Salvador v. Honduras)� (2002-2003)


� HYPERLINK "http://www.icj-cij.org/icjwww/idocket/inicol/inicolframe.htm" �Territorial and Maritime Dispute (Nicaragua v. Colombia)� (2001-


� HYPERLINK "http://www.icj-cij.org/icjwww/idocket/iNH/iNHframe.htm" �Maritime Delimitation between Nicaragua and Honduras in the Caribbean Sea (Nicaragua v. Honduras)� (1999-


� HYPERLINK "http://www.icj-cij.org/icjwww/icases/ish/ishframe.htm" �Land, Island and Maritime Frontier Dispute (El Salvador/Honduras: Nicaragua intervening)� (1986-1992)


� HYPERLINK "http://www.icj-cij.org/icjwww/icases/iNIHO/iNIHOframe.htm" �Border and Transborder Armed Actions (Nicaragua v. Honduras)� (1986-1992)


� HYPERLINK "http://www.icj-cij.org/icjwww/icases/inico/inicoframe.htm" �Border and Transborder Armed Actions (Nicaragua v. Costa Rica)� (1986-1987)


� HYPERLINK "http://www.icj-cij.org/icjwww/icases/inus/inusframe.htm" �Military and Paramilitary Activities in and against Nicaragua (Nicaragua v. United States of America)� (1984-1991)


Arbitral Award Made by the King of Spain on 23 December 1906 (Honduras v. Nicaragua) (1958-1960)


� Derecho Internacional Público, J. Puente Egido. UNED 1989 pp.65-105 y Manuale de Diritto Internacionale Pubblico, R. Monaco, UTET 1985 pp 309-318.


� Derecho Internacional Público, Paul Reuter. Bosch, Casa Editorial S.A. 1987 pp.210-211


� Paul Reuter. op.cit. pp 200-212.


� Carta de la Organización de Estados Americanos. Capítulo VIII.


Protocolo de Tegucigalpa a las Carta de la ORGANIZACION DE ESTADOS CENTROAMERICANOS (ODECA) Artículo 12.- “Para la realización de los fines del SISTEMA DE LA INTEGRACION CENTROAMERICANA se establecen los siguientes Organos: [...]”





� Protocolo de Tegucigalpa a las Carta de la ORGANIZACION DE ESTADOS CENTROAMERICANOS (ODECA) Artículo 21.- “El quórum del Consejo de Ministros se integra con la participación de todos los Ministros respectivos y, en caso extraordinario, por un Viceministro debidamente facultado. 


En el Consejo de Ministros, cada Estado Miembro tendrá sólo un voto. Las decisiones sobre cuestiones de fondo deberán ser adoptadas por consenso. Cuando haya duda sobre si una decisión es de fondo o de procedimiento, se resolverá por mayoría de votos”


� Como ejemplo.  Carta de la OEA. Artículo 7. “La Asamblea General, previa recomendación del Consejo Permanente de la Organización, determinará si es procedente autorizar al Secretario General para que permita al Estado solicitante firmar la Carta y para que acepte el depósito del instrumento de ratificación correspondiente. Tanto la recomendación del Consejo Permanente, como la decisión de la Asamblea General, requerirán el voto afirmativo de los dos tercios de los Estados miembros”. Ver artículo 9, 54 y otros.


� En una votación de 15 miembros con los votos de 6, 5 y 4, la primera (6) es la mayoría simple, mientras que la mayoría cualificada sería la de 7 o superior a 7, con preferencia 10 (2/3) o 9 (3/5).  La mayoría absoluta serían los 9 votos.


� ¿Derecho Internacional Público?, José Juste Ruiz, Valencia 1991.  Citas de: Primera: Friedman W. “De l´efficacité des institutions internationales” y, Segunda: Miaja de la Muela “Introducción al Derecho Internacional Público”.


� José Juste Ruiz, op. cit.   Geny F.,  “Science et Technique”.


� José Juste Ruiz, op. cit.  p. 85


� Artículo en el que se fundamente el nacimiento de la Organización del Tratado del Atlántico Norte de 1949 para la Defensa común o seguridad colectiva.





� � HYPERLINK "http://www.icc-cpi.int/library/about/officialjournal/Rome_Statute_120704-EN.pdf" ��http://www.icc-cpi.int/library/about/officialjournal/Rome_Statute_120704-EN.pdf�





� � HYPERLINK "http://www.un.org/law/ilc/texts/dcodefra.htm" ��http://www.un.org/law/ilc/texts/dcodefra.htm�





� Derecho Internacional y el Conflicto Arabe-Israelí.  Andrés Muñoz Mosquera, Madrid 1997. pp 43-46


� HYPERLINK "http://www.geocities.com/luisdallanegra/Medior/mediorie.htm" ��http://www.geocities.com/luisdallanegra/Medior/mediorie.htm�





� Legítima Defensa. Dr. Dallanegra Universidad El Salvador de Buenos Aires.


� HYPERLINK "http://www.geocities.com/luisdallanegra1/Derint1/legidef.htm#*a" ��http://www.geocities.com/luisdallanegra1/Derint1/legidef.htm#*a�
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� HYPERLINK "http://www.unog.ch/unog/website/missions.nsf/(httpPermanentMissions_en)/956B0037D83FC7E7C1256F410045201C?OpenDocument&unid" ��http://www.unog.ch/unog/website/missions.nsf/(httpPermanentMissions_en)/956B0037D83FC7E7C1256F410045201C?OpenDocument&unid�=





� Apuntes del Ministerio de Relaciones Exteriores de Nicaragua y las Naciones Unidas


� HYPERLINK "http://csnnuu.cancilleria.gob.ni/onu/nicaragua.html#144" ��http://csnnuu.cancilleria.gob.ni/onu/nicaragua.html#144�


� Carta de las Naciones Unidas


� Repertory of the UN Organs.  The Repertory is a legal publication containing analytical studies of the decisions of the principal organs of the United Nations under each of the Articles of the Charter of the United Nations, prepared by the Secretariat units concerned in accordance with their operational responsibilities and under the guidance of the Inter-Departmental Committee on Charter Repertory � HYPERLINK "http://www.un.org/law/repertory/art1.htm" ��http://www.un.org/law/repertory/art1.htm�


� � HYPERLINK "http://www.un.org/spanish/milenio/index.html" ��http://www.un.org/spanish/milenio/index.html�


� Apuntes del Ministerio de Relaciones Exteriores de Nicaragua y las Naciones Unidas


� HYPERLINK "http://csnnuu.cancilleria.gob.ni/onu/nicaragua.html#144" ��http://csnnuu.cancilleria.gob.ni/onu/nicaragua.html#144�





� Repertory. � HYPERLINK "http://www.un.org/law/repertory/art3.html" ��http://www.un.org/law/repertory/art3.html� 


� HYPERLINK "http://www.un.org/law/repertory/art4.htm" ��http://www.un.org/law/repertory/art4.htm� 


� Nicaragua es miembro fundador de las Naciones Unidas desde 1945, y signatario original de su carta


� Repertory  � HYPERLINK "http://www.un.org/law/repertory/art5.htm" ��http://www.un.org/law/repertory/art5.htm�


� HYPERLINK "http://www.un.org/law/repertory/art6.htm" ��http://www.un.org/law/repertory/art6.htm�





� Repertory 1989-1984.  By its resolution 777 (1992) the Security Council, considered that the State formerly known as the Socialist Federal Republic of Yugoslavia (SFRY) ceased to exist and that the FRY (Serbia and Montenegro) could not continue automatically the membership of the former SFR; accordingly the FRY, according to the Security Council, should apply for membership in the United Nations.3 At the same time, the Council recommended to the General Assembly, that the FRY should not participate in the work of the Assembly. The Security Council, by its resolution 821 (1993), extended the recommendation with regard to the participation of the FRY in the work of the Economic and Social Council. The General Assembly, in its resolutions 47/1 and 47/229, decided accordingly. Furthermore, in its resolution 48/88 on the situation in Bosnia and Herzegovina the Assembly reaffirmed its resolution 47/1, and urged Members States and the Secretariat in fulfilling the spirit of the resolution, to end the de facto working status of Serbia and Montenegro.





The Legal Counsel took the view that the resolution of the General Assembly neither terminated nor suspended the membership of the former Socialist Federal Republic of Yugoslavia (SFRY) in the United Nations.





� Ver nota 8 ut supra.


� Ver notas 7 y 8 ut supra.


� Apuntes del Ministerio de Relaciones Exteriores de Nicaragua y las Naciones Unidas


� HYPERLINK "http://csnnuu.cancilleria.gob.ni/onu/nicaragua.html#144" ��http://csnnuu.cancilleria.gob.ni/onu/nicaragua.html#144�





� Apuntes del Ministerio de Relaciones Exteriores de Nicaragua y las Naciones Unidas.  Nicaragua quiere asumir un papel participativo y colaborar activamente dentro del multilateralismo del nuevo orden mundial, para combatir los nuevos problemas y desafíos que enfrenta la humanidad, los cuales superan ampliamente las capacidades individuales de los Estados.  Nicaragua cree en el espíritu de cooperación mutua de todos los actores internacionales, en concordancia con el criterio de “responsabilidad compartida”. Nuestra aspiración a ser Miembros No Permanentes del Consejo de Seguridad se basa en la confianza de los pueblos en las Naciones Unidas, por el mantenimiento de la estabilidad y la paz mundial, todo esto a partir de la unidad de las instituciones y los sistemas que comparten principios y buscan soluciones comunes. Nicaragua desea desempeñar un papel más propositivo y dinámico en el seno del Consejo de Seguridad, nuestra aspiración está motivada fundamentalmente en el propósito de contribuir, de manera más activa, a los esfuerzos a favor de la prevención y solución pacífica de controversias y el respeto del Derecho Internacional. En base a nuestra convicción por el respeto incuestionable de los principios de la Carta de las Naciones Unidas y del Derecho Internacional, somos partidarios de aquellas medidas y disposiciones que promuevan y salvaguarden la paz y la seguridad internacional, a través de la prevención y solución pacífica de controversias entre Estados. Nicaragua apoyará la reforma al Consejo de Seguridad, proponiendo una representación más equitativa y democrática de todos los Estados y regiones. Esto es una ratificación de nuestro compromiso de mantener y fortalecer la vocación universal de las Naciones Unidas, para que todos los pueblos del mundo sin diferencias ni exclusiones, puedan estar justamente representados. Nicaragua impulsará el diálogo entre los miembros del Consejo, con el objetivo de construir puentes para la solución de conflictos regionales que impiden el desarrollo en los países más pequeños, más pobres y más endeudados. Nicaragua ha avanzado de un pasado turbulento a una nueva era de estabilidad y ofrece a la comunidad internacional una riqueza de experiencia, ya que al haber conocido en carne propia los horrores y las secuelas de la guerra, haber luchado hasta lograr controlar y desactivar los conflictos armados, así como haber logrado la democratización de nuestra nación, aportando enormemente de esta manera en la distensión de la región, es una de las escuelas más valiosas de nuestra reciente historia, que podemos compartir en el Consejo de Seguridad. 
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